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Capítulo IV

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD

A.  Introducción

35.  En su 66º período de sesiones (2014), la Comisión 
decidió incluir el tema «Crímenes  de lesa humanidad» 
en su programa de trabajo y nombró Relator Especial 
al Sr.  Sean D.  Murphy7. La Asamblea General, en el 
párrafo 7 de su resolución 69/118, de 10 de diciembre de 
2014, tomó nota ulteriormente de la decisión de la Comi-
sión de incluir ese tema en su programa de trabajo. 

36.  En su 67º período de sesiones (2015), la Comisión 
examinó el primer informe del Relator Especial8 y aprobó 
provisionalmente cuatro proyectos de artículo con sus 
comentarios9. También pidió a la Secretaría que preparase 
un memorando con información sobre los mecanismos 
convencionales de vigilancia existentes que pudieran ser 
de relevancia para su futura labor sobre el tema10.

37.  En su 68º período de sesiones (2016), la Comisión 
examinó el segundo informe del Relator Especial11, así 
como el memorando de la Secretaría con información 
sobre los mecanismos convencionales de vigilancia exis-
tentes que pueden ser de relevancia para la futura labor de 
la Comisión12, y aprobó seis nuevos proyectos de artículo 
con sus comentarios13.

B.  Examen del tema en el actual período de sesiones

38.  En el actual período de sesiones, la Comisión 
tuvo ante sí el tercer informe del Relator Especial (A/
CN.4/704), que fue examinado en las sesiones 3348ª a 
3354ª, celebradas del 1 al 9 de mayo de 2017.

39.  En su tercer informe, el Relator Especial abordó la 
extradición (cap.  I); la no devolución (cap.  II); la asis-
tencia judicial recíproca (cap.  III); las víctimas, testigos 
y otras personas afectadas (cap. IV); la relación con los 
tribunales penales internacionales competentes (cap. V); 
las obligaciones de los Estados federales (cap.  VI); los 
mecanismos de vigilancia y arreglo de controversias 
(cap. VII); las cuestiones pendientes (cap. VIII); el preám-
bulo (cap.  IX); las cláusulas finales de una convención 
(cap. X); y el programa de trabajo futuro sobre el tema 
(cap. XI). El Relator Especial propuso en su informe siete 
proyectos de artículo y un proyecto de preámbulo que 

7 Anuario… 2014, vol. II (segunda parte), párr. 266.
8 Anuario… 2015, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/680.
9 Ibíd., vol. II (segunda parte), párrs. 110 a 117.
10 Ibíd., párr. 115.
11 Anuario… 2016, vol. II (primera parte), documento A/CN.4/690.
12 Ibíd., documento A/CN.4/698.
13 Ibíd., vol. II (segunda parte), párrs. 79 a 85. 

correspondían a las cuestiones examinadas en los capítu-
los I a VII y IX, respectivamente14.

40.  En su 3354ª sesión, celebrada el 9 de mayo de 2017, 
la Comisión remitió al Comité de Redacción los proyec-
tos de artículo 11 a 17 y el proyecto de preámbulo que 
figuraban en el tercer informe del Relator Especial. 

41.  En sus sesiones 3366ª y 3377ª, celebradas los días 1 
de junio y 19 de julio de 2017, respectivamente, la Comi-
sión examinó y aprobó los dos informes del Comité de 
Redacción sobre el proyecto de preámbulo, los proyectos 
de artículo 1 a 15 y el proyecto de anexo. Así pues, aprobó 
el conjunto del proyecto de artículos sobre los crímenes 
de lesa humanidad en primera lectura (véase la sección 
C.1 infra).

42.  En sus sesiones 3383ª y 3384ª, celebradas el 31 de 
julio de 2017, la Comisión aprobó los comentarios al pro-
yecto de artículos sobre los crímenes de lesa humanidad 
(véase la sección C.2 infra). 

43.  En su 3384ª sesión, celebrada el 31 de julio de 2017, 
la Comisión decidió, de conformidad con los artículos 16 a 
21 de su estatuto, remitir el proyecto de artículos sobre los 
crímenes de lesa humanidad, por conducto del Secretario 
General, a los Gobiernos, las organizaciones internacio-
nales y otros interesados para que formularan comenta-
rios y observaciones, con la petición de que presentaran 
al Secretario General dichos comentarios y observaciones 
antes del 1 de diciembre de 2018.

44.  En esa misma sesión, la Comisión expresó su pro-
fundo agradecimiento al Relator Especial, Sr.  Sean D. 
Murphy, por la extraordinaria contribución realizada, que 
había permitido a la Comisión culminar con éxito la pri-
mera lectura del proyecto de artículos sobre los crímenes 
de lesa humanidad.

C.	 Texto del proyecto de artículos sobre los crímenes 
de lesa humanidad aprobado por la Comisión en 
primera lectura

1. T exto del proyecto de artículos

45.  El texto del proyecto de artículos aprobado por la 
Comisión en primera lectura figura a continuación.

14 Proyecto de artículo  11 (Extradición), proyecto de artículo  12 
(No  devolución), proyecto de artículo  13 (Asistencia judicial recí-
proca), proyecto de artículo 14 (Víctimas, testigos y otras personas), 
proyecto de artículo 15 (Relación con los tribunales penales internacio-
nales competentes), proyecto de artículo 16 (Obligaciones de los Esta-
dos federales), proyecto de artículo 17 (Arreglo de controversias entre 
los Estados) y proyecto de preámbulo.

https://undocs.org/es/A/res/69/118
https://undocs.org/es/A/CN.4/704
https://undocs.org/es/A/CN.4/704
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/CN.4/680&referer=/english/&Lang=S
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Preámbulo

[…]

Teniendo presente que, a lo largo de la historia, millones de 
niños, mujeres y hombres han sido víctimas de crímenes que con-
mueven profundamente la conciencia de la humanidad,

Reconociendo que los crímenes de lesa humanidad constituyen 
una amenaza para la paz, la seguridad y el bienestar del mundo,

Reconociendo además que la prohibición de los crímenes de lesa 
humanidad es una norma imperativa de derecho internacional ge-
neral (ius cogens),

Afirmando que los crímenes de lesa humanidad, que forman 
parte de los crímenes más graves de trascendencia para la comuni-
dad internacional en su conjunto, han de prevenirse de conformi-
dad con el derecho internacional,

Decididos a poner fin a la impunidad de los autores de esos crí-
menes y a contribuir así a la prevención de tales crímenes,

Recordando la definición de crímenes de lesa humanidad esta-
blecida en el artículo  7 del Estatuto de Roma de la Corte Penal 
Internacional, 

Recordando también que es deber de todo Estado ejercer su 
jurisdicción penal con respecto a los crímenes de lesa humanidad,

Tomando en consideración que, puesto que los crímenes de lesa 
humanidad no han de quedar impunes, ha de asegurarse el enjui-
ciamiento efectivo de esos crímenes mediante la adopción de medi-
das a escala nacional y el fomento de la cooperación internacional, 
entre otras cosas en materia de extradición y asistencia judicial 
recíproca, 

Tomando en consideración también los derechos de las víctimas, 
los testigos y otras personas en relación con los crímenes de lesa 
humanidad, así como el derecho de los presuntos infractores a un 
trato justo,

[…]

Artículo 1 [1]15.  Ámbito de aplicación

El presente proyecto de artículos se aplicará a la prevención y 
sanción de los crímenes de lesa humanidad.

Artículo 2 [2].  Obligación general

Los crímenes de lesa humanidad, cometidos o no en tiempo de 
conflicto armado, son crímenes según el derecho internacional que 
los Estados se comprometen a prevenir y sancionar.

Artículo 3 [3].  Definición de crímenes de lesa humanidad

1.  A los efectos del presente proyecto de artículos, se entenderá 
por «crimen de lesa humanidad» cualquiera de los actos siguientes 
cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemá-
tico contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque:

a)  asesinato;

b)  exterminio;

c)  esclavitud;

d)  deportación o traslado forzoso de población;

e)  encarcelación u otra privación grave de la libertad física en 
violación de normas fundamentales de derecho internacional;

f)  tortura;

g)  violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, emba-
razo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de vio-
lencia sexual de gravedad comparable; 

15 Los números de los proyectos de artículo aprobados provisional-
mente con anterioridad por la Comisión se indican entre corchetes.

h)  persecución de un grupo o colectividad con identidad 
propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, 
culturales, religiosos, de género, según se define en el párrafo 3, u 
otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con 
arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto 
mencionado en el presente párrafo o con el crimen de genocidio o 
crímenes de guerra;

i)  desaparición forzada de personas;

j)  el crimen de apartheid;

k)  otros actos inhumanos de carácter similar que causen inten-
cionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la 
integridad física o la salud mental o física.

2.  A los efectos del párrafo 1:

a)  por «ataque contra una población civil» se entenderá una 
línea de conducta que implique la comisión múltiple de actos men-
cionados en el párrafo 1 contra una población civil, de conformidad 
con la política de un Estado o de una organización de cometer ese 
ataque o para promover esa política;

b)  el «exterminio» comprenderá la imposición intencional de 
condiciones de vida, la privación del acceso a alimentos o medi-
cinas, entre otras cosas, encaminadas a causar la destrucción de 
parte de una población;

c)  por «esclavitud» se entenderá el ejercicio de los atributos 
del derecho de propiedad sobre una persona, o de algunos de ellos, 
incluido el ejercicio de esos atributos en el tráfico de personas, en 
particular mujeres y niños;

d)  por «deportación o traslado forzoso de población» se enten-
derá el desplazamiento forzoso de las personas afectadas, por expul-
sión u otros actos coactivos, de la zona en que estén legítimamente 
presentes, sin motivos autorizados por el derecho internacional;

e)  por «tortura» se entenderá causar intencionalmente dolor 
o sufrimientos graves, ya sean físicos o mentales, a una persona 
que el acusado tenga bajo su custodia o control; sin embargo, no 
se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven 
únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o 
fortuita de ellas;

f)  por «embarazo forzado» se entenderá el confinamiento ilí-
cito de una mujer a la que se ha dejado embarazada por la fuerza, 
con la intención de modificar la composición étnica de una pobla-
ción o de cometer otras violaciones graves del derecho interna-
cional. En modo alguno se entenderá que esta definición afecta a 
las normas de derecho interno relativas al embarazo;

g)  por «persecución» se entenderá la privación intencional y 
grave de derechos fundamentales en contravención del derecho in-
ternacional en razón de la identidad del grupo o de la colectividad;

h)  por «el crimen de apartheid» se entenderán los actos inhu-
manos de carácter similar a los mencionados en el párrafo 1 come-
tidos en el contexto de un régimen institucionalizado de opresión y 
dominación sistemáticas de un grupo racial sobre uno o más grupos 
raciales y con la intención de mantener ese régimen;

i)  por «desaparición forzada de personas» se entenderá la 
aprehensión, la detención o el secuestro de personas por un Estado 
o una organización política, o con su autorización, apoyo o aquies-
cencia, seguido de la negativa a informar sobre la privación de 
libertad o dar información sobre la suerte o el paradero de esas 
personas, con la intención de dejarlas fuera del amparo de la ley 
por un período prolongado.

3.  A los efectos del presente proyecto de artículos se entenderá 
que el término «género» se refiere a los dos sexos, masculino y feme-
nino, en el contexto de la sociedad. El término «género» no tendrá 
más acepción que la que antecede.

4.  El presente proyecto de artículo se entiende sin perjuicio de 
cualquier otra definición más amplia prevista en cualquier instru-
mento internacional o legislación nacional.
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Artículo 4 [4].  Obligación de prevención

1.  Todo Estado se compromete a prevenir los crímenes de lesa 
humanidad, de conformidad con el derecho internacional, entre 
otras cosas:

a)  adoptando medidas legislativas, administrativas, judicia-
les u otras medidas preventivas eficaces en todo territorio que esté 
bajo su jurisdicción; y

b)  cooperando con otros Estados, organizaciones interguber-
namentales pertinentes y, según proceda, otras organizaciones.

2.  En ningún caso podrán invocarse circunstancias excep-
cionales, tales como un conflicto armado, la inestabilidad política 
interna o cualquier otra emergencia pública, como justificación de 
los crímenes de lesa humanidad.

Artículo 5.  No devolución

1.  Ningún Estado procederá a la expulsión, devolución, entrega 
o extradición de una persona a un territorio bajo la jurisdicción de 
otro Estado cuando haya motivos fundados para creer que estaría 
en peligro de ser víctima de un crimen de lesa humanidad.

2.  A los efectos de determinar si existen esos motivos, las auto-
ridades competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones 
pertinentes, incluida, cuando proceda, la existencia, en el territo-
rio bajo la jurisdicción del Estado de que se trate, de un cuadro 
de violaciones sistemáticas graves, flagrantes o masivas de los 
derechos humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario.

Artículo 6 [5].  Criminalización en el derecho nacional

1.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que estén 
tipificados en su derecho penal los crímenes de lesa humanidad.

2.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que 
estén tipificados en su derecho penal los siguientes actos: 

a)  la comisión de un crimen de lesa humanidad;

b)  la tentativa de comisión de uno de esos crímenes; y

c)  el hecho de ordenar, instigar, inducir, ayudar, ser cómplice 
o de colaborar o contribuir de algún otro modo a la comisión o la 
tentativa de comisión de uno de esos crímenes.

3.  Todo Estado adoptará también las medidas necesarias para 
que estén tipificados en su derecho penal los siguientes supuestos:

a)  el jefe militar o el que actúe efectivamente como jefe militar 
será penalmente responsable por los crímenes de lesa humanidad 
cometidos por fuerzas bajo su mando y control efectivos, o su auto-
ridad y control efectivos, según sea el caso, en razón de no haber 
ejercido un control apropiado sobre esas fuerzas, cuando:

i)  hubiere sabido o, en razón de las circunstancias del 
momento, hubiere debido saber que las fuerzas estaban come-
tiendo esos crímenes o se proponían cometerlos; y

ii)  no hubiere adoptado todas las medidas necesarias y 
razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o 
para poner el asunto en conocimiento de las autoridades compe-
tentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento;

b)  en lo que respecta a las relaciones entre superior y subor-
dinado distintas de las señaladas en el apartado a, el superior será 
penalmente responsable por los crímenes de lesa humanidad come-
tidos por subordinados bajo su autoridad y control efectivos, en 
razón de no haber ejercido un control apropiado sobre esos subor-
dinados, cuando:

i)  hubiere tenido conocimiento o deliberadamente hubiere 
hecho caso omiso de informaciones que indicasen claramente 
que los subordinados estaban cometiendo esos crímenes o se 
proponían cometerlos;

ii)  los crímenes guardasen relación con actividades que 
estuvieran bajo su responsabilidad y control efectivos; y

iii)  no hubiere adoptado todas las medidas necesarias y 
razonables a su alcance para prevenir o reprimir su comisión o 
para poner el asunto en conocimiento de las autoridades compe-
tentes a los efectos de su investigación y enjuiciamiento.

4.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que, en 
su derecho penal, el hecho de que alguno de los delitos mencionados 
en el presente proyecto de artículo se cometiera en cumplimiento 
de una orden de un Gobierno o de un superior, militar o civil, no 
sea motivo para eximir de responsabilidad penal a un subordinado.

5.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que, en 
su derecho penal, el hecho de que alguno de los delitos mencionados 
en el presente proyecto de artículo fuera cometido por una persona 
que ocupase un cargo oficial no sea motivo para eximirla de res-
ponsabilidad penal.

6.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que, de 
conformidad con su derecho penal, los delitos mencionados en el 
presente proyecto de artículo no prescriban.

7.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para que, de 
conformidad con su derecho penal, los delitos mencionados en el 
presente proyecto de artículo sean castigados con penas apropiadas 
que tengan en cuenta su gravedad.

8.  Con sujeción a los preceptos de su legislación, todo Estado 
adoptará, cuando proceda, disposiciones que permitan hacer efec-
tiva la responsabilidad de personas jurídicas por los delitos enun-
ciados en el presente proyecto de artículo. Con sujeción a los prin-
cipios jurídicos del Estado, dicha responsabilidad de las personas 
jurídicas podrá ser penal, civil o administrativa.

Artículo 7 [6].  Establecimiento de la competencia nacional

1.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para estable-
cer su competencia respecto de los delitos comprendidos en el pre-
sente proyecto de artículos en los siguientes casos:

a)  cuando el delito sea cometido en cualquier territorio bajo 
su jurisdicción o a bordo de una aeronave o un buque matriculados 
en ese Estado;

b)  cuando el presunto infractor sea nacional de ese Estado o, 
si ese Estado lo considera apropiado, una persona apátrida que 
resida habitualmente en su territorio; 

c)  cuando la víctima sea nacional de ese Estado, si este lo con-
sidera apropiado.

2.  Todo Estado adoptará también las medidas necesarias para 
establecer su competencia respecto de los delitos comprendidos en 
el presente proyecto de artículos en los casos en que el presunto 
infractor se encuentre en cualquier territorio bajo su jurisdicción y 
no lo extradite o lo entregue de conformidad con lo dispuesto en el 
presente proyecto de artículos.

3.  El presente proyecto de artículos no excluye el ejercicio de 
cualquier competencia penal establecida por un Estado de confor-
midad con su legislación nacional.

Artículo 8 [7].  Investigación

Todo Estado velará por que las autoridades competentes pro-
cedan a una investigación pronta e imparcial siempre que haya 
motivos razonables para creer que se han cometido o se están 
cometiendo actos que constituyen crímenes de lesa humanidad en 
cualquier territorio bajo su jurisdicción.

Artículo 9 [8].  Medidas preliminares cuando el presunto infractor 
se encuentre en el territorio

1.  Si, tras examinar la información de que dispone, considera 
que las circunstancias lo justifican, todo Estado en el territorio bajo 
cuya jurisdicción se encuentre una persona sospechosa de haber 
cometido alguno de los delitos comprendidos en el presente proyecto 
de artículos procederá a la detención de dicha persona o tomará 
otras medidas legales para asegurar su presencia. La detención y 
las otras medidas legales se llevarán a cabo de conformidad con la 
legislación de ese Estado, si bien podrán mantenerse solamente por 
el período que sea necesario para permitir el inicio de actuaciones 
penales o de un procedimiento de extradición o de entrega. 
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2.  Dicho Estado procederá inmediatamente a una investiga-
ción preliminar de los hechos. 

3.  Cuando un Estado, de conformidad con el presente pro-
yecto de artículo, haya detenido a una persona, notificará inme-
diatamente tal detención y las circunstancias que la justifican a 
los Estados mencionados en el proyecto de artículo 7, párrafo 1. 
El Estado que realice la investigación preliminar prevista en el 
párrafo 2 del presente proyecto de artículo comunicará sin dilación 
sus resultados a los Estados antes mencionados e indicará si se pro-
pone ejercer su jurisdicción. 

Artículo 10 [9].  Aut dedere aut iudicare

El Estado en el territorio bajo cuya jurisdicción se encuentre el 
presunto infractor someterá el asunto a sus autoridades competen-
tes a efectos de enjuiciamiento, a menos que extradite o entregue a 
la persona a otro Estado o tribunal penal internacional competente. 
Dichas autoridades tomarán la decisión de la misma manera que 
lo harían en el caso de cualquier otro delito de carácter grave de 
conformidad con el derecho de ese Estado.

Artículo 11 [10].  Trato justo del presunto infractor

1.  Toda persona respecto de la cual se adopten medidas en 
relación con uno de los delitos comprendidos en el presente pro-
yecto de artículos tendrá garantizados en todas las etapas del pro-
cedimiento un trato justo, incluido un juicio imparcial, y la plena 
protección de sus derechos de conformidad con las disposiciones 
aplicables del derecho nacional e internacional, incluido el derecho 
de los derechos humanos.

2.  Toda persona que esté en prisión, detenida o recluida en un 
Estado que no sea el de su nacionalidad tendrá derecho a:

a)  comunicarse sin demora con el representante competente 
más próximo del Estado o los Estados de que sea nacional o al que 
competa por otras razones la protección de sus derechos o, si dicha 
persona es apátrida, del Estado que, a solicitud de esa persona, esté 
dispuesto a proteger sus derechos; 

b)  recibir la visita de un representante de ese Estado o esos 
Estados; y

c)  ser informado sin demora de los derechos que la asisten de 
conformidad con el presente párrafo.

3.  Los derechos mencionados en el párrafo 2 se ejercerán de 
conformidad con las leyes y normativas del Estado en el territo-
rio bajo cuya jurisdicción se encuentre la persona, en el entendido 
de que dichas leyes y normativas han de permitir que tenga pleno 
efecto el propósito de los derechos reconocidos en el párrafo 2.

Artículo 12.  Víctimas, testigos y otras personas

1.  Todo Estado tomará las medidas necesarias para que:

a)  toda persona que alegue que se han cometido o se están 
cometiendo actos que constituyen crímenes de lesa humanidad 
tenga derecho a denunciar los hechos ante las autoridades compe-
tentes; y 

b)  se proteja a los denunciantes, las víctimas, los testigos y sus 
familiares y representantes, así como a otras personas que partici-
pen en cualquier investigación, enjuiciamiento, extradición u otro 
procedimiento dentro del alcance del presente proyecto de artícu-
los, contra malos tratos o intimidación como consecuencia de cual-
quier denuncia, información, testimonio u otra prueba que presen-
ten. Las medidas de protección no menoscabarán los derechos del 
presunto infractor mencionados en el proyecto de artículo 11.

2.  Todo Estado permitirá, de conformidad con su derecho 
nacional, que se presenten y consideren las opiniones y preocu-
paciones de las víctimas de un crimen de lesa humanidad en las 
etapas apropiadas de las actuaciones penales contra los presuntos 
infractores sin que ello menoscabe los derechos mencionados en el 
proyecto de artículo 11.

3.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias para asegu-
rar que, en su ordenamiento jurídico, las víctimas de un crimen 

de lesa humanidad tengan derecho a obtener reparación por los 
daños materiales y morales, de manera individual o colectiva, en 
una o varias de las siguientes formas, según corresponda: restitu-
ción; indemnización; satisfacción; rehabilitación; cese y garantías 
de no repetición.

Artículo 13.  Extradición

1.  Cada uno de los delitos comprendidos en el presente pro-
yecto de artículos se considerará incluido entre los delitos que pue-
den dar lugar a extradición en todo tratado de extradición vigente 
entre los Estados. Estos se comprometen a incluir tales delitos como 
causa de extradición en todo tratado de extradición que celebren 
entre sí. 

2.  A efectos de la extradición entre Estados, los delitos com-
prendidos en el presente proyecto de artículos no serán considera-
dos delitos políticos, delitos conexos a un delito político ni delitos 
inspirados en motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de 
extradición fundada en un delito de este tipo no podrá ser recha-
zada por ese único motivo.

3.  Si un Estado que supedita la extradición a la existencia de 
un tratado recibe una solicitud de extradición de otro Estado con el 
que no tiene tratado al respecto, podrá considerar el presente pro-
yecto de artículos como la base jurídica de la extradición respecto 
de los delitos comprendidos en el presente proyecto de artículos. 

4.  Todo Estado que, por los delitos comprendidos en el pre-
sente proyecto de artículos, supedite la extradición a la existencia 
de un tratado:

a)  informará al Secretario General de las Naciones Unidas de 
si utilizará el presente proyecto de artículos como base jurídica de 
la cooperación en materia de extradición con otros Estados; y

b)  si no utiliza el presente proyecto de artículos como base 
jurídica de la cooperación en materia de extradición, procurará, 
cuando proceda, celebrar tratados de extradición con otros Estados 
a fin de aplicar el presente proyecto de artículo.

5.  Los Estados que no supediten la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán los delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos como causa de extradición entre ellos. 

6.  La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en 
el derecho nacional del Estado requerido o en los tratados de extra-
dición aplicables, incluidos los motivos por los que el Estado reque-
rido puede denegar la extradición. 

7.  De ser necesario, a los efectos de la extradición entre 
Estados, se considerará que los delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos se han cometido no solo en el lugar en que se 
perpetraron sino también en el territorio de los Estados que hayan 
establecido su competencia de conformidad con el proyecto de ar-
tículo 7, párrafo 1.

8.  Si la extradición solicitada con el propósito de que se cum-
pla una condena es denegada por el hecho de que la persona bus-
cada es nacional del Estado requerido, este, si su derecho nacional 
lo permite y de conformidad con los requisitos de dicho derecho, 
considerará, previa solicitud del Estado requirente, la posibilidad 
de hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente de dicha 
condena con arreglo al derecho nacional del Estado requirente.

9.  Nada de lo dispuesto en el presente proyecto de artículos 
podrá interpretarse como la imposición de una obligación de extra-
ditar si el Estado requerido tiene motivos fundados para creer que 
la solicitud se ha presentado con el fin de enjuiciar o sancionar a 
una persona en razón de su género, raza, religión, nacionalidad, 
origen étnico, cultura, pertenencia a un determinado grupo social, 
opiniones políticas u otros motivos universalmente reconocidos 
como inaceptables en derecho internacional, o que el cumplimiento 
de esa solicitud ocasionaría perjuicios a la posición de esa persona 
por cualquiera de estas razones. 

10.  Antes de denegar la extradición, el Estado requerido, 
cuando proceda, consultará al Estado requirente para darle amplia 
oportunidad de presentar sus opiniones y de proporcionar informa-
ción que sustente sus alegaciones.
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Artículo 14.  Asistencia judicial recíproca

1.  Los Estados se prestarán la más amplia asistencia judi-
cial recíproca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones 
judiciales relacionados con los delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos, de conformidad con el presente proyecto de 
artículo.

2.  Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor medida 
posible, conforme a las leyes y los tratados, acuerdos y arreglos per-
tinentes del Estado requerido, con respecto a investigaciones, pro-
cesos y actuaciones judiciales y de otra índole relacionados con los 
delitos de los que una persona jurídica pueda ser considerada res-
ponsable de conformidad con el proyecto de artículo 6, párrafo 8, 
en el Estado requirente.

3.  La asistencia judicial recíproca que se preste de confor-
midad con el presente proyecto de artículo podrá solicitarse para 
cualquiera de los fines siguientes: 

a)  identificar y localizar a los presuntos infractores y, cuando 
proceda, a las víctimas, los testigos u otras personas;

b)  recibir testimonios o tomar declaración a personas, entre 
otros medios por videoconferencia;

c)  presentar documentos judiciales;

d)  efectuar inspecciones e incautaciones;

e)  examinar objetos y lugares, incluida la obtención de prue-
bas forenses;

f)  proporcionar información, elementos de prueba y evalua-
ciones de peritos;

g)  entregar originales o copias certificadas de los documentos 
y expedientes pertinentes;

h)  identificar, localizar o embargar con carácter preventivo 
el producto del delito, bienes, instrumentos u otros elementos con 
fines probatorios o de otra índole;

i)  facilitar la comparecencia voluntaria de personas en el 
Estado requirente; o

j)  prestar cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el 
derecho nacional del Estado requerido.

4.  Los Estados no invocarán el secreto bancario para denegar 
la asistencia judicial recíproca prevista en el presente proyecto de 
artículo.

5.  Cuando sea necesario, los Estados considerarán la posibili-
dad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o multilaterales que 
contribuyan a lograr los fines del presente proyecto de artículo y 
que lleven a la práctica o refuercen sus disposiciones.

6.  Sin perjuicio de su legislación nacional, las autoridades 
competentes de un Estado podrán, sin que se les solicite previa-
mente, transmitir información relativa a crímenes de lesa huma-
nidad a una autoridad competente de otro Estado si creen que esa 
información podría ayudar a la autoridad a emprender o concluir 
con éxito investigaciones, procesos y actuaciones judiciales o podría 
dar lugar a una solicitud formulada por este último Estado con 
arreglo al presente proyecto de artículos.

7.  Las disposiciones del presente proyecto de artículo no afec-
tarán a las obligaciones dimanantes de otros tratados bilaterales o 
multilaterales vigentes o futuros que regulen, total o parcialmente, 
la asistencia judicial recíproca. No obstante, las disposiciones del 
presente proyecto de artículo se aplicarán en la medida en que pre-
vean una mayor asistencia judicial recíproca.

8.  El proyecto de anexo del presente proyecto de artículos se 
aplicará a las solicitudes que se formulen con arreglo al presente 
proyecto de artículo siempre que no medie entre los Estados inte-
resados un tratado de asistencia judicial recíproca. Cuando esos 
Estados estén vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán 
las disposiciones de dicho tratado, salvo que los Estados convengan 
en aplicar, en su lugar, las disposiciones del proyecto de anexo. Se 
insta a los Estados a que apliquen el proyecto de anexo si facilita 
la cooperación.

Artículo 15.  Arreglo de controversias 

1.  Los Estados procurarán solucionar mediante negociaciones 
las controversias relativas a la interpretación o aplicación del pre-
sente proyecto de artículos.

2.  Toda controversia entre dos o más Estados acerca de la 
interpretación o aplicación del presente proyecto de artículos que 
no se solucione mediante negociación se someterá, a solicitud de 
cualquiera de ellos, a la Corte Internacional de Justicia, a menos 
que esos Estados convengan en someter la controversia a arbitraje. 

3.  Todo Estado podrá declarar que no se considera vincu-
lado por el párrafo 2 del presente proyecto de artículo. Los demás 
Estados no quedarán vinculados por el párrafo 2 del presente pro-
yecto de artículo respecto de ningún Estado que haya hecho tal 
declaración. 

4.  Todo Estado que haya hecho una declaración con arreglo al 
párrafo 3 del presente proyecto de artículo podrá retirar esa decla-
ración en cualquier momento.

ANEXO

1.  El presente proyecto de anexo se aplica de conformidad con 
el proyecto de artículo 14, párrafo 8.

Designación de una autoridad central

2.  Cada Estado designará a una autoridad central encargada 
de recibir solicitudes de asistencia judicial recíproca y facultada 
para darles cumplimiento o para transmitirlas a las autoridades 
competentes para su ejecución. Cuando alguna región o algún 
territorio especial de un Estado dispongan de un régimen distinto 
de asistencia judicial recíproca, el Estado podrá designar a otra 
autoridad central que desempeñará la misma función para dicha 
región o dicho territorio. Las autoridades centrales velarán por el 
rápido y adecuado cumplimiento o transmisión de las solicitudes 
recibidas. Cuando la autoridad central transmita la solicitud a una 
autoridad competente para su ejecución, alentará la rápida y ade-
cuada ejecución de la solicitud por parte de dicha autoridad. Cada 
Estado notificará al Secretario General de las Naciones Unidas el 
nombre de la autoridad central que haya sido designada a tal fin. 
Las solicitudes de asistencia judicial recíproca y cualquier otra 
comunicación pertinente serán transmitidas a las autoridades 
centrales designadas por los Estados. La presente disposición no 
afectará al derecho de cualquiera de los Estados a exigir que estas 
solicitudes y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomática y, 
en circunstancias urgentes, cuando los Estados convengan en ello, 
por conducto de la Organización Internacional de Policía Criminal, 
de ser posible.

Procedimientos para presentar una solicitud

3.  Las solicitudes se presentarán por escrito o, cuando sea 
posible, por cualquier medio capaz de registrar un texto escrito, en 
un idioma aceptable para el Estado requerido, en condiciones que 
permitan a dicho Estado determinar la autenticidad. Cada Estado 
notificará al Secretario General de las Naciones Unidas el idioma o 
idiomas que le son aceptables. En situaciones de urgencia, y cuando 
los Estados convengan en ello, las solicitudes podrán hacerse oral-
mente, debiendo ser confirmadas sin demora por escrito.

4.  Toda solicitud de asistencia judicial recíproca contendrá lo 
siguiente:

a)  la identidad de la autoridad que hace la solicitud;

b)  el objeto y la índole de las investigaciones, los procesos o las 
actuaciones judiciales a que se refiere la solicitud y el nombre y las 
funciones de la autoridad encargada de efectuar dichas investiga-
ciones, procesos o actuaciones judiciales;

c)  un resumen de los hechos pertinentes, salvo cuando se trate 
de solicitudes de presentación de documentos judiciales;

d)  una descripción de la asistencia solicitada y pormenores 
sobre cualquier procedimiento particular que el Estado requirente 
desee que se aplique;

e)  de ser posible, la identidad, ubicación y nacionalidad de 
toda persona interesada; y



26	 Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 69º período de sesiones

f)  la finalidad para la que se solicita la prueba, información o 
actuación.

5.  El Estado requerido podrá pedir información adicio-
nal cuando sea necesaria para dar cumplimiento a la solicitud 
de conformidad con su derecho nacional o para facilitar dicho 
cumplimiento.

Respuesta a la solicitud por el Estado requerido

6.  Se dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo al dere-
cho nacional del Estado requerido y, en la medida en que ello no lo 
contravenga y sea factible, de conformidad con los procedimientos 
especificados en la solicitud.

7.  El Estado requerido cumplirá la solicitud de asistencia ju-
dicial recíproca lo antes posible y tendrá plenamente en cuenta, 
en la medida de sus posibilidades, los plazos que sugiera el Estado 
requirente y que estén debidamente fundamentados, de preferen-
cia en la solicitud. El Estado requerido responderá a las solicitudes 
razonables que formule el Estado requirente respecto de la evolu-
ción del trámite de la solicitud. El Estado requirente informará con 
prontitud al Estado requerido cuando ya no necesite la asistencia 
solicitada.

8.  La asistencia judicial recíproca podrá ser denegada:

a)  cuando la solicitud no se haga de conformidad con lo dis-
puesto en el presente proyecto de anexo;

b)  cuando el Estado requerido considere que el cumplimiento 
de lo solicitado podría menoscabar su soberanía, su seguridad, su 
orden público u otros intereses fundamentales;

c)  cuando el derecho nacional del Estado requerido prohíba 
a sus autoridades actuar en la forma solicitada con respecto a un 
delito análogo, si este hubiera sido objeto de investigaciones, proce-
sos o actuaciones judiciales en el ejercicio de su propia competencia;

d)  cuando acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento 
jurídico del Estado requerido en lo relativo a la asistencia judicial 
recíproca.

9.  Toda denegación de asistencia judicial recíproca deberá 
fundamentarse debidamente.

10.  La asistencia judicial recíproca podrá ser diferida por el 
Estado requerido si perturba investigaciones, procesos o actuacio-
nes judiciales en curso.

11.  Antes de denegar una solicitud presentada con arreglo al 
párrafo 8 del presente proyecto de anexo o de diferir su cumpli-
miento con arreglo al párrafo 10 del presente proyecto de anexo, el 
Estado requerido consultará al Estado requirente para considerar 
si es posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las con-
diciones que estime necesarias. Si el Estado requirente acepta la 
asistencia con arreglo a esas condiciones, ese Estado deberá cum-
plir las condiciones impuestas.

12.  El Estado requerido:

a)  facilitará al Estado requirente una copia de los documentos 
oficiales y otros documentos o datos que obren en su poder y a los 
que, conforme a su derecho nacional, tenga acceso el público en 
general; y

b)  podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condiciones que 
juzgue apropiadas, proporcionar al Estado requirente una copia 
total o parcial de los documentos oficiales o de otros documentos o 
datos que obren en su poder y que, conforme a su derecho nacional, 
no estén al alcance del público en general.

Uso de la información por el Estado requirente

13.  El Estado requirente no transmitirá ni utilizará, sin previo 
consentimiento del Estado requerido, la información o las prue-
bas proporcionadas por el Estado requerido para investigaciones, 
procesos o actuaciones judiciales distintos de los indicados en la 
solicitud. Nada de lo dispuesto en el presente párrafo impedirá 
que el Estado requirente revele, en sus actuaciones, información 
o pruebas que sean exculpatorias de una persona acusada. En este 

último caso, el Estado requirente notificará al Estado requerido 
antes de revelar la información o las pruebas y, si así se le solicita, 
consultará al Estado requerido. Si, en un caso excepcional, no es 
posible notificar con antelación, el Estado requirente informará sin 
demora al Estado requerido de dicha revelación.

14.  El Estado requirente podrá exigir que el Estado requerido 
mantenga reserva acerca de la existencia y el contenido de la soli-
citud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. Si el 
Estado requerido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de 
inmediato al Estado requirente.

Testimonio de una persona desde el Estado requerido

15.  Sin perjuicio de la aplicación del párrafo 19 del presente 
proyecto de anexo, el testigo, perito u otra persona que, a instan-
cias del Estado requirente, consienta en prestar testimonio en un 
juicio o en colaborar en una investigación, proceso o actuación ju-
dicial en un territorio bajo la jurisdicción del Estado requirente no 
podrá ser enjuiciado, detenido, condenado ni sometido a ninguna 
otra restricción de su libertad personal en ese territorio por actos, 
omisiones o declaraciones de culpabilidad anteriores a la fecha en 
que abandonó el territorio bajo la jurisdicción del Estado reque-
rido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, perito u otra 
persona haya tenido, durante 15  días consecutivos o durante el 
período acordado por los Estados después de la fecha en que se le 
haya informado oficialmente de que las autoridades judiciales ya 
no requerían su presencia, la oportunidad de salir del territorio 
bajo la jurisdicción del Estado requirente y no obstante perma-
nezca voluntariamente en ese territorio o regrese libremente a él 
después de haberlo abandonado.

16.  Siempre que sea posible y compatible con los princi-
pios fundamentales del derecho nacional, cuando una persona 
se encuentre en un territorio bajo la jurisdicción de un Estado y 
tenga que prestar declaración como testigo o perito ante autorida-
des judiciales de otro Estado, el primer Estado, a solicitud del otro, 
podrá permitir que la audiencia se celebre por videoconferencia si 
no es posible o conveniente que la persona en cuestión comparezca 
personalmente en un territorio bajo la jurisdicción del Estado 
requirente. Los Estados podrán convenir en que la audiencia esté 
a cargo de una autoridad judicial del Estado requirente y en que 
asista a ella una autoridad judicial del Estado requerido.

Traslado para prestar testimonio de una persona  
detenida en el Estado requerido

17.  La persona que se encuentre detenida o cumpliendo una 
condena en un territorio bajo la jurisdicción de un Estado y cuya 
presencia se solicite en otro Estado para fines de identificación, 
para prestar testimonio o para que ayude de alguna otra forma a 
obtener pruebas necesarias para investigaciones, procesos o actua-
ciones judiciales respecto de delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos podrá ser trasladada si se cumplen las condi-
ciones siguientes:

a)  la persona, debidamente informada, da su libre consenti-
miento; y

b)  las autoridades competentes de ambos Estados están 
de acuerdo, con sujeción a las condiciones que estos consideren 
apropiadas.

18.  A los efectos del párrafo 17 del presente proyecto de anexo:

a)  el Estado al que se traslade a la persona tendrá la compe-
tencia y la obligación de mantenerla detenida, salvo que el Estado 
del que ha sido trasladada solicite o autorice otra cosa;

b)  el Estado al que se traslade a la persona cumplirá sin dila-
ción su obligación de devolverla a la custodia del Estado del que ha 
sido trasladada, según convengan de antemano o de otro modo las 
autoridades competentes de ambos Estados;

c)  el Estado al que se traslade a la persona no podrá exigir 
al Estado del que ha sido trasladada que inicie procedimientos de 
extradición para su devolución; y

d)  el tiempo que la persona haya permanecido detenida en el 
Estado al que ha sido trasladada se computará como parte de la 
pena que ha de cumplir en el Estado del que ha sido trasladada.
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19.  A menos que el Estado desde el cual se ha de trasladar a 
una persona de conformidad con los párrafos 17 y 18 del presente 
proyecto de anexo esté de acuerdo, dicha persona, cualquiera que 
sea su nacionalidad, no podrá ser enjuiciada, detenida, condenada 
ni sometida a ninguna otra restricción de su libertad personal en un 
territorio bajo la jurisdicción del Estado al que sea trasladada en 
relación con actos, omisiones o condenas anteriores a su salida del 
territorio bajo la jurisdicción del Estado del que ha sido trasladada.

Gastos

20.  Los gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de 
una solicitud serán sufragados por el Estado requerido, a menos 
que los Estados interesados hayan acordado otra cosa. Cuando se 
requieran a este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, 
los Estados se consultarán para determinar las condiciones en que 
se dará cumplimiento a la solicitud, así como la manera en que se 
sufragarán los gastos.

2. T exto del proyecto de artículos 
con sus comentarios 

46.  El texto del proyecto de artículos, con sus comenta-
rios, aprobado por la Comisión en primera lectura en su 
69º período de sesiones figura a continuación.

CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD

Comentario general

1)  Tres son los crímenes sobre los que tradicionalmente 
han tenido competencia los tribunales penales internacio-
nales: el genocidio, los crímenes de lesa humanidad y los 
crímenes de guerra. El crimen de genocidio16 y los críme-
nes de guerra17 son objeto de convenciones universales 
que requieren que los Estados prevengan y sancionen esos 
crímenes en su legislación nacional y cooperen entre sí a 
tal fin. En cambio, no existe ninguna convención universal 
dedicada a la prevención y sanción de los crímenes de lesa 
humanidad y a promover la cooperación entre los Estados 
en ese ámbito, aunque probablemente esos crímenes no 
son menos frecuentes que el genocidio o los crímenes de 
guerra. A diferencia de los crímenes de guerra, los críme-
nes de lesa humanidad pueden tener lugar en situaciones 
en que no haya un conflicto armado. Además, no requie-
ren la intención especial que se precisa para establecer la 
existencia de genocidio18. Por otra parte, se señaló que ni 

16 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio de 1948.

17 Convenios de Ginebra para la Protección de las Víctimas de la 
Guerra (en adelante, «Convenios de Ginebra de 1949»): Convenio de 
Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los Heridos y los Enfermos 
de las Fuerzas Armadas en Campaña (en adelante, «Convenio de Gine-
bra  I»); Convenio de Ginebra para Aliviar la Suerte que Corren los 
Heridos, los Enfermos y los Náufragos de las Fuerzas Armadas en el 
Mar (en adelante, «Convenio de Ginebra  II»); Convenio de Ginebra 
relativo al Trato Debido a los Prisioneros de Guerra (en adelante, «Con-
venio de Ginebra III»); Convenio de Ginebra relativo a la Protección 
debida a las Personas Civiles en Tiempo de Guerra (en adelante, «Con-
venio de Ginebra IV»); y Protocolo Adicional a los Convenios de Gine-
bra de 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de 
los Conflictos Armados Internacionales de 1977 (Protocolo I).

18 Véase Application of the Convention on the Prevention and 
Punishment of the Crime of Genocide (Croatia v. Serbia), fallo, I.C.J. 
Reports 2015, págs. 3 y ss., en especial pág. 64, párr. 139: «La Corte 
recuerda que, en 2007, sostuvo que la intención de destruir a un grupo 
nacional, étnico, racial o religioso como tal es específica del genocidio 
y lo distingue de otros actos delictivos conexos como los crímenes de 
lesa humanidad y la persecución» (citando Application of the Conven-
tion on the Prevention and Punishment of the Crime of Genocide (Bos-
nia and Herzegovina v. Serbia and Montenegro), fallo, I.C.J. Reports 
2007, págs. 43 y ss., en especial págs. 121 y 122, párrs. 187 y 188).

la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito 
de Genocidio ni los Convenios de Ginebra de 1949 y sus 
Protocolos Adicionales establecían mecanismos detalla-
dos de cooperación entre Estados como los previstos en el 
presente proyecto de artículos. Por ello, se consideró que 
también podrían haberse abordado en el presente proyecto 
de artículos otros de los crímenes más graves.

2)  Hay tratados dedicados a la prevención, sanción y 
cooperación entre los Estados en relación con numero-
sos delitos mucho menos graves que los crímenes de lesa 
humanidad, como la corrupción19 o la delincuencia organi-
zada20. Por consiguiente, una convención universal sobre 
la prevención y el castigo de los crímenes de lesa humani-
dad podría ser un instrumento complementario importante 
en el marco actual del derecho internacional y, en par-
ticular, en la esfera del derecho internacional humanitario, 
el derecho penal internacional y el derecho internacional 
de los derechos humanos. Una convención de esa índole 
podría poner aún más de relieve la necesidad de prevenir 
y sancionar esos crímenes, así como ayudar a los Estados 
a aprobar legislación y armonizar la existente al respecto, 
favoreciendo así una cooperación interestatal más eficaz 
en materia de prevención, investigación y enjuiciamiento 
de los crímenes de lesa humanidad. Al crear una red de 
cooperación, como se ha hecho en relación con otros deli-
tos, se negaría el refugio a los infractores, lo que, cabe 
esperar, contribuiría tanto a desalentar desde un primer 
momento ese tipo de conducta como a asegurar la rendi-
ción de cuentas una vez cometidos los hechos.

3)  Así pues, en la propuesta relativa al presente tema 
aprobada por la Comisión en su 65º período de sesiones, 
celebrado en 2013, se señala que «el objetivo de la Comi-
sión de Derecho Internacional a este respecto consistiría 
en redactar un proyecto de artículos que se convertiría 
en una convención para la prevención y el castigo de los 
crímenes de lesa humanidad»21. De conformidad con su 
práctica, y en espera de que los Estados tomen una deci-
sión sobre la utilización o no del presente proyecto de 
artículos como base de una convención, la Comisión no 
ha empleado el lenguaje técnico característico de los tra-
tados (por ejemplo, referirse a los «Estados partes»), ni ha 
redactado cláusulas finales sobre aspectos como la ratifi-
cación, las reservas, la entrada en vigor o las enmiendas.

4)  El proyecto de artículos evita los conflictos con las 
obligaciones que incumban a los Estados en virtud de los 
instrumentos constitutivos de las cortes o tribunales pena-
les internacionales o «híbridos» (que combinan elementos 
del derecho internacional y del derecho nacional), como 
la Corte Penal Internacional. Mientras que el Estatuto 
de Roma de 1998, por el que se establece la Corte Penal 
Internacional (en adelante, «Estatuto de Roma»), regula 
las relaciones entre dicha Corte y sus Estados partes (una 
relación «vertical»), el presente proyecto de artículos se 
centra en la aprobación de legislación nacional y en la 
cooperación entre Estados (una relación «horizontal»). 
La parte  IX del Estatuto de Roma, titulada «De la coo-
peración internacional y la asistencia judicial», da por 

19 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003.
20 Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Orga-

nizada Transnacional de 2000.
21 Anuario… 2013, vol. II (segunda parte), anexo II, párr. 3.
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sentado que la cooperación entre Estados en relación con 
los crímenes que entran en el ámbito de competencia de 
la Corte Penal Internacional seguirá existiendo sin perjui-
cio del Estatuto de Roma, pero no se ocupa por sí misma 
de la regulación de esa cooperación. El proyecto de ar-
tículos aborda la cooperación entre Estados para prevenir 
los crímenes de lesa humanidad, así como para investigar, 
detener, enjuiciar, extraditar y sancionar en el ámbito del 
derecho interno a las personas que cometan tales críme-
nes, un objetivo compatible con el Estatuto de Roma. En 
ese sentido, contribuye a la aplicación del principio de 
complementariedad previsto en el Estatuto de Roma. Por 
último, los instrumentos constitutivos de cortes o tribuna-
les penales internacionales o híbridos se ocupan del enjui-
ciamiento de los autores de crímenes que entran dentro de 
su competencia, pero no de las medidas que deben tomar 
los Estados para prevenir esos crímenes antes de que se 
cometan o mientras se están cometiendo.

Preámbulo

[…]

Teniendo presente que, a lo largo de la historia, 
millones de niños, mujeres y hombres han sido vícti-
mas de crímenes que conmueven profundamente la 
conciencia de la humanidad,

Reconociendo que los crímenes de lesa humanidad 
constituyen una amenaza para la paz, la seguridad y el 
bienestar del mundo,

Reconociendo además que la prohibición de los crí-
menes de lesa humanidad es una norma imperativa de 
derecho internacional general (ius cogens),

Afirmando que los crímenes de lesa humanidad, que 
forman parte de los crímenes más graves de trascen-
dencia para la comunidad internacional en su con-
junto, han de prevenirse de conformidad con el derecho 
internacional,

Decididos a poner fin a la impunidad de los autores 
de esos crímenes y a contribuir así a la prevención de 
tales crímenes,

Recordando la definición de crímenes de lesa huma-
nidad establecida en el artículo 7 del Estatuto de Roma 
de la Corte Penal Internacional,

Recordando también que es deber de todo Estado 
ejercer su jurisdicción penal con respecto a los críme-
nes de lesa humanidad,

Tomando en consideración que, puesto que los crí-
menes de lesa humanidad no han de quedar impunes, 
ha de asegurarse el enjuiciamiento efectivo de esos 
crímenes mediante la adopción de medidas a escala 
nacional y el fomento de la cooperación internacional, 
entre otras cosas en materia de extradición y asisten-
cia judicial recíproca,

Tomando en consideración también los derechos de 
las víctimas, los testigos y otras personas en relación 
con los crímenes de lesa humanidad, así como el dere-
cho de los presuntos infractores a un trato justo, 

[…]

Comentario

1)  El preámbulo tiene por objeto establecer un marco 
conceptual para el proyecto de artículos sobre los críme-
nes de lesa humanidad, determinando el contexto general 
en que se elaboró el tema y los objetivos principales del 
proyecto de artículos. En parte, se inspira en la formula-
ción utilizada en los preámbulos de los tratados interna-
cionales sobre los crímenes más graves de trascendencia 
para la comunidad internacional en su conjunto, como la 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio de 1948 y el Estatuto de Roma de 1998.

2)  El primer párrafo del preámbulo recuerda el hecho 
de que, a lo largo de la historia, millones de personas han 
sido víctimas de actos que conmueven profundamente la 
conciencia de la humanidad. Cuando esos actos, por su 
gravedad, constituyen ataques graves a la propia humani-
dad, se consideran crímenes de lesa humanidad.

3)  El segundo párrafo del preámbulo reconoce que 
esos crímenes ponen en peligro valores contemporá-
neos importantes («la paz, la seguridad y el bienestar del 
mundo»). Con ello se hace eco de los propósitos estable-
cidos en el Artículo 1 de la Carta de las Naciones Unidas y 
destaca el vínculo existente entre el objetivo de la justicia 
penal y el mantenimiento de la paz y la seguridad.

4)  El tercer párrafo del preámbulo reconoce que la prohi-
bición de los crímenes de lesa humanidad no solo es una 
norma de derecho internacional; se trata de una norma 
imperativa de derecho internacional general (ius cogens). 
Como tal, esa prohibición es aceptada y reconocida por 
la comunidad internacional de Estados en su conjunto 
como norma que no admite acuerdo en contrario y que 
solo puede ser modificada por una norma ulterior de dere-
cho internacional general que tenga el mismo carácter22. 
La Comisión ha indicado anteriormente que la prohibi-
ción de los crímenes de lesa humanidad está claramente 
aceptada y reconocida como norma imperativa de dere-
cho internacional23. La Corte Internacional de Justicia 
ha señalado que la prohibición de determinados actos, 
como la tortura24, tiene carácter de ius cogens25, lo que, 
a mayor abundamiento, parece indicar que la prohibición 

22 Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados (en ade-
lante, «Convención de Viena de 1969»), art. 53.

23 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág.  91, 
párrafo 5 del comentario del artículo 26 del proyecto de artículos sobre 
la responsabilidad del Estado por hechos internacionalmente ilícitos 
aprobado por la Comisión en su  53er  período de sesiones (donde se 
señala que «[e]sas normas imperativas que son claramente aceptadas 
y reconocidas comprenden l[a] prohibici[ón] de […] delitos contra la 
humanidad»); véase también el informe del Grupo de Estudio de la 
Comisión elaborado por Martti Koskenniemi sobre la fragmentación 
del derecho internacional: dificultades derivadas de la diversificación 
y expansión del derecho internacional (A/CN.4/L.682 y Corr.1 [y 
Add.1]), párr. 374 (donde se indica que la prohibición de los crímenes 
de lesa humanidad figura entre «las reglas más frecuentemente citadas 
para el rango de ius cogens») (el informe está disponible en el sitio web 
de la Comisión, documentos del 58º  período de sesiones, y el texto 
definitivo se publicará como una adición del Anuario… 2006, vol.  II 
(primera parte)). 

24 Véase Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes de 1984.

25 Questions relating to the Obligation to Prosecute or Extradite 
(Belgium v. Senegal), fallo, I.C.J.  Reports 2012, págs.  422 y ss., en 
especial pág. 457, párr. 99. 

http://undocs.org/es/A/CN.4/L.682
http://undocs.org/es/A/CN.4/L.682/corr.1
http://undocs.org/es/A/CN.4/L.682/add.1
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de cometer de forma generalizada o sistemática esos actos 
constitutivos de crímenes de lesa humanidad también ten-
dría carácter de ius cogens26.

5)  Como se indica en el proyecto de artículo  1 que 
figura a continuación, el presente proyecto de artículos 
tiene dos objetivos generales: la prevención y la sanción 
de los crímenes de lesa humanidad. El cuarto párrafo del 
preámbulo se centra en el primero de estos dos objetivos 
(la prevención); anticipa las obligaciones que figuran en 
los artículos 2, 4 y 5 del presente proyecto de artículos 
al afirmar que los crímenes de lesa humanidad han de 
prevenirse de conformidad con el derecho internacional. 
Al hacerlo, este párrafo indica que esos crímenes forman 
parte de los crímenes más graves de trascendencia para la 
comunidad internacional en su conjunto.

6)  El quinto párrafo del preámbulo pone de manifiesto 
el vínculo existente entre el primer objetivo general (la 
prevención) y el segundo objetivo general (la sanción) del 
presente proyecto de artículos al señalar que la preven-
ción se fomenta poniendo fin a la impunidad de los auto-
res de esos crímenes.

7)  Los párrafos sexto a noveno del preámbulo se centran 
en el segundo de los dos objetivos generales (la sanción). 
En el sexto párrafo del preámbulo se recuerda, como 
punto de partida, la definición de crímenes de lesa huma-
nidad establecida en el artículo 7 del Estatuto de Roma. 
Esa definición se utiliza en el proyecto de artículo 3 del 
presente proyecto de artículos y, junto con los proyectos 
de artículo 6 y 7, identifica los delitos respecto de los cua-
les los Estados han de establecer su competencia en la 
legislación penal nacional.

8)  El séptimo párrafo del preámbulo recuerda que es 
deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal con 
respecto a los crímenes de lesa humanidad. Entre otras 
cosas, ese párrafo avanza los proyectos de artículo 8 a 10, 
relativos a la investigación de los crímenes de lesa huma-
nidad, la adopción de determinadas medidas cuando el 
presunto infractor se encuentre en el territorio del Estado 
y el sometimiento del asunto a las autoridades competen-
tes a efectos de enjuiciamiento, a menos que se extradite 
o entregue al presunto infractor a otro Estado o tribunal 
internacional competente.

9)  El octavo párrafo del preámbulo establece que ha de 
asegurarse el enjuiciamiento efectivo de los crímenes de 
lesa humanidad mediante la adopción de medidas a escala 
nacional y el fomento de la cooperación internacional. 

26 Véanse Jurisdictional Immunities of the State (Germany v. Italy: 
Greece intervening), fallo, I.C.J. Reports 2012, págs. 99 y ss., en espe-
cial pág. 141, párr. 95 (donde se indica que las normas que prohíben 
los crímenes de guerra y los crímenes de lesa humanidad en cuestión 
en la causa Arrest Warrant of 11 April 2000 [(Democratic Republic of 
the Congo v. Belgium), fallo, I.C.J. Reports 2002, págs. 3 y ss.] «poseen 
sin duda carácter de ius  cogens»); Almonacid Arellano y otros vs. 
Chile, sentencia de 26 de septiembre de 2006 (excepciones prelimina-
res, fondo, reparaciones y costas), Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Serie C, núm. 154, párr. 96 (donde se reconoce el carácter 
de ius cogens de los crímenes de lesa humanidad); Prosecutor v. Anto 
Furundžija, causa núm. IT-95-17/1-T, fallo, 10 de diciembre de 1998, 
Sala de Primera Instancia, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia,  
Judicial Reports 1998, párr. 153 (ídem); Al-Adsani v. the United King-
dom [GC], demanda núm.  35763/97, sentencia de 21  de noviembre 
de 2001, ECHR 2001-XI (ídem), párr. 61.

Esa cooperación también se aplica al ámbito de la extradi-
ción y la asistencia judicial recíproca, aspectos en los que 
se centran los proyectos de artículo 13 y 14, y el proyecto 
de anexo.

10)  El noveno párrafo del preámbulo señala que ha 
de prestarse atención a los derechos de las personas al 
abordar los crímenes de lesa humanidad. La referencia 
a los derechos de las víctimas, los testigos y otras per-
sonas anticipa las disposiciones enunciadas en el pro-
yecto de artículo 12, incluido el derecho a denunciar los 
hechos ante las autoridades competentes, participar en las 
actuaciones penales y obtener una reparación. Al mismo 
tiempo, la referencia al derecho del presunto infractor a 
un trato justo es un anticipo de las disposiciones enun-
ciadas en el proyecto de artículo 11, incluido el derecho 
a un juicio imparcial y, cuando proceda, el acceso a las 
autoridades consulares.

Artículo 1.  Ámbito de aplicación

El presente proyecto de artículos se aplicará a la pre-
vención y sanción de los crímenes de lesa humanidad.

Comentario

1)  El proyecto de artículo 1 establece el ámbito de apli-
cación del presente proyecto de artículos indicando que se 
aplica tanto a la prevención como a la sanción de los crí-
menes de lesa humanidad. La prevención de los crímenes 
de lesa humanidad se centra en impedir que se cometan 
esos crímenes, mientras que la sanción de los crímenes 
de lesa humanidad se centra en las actuaciones penales 
que se inician contra las personas tras la comisión de tales 
crímenes o cuando se están cometiendo.

2)  El presente proyecto de artículos se centra exclusiva-
mente en los crímenes de lesa humanidad, que son críme-
nes internacionales graves allá donde se cometan. No se 
ocupa de otros crímenes internacionales graves, como el 
genocidio, los crímenes de guerra o el crimen de agresión. 
Aunque se señaló que este tema podría incluir también 
esos crímenes, la Comisión decidió centrarse en los crí-
menes de lesa humanidad.

Artículo 2.  Obligación general

Los crímenes de lesa humanidad, cometidos o no 
en tiempo de conflicto armado, son crímenes según el 
derecho internacional que los Estados se comprome-
ten a prevenir y sancionar.

Comentario

1)  El proyecto de artículo 2 enuncia una obligación ge-
neral de los Estados de prevenir y sancionar los crímenes 
de lesa humanidad. El contenido de esta obligación ge-
neral se detalla en las diversas obligaciones más especí-
ficas establecidas en los proyectos de artículo que van a 
continuación, empezando por el proyecto de artículo  4. 
En esas obligaciones específicas se examinan medidas 
que los Estados han de adoptar en el marco de sus orde-
namientos jurídicos, así como cooperando con otros Esta-
dos, organizaciones intergubernamentales pertinentes y, 
según proceda, con otras organizaciones.
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2)  Al expresar esta obligación general, el proyecto de 
artículo  2 reconoce que los crímenes de lesa humani-
dad son «crímenes según el derecho internacional». El 
Estatuto del Tribunal Militar Internacional establecido 
en Núremberg (en adelante, «Estatuto de Núremberg») 
incluyó los «crímenes de lesa humanidad» como parte de 
la competencia del Tribunal27. Entre otras cosas, el Tri-
bunal señaló que «las personas pueden ser sancionadas 
por vulnerar el derecho internacional. Los crímenes con-
tra el derecho internacional son cometidos por personas 
físicas, no por entidades abstractas, y solo sancionando a 
las personas que cometen tales crímenes se pueden hacer 
cumplir las disposiciones del derecho internacional»28. 
Los crímenes de lesa humanidad también entraban dentro 
de la competencia del Tribunal Militar Internacional para 
el Extremo Oriente (en adelante, «Tribunal de Tokio»)29. 

3)  Los principios del derecho internacional recono-
cidos en el Estatuto de Núremberg fueron recordados 
y reafirmados en 1946 por la Asamblea General30, que 
también encargó a la Comisión que «formul[ara]» los 
principios del Estatuto de Núremberg y preparara un pro-
yecto de código en materia de delitos contra la paz y la 
seguridad de la humanidad31. En 1950, la Comisión ela-
boró los Principios de Derecho Internacional Reconoci-
dos por el Estatuto y por las Sentencias del Tribunal de 
Núremberg, en los que se decía que los crímenes de lesa 
humanidad eran «sancionables como crímenes según el 
derecho internacional»32. Asimismo, la Comisión finalizó 
en 1954 un proyecto de código de delitos contra la paz y 
la seguridad de la humanidad, que incluía en su artículo 2, 
párrafo 11, una serie de actos inhumanos que en la actuali-
dad se consideran crímenes de lesa humanidad y afirmaba 
en su artículo 1 que «[l]os delitos contra la paz y la segu-
ridad de la humanidad, definidos en el presente código, 
son delitos de derecho internacional, por los cuales serán 
castigados los individuos responsables»33. 

4)  La consideración de los crímenes de lesa humani-
dad como «crímenes según el derecho internacional» 
indica que existen como crímenes con independencia 
de que la conducta haya sido tipificada en el derecho 
interno. El Estatuto de Núremberg definió los crímenes 
de lesa humanidad como la comisión de determinados 

27 Acuerdo para el Enjuiciamiento y Castigo de los Principales Cri-
minales de Guerra del Eje Europeo y Estatuto del Tribunal Militar In-
ternacional de 1945, art. 6 c. 

28 Sentencia de 30 de septiembre de 1946, Tribunal Militar Inter-
nacional, Trial of the Major War Criminals before the International 
Military Tribunal (Núremberg, 14 de noviembre de 1945 a 1 de octubre 
de 1946), vol. XXII (1948), pág. 466.

29 Estatuto del Tribunal Militar Internacional para el Extremo Oriente 
(Tokio, 19 de enero de 1946) (enmendado el 26 de abril de 1946), C. 
I. Bevans (ed.), Treaties and Other International Agreements of the 
United States of America 1776-1949, vol. 4, Washington D.C., Depar-
tamento de Estado, 1968, págs. 20 y ss., en especial pág. 28, art. 5 c 
(en adelante, «Estatuto de Tokio»). No obstante, nadie fue declarado 
culpable de este crimen por dicho Tribunal.

30 Confirmación de los principios de derecho internacional recono-
cidos por el Estatuto del Tribunal de Núremberg, resolución 95 (I) de la 
Asamblea General, de 11 de diciembre de 1946.

31 Formulación de los principios reconocidos por el Estatuto y por 
las sentencias del Tribunal de Núremberg, resolución  177 (II) de la 
Asamblea General, de 21 de noviembre de 1947.

32 Yearbook of the International Law Commission 1950, vol.  II, 
documento A/1316, págs. 374 y ss., en especial pág. 376 (principio VI).

33 Yearbook of the International Law Commission 1954, vol.  II, 
documento A/2693, párr. 54, pág. 151.

actos, «constituyan o no una vulneración de la legisla-
ción interna del país donde se perpetraron»34. En 1996, la 
Comisión concluyó un proyecto de código de crímenes 
contra la paz y la seguridad de la humanidad, que dispo-
nía, entre otras cosas, que los crímenes de lesa humani-
dad eran «crímenes de derecho internacional punibles en 
cuanto tales, est[uvieran] o no sancionados en el dere-
cho nacional»35. No cabe duda de la gravedad de esos 
crímenes; la Comisión ha indicado anteriormente que la 
prohibición de los crímenes de lesa humanidad está cla-
ramente aceptada y reconocida como norma imperativa 
de derecho internacional. 

5)  El proyecto de artículo 2 también identifica los crí-
menes de lesa humanidad como crímenes según el dere-
cho internacional, «cometidos o no en tiempo de conflicto 
armado». La referencia al «conflicto armado» debe inter-
pretarse en el sentido de que abarca los conflictos arma-
dos tanto internacionales como no internacionales. La 
definición de crímenes de lesa humanidad que figura en 
el Estatuto de Núremberg, en su versión modificada por 
el Protocolo de Berlín36, estaba vinculada a la existen-
cia de un conflicto armado internacional; los actos solo 
constituían crímenes según el derecho internacional si se 
cometían «en ejecución de» crímenes que fueran compe-
tencia del Tribunal Militar Internacional «o en relación 
con» dichos crímenes, es decir, los crímenes contra la paz 
o los crímenes de guerra. Por tanto, la justificación para 
ocuparse de cuestiones que tradicionalmente entraban 
dentro de la competencia nacional de un Estado se basaba 
en la conexión del crimen con un conflicto interestatal. 
Esta conexión, a su vez, sugería la comisión de crímenes 
atroces a gran escala, tal vez como parte de un patrón de 
conducta37. El Tribunal Militar Internacional, encargado 
de juzgar a los altos dirigentes políticos y militares del 
Tercer Reich, condenó a varios acusados por crímenes de 
lesa humanidad cometidos durante la guerra, aunque en 
algunos casos la relación de esos crímenes con otros que 
entraban dentro de la competencia del Tribunal Militar In-
ternacional era tenue38.

34 Estatuto de Núremberg, art. 6 c.
35 Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág. 19, art. 1. El pro-

yecto de código de 1996 contenía cinco categorías de crímenes, una de 
las cuales estaba constituida por los crímenes de lesa humanidad.

36 Protocolo de Rectificación de Discrepancias en el Texto del Esta-
tuto de 1945. El Protocolo sustituyó un punto y coma tras las pala-
bras «antes de la guerra o durante la misma» por una coma, a fin de 
armonizar los textos en francés e inglés con el texto en ruso. Ello tuvo 
por efecto vincular la primera parte de la disposición con la parte final 
(«en ejecución de aquellos crímenes que sean competencia del Tribunal 
o en relación con estos») y, por lo tanto, con la existencia de un con-
flicto armado internacional.

37 Véase Comisión de Crímenes de Guerra de las Naciones Unidas, 
History of the United Nations War Crimes Commission and the Devel-
opment of the Laws of War, Londres, His Majesty’s Stationery Office, 
1948, pág. 179 («Solo los delitos que, por su magnitud y crueldad o por 
sus grandes proporciones, o por seguir un mismo patrón aplicado en 
diferentes momentos y lugares, hubieran puesto en peligro a la comuni-
dad internacional o sacudido la conciencia de la humanidad justificaban 
la intervención de Estados distintos de aquel en cuyo territorio se hubie-
ran realizado los actos, o cuyos súbditos fueran las víctimas»).

38 Véase, por ejemplo, Prosecutor v. Kupreškić et al., causa núm. IT-
95-16-T, fallo, 14 de enero de 2000, Sala de Primera Instancia, Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia, Judicial Reports 2000, vol.  2, 
págs. 1398 y ss., en particular pág. 1779, párr. 576 (donde se observa el 
tenue vínculo que existía entre los crímenes de lesa humanidad cometi-
dos por Baldur von Schirach y los demás delitos que entraban dentro de 
la competencia del Tribunal Militar Internacional).

http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/95(I)&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/177(II)&referer=/english/&Lang=S
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6)  Los Principios de Derecho Internacional Reconoci-
dos por el Estatuto y por las Sentencias del Tribunal de 
Núremberg, elaborados por la Comisión en 1950, tam-
bién definían los crímenes de lesa humanidad en el prin-
cipio VI c de una manera que requería una conexión con 
un conflicto armado39. En su comentario a este principio, 
la Comisión hizo hincapié en que el crimen no tiene que 
cometerse necesariamente durante una guerra, si bien 
mantuvo que los crímenes cometidos con anterioridad a 
una guerra deben tener conexión con un crimen contra la 
paz40. Al mismo tiempo, la Comisión sostuvo que «cier-
tos actos pueden ser crímenes de lesa humanidad aunque 
su autor los cometa contra su propia población»41. La 
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Críme-
nes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad 
de 1968 hacía referencia, en su artículo I b, a «[l]os crí-
menes de lesa humanidad cometidos tanto en tiempo 
de guerra como en tiempo de paz, según la definición 
dada en el Estatuto del Tribunal Militar Internacional de 
Núremberg, de 8 de agosto de 1945, y confirmada por 
las resoluciones de la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas 3  (I) de 13 de febrero de 1946 y 95  (I) de 
11 de diciembre de 1946»42.

7)  La competencia del Tribunal Internacional para la 
ex-Yugoslavia incluía los «crímenes de lesa humani-
dad». El artículo 5 del Estatuto del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia dispone que el Tribunal tendrá 
competencia para enjuiciar a las personas responsables 
de una serie de actos (tales como asesinatos, torturas o 
violaciones) «cuando hayan sido cometidos contra la 
población civil durante un conflicto armado, interno o 
internacional»43. Así pues, en la formulación utilizada en 
el artículo 5 se mantuvo una conexión con los conflictos 
armados, si bien se entiende mejor teniendo presente su 
contexto. El Estatuto del Tribunal Internacional para la 
ex-Yugoslavia se elaboró en 1993 en el entendimiento 
de que en la ex-Yugoslavia existía de hecho un conflicto 
armado; el Consejo de Seguridad ya había determinado 
que la situación constituía una amenaza para la paz y la 
seguridad internacionales, lo que dio lugar a que el Con-
sejo ejerciera las facultades de acción coercitiva previs-
tas en el Capítulo VII de la Carta de las Naciones Unidas. 
Así, la formulación utilizada en el artículo 5 («conflicto 
armado») fue concebida fundamentalmente para disi-
par la noción de que los crímenes de lesa humanidad 
tenían que estar vinculados con un «conflicto armado 
internacional». Dado que esta formulación podía dar a 

39 Yearbook of the International Law Commission 1950, vol.  II, 
documento A/1316, pág. 377.

40 Ibíd., párr. 123.
41 Ibíd., párr. 124.
42 En julio de 2017, eran parte en esa Convención 55 Estados. Para 

consultar una convención regional de carácter similar, véase  Convenio 
Europeo sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humani-
dad y los Crímenes de Guerra de 1974. En julio de 2017, eran parte en 
ese Convenio 8 Estados.

43 Estatuto del Tribunal Internacional para el Enjuiciamiento de los 
Presuntos Responsables de las Violaciones Graves del Derecho Inter-
nacional Humanitario Cometidas en el Territorio de la ex-Yugoslavia 
desde 1991, aprobado por el Consejo de Seguridad en su resolución 827 
(1993), de 25 de mayo de 1993, y contenido en el informe presentado 
por el Secretario General de conformidad con el párrafo 2 de la reso-
lución  808 (1993) del Consejo de Seguridad (S/25704 y Corr.1 [y 
Add.1]), anexo, art. 5 (en adelante, «Estatuto del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia»).

entender que el derecho internacional consuetudinario 
requiere que haya un nexo con un conflicto armado, la 
Sala de Apelaciones del Tribunal Internacional para la 
ex-Yugoslavia aclaró posteriormente que no había «base 
lógica o jurídica» para mantener la relación con un con-
flicto armado, ya que «se ha abandonado» en la práctica 
de los Estados desde Núremberg44. La Sala de Apelacio-
nes también observó que la «obsolescencia del requisito 
del vínculo se pone de manifiesto en las convenciones 
internacionales sobre el genocidio y el apartheid, que 
prohíben determinados tipos de crímenes de lesa huma-
nidad, con independencia de cualquier relación con los 
conflictos armados»45. De hecho, la Sala de Apelaciones 
mantuvo posteriormente que esa conexión en el Estatuto 
del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia se limi-
taba simplemente a circunscribir la competencia ratione 
materiae del Tribunal, y no suponía una codificación del 
derecho internacional consuetudinario46. 

8)  En 1994, el Consejo de Seguridad estableció el Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda y le confirió com-
petencia para conocer de «crímenes de lesa humanidad». 
Aunque el artículo 3 del Estatuto del Tribunal Penal Inter-
nacional para Rwanda reprodujo la misma serie de actos 
que figuraban en el Estatuto del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia, en el encabezamiento del texto 
no se mantuvo la referencia a los conflictos armados47. 
Del mismo modo, el artículo 7 del Estatuto de Roma de 
1998 tampoco mantuvo ninguna referencia a los conflic-
tos armados. 

9)  Así, mientras que las primeras definiciones de crí-
menes de lesa humanidad exigían que los actos subya-
centes se llevaran a cabo en relación con un conflicto 
armado, esa conexión ha desaparecido de los estatutos de 

44 Prosecutor v. Duško Tadić a/k/a “Dule”, causa núm.  IT-94-1- 
AR72, decisión sobre la moción presentada por la defensa relativa a 
una apelación interlocutoria sobre la jurisdicción, 2 de octubre de 1995, 
Sala de Apelaciones, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, Ju-
dicial Reports 1994-1995, vol. 1, págs. 353 y ss., en especial pág. 503, 
párr. 140. Véase también ILM, vol. 35, núm. 1 (enero de 1996), pág. 73.

45 Ibíd.
46 Véanse, por ejemplo, Prosecutor v. Dario Kordić and Mario 

Čerkez, causa núm.  IT-95-14/2-T, fallo, 26  de febrero de  2001, Sala 
de Primera Instancia, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, 
párr. 33, Judicial Supplement No. 23 (febrero/marzo de 2001); Pros-
ecutor v. Duško Tadić, causa núm. IT-94-1-A, fallo, 15 de julio de 1999, 
Sala de Apelaciones, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, Ju-
dicial Reports 1999, págs. 3 y ss., en especial págs. 215 y 217, párrs. 249 
a 251 («El requisito del conflicto armado se cumple demostrando que 
existía un conflicto armado; eso es todo lo que el Estatuto requiere, con 
lo que demanda más de lo que exige el derecho internacional consue-
tudinario» (pág. 217, párr. 251)). Véase también ILM, vol. 38 (1999), 
págs. 1518 y ss., en especial pág. 1568.

47 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para el Enjuiciamiento 
de los Presuntos Responsables de Genocidio y Otras Violaciones Gra-
ves del Derecho Internacional Humanitario Cometidas en el Territorio 
de Rwanda y de los Ciudadanos Rwandeses Presuntamente Respon-
sables de Genocidio y Otras Violaciones de Esa Naturaleza Cometi-
das en el Territorio de Estados Vecinos entre el 1 de enero y el 31 de 
diciembre de 1994, resolución 955 (1994) del Consejo de Seguridad, 
de 8 de noviembre de 1994, anexo, art. 3 (en adelante, «Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional para Rwanda»); véase Semanza v. Pros-
ecutor, causa núm. ICTR-97-20-A, fallo, 20 de mayo de 2005, Sala de 
Apelaciones, Tribunal Penal Internacional para Rwanda, párr. 269 («a 
diferencia del artículo 5 [del Estatuto del Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia], el artículo 3 [del Estatuto del Tribunal Penal Inter-
nacional para Rwanda] no exige que se cometan los crímenes en el con-
texto de un conflicto armado. Se trata de una distinción importante»). 

http://undocs.org/es/A/1316
http://undocs.org/es/S/RES/827(1993)
http://undocs.org/es/S/RES/808(1993)
http://undocs.org/es/S/25704
http://undocs.org/es/S/25704/add.1
http://undocs.org/es/S/RES/955(1994)
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los tribunales penales internacionales contemporáneos, 
incluido el Estatuto de Roma. En su lugar, tal y como se 
dice más abajo en relación con el proyecto de artículo 3, 
hay unos requisitos «generales» conforme a los cuales 
es necesario que el crimen se haya cometido como parte 
de un ataque generalizado o sistemático dirigido contra 
una población civil, de conformidad con la política de 
un Estado o de una organización de cometer ese ataque o 
para promover esa política.

Artículo 3.  Definición de crímenes de lesa humanidad

1.  A los efectos del presente proyecto de artículos, 
se entenderá por «crimen de lesa humanidad» cual-
quiera de los actos siguientes cuando se cometa como 
parte de un ataque generalizado o sistemático con-
tra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque:

a)  asesinato;

b)  exterminio;

c)  esclavitud;

d)  deportación o traslado forzoso de población;

e)  encarcelación u otra privación grave de la 
libertad física en violación de normas fundamentales 
de derecho internacional;

f)  tortura;

g)  violación, esclavitud sexual, prostitución for-
zada, embarazo forzado, esterilización forzada o 
cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad 
comparable; 

h)  persecución de un grupo o colectividad con 
identidad propia fundada en motivos políticos, racia-
les, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de 
género, según se define en el párrafo 3, u otros motivos 
universalmente reconocidos como inaceptables con 
arreglo al derecho internacional, en conexión con cual-
quier acto mencionado en el presente párrafo o con el 
crimen de genocidio o crímenes de guerra;

i)  desaparición forzada de personas;

j)  el crimen de apartheid;

k)  otros actos inhumanos de carácter similar que 
causen intencionalmente grandes sufrimientos o aten-
ten gravemente contra la integridad física o la salud 
mental o física.

2.  A los efectos del párrafo 1:

a)  por «ataque contra una población civil» se 
entenderá una línea de conducta que implique la comi-
sión múltiple de actos mencionados en el párrafo  1 
contra una población civil, de conformidad con la polí-
tica de un Estado o de una organización de cometer ese 
ataque o para promover esa política;

b)  el «exterminio» comprenderá la imposición 
intencional de condiciones de vida, la privación del 
acceso a alimentos o medicinas, entre otras cosas, 
encaminadas a causar la destrucción de parte de una 
población;

c)  por «esclavitud» se entenderá el ejercicio de los 
atributos del derecho de propiedad sobre una persona, 
o de algunos de ellos, incluido el ejercicio de esos atri-
butos en el tráfico de personas, en particular mujeres 
y niños;

d)  por «deportación o traslado forzoso de pobla-
ción» se entenderá el desplazamiento forzoso de las 
personas afectadas, por expulsión u otros actos coacti-
vos, de la zona en que estén legítimamente presentes, 
sin motivos autorizados por el derecho internacional;

e)  por «tortura» se entenderá causar intencional-
mente dolor o sufrimientos graves, ya sean físicos o 
mentales, a una persona que el acusado tenga bajo su 
custodia o control; sin embargo, no se entenderá por 
tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven úni-
camente de sanciones lícitas o que sean consecuencia 
normal o fortuita de ellas;

f)  por «embarazo forzado» se entenderá el confi-
namiento ilícito de una mujer a la que se ha dejado 
embarazada por la fuerza, con la intención de modifi-
car la composición étnica de una población o de come-
ter otras violaciones graves del derecho internacional. 
En modo alguno se entenderá que esta definición afecta 
a las normas de derecho interno relativas al embarazo;

g)  por «persecución» se entenderá la privación 
intencional y grave de derechos fundamentales en 
contravención del derecho internacional en razón de 
la identidad del grupo o de la colectividad;

h)  por «el crimen de apartheid» se entenderán los 
actos inhumanos de carácter similar a los mencionados 
en el párrafo 1 cometidos en el contexto de un régimen 
institucionalizado de opresión y dominación sistemáti-
cas de un grupo racial sobre uno o más grupos raciales 
y con la intención de mantener ese régimen;

i)  por «desaparición forzada de personas» se 
entenderá la aprehensión, la detención o el secuestro 
de personas por un Estado o una organización política, 
o con su autorización, apoyo o aquiescencia, seguido 
de la negativa a informar sobre la privación de liber-
tad o dar información sobre la suerte o el paradero de 
esas personas, con la intención de dejarlas fuera del 
amparo de la ley por un período prolongado.

3.  A los efectos del presente proyecto de artículos 
se entenderá que el término «género» se refiere a los 
dos sexos, masculino y femenino, en el contexto de la 
sociedad. El término «género» no tendrá más acepción 
que la que antecede.

4.  El presente proyecto de artículo se entiende sin 
perjuicio de cualquier otra definición más amplia pre-
vista en cualquier instrumento internacional o legisla-
ción nacional.
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Comentario

1)  Los tres primeros párrafos del proyecto de artículo 3 
establecen, a los efectos del presente proyecto de artícu-
los, una definición de «crimen de lesa humanidad». El 
texto de estos tres párrafos reproduce literalmente el texto 
del artículo 7 del Estatuto de Roma, con la excepción de 
tres cambios no sustantivos (que se exponen más abajo), 
necesarios dado el diferente contexto en que se usa la 
definición. El párrafo 4 del proyecto de artículo 3 es una 
cláusula «sin perjuicio» que indica que esta definición no 
afecta a cualquier otra definición más amplia prevista en 
los instrumentos internacionales o la legislación nacional. 

Definiciones de otros instrumentos

2)  Desde 1945 se han venido utilizando diversas defi-
niciones de «crímenes de lesa humanidad», tanto en ins-
trumentos internacionales como en la legislación nacional 
que ha tipificado el delito. El Estatuto de Núremberg, en 
su artículo 6 c, definía los «crímenes de lesa humanidad» 
como:

el asesinato, la exterminación, la esclavización, la deportación y otros 
actos inhumanos cometidos contra una población civil antes de la gue-
rra o durante la misma, o la persecución por motivos políticos, raciales 
o religiosos en ejecución de aquellos crímenes que sean competencia 
del Tribunal o en relación con estos, constituyan o no una vulneración 
de la legislación interna del país donde se perpetraron.

3)  En cambio, el principio VI  c de los Principios de 
Derecho Internacional Reconocidos por el Estatuto y por 
las Sentencias del Tribunal de Núremberg elaborados por 
la Comisión en 1950 definía los crímenes de lesa huma-
nidad como: 

[e]l asesinato, el exterminio, la esclavización, la deportación y otros 
actos inhumanos cometidos contra una población civil, o las persecu-
ciones por motivos políticos, raciales o religiosos, cuando tales actos 
sean cometidos o tales persecuciones sean llevadas a cabo al perpetrar 
un delito contra la paz o un crimen de guerra, o en relación con él48. 

4)  Asimismo, el proyecto de código de delitos contra 
la paz y la seguridad de la humanidad, elaborado por la 
Comisión en 1954, identificó como uno de esos delitos: 

[l]os actos inhumanos, tales como el asesinato, el exterminio, la escla-
vización, la deportación o las persecuciones contra cualquier población 
civil por motivos sociales, políticos, raciales, religiosos o culturales, 
perpetrados por las autoridades de un Estado o por particulares que 
actúen por instigación de dichas autoridades o con su tolerancia49.

5)  El artículo 5 del Estatuto del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia de 1993 disponía que el Tribunal 
«tendrá competencia para enjuiciar a los […] respon-
sables» de una serie de actos (tales como asesinatos, tor-
turas o violaciones) «cuando hayan sido cometidos contra 
la población civil durante un conflicto armado, interno o 
internacional». Aunque el informe del Secretario General 
de las Naciones Unidas proponía que este artículo indicara 
que los crímenes de lesa humanidad «son actos inhuma-
nos de carácter gravísimo […] cometidos como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra la población 

48 Yearbook of the International Law Commission 1950, vol.  II, 
documento A/1316, pág. 377.

49 Yearbook of the International Law Commission 1954, vol.  II, 
documento A/2693, párr. 54, págs. 151 y 152, art. 2, párr. 11.

civil por razones nacionales, políticas, étnicas, raciales o 
religiosas»50, no se recogió esa formulación específica en 
el texto del artículo 5.

6)  En cambio, el Estatuto del Tribunal Penal Interna-
cional para Rwanda de 1994, en su artículo 3, mantuvo la 
misma serie de actos, pero en la redacción del encabeza-
miento se introdujo la formulación del informe del Secre-
tario General de 1993 «crímenes […], cuando hayan sido 
cometidos como parte de un ataque generalizado o siste-
mático contra la población civil» y se añadió «por razones 
de nacionalidad o por razones políticas, étnicas, raciales o 
religiosas […]». Así pues, el Estatuto del Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda dispuso expresamente que era 
necesaria una intención discriminatoria para establecer el 
crimen. El proyecto de código de crímenes contra la paz y 
la seguridad de la humanidad elaborado por la Comisión 
en 1996 también definió los «crímenes de lesa humani-
dad» como una serie de actos específicos de «comisión 
sistemática o en gran escala e instigada o dirigida por 
un Gobierno o por una organización o grupo», pero no 
incluyó la formulación de la intención discriminatoria51. 
Los crímenes de lesa humanidad también han sido defi-
nidos en el ámbito de competencia de cortes o tribunales 
penales híbridos52.

7)  El artículo 5, párrafo 1 b, del Estatuto de Roma enu-
mera los crímenes de lesa humanidad que entran dentro 
de la competencia de la Corte Penal Internacional. El ar-
tículo 7, párrafo 1, define el «crimen de lesa humanidad» 
como cualquiera de una serie de actos «cuando se cometa 
como parte de un ataque generalizado o sistemático contra 
una población civil y con conocimiento de dicho ataque». 
El artículo 7, párrafo 2, contiene una serie de definiciones 
que, entre otras cosas, aclaran que por ataque contra una 
población civil «se entenderá una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos mencionados en el 
párrafo 1 contra una población civil, de conformidad con 
la política de un Estado o de una organización de come-
ter ese ataque o para promover esa política» (párr. 2 a). 
El artículo  7, párrafo  3, dispone que «se entenderá que 
el término “género” se refiere a los dos sexos, masculino 
y femenino, en el contexto de la sociedad. El término 
“género” no tendrá más acepción que la que antecede». 
El artículo 7, párrafo 1 h, no mantiene la vinculación con 
un conflicto armado que caracterizaba al Estatuto del Tri-
bunal Internacional para la ex-Yugoslavia ni el requisito 
de la intención discriminatoria recogido en el Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional para Rwanda (salvo en el 
caso de los actos de persecución).

50 Informe presentado por el Secretario General de conformidad 
con el párrafo 2 de la resolución 808 (1993) del Consejo de Seguridad 
(S/25704 y Corr.1 [y Add.1]), párr. 48.

51 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 51, art. 18. 
52 Véanse, por ejemplo, Acuerdo entre las Naciones  Unidas y el 

Gobierno de Sierra Leona sobre el Establecimiento del Tribunal Espe-
cial para Sierra Leona (con el Estatuto (en adelante, «Estatuto del Tri-
bunal Especial para Sierra Leona»)) (Freetown, 16 de enero de 2002), 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol.  2178, núm. 38342, págs. 137 y 
ss., en especial pág.  145; Ley sobre el Establecimiento de las Salas 
Especiales en los Tribunales de Camboya para el Procesamiento de 
los Crímenes Cometidos en el Período de la Kampuchea Democrática, 
27 de octubre de 2004, art.  5 (en  adelante, «Ley de Establecimiento 
de las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya»), que puede 
consultarse en el sitio web de las Salas Especiales de los Tribunales de 
Camboya: www.eccc.gov.kh, Legal documents.

http://undocs.org/es/S/RES/808(1993)
http://undocs.org/es/S/25704
http://undocs.org/es/S/25704/corr.1
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8)  La definición de «crimen de lesa humanidad» que 
contiene el artículo 7 del Estatuto de Roma ha sido acep-
tada por más de 120 Estados partes en ese instrumento y 
es utilizada en la actualidad por muchos Estados cuando 
aprueban o modifican legislación nacional. La Comisión 
estimó que el artículo 7 constituía una base adecuada para 
definir esos crímenes en los párrafos 1 a 3 del proyecto de 
artículo 3. De hecho, se reproduce literalmente el texto del 
artículo 7, con excepción de tres cambios que no tienen 
carácter sustantivo y que son necesarios habida cuenta del 
contexto diferente en que se utiliza la definición. En pri-
mer lugar, la frase inicial del párrafo 1 dice «A los efectos 
del presente proyecto de artículos» en lugar de «A los efec-
tos del presente Estatuto». En segundo lugar, se ha intro-
ducido el mismo cambio en la frase inicial del párrafo 3. 
En tercer lugar, en el artículo 7, párrafo 1 h, del Estatuto 
de Roma se tipifican los actos de persecución cuando se 
realizan «en conexión con cualquier acto mencionado en 
el presente párrafo o con cualquier crimen de la compe-
tencia de la Corte». También en este caso, para adaptarla 
al contexto diferente, esa frase dice en el proyecto de ar-
tículo 3 «en conexión con cualquier acto mencionado en el 
presente párrafo o con el crimen de genocidio o crímenes 
de guerra». En un momento dado, la Corte Penal Interna-
cional podría tener competencia para enjuiciar el crimen 
de agresión cuando se cumplan los requisitos establecidos 
en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional, en cuyo caso puede que sea 
necesario volver a examinar el párrafo.

Párrafos 1 a 3

9)  La definición de «crímenes de lesa humanidad» esta-
blecida en los párrafos 1 a 3 del proyecto de artículo 3 
contiene tres requisitos generales que merecen cierto aná-
lisis. Estos requisitos, que aparecen íntegramente en el 
párrafo 1, han sido aclarados en la jurisprudencia de la 
Corte Penal Internacional y de otras cortes y tribunales 
internacionales o híbridos. La definición también enu-
mera los actos prohibidos subyacentes que constituyen 
crímenes de lesa humanidad y detalla varios términos 
usados dentro de la definición, lo que da lugar a defini-
ciones dentro de la definición. Sin duda, la jurisprudencia 
que vayan creando la Corte Penal Internacional y otros 
tribunales internacionales o híbridos seguirá ayudando a 
informar a las autoridades nacionales, incluidos los tribu-
nales de justicia, del sentido de esta definición, lo que a 
su vez promoverá criterios armonizados a escala nacional. 
La Comisión observa que sigue creándose, con el paso del 
tiempo, jurisprudencia pertinente, de suerte que el análisis 
que figura más abajo solo pretende señalar algunos de los 
parámetros de estos términos a julio de 2017. 

«Ataque generalizado o sistemático»

10)  El primer requisito general es que los actos han 
de cometerse como parte de un ataque «generalizado o 
sistemático». Este requisito apareció por primera vez 
en el Estatuto del Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda53, aunque, en algunas decisiones, el Tribunal 

53 A diferencia de la versión en inglés, la versión en francés del 
artículo 3 del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda 
utilizó una formulación conjuntiva (généralisée et systématique). En 
la causa Akayesu, la Sala de Primera Instancia indicó lo siguiente: «En 
la versión original en francés del Estatuto, esos requisitos se habían 

Internacional para la ex-Yugoslavia sostuvo que el 
requisito estaba implícito incluso en su Estatuto, habida 
cuenta de la inclusión de esas palabras en el informe del 
Secretario General en que se proponía el Estatuto54. La 
jurisprudencia de ambos Tribunales sostuvo que las con-
diciones de «generalizado» y «sistemático» eran requi-
sitos disyuntivos en lugar de conjuntivos; podía darse 
cualquiera de esas dos condiciones para establecer la 
existencia del crimen55. Esta interpretación del requisito 
de que el ataque sea generalizado/sistemático también se 
refleja en el comentario de la Comisión sobre el proyecto 
de código de crímenes contra la paz y la seguridad de 
la humanidad de 1996, en el que afirmó que «un acto 
podría constituir un crimen contra la humanidad si se 
diera cualquiera de esos dos requisitos [de carácter siste-
mático o de escala]»56.

11)  Cuando se examinó esta norma a los efectos del 
Estatuto de Roma, algunos Estados dijeron que las con-
diciones «generalizado» y «sistemático» debían ser 
requisitos conjuntivos (ambos debían estar presentes 
para establecer la existencia del crimen), porque, de lo 
contrario, la norma incluiría demasiados supuestos57. De 

redactado de manera acumulativa […], lo que elevó significativamente 
el umbral para la aplicación de esta disposición. Puesto que el dere-
cho internacional consuetudinario exige únicamente que el ataque sea 
generalizado o sistemático, hay suficientes motivos para suponer que 
la versión en francés adolece de un error en la traducción» (Prosecutor 
v. Jean-Paul Akayesu, causa núm. ICTR-96-4-T, fallo, 2 de septiembre 
de 1998, Sala de Primera Instancia I, Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda, Reports of Orders, Decisions and Judgements 1998, vol.  I, 
págs. 44 y ss., en especial pág. 335, párr. 579, nota 149).

54 Prosecutor v. Blaškić, causa núm. IT-95-14-T, fallo, 3 de marzo 
de 2000, Sala de Primera Instancia, Tribunal Internacional para la ex-
Yugoslavia, Judicial Reports 2000, vol. 1, págs. 557 y ss., en especial 
pág.  703, párr.  202; Prosecutor v. Duško Tadić a/k/a “Dule”, causa 
núm. IT-94-1-T, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997, Sala de Primera 
Instancia, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, Judicial Re-
ports 1997, vol. 1, págs. 3 y ss., en especial pág. 431, párr. 648.

55 Véanse, por ejemplo, Prosecutor v. Mile Mrkšić, Miroslav Radić 
and Veselin Šljivančanin, causa núm. IT-95-13/1-T, fallo, 27 de septiem-
bre de 2007, Sala de Primera Instancia II, Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia, párr. 437 («el ataque debe ser generalizado o sistemá-
tico, siendo los requisitos disyuntivos y no acumulativos»); Prosecutor 
v. Clément Kayishema and Obed Ruzindana, causa núm. ICTR-95-1-T, 
fallo, 21 de mayo de 1999, Sala de Primera Instancia II, Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda, Reports of Orders, Decisions and Judge-
ments 1999, vol.  II, págs.  824 y ss., en especial pág.  896, párr.  123 
(«El ataque debe responder a una de las condiciones alternativas de ser 
generalizado o sistemático»); Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 
(nota 53 supra), párr. 579; Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 
(nota 54 supra), párr. 648 («si se concluye que hubo generalización […] 
o sistematismo […], se cumple este requisito»).

56 Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág.  52, párrafo  4 del 
comentario al artículo 18. Véanse también el informe del Comité Espe-
cial sobre el establecimiento de una corte penal internacional, Docu-
mentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo período de 
sesiones, Suplemento núm. 22 (A/50/22), párr. 78 («[…] los elemen-
tos que habría de tener en cuenta la definición de los crímenes de lesa 
humanidad: que estos crímenes […] normalmente constituían ataques 
generalizados o* sistemáticos»); Anuario… 1995, vol.  II (segunda 
parte), párr. 90 («las nociones de violaciones “sistemáticas” y “masi-
vas” eran elementos complementarios de los crímenes considerados 
[…]»); Anuario… 1994, vol. II (segunda parte), pág. 42, párrafo 14 del 
comentario al artículo 20 («la definición de crímenes de lesa humanidad 
abarca actos inhumanos de carácter muy grave que impliquen violacio-
nes generalizadas o* sistemáticas»); y Anuario… 1991, vol. II (segunda 
parte), pág. 112, párrafo 3 del comentario al artículo 21 («[b]asta con 
que esté presente uno de esos caracteres, el sistemático o el masivo, en 
cualquiera de los actos enumerados […] para que exista la infracción»).

57 Véase Documentos Oficiales de la Conferencia Diplomática de 
Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de 

http://undocs.org/es/A/50/22(SUPP)
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hecho, según esos Estados, si la comisión «generalizada» 
de actos fuese suficiente por sí sola, oleadas espontáneas 
de crímenes generalizados, pero no relacionados entre sí, 
constituirían crímenes de lesa humanidad. Debido a esa 
preocupación, se llegó a una solución de compromiso 
que consistía en mantener esas condiciones con carácter 
disyuntivo58, pero añadiendo en el artículo 7, párrafo 2 a, 
del Estatuto de Roma una definición de «ataque contra 
una población civil», que, como se indica en los párra-
fos  17 a 27 del comentario al presente proyecto de ar-
tículo, contiene un elemento de política.

12)  Según la Sala de Primera Instancia del Tribunal In-
ternacional para la ex-Yugoslavia en la causa Kunarac, 
«[e]l adjetivo “generalizado” se refiere al carácter a gran 
escala del ataque y al número de víctimas»59. Así pues, este 
requisito se refiere a una «multiplicidad de víctimas»60 y 

una corte penal internacional, Roma, 15 de junio a 17 de julio de 1998, 
vol. II: Actas resumidas de las sesiones plenarias y de las sesiones de 
la Comisión Plenaria (A/CONF.183/13 (Vol. II), publicación de las 
Naciones  Unidas, núm. de venta: S.02.I.5, págs.  162 y 163 (India)); 
ibíd., pág. 165 (Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, Fran-
cia); ibíd., pág. 166 (Tailandia, Egipto); ibíd., pág. 167 (República Islá-
mica del Irán); ibíd., pág. 169 (Turquía); ibíd., pág. 170 (Federación de 
Rusia); ibíd., pág. 171 (Japón).

58 La jurisprudencia de la Corte Penal Internacional ha afirmado que 
los requisitos de que sea «generalizado» y «sistemático», presentes en 
el artículo 7 del Estatuto de Roma, son disyuntivos. Véase Situation 
in the Republic of Kenya, causa núm.  ICC-01/09, decisión con arre-
glo al artículo 15 del Estatuto de Roma relativa a la autorización de 
una investigación sobre la situación en la República de Kenya, 31 de 
marzo de 2010, Sala de Cuestiones Preliminares II, Corte Penal Inter-
nacional, párr.  94; véanse también Prosecutor v. Jean-Pierre Bemba 
Gombo, causa núm.  ICC-01/05-01/08, decisión con arreglo al artícu-
lo 61, párrafo 7 a y b, del Estatuto de Roma sobre los cargos, 15 de 
junio de 2009, Sala de Cuestiones Preliminares II, Corte Penal Inter-
nacional, párr.  82; Prosecutor v. Jean-Pierre Bemba Gombo, causa 
núm. ICC-01/05-01/08, fallo con arreglo al artículo 74 del Estatuto de 
Roma, 21 de marzo de 2016, Sala de Primera Instancia III, Corte Penal 
Internacional, párr. 162. Las decisiones de la Corte Penal Internacional 
pueden consultarse en el sitio web de la Corte: www.icc-cpi.int/.

59 Prosecutor v. Dragoljub Kunarac, Radomir Kovač and Zoran 
Vuković, causa núm.  IT-96-23-T e  IT-96-23/1-T, fallo, 22  de febrero 
de 2001, Sala de Primera Instancia, Tribunal Internacional para la ex-
Yugoslavia, párr. 428, Judicial Supplement No. 23 (febrero/marzo de 
2001); véanse también Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (nota  58 
supra), párr.  163; Prosecutor v. Germain Katanga, causa núm.  ICC-
01/04-01/07, fallo, 7 de marzo de 2014, Sala de Primera Instancia II, 
Corte Penal Internacional, párr. 1123; Prosecutor v. Germain Katanga 
and Mathieu Ngudjolo Chui, causa núm.  ICC-01/04-01/07, decisión 
relativa a la confirmación de los cargos, 30  de septiembre de  2008, 
Sala de Cuestiones Preliminares I, Corte Penal Internacional, párr. 394; 
Prosecutor v. Vidoje Blagojević and Dragan Jokić, causa núm.  IT-
02-60-T, fallo, 17 de enero de 2005, Sala de Primera Instancia I, Tri-
bunal Internacional para la ex-Yugoslavia, párrs. 545 y 546; Prosecutor 
v. Dario Kordić and Mario Čerkez, causa núm. IT-95-14/2-A, fallo [y 
corrección], 17 de diciembre de 2004, Sala de Apelaciones, Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia, párr. 94.

60 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 
párr. 83; Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (véase la nota 55 supra), 
párr. 123; Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (véase la nota 53 
supra), párr. 580; proyecto de código de crímenes contra la paz y la 
seguridad de la humanidad aprobado por la Comisión en su 48º período 
de sesiones, Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág. 51, art. 18 
(donde se utiliza la expresión «en gran escala» en lugar de «generali-
zado»); véase también Mrkšić, fallo, 27 de septiembre de 2007 (nota 55 
supra), párr.  437 («“generalizado” hace referencia a un ataque reali-
zado a gran escala y al número de víctimas»). En Prosecutor v. Bosco 
Ntaganda, causa núm.  ICC-01/04-02/06, decisión con arreglo al ar-
tículo 61, párrafo 7 a y b, del Estatuto de Roma relativa a los cargos del 
Fiscal contra Bosco Ntaganda, 9 de junio de 2014, Sala de Cuestiones 
Preliminares II, Corte Penal Internacional, párr. 24, la Sala estimó que 
el ataque contra la población civil era generalizado, «puesto que causó 
un elevado número de víctimas civiles».

excluye los actos aislados de violencia61, como el asesinato 
perpetrado contra víctimas individuales por parte de per-
sonas que actúen por su propia voluntad y no en el marco 
de una iniciativa más amplia. Ese tipo de ataque puede ser 
«a gran escala, frecuente, llevado a cabo de manera colec-
tiva con considerable gravedad y dirigido contra diversas 
víctimas»62. Al mismo tiempo, un solo acto cometido por 
un autor individual puede constituir un crimen de lesa 
humanidad en caso de que se produzca en el contexto de 
una campaña más amplia63. No hay una cifra mínima con-
creta de víctimas que haya de alcanzarse para que un ataque 
sea «generalizado».

13)  El carácter «generalizado» también puede tener 
una dimensión geográfica, de modo que el ataque se pro-
duzca en diferentes lugares64. Así, en la causa Bemba, 
la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte Penal 
Internacional consideró que había pruebas suficientes 
para establecer que un ataque había sido «generalizado» 
sobre la base de informes de ataques en diversos luga-
res en una amplia zona geográfica, incluidas pruebas de 
miles de violaciones, fosas comunes y un gran número 
de víctimas65. Ahora bien, no se requiere una zona geo-
gráfica amplia; el Tribunal Internacional para la ex-
Yugoslavia ha establecido que el ataque puede llevarse 
a cabo en una zona geográfica pequeña contra un gran 
número de civiles66. 

14)  En su decisión sobre la Situación en la República 
de Kenya, la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional indicó que «[l]a evaluación no es 
exclusivamente cuantitativa ni geográfica, sino que ha de 
llevarse a cabo sobre la base de los hechos concretos»67. 

61 Véanse Prosecutor v. Bosco Ntaganda, causa núm.  ICC-01/04-
02/06, decisión relativa a la solicitud del Fiscal con arreglo al artículo 58, 
13 de julio de 2012, Sala de Cuestiones Preliminares II, Corte Penal In-
ternacional, párr. 19; y Prosecutor v. Ahmad Muhammad Harun and Ali 
Muhammad al abd-al-Rahman, causa núm. ICC-02/05-01/07, decisión 
relativa a la solicitud del Fiscal con arreglo al artículo 58, párrafo 7, del 
Estatuto, 27 de abril de 2007, Sala de Cuestiones Preliminares I, Corte 
Penal Internacional, párr.  62; véanse también Prosecutor v. Georges 
Anderson Nderubumwe Rutaganda, causa núm.  ICTR-96-3-T, fallo, 
6 de diciembre de 1999, Sala de Primera Instancia  I, Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda, Reports of Orders, Decisions and Judge-
ments 1999, vol.  II, págs. 1704 y ss., en especial págs. 1734 a 1736, 
párrs. 67 a 69; Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (nota 55 supra), 
párrs. 122 y 123; Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág. 51; y 
Anuario… 1991, vol. II (segunda parte), pág. 111.

62 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 
párr. 163 (donde se cita Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la 
nota 58 supra), párr. 83).

63 Kupreškić, fallo, 14 de enero de 2000 (véase la nota 38 supra), 
párr. 550; Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 (véase la nota 54 
supra), párr. 649.

64 Véanse, por ejemplo, Ntaganda, decisión, 13  de julio de  2012 
(nota 61 supra), párr. 30; Prosecutor v. William Samoei Ruto, Henry 
Kiprono Kosgey and Joshua Arap Sang, causa núm. ICC-01/09-01/11, 
decisión relativa a la confirmación de los cargos con arreglo al artícu-
lo 61, párrafo 7 a y b, del Estatuto de Roma, 23 de enero de 2012, Sala 
de Cuestiones Preliminares II, Corte Penal Internacional, párr. 177.

65 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 
párrs. 117 a 124; véase Bemba, fallo, 21 de marzo de 2016 (nota 58 
supra), párrs. 688 y 689.

66 Kordić, fallo, 17 de diciembre de 2004 (véase la nota 59 supra), 
párr. 94; Blaškić, fallo, 3 de marzo de 2000 (véase la nota 54 supra), 
párr. 206.

67 Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 
(véase la nota 58 supra), párr. 95; véase también Bemba, fallo, 21 de 
marzo de 2016 (nota 58 supra), párr. 163.

http://undocs.org/sp/A/CONF.183/13
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Un ataque puede ser generalizado debido al efecto acu-
mulativo de múltiples actos inhumanos o al resultado de 
un solo acto inhumano de extraordinaria magnitud68. 

15)  Al igual que el término «generalizado», el término 
«sistemático» excluye los actos de violencia aislados o no 
conectados entre sí69, y la jurisprudencia del Tribunal In-
ternacional para la ex-Yugoslavia, del Tribunal Penal In-
ternacional para Rwanda y de la Corte Penal Internacional 
refleja una visión similar de lo que se entiende por ese 
término. El Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia 
definió el término «sistemático» como «el carácter orga-
nizado de los actos de violencia y la improbabilidad de 
que ocurran al azar»70 y estableció que la prueba de un 
patrón o plan metódico determinaba que un ataque fuera 
sistemático71. Así, la Sala de Apelaciones confirmó en 
la causa Kunarac que «los patrones criminales, a saber, 
la repetición no accidental y periódica de una conducta 
delictiva similar, son una expresión común de ese carác-
ter sistemático»72. El Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda ha adoptado un criterio similar73. 

16)  En consonancia con la jurisprudencia del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia y del Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda, una Sala de Cuestiones Pre-
liminares de la Corte Penal Internacional determinó en 
la causa Harun que «sistemático» se refiere al «carácter 
organizado de los actos de violencia y la improbabilidad 
de que ocurran al azar»74. Una Sala de Cuestiones Prelimi-
nares de la Corte Penal Internacional determinó en la causa 
Katanga que el término «se ha interpretado como un plan 
organizado en cumplimiento de una política común, que 
sigue un patrón regular y da lugar a una constante comi-
sión de actos, o como “patrones criminales”, de modo que 
los crímenes constituyen una “repetición no accidental y 
periódica de una conducta delictiva similar”»75. Al aplicar 
la norma, una Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional determinó, en la causa Ntaganda, que 

68 Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág.  52 (párrafo  4 del 
comentario al artículo 18 del proyecto de código de crímenes contra la 
paz y la seguridad de la humanidad); véase también Bemba, decisión, 
15 de junio de 2009 (nota 58 supra), párr. 83 (en la que se determinó 
que el carácter generalizado «entraña un ataque llevado a cabo en una 
extensa zona geográfica o un ataque perpetrado en una pequeña zona 
geográfica dirigido contra un gran número de civiles»).

69 Véanse Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 51; Anua-
rio… 1991, vol. II (segunda parte), pág. 111.

70 Mrkšić, fallo, 27 de septiembre de 2007 (véase la nota 55 supra), 
párr.  437; Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 (véase la nota  59 
supra), párr. 429.

71 Véase, por ejemplo, Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 
(nota 54 supra), párr. 648.

72 Prosecutor v. Kunarac, causa núm. IT-96-23 e IT-96-23/1-A, fallo, 
12 de junio de 2002, Sala de Apelaciones, Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia, párr. 94, Judicial Supplement No. 34 (junio de 2002).

73 Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (véase la nota 55 supra), 
párr. 123; Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (véase la nota 53 
supra), párr. 580.

74 Harun, decisión, 27 de abril de 2007 (véase la nota 61 supra), 
párr. 62 (donde se cita Kordić, fallo, 17 de diciembre de 2004 (véase 
la nota 59 supra), párr. 94, que cita, a su vez, Kunarac, fallo, 22 de 
febrero de 2001 (véase la nota 59 supra), párr. 429); véanse también 
Ruto, decisión, 23 de enero de 2012 (nota 64 supra), párr. 179; Situ-
ation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 (nota 58 
supra), párr. 96; Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (nota 59 
supra), párr. 394.

75 Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (véase la nota 59 
supra), párr. 397.

el ataque había sido sistemático puesto que «los autores 
habían empleado medios y métodos similares para atacar 
las distintas localidades, a saber, se aproximaban a los 
objetivos simultáneamente, en gran número y desde dife-
rentes direcciones, atacaban las aldeas con armas pesadas 
y perseguían sistemáticamente a la población con métodos 
similares, registrando casa por casa, buscando entre los 
matorrales, quemando todos los inmuebles y realizando 
saqueos»76. Asimismo, en la decisión relativa a la confir-
mación de los cargos en la causa Ntaganda, una Sala de 
Cuestiones Preliminares sostuvo que el ataque había sido 
sistemático, puesto que había seguido un «patrón regular» 
con un «modus operandi recurrente, que incluía el levanta-
miento de barricadas, la colocación de minas terrestres y la 
coordinación en la perpetración de actos ilícitos […] con 
el fin de atacar a la población civil no hema»77. En la causa 
Gbagbo, una Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional concluyó que un ataque era sistemá-
tico cuando «los preparativos para el ataque se efectuaban 
con antelación» y el ataque estaba planificado y coordi-
nado con actos de violencia que ponían de manifiesto un 
«patrón claro»78.

«Contra una población civil»

17)  El segundo requisito general es que el acto ha de 
cometerse como parte de un ataque «contra una población 
civil». El párrafo  2  a del proyecto de artículo  3 define 
«ataque contra una población civil» a los efectos del 
párrafo 1 como «una línea de conducta que implique la 
comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 
contra una población civil, de conformidad con la política 
de un Estado o de una organización de cometer esos actos 
o para promover esa política»79. Tal y como se analiza más 
abajo, la jurisprudencia del Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia, del Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda y de la Corte Penal Internacional ha interpretado 
el significado de cada una de esas expresiones: «contra», 
«una», «población», «civil», «una línea de conducta que 
implique la comisión múltiple de actos» y «política de un 
Estado o de una organización».

18)  El Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia ha 
establecido que la palabra «contra» exige que los civi-
les sean el principal objetivo deliberado del ataque, y no 
víctimas accidentales80. Las Salas de Cuestiones Prelimi-
nares de la Corte Penal Internacional adoptaron poste-
riormente esta interpretación en la causa Bemba y en la 

76 Ntaganda, decisión, 13 de julio de 2012 (véase la nota 61 supra), 
párr. 31; véase también Ruto, decisión, 23 de enero de 2012 (nota 64 
supra), párr. 179.

77 Ntaganda, decisión, 9 de junio de 2014 (véase la nota 60 supra), 
párr. 24. 

78 Prosecutor v. Laurent Gbagbo, causa núm.  ICC-02/11-01/11, 
decisión relativa a la confirmación de los cargos contra Laurent 
Gbagbo, 12 de junio de 2014, Sala de Cuestiones Preliminares I, Corte 
Penal Internacional, párr. 225. 

79 Estatuto de Roma, art.  7, párr.  2 a; véase también Documen-
tos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes en el Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional, primer período de sesiones, 
Nueva York, 3 a 10 de septiembre de 2002 (ICC-ASP/1/3, publicación 
de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.03.V.2 y corrección), segunda 
parte, secc. B, pág. 120, art. 7, Introducción, párr. 3. 

80 Véase, por ejemplo, Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 
(nota 59 supra), párr. 421 («La palabra “contra” especifica que, en el 
contexto de un crimen de lesa humanidad, la población civil es el prin-
cipal objetivo del ataque»). 
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decisión sobre la Situación en la República de Kenya81, 
al igual que las Salas de Primera Instancia de la Corte 
Penal Internacional en los fallos de las causas Katanga y 
Bemba82. En la causa Bemba, la Sala de Cuestiones Pre-
liminares de la Corte Penal Internacional determinó que 
había pruebas suficientes que ponían de manifiesto que el 
ataque se había dirigido «contra» civiles de la República 
Centroafricana83. La Sala concluyó que los soldados del 
Movimiento para la Liberación del Congo (MLC) sabían 
que sus víctimas eran civiles, basándose en pruebas direc-
tas de civiles atacados en sus casas o en sus patios84. La 
Sala también llegó a la conclusión de que los soldados 
del MLC tuvieron como objetivo principal a los civiles, 
como se puso de manifiesto con un ataque a una localidad 
en la que los soldados del MLC no encontraron tropas 
rebeldes a las que alegaran estar persiguiendo85. La pala-
bra «contra» hace hincapié en la intención del ataque y 
no en el resultado físico del ataque86. Es el ataque, no los 
actos del autor concreto, el que ha de estar dirigido «con-
tra» la población que constituye el objetivo87. La Sala de 
Primera Instancia que conoció de la causa Bemba con-
firmó después «que la población civil era el principal, y 
no el accidental, objetivo del ataque y que, a su vez, el ata-
que iba dirigido contra la población civil de la [República 
Centroafricana]»88. Al hacerlo, explicó que «[c]uando se 
lleva a cabo un ataque en una zona con civiles y no civiles, 
entre los factores pertinentes para determinar si el ataque 
iba dirigido contra la población civil figuran los medios y 
métodos empleados durante el ataque, la situación de las 
víctimas, su número, el carácter discriminado del ataque, 
la naturaleza de los crímenes cometidos durante el mismo, 
la forma de resistencia a los asaltantes en el momento del 
ataque y la medida en que la fuerza atacante cumplió los 
requisitos cautelares del derecho de la guerra»89.

19)  La palabra «una» indica que la expresión «pobla-
ción civil» ha de tener una definición amplia y debe inter-
pretarse en sentido amplio90. Un ataque se puede cometer 
contra civiles, «independientemente de su nacionalidad, 

81 Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 
(véase la nota 58 supra), párr. 82; Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 
(véase la nota 58 supra), párr. 76.

82 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 
párr. 1104; Bemba, fallo, 21 de marzo de 2016 (véase la nota 58 supra), 
párr. 154. 

83 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 
párr.  94; véase también Ntaganda, decisión, 13  de julio de  2012 
(nota 61 supra), párrs. 20 y 21. 

84 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 
párr. 94.

85 Ibíd., párrs. 95 a 98.
86 Véase, por ejemplo, Blaškić, fallo, 3 de marzo de 2000 (nota 54 

supra), párr. 208, nota 401.
87 Kunarac, fallo, 12  de junio de  2002 (véase la nota  72 supra), 

párr. 103.
88 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 

párr. 674.
89 Ibíd., párr. 153 (donde se cita la jurisprudencia de diversas cortes 

y tribunales internacionales).
90 Véanse, por ejemplo, Mrkšić, fallo, 27  de septiembre de  2007 

(nota  55 supra), párr.  442; Kupreškić, fallo, 14  de enero de  2000 
(nota  38 supra), párr.  547 («Se pretende establecer una definición 
amplia de “población” y de “civil”. Ello está garantizado en primer 
lugar por medio del objeto y el propósito de los principios y normas 
generales del derecho humanitario, en particular por las normas que 
prohíben los crímenes de lesa humanidad»); Kayishema, fallo, 21 de 
mayo de 1999 (nota 55 supra), párr. 127; Tadić, opinión y fallo, 7 de 
mayo de 1997 (nota 54 supra), párr. 643.

origen étnico o cualquier otra característica distintiva»91 
y se puede perpetrar contra nacionales o extranjeros92. 
Puede ser objeto de un ataque, entre otros, «un grupo 
definido por su (presunta) afiliación política»93. Para que 
puedan ser considerados «población civil» en tiempos 
de conflicto armado, quienes son objeto del ataque han 
de tener carácter «predominantemente» civil; la presen-
cia de algunos combatientes dentro de la población no 
cambia su naturaleza94. Este enfoque se adecua a otras 
normas dimanantes del derecho internacional huma
nitario. Por ejemplo, en el Protocolo Adicional I a los 
Convenios de Ginebra de 1949 se indica lo siguiente: 
«La presencia entre la población civil de personas cuya 
condición no responda a la definición de persona civil 
no priva a esa población de su calidad de civil»95. En la 
causa Kayishema, la Sala de Primera Instancia del Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda concluyó que, 
en tiempos de paz, «civil» incluirá a todas las perso-
nas, salvo a aquellas que tengan el deber de mantener 
el orden público y cuenten con medios legítimos para 
ejercer la fuerza con ese fin en el momento en que sean 
atacadas96. La condición de una víctima específica ha 
de evaluarse en el momento de cometerse el delito97; 

91 Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (véase la nota 59 
supra), párr.  399 (donde se cita Tadić, opinión y fallo, 7  de mayo 
de 1997 (véase la nota 54 supra), párr. 635); véanse también Katanga, 
fallo, 7 de marzo de 2014 (nota 59 supra), párr. 1103; Bemba, fallo, 
21 de marzo de 2016 (nota 58 supra), párr. 155.

92 Véase, por ejemplo, Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 
(nota 59 supra), párr. 423.

93 Ruto, decisión, 23  de enero de  2012 (véase la nota  64 supra), 
párr. 164.

94 Véanse, por ejemplo, Katanga, fallo, 7 de marzo de 2014 (nota 59 
supra), párr. 1105 (donde se mantiene que la población atacada «debe 
estar compuesta fundamentalmente por civiles» y que la «presencia de 
personas que no sean civiles en su seno no afecta, por tanto, a su con-
dición de población civil»); Mrkšić, fallo, 27  de septiembre de  2007 
(nota 55 supra), párr. 442; Kunarac, fallo, 22 de febrero de 2001 (nota 59 
supra), párr. 425 («la presencia de determinadas personas que no sean 
civiles en su seno no cambia el carácter de la población»); Kordić, fallo, 
26  de febrero de  2001 (nota  46 supra), párr.  180; Blaškić, fallo, 3  de 
marzo de 2000 (nota 54 supra), párr. 214 («la presencia de soldados en el 
seno de una población civil que es intencionadamente objeto de un ata-
que no altera el carácter civil de esa población»); Kupreškić, fallo, 14 de 
enero de 2000 (nota 38 supra), párr. 549 («la presencia de quienes parti-
cipan activamente en el conflicto no debería impedir que una población 
sea considerada civil»); Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (nota 55 
supra), párr.  128; Akayesu, fallo, 2  de septiembre de  1998 (nota  53 
supra), párr. 582 («El hecho de que haya determinadas personas entre 
la población civil cuya condición no responda a la definición de persona 
civil no priva a esa población de su calidad de civil»); Tadić, opinión y 
fallo, 7 de mayo de 1997 (nota 54 supra), párr. 638.

95 Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra de 12 de agosto 
de 1949 relativo a la Protección de las Víctimas de los Conflictos Arma-
dos Internacionales (Protocolo I), art. 50, párr. 3.

96 Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (véase la nota 55 supra), 
párr. 127 (donde se alude a «todas las personas, salvo a aquellas que 
tengan el deber de mantener el orden público y cuenten con medios 
legítimos para ejercer la fuerza. Por ejemplo, entre los no civiles se 
encontrarían los miembros de las Fuerzas Armadas Rwandesas, del 
Frente Patriótico Rwandés, la policía y la Gendarmería Nacional»).

97 Blaškić, fallo, 3  de marzo de  2000 (véase la nota  54 supra), 
párr. 214 («[S]e debe tener en cuenta la situación específica de la víc-
tima en el momento en que se cometieron los crímenes, en lugar de su 
condición, para determinar su carácter civil»); véanse también Kordić, 
fallo, 26 de febrero de 2001 (nota 46 supra), párr. 180 («las personas 
que en un momento determinado llevaron a cabo actos de resistencia 
pueden, en ciertas circunstancias, ser víctimas de un crimen de lesa 
humanidad»); Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (nota 53 supra), 
párr.  582 (donde se determinó que la población civil incluía a «los 
miembros de las fuerzas armadas que habían depuesto las armas y las 
personas puestas fuera de combate»).
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una persona debe considerarse civil cuando haya duda 
acerca de su condición98. 

20)  «Población» no significa que toda la población de 
una determinada ubicación geográfica ha de ser objeto del 
ataque99, sino que indica el carácter colectivo del crimen 
como un ataque contra múltiples víctimas100. Tal y como 
señaló la Sala de Primera Instancia del Tribunal Interna-
cional para la ex-Yugoslavia en la causa Gotovina, el con-
cepto denota que el ataque no se dirige contra «un número 
limitado de personas elegidas al azar»101. En las decisio-
nes de la Corte Penal Internacional en la causa Bemba y 
en la causa Situación en la República de Kenya se adoptó 
un enfoque similar y se declaró que el Fiscal había de 
establecer que el ataque no iba dirigido contra un grupo 
limitado de personas102.

21)  La primera parte del párrafo 2 a del proyecto de ar-
tículo 3 se refiere a «una línea de conducta que implique 
la comisión múltiple de actos mencionados en el párrafo 1 
contra una población civil». Aunque esa redacción no figu-
raba en la definición de crímenes de lesa humanidad del 
Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia y 
del Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, 
dicha formulación refleja la jurisprudencia de ambos Tri-
bunales103 y está recogida explícitamente en el artículo 7, 
párrafo 2 a, del Estatuto de Roma. En los Elementos de los 
Crímenes del régimen del Estatuto de Roma se dispone que 
«[n]o es necesario que los actos» a que se hace referencia en 
el artículo 7, párrafo 2 a, «constituyan un ataque militar»104. 
La Sala de Primera Instancia en la causa Katanga afirmó 
que «el ataque no tiene que tener necesariamente carácter 
militar y puede consistir en cualquier forma de violencia 
contra una población civil»105.

98 Kunarac, fallo, 22 de febrero de 2001 (véase la nota 59 supra), 
párr. 426.

99 Véanse Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo 
de 2010 (nota 58 supra), párr. 82; Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 
(nota 58 supra), párr. 77; Kunarac, fallo, 22 de febrero de 2001 (nota 59 
supra), párr. 424; Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 (nota 54 
supra), párr.  644; véase también Anuario… 1994, vol.  II (segunda 
parte), pág. 42, párrafo 14 del comentario al artículo 20 (donde se defi-
nen los crímenes de lesa humanidad como «actos inhumanos de carác-
ter muy grave que impliquen violaciones generalizadas o sistemáticas 
cuyo objetivo sea la población civil en su totalidad o en parte*»).

100 Véase Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 (nota 54 supra), 
párr. 644.

101 Prosecutor v. Ante Gotovina, Ivan Čermak and Mladen Markač, 
causa núm. IT-06-90-T, fallo, 15 de abril de 2011, Sala de Primera Ins-
tancia I, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, párr. 1704.

102 Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 
(véase la nota 58 supra), párr. 81; Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 
(véase la nota 58 supra), párr. 77; Bemba, fallo, 21 de marzo de 2016 
(véase la nota 58 supra), párr. 154.

103 Véanse, por ejemplo, Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 
(nota 59 supra), párr. 415 (donde se define ataque como «una línea de 
conducta que implique la comisión de actos de violencia»); Kayishema, 
fallo, 21 de mayo de 1999 (nota 55 supra), párr. 122 (donde se define 
ataque como el «hecho del que deben formar parte los crímenes enu-
merados»); Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (nota 53 supra), 
párr. 581 («El concepto de “ataque” puede definirse como un acto ilí-
cito del tipo de los enumerados [en el Estatuto] […]. Un ataque puede 
además no tener carácter violento, como la imposición de un sistema de 
apartheid […] o la presión ejercida sobre la población para que actúe 
de una determinada manera»).

104 Documentos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes en 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional… (ICC-ASP/1/3) 
(véase la nota 79 supra), art. 7, Introducción, párr. 3.

105 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 
párr. 1101.

22)  En la segunda parte del párrafo 2 a del proyecto de 
artículo 3 se afirma que el ataque ha de llevarse a cabo 
«de conformidad con la política de un Estado o de una 
organización de cometer este ataque o para promover 
esa política». El requisito del elemento de una «política» 
no figuraba como parte de la definición de crímenes de 
lesa humanidad en los estatutos de las cortes y tribuna-
les internacionales hasta la aprobación del Estatuto de 
Roma de 1998106. Aun cuando el Estatuto del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia y el Estatuto del Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda no contenían el 
elemento de política en su definición de crímenes de lesa 
humanidad107, parte de la jurisprudencia inicial indicó que 
era necesario108. Así, la Sala de Primera Instancia en la 
causa Tadić realizó un importante análisis del elemento 
de política en los primeros años de la labor del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia, análisis que influiría 
posteriormente en la redacción del Estatuto de Roma. La 
Sala de Primera Instancia determinó que:

la razón por la que los crímenes de lesa humanidad sacuden tanto la 
conciencia de la humanidad y requieren la intervención de la comuni-
dad internacional es que no son actos aislados y aleatorios de algunas 
personas, sino el resultado de un intento deliberado de ir contra una 
población civil. Tradicionalmente, se entendía por este requisito que 
había de haber alguna forma de política para perpetrar estos actos […]. 
No obstante, es importante destacar que una política de esa índole no 
tiene que estar formalizada, sino que puede inferirse de la forma en que 
ocurren los actos109.

La Sala de Primera Instancia señaló además que, habida 
cuenta del elemento de política, este tipo de crímenes 
«no puede ser obra únicamente de personas aisladas»110. 
No obstante, la jurisprudencia posterior del Tribunal In-
ternacional para la ex-Yugoslavia restó importancia al 
elemento de política, considerándolo como suficiente 

106 El artículo 6 c del Estatuto de Núremberg no contiene ninguna 
referencia explícita a un plan o una política. No obstante, la sentencia 
del Tribunal Militar Internacional de 30 de septiembre de 1946 sí utilizó 
un elemento de «política» cuando examinó el artículo 6 c en el contexto 
del concepto de «ataque» en su conjunto: «La política de terror fue 
puesta en práctica, sin duda, a gran escala, y en muchos casos era orga-
nizada y sistemática. La política de persecución, represión y asesinato 
de civiles que podían ser hostiles al Gobierno en Alemania antes de la 
guerra de 1939 se llevó a cabo de la manera más despiadada» (Trial 
of the Major War Criminals…, vol.  XXII (véase la nota  28 supra), 
pág. 498). El artículo II, párrafo 1 c, de la Ley núm. 10 del Consejo 
de Control, sobre el Castigo de los Culpables de Crímenes de Gue-
rra, Crímenes contra la Paz y Crímenes de Lesa Humanidad, tampoco 
contiene ninguna referencia a un plan o a una política en su definición 
de crímenes de lesa humanidad (Ley núm. 10 del Consejo de Control, 
20 de diciembre de 1945, Official Gazette of the Control Council for 
Germany, núm. 3 (31 de enero de 1946), pág. 51).

107 La Sala de Apelaciones del Tribunal Internacional para la ex-
Yugoslavia determinó que no existía un elemento de política en los crí-
menes de lesa humanidad en el derecho internacional consuetudinario; 
véase Kunarac, fallo, 12  de junio de  2002 (nota  72 supra), párr.  98 
(«No había ningún elemento en el Estatuto ni en el derecho interna-
cional consuetudinario en el momento de cometerse los presuntos actos 
que requiriera una prueba de la existencia de un plan o una política para 
cometer esos crímenes»), aunque esa posición ha sido objeto de críticas 
en la doctrina.

108 Tadić, opinión y fallo, 7  de mayo de  1997 (véase la nota  54 
supra), párrs. 626, 644 y 653 a 655.

109 Ibíd., párr. 653. 
110 Ibíd., párr.  655 (donde se cita Prosecutor v. Dragan Nikolić 

a/k/a “Jenki”, causa núm.  IT-94-2-R61, revisión de la acusación de 
conformidad con el artículo 61 de las Reglas sobre Procedimiento y 
Pruebas, 20 de octubre de 1995, Sala de Primera Instancia, Tribunal In-
ternacional para la ex-Yugoslavia [Judicial Reports 1994-1995, vol. II, 
págs. 739 y ss., en especial pág. 765], párr. 26).
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simplemente para probar la existencia de un ataque gene-
ralizado o sistemático111.

23)  Antes del Estatuto de Roma de 1998, la labor de la 
Comisión solía requerir un elemento de política en sus 
proyectos de código. El proyecto de código de delitos 
contra la paz y la seguridad de la humanidad elaborado 
por la Comisión en 1954 definió los crímenes de lesa 
humanidad como: «Los actos inhumanos, tales como el 
asesinato, el exterminio, la esclavitud, la deportación o las 
persecuciones contra cualquier población civil por moti-
vos sociales, políticos, raciales, religiosos o culturales, 
perpetrados por las autoridades de un Estado o por parti-
culares que actúen por instigación de dichas autoridades 
o con su tolerancia*»112. La Comisión decidió incluir el 
requisito de la instigación o la tolerancia del Estado a fin 
de excluir los actos inhumanos cometidos por particulares 
por su cuenta, sin la participación de ningún Estado113. Al 
mismo tiempo, la definición de crímenes de lesa huma-
nidad que figuraba en el proyecto de código de delitos 
contra la paz y la seguridad de la humanidad de 1954 no 
incluía ningún requisito en cuanto a la escala («generali-
zado») o el carácter sistemático. 

24)  El proyecto de código de crímenes contra la paz y la 
seguridad de la humanidad elaborado por la Comisión en 
1996 también reconoció un requisito de política, puesto 
que definió los crímenes de lesa humanidad como «la 
comisión sistemática o en gran escala e instigada o diri-
gida por un Gobierno o por una organización o grupo* 
de cualquiera de los actos siguientes»114. La Comisión 
incluyó este requisito para excluir los actos inhumanos 
cometidos por una persona «por su propia iniciativa al 
realizar su plan criminal propio, pero sin que exista nin-
gún estímulo ni dirección por parte de un Gobierno o de 
un grupo u organización»115. En otras palabras, el ele-
mento de política trataba de excluir delitos «comunes» de 
personas que actuaran por su propia iniciativa y sin cone-
xión alguna con un Estado o una organización. 

25)  El párrafo 2 a del proyecto de artículo 3 contiene 
el mismo elemento de política previsto en el artículo 7, 
párrafo 2 a, del Estatuto de Roma. En los Elementos de 
los Crímenes del régimen del Estatuto de Roma se dis-
pone que una «“política […] de cometer ese ataque” 
requiere que el Estado o la organización promueva o 
aliente activamente un ataque de esa índole contra una 

111 Véanse, por ejemplo, Kunarac, fallo, 12  de junio de  2002 
(nota 72 supra), párr. 98; Kordić, fallo, 26 de febrero de 2001 (nota 46 
supra), párr. 182 (donde se determinó que «la existencia de un plan o 
una política debería considerarse más bien como una indicación del 
carácter sistemático de los delitos  calificados como crímenes de lesa 
humanidad»); Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 (nota 55 supra), 
párr. 124 («Para que un acto de victimización en masa sea un crimen 
de lesa humanidad debe incluir un elemento de política. Cualquiera de 
los requisitos del carácter generalizado o sistemático es suficiente para 
excluir actos que no se hayan cometido como parte de una política o un 
plan más amplios»); Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (nota 53 
supra), párr. 580.

112 Yearbook of the International Law Commission 1954, vol.  II, 
documento A/2693, pág. 150, art. 2, párr. 11.

113 Ibíd., comentario.
114 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 51, art. 18.
115 Ibíd., pág.  52 (párrafo  5 del comentario). Al explicar la inclu-

sión del requisito de la política, la Comisión señaló lo siguiente: «Sería 
sumamente difícil para una sola persona que actuase aislada cometer 
los actos inhumanos previstos en el artículo 18» (ibíd.).

población civil»116 y que «[e]sa política, en circunstancias 
excepcionales, podría ejecutarse por medio de una omi-
sión deliberada de actuar y que apuntase conscientemente 
a alentar un ataque de ese tipo»117.

26)  Este elemento de «política» se ha examinado en 
varias causas sustanciadas ante la Corte Penal Internacio-
nal118. En el fallo de 2014 relativo a la causa Katanga, la 
Sala de Primera Instancia de la Corte Penal Internacional 
destacó que el requisito de la política no es sinónimo de 
«sistemático», pues ello sería contrario al requisito disyun-
tivo establecido en el artículo 7 del Estatuto de Roma de 
un ataque «generalizado» o «sistemático»119. Mientras 
que «sistemático» requiere altos niveles de organización 
y patrones de conducta o una violencia recurrente120, para 
«establecer una “política” hay que demostrar tan solo que 
el Estado o la organización perseguían perpetrar un ata-
que contra una población civil. Por ello, un análisis del 
carácter sistemático del ataque trasciende la existencia de 
una política que pretenda eliminar, perseguir o socavar a 
una comunidad»121. Además, el requisito de la «política» 
no requiere proyectos formales o planes preestableci-
dos, puede llevarse a cabo mediante actos u omisiones y 
puede inferirse de las circunstancias122. La Sala de Pri-
mera Instancia entendió que no era necesario que la polí-
tica hubiera sido establecida o promulgada formalmente 
antes del ataque y que podía deducirse de la repetición 
de actos, de las actividades preparatorias o de una movi-
lización colectiva123. Asimismo, la política no tiene que 
ser concreta o precisa y puede evolucionar con el tiempo 
a medida que varían las circunstancias124. Además, la 
Sala de Primera Instancia que conoció de la causa Bemba 
señaló que el requisito de que la línea de conducta se lleve 
a cabo de conformidad con la política de un Estado o de 
una organización o para promover esa política no solo se 
satisface cuando el autor actúa de manera deliberada para 
promover la política, sino también cuando el autor sigue 
una conducta prevista por la política y teniendo conoci-
miento de ello125.

116 Documentos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes en 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional… (ICC-ASP/1/3) 
(véase la nota 79 supra), art. 7, Introducción, párr. 3.

117 Ibíd., nota 6. Otros precedentes también ponen de relieve que la 
omisión deliberada puede cumplir el requisito de la política. Véanse 
Kupreškić, fallo, 14 de enero de 2000 (nota 38 supra), párrs. 554 y 555 
(«aprobado», «consentido», «aprobación explícita o implícita»); Year-
book of the International Law Commission 1954, vol.  II, documento 
A/2693, párr. 54, págs. 151 y 152 (proyecto de código de 1954, art. 2, 
párr.  11) («tolerancia»); e Informe final de la Comisión de Expertos 
Establecida en virtud de la resolución 780 (1992) del Consejo de Segu-
ridad (S/1994/674, anexo), párr. 85.

118 Véanse, por ejemplo, Ntaganda, decisión, 13 de julio de 2012 
(nota 61 supra), párr. 24; Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (nota 58 
supra), párr. 81; Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (nota 59 
supra), párr. 396.

119 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 
párr. 1112; véanse también ibíd., párr. 1101; Gbagbo, decisión, 12 de 
junio de 2014 (nota 78 supra), párr. 208.

120 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 
párrs. 1111 a 1113.

121 Ibíd., párr. 1113. 
122 Ibíd., párrs. 1108, 1109 y 1113. 
123 Ibíd., párr. 1109; véase también Gbagbo, decisión, 12 de junio 

de 2014 (nota 78 supra), párrs. 211, 212 y 215. 
124 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 

párr. 1110.
125 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 

párr. 161.

http://undocs.org/es/S/RES/780(1992)
http://undocs.org/es/S/1994/674
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27)  Del mismo modo, en su decisión en la que confir-
maba el procesamiento de Laurent  Gbagbo, la Sala de 
Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional 
sostuvo que «política» no debía unirse a «sistemático»126. 
En concreto, la Sala afirmó que «las pruebas de la plani-
ficación, la organización o la dirección por parte de un 
Estado o una organización pueden ser pertinentes para 
demostrar tanto la política como el carácter sistemático 
del ataque, aunque los dos conceptos no deben unirse, ya 
que sirven a diferentes propósitos y conllevan distintos 
umbrales con arreglo al artículo 7, párrafos 1 y 2 a, del 
Estatuto»127. El elemento de política requiere que los actos 
estén «vinculados» a un Estado o una organización128 y 
excluye «actos espontáneos o aislados de violencia»; en 
cambio, una política no tiene que ser adoptada formal-
mente129 y no se requieren pruebas de razones o motivos 
concretos130. En la causa Bemba, la Sala de Cuestiones 
Preliminares de la Corte Penal Internacional determinó 
que el ataque se había llevado a cabo con arreglo a la 
política de una organización basándose en pruebas que 
demostraban que las tropas del MLC «llevaron a cabo ata-
ques siguiendo el mismo patrón»131. La Sala de Primera 
Instancia estableció más adelante que las tropas del MLC 
tenían conocimiento de que sus actos individuales forma-
ban parte de un ataque general contra la población civil de 
la República Centroafricana132.

28)  La segunda parte del párrafo  2  a del proyecto de 
artículo 3 hace referencia a la política de un «Estado o de 
una organización» para cometer ese ataque, al igual que el 
artículo 7, párrafo 2 a, del Estatuto de Roma. En su deci-
sión sobre la Situación en la República de Kenya, la Sala 
de Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional 
sugirió que el significado de «Estado» en el artículo  7, 
párrafo  2  a, no requería «mayores explicaciones»133. A 
continuación, la Sala señaló que una política adoptada por 
órganos regionales o locales del Estado podría cumplir el 
requisito de la política del Estado134.

29)  La jurisprudencia de la Corte Penal Internacional 
sugiere que «organización» incluye a toda organización o 
grupo que tenga capacidad y recursos para planificar y lle-
var a cabo un ataque generalizado o sistemático. Por ejem-
plo, la Sala de Cuestiones Preliminares señaló lo siguiente 
en la causa Katanga: «Esa política pueden ponerla en 
práctica grupos de personas que gobiernen un territorio 
determinado o cualquier organización con capacidad para 
perpetrar un ataque generalizado o sistemático contra una 
población civil»135. Una Sala de Primera Instancia de la 

126 Gbagbo, decisión, 12 de junio de 2014 (véase la nota 78 supra), 
párrs. 208 y 216.

127 Ibíd., párr. 216.
128 Ibíd., párr. 217.
129 Ibíd., párr. 215.
130 Ibíd., párr. 214. 
131 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 

párr. 115.
132 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 

párr. 669.
133 Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 

(véase la nota 58 supra), párr. 89.
134 Ibíd.
135 Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (véase la nota 59 

supra), párr.  396 (donde se cita la jurisprudencia del Tribunal Inter-
nacional para la ex-Yugoslavia y del Tribunal Penal Internacional para 

Corte Penal Internacional, en la causa Katanga, sostuvo 
que la organización había de tener «suficientes recursos, 
medios y capacidad para poner en marcha una línea de 
conducta o una operación que implica la comisión múl-
tiple de actos» y «un conjunto de estructuras o mecanis-
mos, de cualquier índole, suficientemente eficientes para 
asegurar la coordinación necesaria para llevar a cabo un 
ataque contra una población civil»136.

30)  En su decisión sobre la Situación en la República 
de Kenya, la Sala de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional rechazó por mayoría la idea de que 
«solo las organizaciones semejantes a Estados pueden 
considerarse» organizaciones a los efectos del artículo 7, 
párrafo 2 a, y afirmó además que «el carácter formal de 
un grupo y el nivel de su organización no deben ser los 
criterios determinantes. En lugar de ello […] debe hacerse 
una distinción en función de si un grupo tiene la capaci-
dad necesaria para llevar a cabo actos que atenten contra 
valores humanos fundamentales»137. En 2012, la Sala de 
Cuestiones Preliminares de la Corte Penal Internacional 
en la causa Ruto, al determinar si un grupo concreto podía 
ser considerado una «organización» con arreglo al artícu-
lo 7 del Estatuto de Roma, afirmó lo siguiente:

la Sala puede tener en cuenta una serie de factores, entre otros: i) si el 
grupo se encuentra bajo un mando responsable o cuenta con una jerar-
quía establecida; ii) si el grupo tiene, de hecho, los medios para llevar 
a cabo un ataque generalizado o sistemático contra una población civil; 
iii) si el grupo ejerce el control sobre parte del territorio de un Estado; 
iv) si uno de los objetivos primordiales del grupo es llevar a cabo acti-
vidades delictivas contra la población civil; v) si el grupo manifiesta, de 
manera explícita o implícita, una intención de atacar a una población 
civil; vi) si el grupo es parte de un grupo mayor, que cumple algunos o 
todos los criterios antes mencionados138.

31)  Como consecuencia de la «política» que puede 
emanar de una organización no estatal, la definición que 
figura en los párrafos 1 a 3 del proyecto de artículo 3 no 
requiere que el que comete el delito sea un funcionario 
o agente del Estado. Este criterio es acorde con la evo-
lución de los crímenes de lesa humanidad en el dere-
cho internacional. En 1991, al comentar el proyecto de 

Rwanda, así como el párrafo 5 del comentario del proyecto de artícu-
lo  21 del proyecto de código de crímenes contra la paz y la seguri-
dad de la humanidad aprobado provisionalmente por la Comisión en 
1991, Anuario… 1991, vol. II (segunda parte), pág. 112); véase también 
Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (nota 58 supra), párr. 81.

136 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 
párr. 1119.

137 Situation in the Republic of Kenya, decisión, 31 de marzo de 2010 
(véase la nota 58 supra), párr. 90. Esta interpretación fue acogida igual-
mente por la Sala de Primera Instancia en la causa Katanga al afirmar 
lo siguiente: «No obstante, que el ataque tenga que caracterizarse tam-
bién por ser generalizado o sistemático no significa que la organización 
que lo promueve o alienta deba estructurarse de forma tal que adopte 
los rasgos de un Estado» (Katanga, fallo, 7 de marzo de 2014 (véase 
la nota 59 supra), párr. 1120). La Sala de Primera Instancia también 
estimó que «la “práctica general aceptada como derecho” […] alude a 
crímenes de lesa humanidad cometidos por Estados y organizaciones a 
las cuales no se exige específicamente por definición que posean carac-
terísticas cuasiestatales» (ibíd., párr. 1121).

138 Ruto, decisión, 23 de enero de 2012 (véase la nota 64 supra), 
párr. 185; véanse también Situation in the Republic of Kenya, decisión, 
31 de marzo de 2010 (nota 58 supra), párr. 93; Situation in the Republic 
of Côte d’Ivoire, causa núm. ICC-02/11, corrección de la decisión en 
aplicación del artículo 15 del Estatuto de Roma relativa a la autoriza-
ción de una investigación sobre la situación en la República de Côte 
d’Ivoire, 15 de noviembre de 2011, Sala de Cuestiones Preliminares III, 
Corte Penal Internacional, párrs. 45 y 46.
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disposición sobre crímenes de lesa humanidad que pasa-
ría a ser el proyecto de código de crímenes contra la paz 
y la seguridad de la humanidad de 1996, la Comisión dijo 
que «el [proyecto de] artículo no se limita a señalar como 
autores posibles de los crímenes previstos en el mismo 
a los funcionarios o representantes de un Estado» y que 
«no excluye la posibilidad de que simples particulares, 
dotados de un poder de hecho u organizados en bandas o 
grupos criminales, puedan también cometer el tipo de vio-
laciones sistemáticas o masivas de los derechos humanos 
a que se refiere ese artículo, en cuyo caso sus actos cae-
rían dentro del ámbito del proyecto de código»139. Como 
ya se ha indicado, el proyecto de código de crímenes de 
1996 añadió el requisito de que, para que fueran crímenes 
de lesa humanidad, los actos inhumanos habían de estar 
«instigad[os] o dirigid[os] por un gobierno o por una 
organización o grupo*»140. En su comentario sobre ese 
requisito, la Comisión observó lo siguiente: «La instiga-
ción o dirección por un gobierno o por cualquier organiza-
ción o grupo, relacionado o no con un gobierno, da al acto 
mayor importancia y hace que se convierta en un crimen 
contra la humanidad imputable a los particulares o a los 
agentes de un Estado»141. 

32)  La jurisprudencia del Tribunal Internacional para la 
ex-Yugoslavia aceptó la posibilidad de que se enjuiciara a 
actores no estatales por crímenes de lesa humanidad. Por 
ejemplo, en la causa Tadić, una de las Salas de Primera 
Instancia del Tribunal afirmó que «el derecho, en relación 
con los crímenes de lesa humanidad, ha evolucionado 
hasta tener en cuenta a fuerzas que, aunque no sean las del 
gobierno legítimo, tienen el control de facto de un territo-
rio definido o pueden moverse libremente por él»142. Esa 
determinación encontró reflejo en la causa Limaj, en la 
que la Sala de Primera Instancia consideró que los acu-
sados, miembros del Ejército de Liberación de Kosovo, 
podían ser enjuiciados por crímenes de lesa humanidad143.

33)  En la causa Ntaganda, sustanciada ante la Corte 
Penal Internacional, se confirmaron los cargos contra 
un acusado relacionado con dos grupos paramilitares, la 
Unión de Patriotas Congoleños y las Fuerzas Patrióticas 
para la Liberación del Congo de la República Democrá-
tica del Congo144. Asimismo, en la causa Mbarushimana, 
el Fiscal presentó cargos contra un acusado vinculado con 
las Fuerzas Democráticas para la Liberación de Rwanda, 
descritas en sus estatutos como un «grupo armado que 
perseguía “reconquistar y defender la soberanía nacional” 
de Rwanda»145. En la causa contra Joseph Kony relativa a 

139 Anuario… 1991, vol.  II (segunda parte), pág.  112 (comentario 
del proyecto de artículo 21 aprobado provisionalmente por la Comisión 
en 1991, párr. 5).

140 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 51, art. 18.
141 Ibíd., pág. 52 (párrafo 5 del comentario).
142 Tadić, opinión y fallo, 7  de mayo de  1997 (véase la nota  54 

supra), párr. 654. Para un análisis más detallado respecto de los autores 
no estatales, véase ibíd., párr. 655.

143 Prosecutor v. Fatmir Limaj, Haradin Bala and Isak Musliu, causa 
núm. IT-03-66-T, fallo, 30 de noviembre de 2005, Sala de Primera Ins-
tancia II, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, párrs. 212 y 213. 

144 Ntaganda, decisión, 13 de julio de 2012 (véase la nota 61 supra), 
párr. 22.

145 Prosecutor v. Callixte Mbarushimana, decisión relativa a la con-
firmación de los cargos, causa núm. ICC-01/04-01/10, 16 de diciembre 
de 2011, Sala de Cuestiones Preliminares I, Corte Penal Internacional, 
párr. 2.

la Situación en Uganda, el acusado estaba presuntamente 
vinculado con el Ejército de Resistencia del Señor, «un 
grupo armado que protagoniza una insurgencia contra 
el Gobierno de Uganda y el ejército ugandés»146 dotado 
de «una organización jerárquica y un funcionamiento de 
carácter militar»147. Con respecto a la situación en Kenya, 
una de las Salas de Cuestiones Preliminares confirmó los 
cargos de crímenes de lesa humanidad presentados contra 
los acusados debido a su vinculación con una «red» de 
autores «compuesta por eminentes representantes políti-
cos [del Movimiento Democrático Naranja (ODM, por 
sus siglas en inglés)], representantes de los medios de 
comunicación, antiguos miembros de la policía y del ejér-
cito de Kenya, ancianos kalenjin y dirigentes locales»148. 
Igualmente, se confirmaron los cargos presentados contra 
otros acusados vinculados con «ataques coordinados per-
petrados por los mungiki y por jóvenes simpatizantes del 
Partido de la Unidad Nacional (PNU, por sus siglas en 
inglés) en diferentes partes de Nakuru y Naivasha» que 
«iban dirigidos contra presuntos partidarios [del ODM] 
utilizando diferentes medios de identificación como listas, 
atributos físicos, bloqueos de carreteras y el idioma»149.

«Con conocimiento de dicho ataque»

34)  El tercer requisito general es que el autor ha de come-
ter el acto «con conocimiento de dicho ataque». La juris-
prudencia del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia  
y del Tribunal Penal Internacional para Rwanda ha con-
cluido que el autor ha de tener conocimiento de que se 
está produciendo un ataque contra la población civil y, 
además, de que su acto forma parte de ese ataque150. Este 
enfoque con dos partes se refleja en los Elementos de los 
Crímenes del régimen del Estatuto de Roma, que exigen 
para cada uno de los actos prohibidos que el último ele-
mento de ese acto sea el siguiente: «Que el autor haya 
tenido conocimiento de que la conducta era parte de un 
ataque generalizado o sistemático dirigido contra una 
población civil o haya tenido la intención de que la con-
ducta fuera parte de un ataque de ese tipo». Aun así, se 
indica lo siguiente: 

el último elemento no debe interpretarse en el sentido de que requiera 
prueba de que el autor tuviera conocimiento de todas las características 
del ataque ni de los detalles precisos del plan o la política del Estado 
o la organización. En el caso de un ataque generalizado o sistemático 
contra una población civil que esté comenzando, la cláusula de inten-
cionalidad del último elemento indica que ese elemento existe si el 
autor tenía la intención de cometer un ataque de esa índole151.

146 Situation in Uganda, causa núm.  ICC-02/04-01/05, orden de 
detención de Joseph Kony, dictada el 8 de julio de 2005 y modificada el 
27 de septiembre de 2005, 27 de septiembre de 2005, Sala de Cuestio-
nes Preliminares II, Corte Penal Internacional, párr. 5. 

147 Ibíd., párr. 7.
148 Ruto, decisión, 23 de enero de 2012 (véase la nota 64 supra), 

párr. 182.
149 Situation in the Republic of Kenya in the case of the Prosecutor 

v. Francis Kirimi Muthaura, Uhuru Muigai Kenyatta and Mohammed 
Hussein Ali, causa núm. ICC-01/09-02/11, decisión relativa a la con-
firmación de los cargos con arreglo al artículo 61, párrafo 7 a y b, del 
Estatuto de Roma, 23 de enero de 2012, Sala de Cuestiones Prelimina-
res II, Corte Penal Internacional, párr. 102. 

150 Véanse, por ejemplo, Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 
(nota  59 supra), párr.  418; Kayishema, fallo, 21  de mayo de  1999 
(nota 55 supra), párr. 133.

151 Documentos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes en 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional… (ICC-ASP/1/3) 
(véase la nota 79 supra), pág. 119, art. 7, Introducción, párr. 2.
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35)  En su decisión en la que confirmaba el procesa-
miento de Laurent Gbagbo, una de las Salas de Cuestio-
nes Preliminares de la Corte Penal Internacional estimó 
que «solo es necesario establecer que la persona tenía 
conocimiento del ataque en términos generales»152. Cier-
tamente, no es necesario probar que el autor conociera los 
detalles concretos del ataque153, sino que el conocimiento 
del autor podría inferirse de pruebas circunstanciales154. 
Por tanto, cuando en la causa Bemba se determinó que las 
tropas del MLC actuaron con conocimiento del ataque, 
una de la Salas de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional dijo que el conocimiento de las tropas 
podía «inferirse de los métodos de ataque que utilizaron», 
que reflejaban una pauta clara155. En la causa Katanga, 
una de las Salas de Cuestiones Preliminares de la Corte 
Penal Internacional llegó a la siguiente conclusión:

el conocimiento del ataque y el hecho de que el autor fuera consciente 
de que su conducta formaba parte de ese ataque pueden inferirse de 
pruebas circunstanciales, tales como: la posición del acusado en la 
jerarquía militar; el hecho de que asumiera un papel importante en el 
marco más amplio de la campaña criminal; su presencia en la escena 
de los crímenes; sus referencias a la superioridad de su grupo respecto 
del grupo enemigo; y el contexto histórico y político general en que se 
produjeron los actos156.

36)  Además, el motivo personal del autor para partici-
par en el ataque es irrelevante; no es necesario que el autor 
comparta el propósito o el objetivo del ataque en sentido 
más amplio157. Según la Sala de Apelaciones del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia en la causa Kunarac, 
la prueba de que el autor cometió los actos prohibidos por 
motivos personales podría a lo sumo «ser indicativa de 
una presunción refutable de que no era consciente de que 
sus actos formaban parte de ese ataque»158. Lo que resulta 
pertinente para cumplir este requisito es que el autor tenga 
conocimiento de que su acto forma parte del ataque o tenga 
la intención de que así sea. Además, se dará este elemento 
cuando pueda probarse que el delito subyacente fue come-
tido aprovechando directamente el ataque en sentido más 
amplio o cuando la comisión del delito subyacente tenga 
el efecto de perpetuar dicho ataque159. Por ejemplo, en la 
causa Kunarac, los autores fueron acusados de diversas 

152 Gbagbo, decisión, 12 de junio de 2014 (véase la nota 78 supra), 
párr. 214.

153 Kunarac, fallo, 22 de febrero de 2001 (véase la nota 59 supra), 
párr. 434 (donde se determinó que el requisito del conocimiento «no 
implica el conocimiento de los detalles del ataque»).

154 Véanse Blaškić, fallo, 3  de marzo de  2000 (nota  54 supra), 
párr. 259 (donde se determinó que el conocimiento del contexto más 
amplio del ataque podía deducirse a partir de una serie de hechos, como 
«la naturaleza de los crímenes cometidos y la medida en que eran de 
conocimiento general»); Tadić, opinión y fallo, 7  de mayo de  1997 
(nota 54 supra), párr. 657 («Si bien se requiere el conocimiento, este 
se examina a nivel objetivo y, de hecho, puede deducirse de las cir-
cunstancias»); véase también Kayishema, fallo, 21 de mayo de 1999 
(nota  55 supra), párr.  134 (donde se determinó que es suficiente «el 
conocimiento real o inferido del contexto más amplio del ataque»).

155 Bemba, decisión, 15 de junio de 2009 (véase la nota 58 supra), 
párr. 126; véase Bemba, fallo, 21 de marzo de 2016 (nota 58 supra), 
párrs. 166 a 169.

156 Katanga, decisión, 30 de septiembre de 2008 (véase la nota 59 
supra), párr. 402.

157 Véanse, por ejemplo, Kunarac, fallo, 12 de junio de 2002 (nota 72 
supra), párr. 103; Kupreškić, fallo, 14 de enero de 2000 (nota 38 supra), 
párr. 558.

158 Kunarac, fallo, 12  de junio de  2002 (véase la nota  72 supra), 
párr. 103. 

159 Véase, por ejemplo, Kunarac, fallo, 22  de febrero de  2001 
(nota 59 supra), párr. 592.

formas de violencia sexual, actos de tortura y esclavitud 
contra mujeres y niñas musulmanas. La Sala de Primera 
Instancia del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia 
determinó que el acusado tenía el conocimiento requerido 
porque no solo sabía del ataque contra la población civil 
musulmana, sino que además lo perpetuó «aprovechán-
dose directamente de la situación creada» y «asumió ple-
namente la agresión por motivos étnicos»160. Del mismo 
modo, una Sala de Primera Instancia de la Corte Penal 
Internacional ha sostenido que el autor ha de saber que 
el acto forma parte del ataque generalizado o sistemático 
contra la población civil, pero el motivo del autor es irre-
levante a los efectos de considerar el acto crimen de lesa 
humanidad. No es necesario que el autor conozca todas 
las características o detalles del ataque, como tampoco se 
requiere que el autor suscriba «el proyecto criminal del 
Estado o la organización»161. 

Actos prohibidos

37)  Al igual que el artículo 7 del Estatuto de Roma, los 
apartados a a k del párrafo 1 del proyecto de artículo 3 enu-
meran los actos prohibidos que constituyen crímenes de 
lesa humanidad. Esos actos prohibidos también aparecen 
como parte de la definición de crímenes de lesa humani-
dad que figura en el artículo 18 del proyecto de código de 
crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad ela-
borado por la Comisión en 1996, aunque la formulación 
difiere ligeramente. Las personas que llevan a cabo uno 
de esos actos pueden cometer un crimen de lesa humani-
dad; no es necesario que la persona haya cometido múl-
tiples actos, sino que el acto de la persona forme «parte» 
de un ataque generalizado o sistemático contra una pobla-
ción civil162. La determinación de la existencia del nexo 
necesario exige «una evaluación objetiva que tenga en 
cuenta, en particular, las características, los objetivos, el 
carácter y/o las consecuencias del acto. Los actos aislados 
que claramente difieren en su contexto y circunstancias de 
otros actos que se producen durante un ataque no forman 
parte del ámbito de aplicación» del proyecto de artículo 3, 
párrafo 1163. Tampoco es necesario que el delito sea come-
tido durante el ataque contra la población civil para que 
se cumpla este requisito; el delito puede formar parte del 
ataque si se puede conectar suficientemente con él164.

Definiciones dentro de la definición

38)  Tal y como se ha señalado anteriormente, el 
párrafo  2  a del proyecto de artículo  3 define «ataque 
contra una población civil» a los efectos del proyecto de 

160 Ibíd.
161 Katanga, fallo, 7  de marzo de  2014 (véase la nota  59 supra), 

párr. 1125.
162 Véanse, por ejemplo, Kunarac, fallo, 12  de junio de  2002 

(nota 72 supra), párr. 100; Tadić, opinión y fallo, 7 de mayo de 1997 
(nota 54 supra), párr. 649.

163 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 
párr. 165.

164 Véanse, por ejemplo, Prosecutor v. Mile Mrkšić and Veselin 
Šljivančanin, causa núm. IT-95-13/1-A, fallo, 5 de mayo de 2009, Sala 
de Apelaciones, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, párr. 41; 
Prosecutor v. Mladen Naletilić aka “Tuta” and Vinko Martinović aka 
“Štela”, causa núm.  IT-98-34-T, fallo, 31  de marzo de  2003, Sala 
de Primera Instancia, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, 
párr. 234, Judicial Supplement No. 42 (junio de 2003); Mrkšić, fallo, 
27 de septiembre de 2007 (nota 55 supra), párr. 438; Tadić, fallo, 15 de 
julio de 1999 (nota 46 supra), párr. 249.



	 Crímenes de lesa humanidad	 43

párrafo  1 del artículo  3. Los demás apartados  b a i del 
párrafo 2 del proyecto de artículo 3 definen otras expresio-
nes que figuran en el párrafo 1, en concreto, «exterminio», 
«esclavitud», «deportación o traslado forzoso de pobla-
ción», «tortura», «embarazo forzado», «persecución», 
«el crimen de apartheid» y «desaparición forzada de per-
sonas». Además, el párrafo 3 del proyecto de artículo 3 
recoge una definición del término «género». El artículo 7 
del Estatuto de Roma también contiene estas definiciones, 
que fueron consideradas relevantes por la Comisión con 
vistas a mantenerlas en el proyecto de artículo 3.

Párrafo 4

39)  El párrafo 4 del proyecto de artículo 3 dispone lo 
siguiente: «El presente proyecto de artículo se entiende 
sin perjuicio de cualquier otra definición más amplia 
prevista en cualquier instrumento internacional o legis-
lación nacional». Esta disposición es similar al artículo 1, 
párrafo 2, de la Convención contra la Tortura y Otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984, 
que dispone lo siguiente: «El presente artículo se enten-
derá sin perjuicio de cualquier instrumento internacional 
o legislación nacional que contenga o pueda contener dis-
posiciones de mayor alcance». El artículo 10 del Estatuto 
de Roma (insertado en la parte II, titulada «De la compe-
tencia, la admisibilidad y el derecho aplicable») también 
contiene «una cláusula sin perjuicio», que dice así: «Nada 
de lo dispuesto en la presente parte se interpretará en el 
sentido de que limite o menoscabe de alguna manera las 
normas existentes o en desarrollo del derecho interna-
cional para fines distintos del presente Estatuto».

40)  El párrafo  4 tiene por objeto asegurar que la defi-
nición de «crímenes de lesa humanidad» recogida en el 
proyecto de artículo 3 no ponga en tela de juicio ninguna 
otra definición más amplia que pueda existir en otros ins-
trumentos internacionales o en la legislación nacional. La 
expresión «instrumento internacional» debe entenderse en 
un sentido amplio y no únicamente en el de acuerdo inter-
nacional vinculante. Por ejemplo, la definición de «desa-
parición forzada de personas» que figura en el proyecto de 
artículo 3 sigue el artículo 7 del Estatuto de Roma, pero 
difiere de la definición que contienen la Declaración sobre 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapari-
ciones Forzadas de 1992165, la Convención Interamericana 
sobre la Desaparición Forzada de Personas de 1994 y la 
Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2006. 
Esas diferencias consisten fundamentalmente en que estos 
últimos instrumentos no incluyen el elemento «con la 
intención de dejarlas fuera del amparo de la ley» ni las 
palabras «por un período prolongado» y que no se refie-
ren a las organizaciones como posibles autores del crimen 
cuando actúan sin la participación del Estado.

41)  En vista de estas diferencias, la Comisión consideró 
prudente incluir el párrafo 4 del proyecto de artículo 3. En 
esencia, mientras que los tres primeros párrafos del pro-
yecto de artículo 3 definen los crímenes de lesa humani-
dad a los efectos del proyecto de artículos, ello se entiende 
sin perjuicio de definiciones más amplias previstas en 

165 Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, resolución 47/133 de la Asamblea General, 
de 18 de diciembre de 1992.

instrumentos internacionales o en la legislación nacional. 
Así pues, si un Estado desea adoptar una definición más 
amplia en su legislación nacional, el presente proyecto 
de artículos no le impide hacerlo. Al mismo tiempo, uno 
de los objetivos importantes del proyecto de artículos es 
la armonización de la legislación nacional, de forma que 
pueda servir de base para una sólida cooperación entre 
Estados. Cualquier elemento recogido en la legislación 
nacional que no entre en el ámbito de aplicación del 
presente proyecto de artículos no podría acogerse a sus 
disposiciones, incluidas las relativas a la extradición y la 
asistencia jurídica recíproca. 

Artículo 4.  Obligación de prevención

1.  Todo Estado se compromete a prevenir los crí-
menes de lesa humanidad, de conformidad con el dere-
cho internacional, entre otras cosas:

a)  adoptando medidas legislativas, administrati-
vas, judiciales u otras medidas preventivas eficaces en 
todo territorio que esté bajo su jurisdicción; y

b)  cooperando con otros Estados, organizaciones 
intergubernamentales pertinentes y, según proceda, 
otras organizaciones.

2.  En ningún caso podrán invocarse circunstan-
cias excepcionales, tales como un conflicto armado, la 
inestabilidad política interna o cualquier otra emer-
gencia pública, como justificación de los crímenes de 
lesa humanidad.

Comentario

1)  El proyecto de artículo 4 enuncia una obligación de 
prevención con respecto a los crímenes de lesa humani-
dad. Al examinar esa obligación, la Comisión consideró 
pertinente estudiar la práctica convencional existente en 
materia de prevención de delitos y otros actos. En muchos 
casos, esos instrumentos se refieren a actos que, cuando 
se cometen en determinadas circunstancias, pueden cons-
tituir crímenes de lesa humanidad (por ejemplo, el geno-
cidio, la tortura, el apartheid o la desaparición forzada). 
Por tanto, la obligación de prevención establecida en esos 
instrumentos se extiende asimismo a la prevención de los 
actos en cuestión cuando también pueden constituir crí-
menes de lesa humanidad. 

2)  Ya se encuentra un ejemplo significativo de la obliga-
ción de prevenir en la Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio de 1948, cuyo artículo I 
establece: «Las Partes contratantes confirman que el geno-
cidio, ya sea cometido en tiempo de paz o en tiempo de 
guerra, es un delito de derecho internacional que ellas se 
comprometen a prevenir y a sancionar». Además, el artícu- 
lo V dispone: «Las Partes contratantes se comprometen 
a adoptar, con arreglo a sus Constituciones respectivas, 
las medidas legislativas necesarias para asegurar la apli-
cación de las disposiciones de la presente Convención, 
y especialmente a establecer sanciones penales eficaces 
para castigar a las personas culpables de genocidio o de 
cualquier otro de los actos enumerados en el artículo III». 
El artículo VIII establece: «Toda Parte contratante puede 
recurrir a los órganos competentes de las Naciones Uni-
das a fin de que estos tomen, conforme a la Carta de las 

http://undocs.org/sp/A/RES/47/133
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Naciones  Unidas, las medidas que juzguen apropiadas 
para la prevención y la represión de actos de genocidio 
o de cualquiera de los otros actos enumerados en el ar-
tículo III». Así pues, la Convención para la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio contiene varios ele-
mentos relativos a la prevención: una obligación general 
de prevenir el genocidio; una obligación de adoptar medi-
das nacionales para dar efecto a las disposiciones de la 
Convención; y una disposición sobre la cooperación de 
los Estados partes con las Naciones Unidas para la pre-
vención del genocidio.

3)  Esta obligación de prevención es característica de la 
mayoría de los tratados multilaterales celebrados desde los 
años sesenta que se refieren a los delitos. A título de ejem-
plo, cabe citar los siguientes: el Convenio para la Represión 
de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil 
de 1971166; la Convención sobre la Prevención y el Cas-
tigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Pro-
tegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, de 1973167; 
la Convención Internacional sobre la Represión y el Cas-
tigo del Crimen de Apartheid de 1973168; la Convención 
Internacional contra la Toma de Rehenes de 1979169; la 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes de 1984170; la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 
1985171; la Convención Interamericana sobre la Desapari-
ción Forzada de Personas de 1994172; la Convención sobre 
la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Per-
sonal Asociado de 1994173; el Convenio Internacional para 

166 El artículo  10, párrafo  1, establece lo siguiente: «Los Estados 
contratantes procurarán tomar, de acuerdo con el derecho internacional 
y sus propias leyes, todas las medidas que sean factibles para impedir la 
comisión de los delitos previstos en el artículo 1».

167 El artículo 4 a establece lo siguiente: «Los Estados partes coope-
rarán en la prevención de los delitos previstos en el artículo 2, en par-
ticular: a) adoptando todas las medidas factibles a fin de impedir que se 
prepare en sus respectivos territorios la comisión de tales delitos tanto 
dentro como fuera de su territorio». 

168 El artículo IV establece lo siguiente: «Los Estados Partes en la 
presente Convención se obligan: a) A adoptar las medidas legislativas 
o de otro orden que sean necesarias para reprimir e impedir el aliento 
al crimen de apartheid y las políticas segregacionistas similares o sus 
manifestaciones y para castigar a las personas culpables de tal crimen». 

169 El artículo  4 establece lo siguiente: «Los Estados Partes coo-
perarán en la prevención de los delitos previstos en el artículo 1, en 
particular: a) Adoptando todas las medidas factibles a fin de impedir 
que se prepare en sus respectivos territorios la comisión de […] delitos 
[…], en particular medidas para prohibir en los mismos las actividades 
ilegales de personas, grupos y organizaciones que alienten, instiguen, 
organicen o cometan actos de toma de rehenes».

170 El artículo  2, párrafo  1, establece lo siguiente: «Todo Estado 
Parte tomará medidas legislativas, administrativas, judiciales o de otra 
índole eficaces para impedir los actos de tortura en todo territorio que 
esté bajo su jurisdicción».

171 El artículo 1 establece lo siguiente: «Los Estados partes se obli-
gan a prevenir y a sancionar la tortura en los términos de la presente 
Convención». El artículo 6 dispone lo siguiente: «Igualmente, los Esta-
dos partes tomarán medidas efectivas para prevenir y sancionar, ade-
más, otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes en el ámbito 
de su jurisdicción».

172 El artículo I establece lo siguiente: «Los Estados Partes en esta 
Convención se comprometen a […] c) Cooperar entre sí para contribuir 
a prevenir, sancionar y erradicar la desaparición forzada de personas; y 
d) Tomar las medidas de carácter legislativo, administrativo, judicial o 
de cualquier otra índole necesarias para cumplir con los compromisos 
asumidos en la presente Convención». 

173 El artículo 11 establece lo siguiente: «Los Estados Partes coo-
perarán en la prevención de los delitos enumerados en el artículo 9, en 
particular: a) Adoptando todas las medidas factibles para impedir que 

la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con 
Bombas de 1997174; la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
2000175; el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000176; 
el Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tor-
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes de 2002177; y la Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desaparicio-
nes Forzadas de 2006178.

se prepare en sus respectivos territorios la comisión de esos delitos den-
tro o fuera de su territorio; y b) Intercambiando información de acuerdo 
con su legislación nacional y coordinando la adopción de las medidas 
administrativas y de otra índole que sean procedentes para impedir que 
se cometan esos delitos». 

174 El artículo 15 establece lo siguiente: «Los Estados Partes coope-
rarán en la prevención de los delitos previstos en el artículo 2». 

175 El artículo 9, párrafo 1, establece lo siguiente: «Además de las 
medidas previstas en el artículo  8 de la presente Convención, cada 
Estado Parte, en la medida en que proceda y sea compatible con su 
ordenamiento jurídico, adoptará medidas eficaces de carácter legisla-
tivo, administrativo o de otra índole para promover la integridad y para 
prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios públicos»; 
el artículo 9, párrafo 2, establece: «Cada Estado Parte adoptará medi-
das encaminadas a garantizar la intervención eficaz de sus autoridades 
con miras a prevenir, detectar y castigar la corrupción de funcionarios 
públicos, incluso dotando a dichas autoridades de suficiente indepen-
dencia para disuadir del ejercicio de cualquier influencia indebida en 
su actuación»; el artículo 29, párrafo 1, establece: «Cada Estado Parte, 
en la medida necesaria, formulará, desarrollará o perfeccionará progra-
mas de capacitación específicamente concebidos para el personal de sus 
servicios encargados de hacer cumplir la ley, incluidos fiscales, jueces 
de instrucción y personal de aduanas, así como para el personal de otra 
índole encargado de la prevención, la detección y el control de los deli-
tos comprendidos en la presente Convención»; el artículo 31, párrafo 1, 
establece: «Los Estados Parte procurarán formular y evaluar proyectos 
nacionales y establecer y promover prácticas y políticas óptimas para la 
prevención de la delincuencia organizada transnacional».

176 El artículo 9, párrafo 1, establece lo siguiente: «Los Estados Parte 
establecerán políticas, programas y otras medidas de carácter amplio 
con miras a: a) Prevenir y combatir la trata de personas; y b) Proteger a 
las víctimas de trata de personas, especialmente las mujeres y los niños, 
contra un nuevo riesgo de victimización».

177 El quinto párrafo del preámbulo dispone lo siguiente: «Recor-
dando que la prevención efectiva de la tortura y otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes requiere educación y una combina-
ción de diversas medidas legislativas, administrativas, judiciales y de 
otro tipo». El artículo 3 establece lo siguiente: «Cada Estado Parte esta-
blecerá, designará o mantendrá, a nivel nacional, uno o varios órganos 
de visitas para la prevención de la tortura y otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes». 

178 El sexto párrafo del preámbulo dispone lo siguiente: «Decididos 
a prevenir las desapariciones forzadas y a luchar contra la impunidad en 
lo que respecta al delito de desaparición forzada». El artículo 23 esta-
blece: «1. Cada Estado Parte velará por que la formación del personal 
militar o civil encargado de la aplicación de la ley, del personal médico, 
de los funcionarios y de otras personas que puedan intervenir en la 
custodia o tratamiento de las personas privadas de libertad, incluya la 
enseñanza y la información necesarias sobre las disposiciones perti-
nentes de la presente Convención, a fin de: a) Prevenir la participación 
de esos agentes en desapariciones forzadas; b) Resaltar la importancia 
de la prevención y de las investigaciones en materia de desapariciones 
forzadas; c) Velar por que se reconozca la urgencia de la resolución 
de los casos de desaparición forzada. 2. Cada Estado Parte prohibirá 
las órdenes o instrucciones que dispongan, autoricen o alienten las 
desapariciones forzadas. Cada Estado Parte garantizará que la persona 
que rehúse obedecer una orden de esta naturaleza no sea sancionada. 
3. Cada Estado Parte tomará las medidas necesarias para que, cuando 
las personas a las que se refiere el párrafo 1 del presente artículo tengan 
razones para creer que se ha producido o está a punto de producirse una 
desaparición forzada, informen a sus superiores y, cuando sea necesa-
rio, a las autoridades u órganos de control o de revisión competentes».
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4)  Algunos tratados multilaterales de derechos humanos, 
aun cuando no se centran en la prevención y la sanción de 
los delitos mismos, incluyen obligaciones para prevenir 
y reprimir las violaciones de los derechos humanos. A 
título de ejemplo cabe citar los siguientes: la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial de 1965179, la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
contra la Mujer de 1979180 y el Convenio del Consejo de 
Europa sobre Prevención y Lucha contra la Violencia con-
tra la Mujer y la Violencia Doméstica de 2011181. Algunos 
tratados no se refieren expresamente a la «prevención» 
o «eliminación» del acto, sino que se centran más bien 
en la obligación de adoptar medidas legislativas, admi-
nistrativas y de otra índole apropiadas para «dar efecto» o 
«aplicar» el tratado, lo que puede considerarse que abarca 
las medidas necesarias o apropiadas para prevenir el acto. 
A título de ejemplo cabe citar el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966182 y la Convención 
sobre los Derechos del Niño de 1989183.

5)  Los tribunales internacionales han abordado estas 
obligaciones de prevención. En la causa relativa a la Apli-
cación de la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio (Bosnia y Herzegovina c. Serbia 
y Montenegro), la Corte Internacional de Justicia observó 
que, en el contexto de la Convención, el deber de sancio-
nar guarda relación con el deber de prevenir, aun cuando 
es distinto de este. Si bien «una de las maneras más efec-
tivas de prevenir los actos delictivos es, en general, esta-
blecer sanciones aplicables a las personas que cometan 
esos actos, e imponer esas sanciones de manera efectiva 
a quienes cometan los actos que se pretende prevenir»184, 

179 El artículo 3 establece lo siguiente: «Los Estados partes conde-
nan especialmente la segregación racial y el apartheid y se comprome-
ten a prevenir, prohibir y eliminar en los territorios bajo su jurisdicción 
todas las prácticas de esta naturaleza».

180 El artículo 2 establece lo siguiente: «Los Estados Partes conde-
nan la discriminación contra la mujer en todas sus formas, convienen 
en seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una polí-
tica encaminada a eliminar la discriminación contra la mujer […]». El 
artículo 3 establece lo siguiente: «Los Estados Partes tomarán en todas 
las esferas, y en particular en las esferas política, social, económica y 
cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto 
de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre».

181 El artículo 4, párrafo 2, establece lo siguiente: «Las Partes con-
denan todas las formas de discriminación contra las mujeres y tomarán, 
sin demora, las medidas legislativas y de otro tipo para prevenirla, en 
particular: [i]ndicando en sus constituciones nacionales o en cualquier 
otro texto legislativo adecuado el principio de la igualdad entre mujeres 
y hombres, garantizando la aplicación efectiva del mencionado prin-
cipio; [p]rohibiendo la discriminación contra las mujeres, recurriendo 
incluso, en su caso, a sanciones; [d]erogando todas las leyes y prácticas 
que discriminan a la mujer».

182 El artículo  2, párrafo  2, establece lo siguiente: «Cada Estado 
Parte se compromete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos cons-
titucionales y a las disposiciones del presente Pacto, las medidas opor-
tunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos en el 
presente Pacto y que no estuviesen ya garantizados por disposiciones 
legislativas o de otro carácter».

183 El artículo 4 establece lo siguiente: «Los Estados Partes adopta-
rán todas las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la presente Convención 
[…]».

184 Application of the Convention on the Prevention and Punishment 
of the Crime of Genocide (Bosnia and Herzegovina v. Serbia and Mon-
tenegro) (véase la nota 18 supra), pág. 219, párr. 426.

la Corte consideró que «el deber de prevenir el genocidio 
y el deber de sancionar a sus autores son dos obligaciones 
distintas pero conectadas»185. Ciertamente, la «obligación 
de cada Estado contratante de prevenir el genocidio es 
tanto preceptiva como ineludible, y no está incorporada 
al deber de sancionar, ni puede considerarse simplemente 
como un componente de ese deber»186.

6)  Esa práctica convencional, la jurisprudencia y la 
aceptación bien arraigada entre los Estados de que los crí-
menes de lesa humanidad son crímenes según el derecho 
internacional que deben ser sancionados, con indepen-
dencia de que hayan sido cometidos o no en tiempo de 
conflicto armado y estén o no tipificados en el derecho 
interno, implican que los Estados han contraído la obli-
gación de prevenir los crímenes de lesa humanidad. Así 
pues, el párrafo 1 del proyecto de artículo 4 formula una 
obligación de prevención similar a la enunciada en el ar-
tículo I de la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio, ya que comienza con las pala-
bras «Todo Estado se compromete a prevenir los crímenes 
de lesa humanidad […]». 

7)  En la causa relativa a la Aplicación de la Convención 
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genoci-
dio (Bosnia y Herzegovina c. Serbia y Montenegro), la 
Corte Internacional de Justicia analizó el significado de 
la expresión «se comprometen a prevenir», que figura 
en el artículo  I de la Convención para la Prevención y 
la Sanción del Delito de Genocidio. Durante la fase de 
examen de las medidas provisionales, la Corte determinó 
que ese compromiso imponía una «obligación clara» a las 
partes «de hacer todo lo posible para prevenir la comisión 
de tales actos en el futuro»187. En la fase de examen del 
fondo, la Corte describió el sentido corriente de la palabra 
«comprometerse» como:

realizar una promesa formal, obligarse o empeñar la palabra, hacer una 
promesa, convenir en algo, aceptar una obligación. Es una palabra que 
se utiliza habitualmente en los tratados al enunciar las obligaciones de 
las Partes Contratantes […]. No tiene carácter meramente exhortatorio 
o deliberado. El compromiso es incondicional […] y no debe inter-
pretarse simplemente como una introducción a referencias expresas 
posteriores a la legislación, el enjuiciamiento y la extradición. Esas 
características permiten concluir que el artículo I, en particular su com-
promiso de prevenir, crea obligaciones distintas de las contenidas en los 
artículos siguientes188.

El compromiso de prevenir los crímenes de lesa humani-
dad que se formula en el párrafo 1 del proyecto de artículo 4 
pretende expresar el mismo tipo de efecto jurídicamente 
vinculante para los Estados; tampoco tiene carácter mera-
mente exhortatorio o deliberado ni es simplemente una 
introducción a proyectos de artículo posteriores. 

8)  En la misma causa, la Corte Internacional de Justicia 
señaló además que, cuando tomen medidas de prevención, 
«es evidente que los Estados solo podrán actuar dentro 

185 Ibíd., párr. 425.
186 Ibíd., pág. 220, párr. 427.
187 Application of the Convention on the Prevention and Punishment 

of the Crime of Genocide, medidas provisionales, providencia de 8 de 
abril de 1993, I.C.J. Reports 1993, págs. 3 y ss., en especial pág. 22, 
párr. 45.

188 Application of the Convention on the Prevention and Punishment 
of the Crime of Genocide (Bosnia and Herzegovina v. Serbia and Mon-
tenegro) (véase la nota 18 supra), pág. 111, párr. 162.
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de los límites del derecho internacional»189. La Comisión 
consideró importante recoger ese requisito de manera 
explícita en el párrafo 1 del proyecto de artículo 4, y por 
ello ha incluido una cláusula en la que se indica que toda 
medida de prevención ha de adoptarse «de conformidad 
con el derecho internacional». Así pues, las medidas adop-
tadas por un Estado para cumplir esta obligación han de 
ser compatibles con las normas de derecho internacional, 
incluidas las normas sobre el uso de la fuerza establecidas 
en la Carta de las Naciones Unidas, el derecho interna-
cional humanitario y el derecho de los derechos humanos. 
Solo se espera del Estado que tome las medidas que legal-
mente pueda adoptar según el derecho internacional para 
prevenir los crímenes de lesa humanidad.

9)  Como se establece en el párrafo  1 del proyecto 
de artículo  4, esta obligación de prevención contiene 
expresa o implícitamente cuatro elementos. En primer 
lugar, en virtud de este compromiso, los Estados tienen 
la obligación de no «cometer tales actos por medio de sus 
propios órganos, o de las personas respecto de las cua-
les tuvieran un control tan firme que su conducta fuera 
atribuible al Estado en cuestión con arreglo al derecho 
internacional»190. Como señaló la Corte Internacional de 
Justicia al examinar la obligación de prevención análoga 
contenida en el artículo I de la Convención para la Pre-
vención y la Sanción del Delito de Genocidio:

En el artículo  I, los Estados partes se comprometen a prevenir la 
comisión de este tipo de acto, que el artículo describe como «un delito 
de derecho internacional». El artículo no exige expresamente a los 
Estados que se abstengan de cometer actos de genocidio. Sin embargo, 
en opinión de la Corte, teniendo en cuenta el propósito reconocido de 
la Convención, el artículo  I tiene el efecto de prohibir a los Estados 
que cometan ellos mismos el delito de genocidio. Esta prohibición se 
desprende, en primer lugar, del hecho de que el artículo caracteriza al 
genocidio como «un delito de derecho internacional»: al aceptar esa 
caracterización, los Estados partes lógicamente se comprometen a no 
cometer el acto descrito. En segundo lugar, esta prohibición se infiere 
de la obligación expresa de prevenir la comisión de actos de genocidio. 
Esta obligación exige, entre otras cosas, que los Estados partes empleen 
los medios a su disposición, en las circunstancias que se describen en 
mayor detalle posteriormente en este fallo, para evitar que personas o 
grupos que no se hallen bajo su autoridad directa cometan un acto de 
genocidio o alguno de los demás actos mencionados en el artículo III. 
Sería paradójico que los Estados tuvieran, por lo tanto, la obligación 
de prevenir, en la medida de sus posibilidades, la comisión de actos de 
genocidio por parte de personas sobre las que tienen una cierta influen-
cia, pero que no se les prohibiera cometer tales actos por medio de sus 
propios órganos, o de las personas respecto de las cuales tuvieran un 
control tan firme que su conducta fuera atribuible al Estado en cuestión 
con arreglo al derecho internacional. En resumen, la obligación de pre-
venir el genocidio implica necesariamente la prohibición de cometer el 
delito de genocidio191.

10)  La Corte también decidió que la obligación sustan-
tiva contemplada en el artículo I no se circunscribía, en 
sus propios términos, a un territorio, sino que era apli-
cable «a un Estado dondequiera que actuara o pudiera 
actuar de manera adecuada a fin de cumplir la obligación 
en cuestión»192.

11)  Ante el incumplimiento de esta obligación de no 
cometer esos actos directamente, el Estado incurre en res-
ponsabilidad si la conducta en cuestión es atribuible al 

189 Ibíd., pág. 221, párr. 430.
190 Ibíd., pág. 113, párr. 166.
191 Ibíd.
192 Ibíd., pág. 120, párr. 183.

Estado en virtud de las normas relativas a la responsabi-
lidad del Estado. De hecho, en el contexto de las contro-
versias que puedan surgir en el marco de la Convención 
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, 
el artículo IX se refiere, entre otras cosas, a las controver-
sias «relativas a la responsabilidad de un Estado en mate-
ria de genocidio». Si bien gran parte de la Convención 
para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
se refiere principalmente al enjuiciamiento de individuos 
por la comisión del delito de genocidio, la Corte Inter-
nacional de Justicia ha subrayado que el incumplimiento 
de la obligación de prevenir no constituye una infracción 
de naturaleza penal por parte del Estado, sino más bien un 
incumplimiento del derecho internacional que entraña la 
responsabilidad del Estado193. El planteamiento de la Corte 
concuerda con las opiniones expresadas anteriormente por 
la Comisión194, por ejemplo, en el comentario al proyecto 
de artículos de 2001 sobre la responsabilidad del Estado 
por hechos internacionalmente ilícitos: «Cuando los deli-
tos contra el derecho internacional hayan sido cometidos 
por funcionarios del Estado, ocurre muchas veces que el 
propio Estado es responsable de los hechos de que se trate 
o por no haberlos prevenido o sancionado»195.

12)  En segundo lugar, el compromiso enunciado en el 
párrafo 1 del proyecto de artículo 4 impone a los Esta-
dos la obligación de «emplear todos los medios de que 
disponen […] con la finalidad de prevenir que perso-
nas o grupos que no se encuentran directamente bajo su 
autoridad cometan» esos actos196. En este caso, se espera 
que el Estado parte ponga su máximo empeño (un están-
dar de diligencia debida) cuando tenga la «capacidad de 
influir efectivamente sobre las acciones de las personas 
que podrían cometer, o que estén cometiendo, el delito 
de genocidio», lo que a su vez depende de los vínculos 
geográficos, políticos y de otro tipo que existen entre el 
Estado parte y las personas o grupos en cuestión197. Ese 
estándar con respecto a la obligación de prevención esta-
blecido en la Convención para la Prevención y la Sanción 
del Delito de Genocidio fue analizado por la Corte Inter-
nacional de Justicia del siguiente modo:

[E]s evidente que la obligación en cuestión es de conducta y no 
de resultado, en el sentido de que un Estado no puede estar obligado 
a lograr prevenir, cualesquiera que sean las circunstancias, la comi-
sión de actos de genocidio: la obligación de los Estados partes es, más 
bien, emplear todos los medios razonablemente a su disposición a fin 
de prevenir el genocidio en la medida de lo posible. Un Estado no 
incurre en responsabilidad simplemente porque no ha logrado conse-
guir el resultado deseado; sin embargo, incurrirá en responsabilidad si 
resulta manifiesto que no ha adoptado todas las medidas a su alcance 
para prevenir el genocidio, y que podrían haber ayudado a prevenir 
el genocidio. En este ámbito, es de importancia crítica el concepto de 
«diligencia debida», que exige un análisis del caso concreto. Cuando 

193 Ibíd., pág. 114, párr. 167 (la Corte determinó que «la naturaleza 
de la responsabilidad internacional es muy distinta de la de la respon-
sabilidad penal»). 

194 Anuario… 1998, vol. II (segunda parte), pág. 70, párr. 249 (en el 
que la Comisión determinó que la Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio «en su artículo IX, relativo a la res-
ponsabilidad del Estado, no […] hacía referencia al crimen de Estado 
ni a la responsabilidad penal del Estado»). 

195 Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) y corrección, pág. 152 
(párrafo 3 del comentario al proyecto de artículo 58).

196 Application of the Convention on the Prevention and Punishment 
of the Crime of Genocide (Bosnia and Herzegovina v. Serbia and Mon-
tenegro) (véase la nota 18 supra), pág. 113, párr. 166.

197 Ibíd., pág. 221, párr. 430.
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se intenta determinar si un Estado ha cumplido esta obligación, entran 
en juego varios parámetros. El primero, que varía considerablemente 
de un Estado a otro, es sin duda la capacidad de influir verdaderamente 
sobre la conducta de personas que podrían cometer, o están cometiendo, 
actos de genocidio. Esta capacidad depende, entre otras cosas, de la 
distancia geográfica que separa al Estado en cuestión del lugar de los 
hechos, y de cuán estrechos sean los vínculos políticos, o de otro tipo, 
que existen entre las autoridades de ese Estado y los protagonistas de 
los hechos. La capacidad de influencia que tiene el Estado también se 
debe evaluar en función de criterios jurídicos, puesto que es evidente 
que los Estados solo pueden actuar dentro de los límites del derecho 
internacional; por tanto, la capacidad de influencia de un Estado puede 
variar en función de la posición jurídica que ocupa frente a las situacio-
nes y las personas que podrían ser víctimas, o efectivamente lo sean, de 
actos de genocidio. Por otra parte, es irrelevante que el Estado al que se 
pretende atribuir responsabilidad por los hechos afirme, o hasta pruebe, 
que incluso si hubiera empleado todos los medios razonablemente a su 
disposición, estos no habrían sido suficientes para prevenir la comisión 
del delito de genocidio. Este argumento no solo es generalmente difícil 
de probar, sino que resulta irrelevante al objeto de determinar si se ha 
incumplido la obligación de conducta en cuestión, sobre todo porque 
existe la posibilidad de que los esfuerzos conjuntos de varios Estados, 
cada uno cumpliendo su obligación de prevenir, podrían haber permi-
tido alcanzar el resultado buscado, es decir, prevenir la comisión del 
delito de genocidio, cuando los esfuerzos de un solo Estado no hubieran 
bastado para obtenerlo198.

Al mismo tiempo, la Corte sostuvo que «un Estado úni-
camente puede incurrir en responsabilidad por el incum-
plimiento de la obligación de prevenir el genocidio si 
efectivamente se ha cometido un genocidio»199.

13)  En tercer lugar, y como se desprende de lo que 
antecede, el compromiso enunciado en el párrafo  1 del 
proyecto de artículo  4 obliga a los Estados a poner en 
marcha activamente y con antelación medidas destinadas 
a impedir que se cometa el delito, por ejemplo «adop-
tando medidas legislativas, administrativas, judiciales u 
otras medidas preventivas eficaces en todo territorio que 
esté bajo su jurisdicción o control», como se indica en el 
apartado a. Este texto se inspira en el artículo 2, párrafo 1, 
de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984, que dispone: 
«Todo Estado Parte tomará medidas legislativas, admi-
nistrativas, judiciales o de otra índole eficaces para impe-
dir los actos de tortura en todo territorio que esté bajo su 
jurisdicción».

14)  Se emplea la expresión «otras medidas preventi-
vas», en vez de solo «de otra índole», para reforzar la idea 
de que las medidas a que se hace referencia en esta cláu-
sula únicamente guardan relación con la prevención. El 
término «eficaces» significa que se espera que el Estado 
mantenga en examen las medidas que ha adoptado y, que 
si son deficientes, las mejore adoptando medidas más efi-
caces. En sus observaciones sobre la disposición análoga 
de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, el Comité contra la 
Tortura ha declarado lo siguiente:

Los Estados partes están obligados a eliminar todos los obstácu-
los legales y de otra índole que impidan la erradicación de la tortura y 
los malos tratos, y a adoptar medidas eficaces para impedir efectiva-
mente esas conductas y su reiteración. También tienen la obligación de 

198 Ibíd.
199 Ibíd., párr.  431; véase Anuario… 2001, vol.  II (segunda parte) 

y corrección, pág. 27 (proyecto de artículos sobre la responsabilidad 
del Estado por hechos internacionalmente ilícitos, art. 14, párr. 3: «La 
violación de una obligación internacional en virtud de la cual el Estado 
debe prevenir un acontecimiento determinado tiene lugar cuando se 
produce el acontecimiento […]»).

mantener en examen y mejorar constantemente su legislación nacio-
nal y actuación en lo que respecta a la Convención, de conformidad 
con las observaciones finales y los dictámenes del Comité a propósito 
de las comunicaciones individuales. Si las medidas adoptadas por el 
Estado parte no cumplen el propósito de erradicar los actos de tortura, 
la Convención exige que se reexaminen o que se adopten nuevas medi-
das más eficaces200.

15)  En cuanto a las medidas específicas que deberá 
adoptar un Estado, en 2015 el Consejo de Derechos 
Humanos aprobó una resolución sobre la prevención 
del genocidio201 que aporta información sobre el tipo de 
medidas que se espera que se adopten para dar cumpli-
miento al artículo  I de la Convención para la Preven-
ción y la Sanción del Delito de Genocidio. Entre otras 
cosas, en la resolución: a) se reiteró «la responsabilidad 
de cada Estado a título individual de proteger a su pobla-
ción contra el genocidio, lo que conlleva la prevención 
de este crimen, incluida la incitación a cometerlo, por 
los medios que sean apropiados y necesarios»202; b)  se 
alentó «a los Estados Miembros a fomentar su capacidad 
de prevenir el genocidio mediante el desarrollo de los 
propios conocimientos especializados y la creación de 
oficinas apropiadas en los Gobiernos para intensificar la 
labor de prevención»203; y c)  se alentó «a los Estados 
a que estudien la posibilidad de nombrar coordinadores 
para la prevención del genocidio que puedan cooperar e 
intercambiar información y mejores prácticas entre ellos 
y con el Asesor Especial del Secretario General sobre 
la Prevención del Genocidio, así como con los órganos 
de las Naciones Unidas y los mecanismos regionales y 
subregionales pertinentes»204.

16)  En el contexto regional, el Convenio para la Pro-
tección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales de 1950 (en adelante, «Convenio Europeo 
de Derechos Humanos») no contiene ninguna obligación 
expresa de «prevenir» que se infrinja el Convenio, pero 
el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha interpre-
tado que el artículo 2, párrafo 1 (relativo al derecho a la 
vida), contiene esa obligación y requiere que se adopten 
medidas preventivas apropiadas, por ejemplo «estable-
ciendo un marco legal y administrativo adecuado para 
disuadir de la comisión de delitos contra las personas, 
respaldado por un mecanismo de aplicación de la ley 
para prevenir, reprimir y castigar todo incumplimiento 
de esas disposiciones»205. Al mismo tiempo, el Tribunal 
ha reconocido que la obligación del Estado parte en este 

200 Comité contra la Tortura, observación general núm.  2 (2007) 
sobre la aplicación del artículo 2, párr. 4, Documentos Oficiales de la 
Asamblea General, sexagésimo tercer período de sesiones, Suplemento 
núm. 44 (A/63/44), anexo VI.

201 Informe del Consejo de Derechos Humanos, Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, septuagésimo período de sesiones, Suple-
mento núm.  53 (A/70/53), cap.  II, resolución  28/34, aprobada por el 
Consejo de Derechos Humanos el 27 de marzo de 2015.

202 Ibíd., párr. 2.
203 Ibíd., párr. 3.
204 Ibíd., párr. 4. 
205 Makaratzis v. Greece [GC], demanda núm.  50385/99, senten-

cia de 20 de diciembre de 2004, ECHR 2004-XI, párr. 57; véase Kiliç 
v. Turkey, demanda núm. 22492/93, sentencia de 28 de marzo de 2000, 
ECHR 2000-III, párr. 62 (donde el Tribunal determinó que el artícu-
lo 2, párrafo 1, obligaba al Estado parte no solo a abstenerse de pri-
var a alguien de su vida ilegítima e intencionadamente, sino también a 
adoptar las medidas adecuadas con arreglo a su ordenamiento jurídico 
interno para salvaguardar la vida de las personas que se encontraran 
dentro de su jurisdicción).

http://undocs.org/es/A/63/44
http://undocs.org/es/A/70/53
http://undocs.org/sp/A/HRC/RES/28/34
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sentido es limitada206. Del mismo modo, si bien la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 no 
contiene ninguna obligación expresa de «prevenir» las 
transgresiones de la Convención, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, al interpretar la obligación de los 
Estados partes de «garantizar» el libre y pleno ejerci-
cio de los derechos reconocidos en la Convención207, ha 
llegado a la conclusión de que esta obligación implica 
un «deber de prevención», que a su vez supone que el 
Estado parte debe adoptar ciertas medidas. La Corte ha 
determinado que:

El deber de prevención abarca todas aquellas medidas de carácter 
jurídico, político, administrativo y cultural que promuevan la salva-
guarda de los derechos humanos y que aseguren que las eventuales vio-
laciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como 
un hecho ilícito que, como tal, es susceptible de acarrear sanciones para 
quien las cometa, así como la obligación de indemnizar a las víctimas 
por sus consecuencias perjudiciales. No es posible hacer una enumera-
ción detallada de esas medidas, que varían según el derecho de que se 
trate y según las condiciones propias de cada Estado Parte208. 

Un razonamiento similar ha sustentado el enfoque seguido 
por esta Corte al interpretar el artículo 6 de la Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 
1985209.

17)  Así pues, las medidas preventivas específicas que 
un determinado Estado deberá adoptar con respecto a los 
crímenes de lesa humanidad dependerán del contexto y 
los riesgos en cuestión para ese Estado con respecto a 
esos delitos. Una obligación de esta índole en general 
obliga al Estado al menos a: a) aprobar la legislación y 
las políticas nacionales necesarias para dar a conocer el 
carácter delictivo del acto y promover la detección tem-
prana de los riesgos de su comisión; b)  someter conti-
nuamente a examen esa legislación y esas políticas y, de 

206 Mahmut Kaya v. Turkey, demanda núm. 22535/93, sentencia de 
28 de marzo de 2000, ECHR 2000-III, párr. 86 («Teniendo en cuenta 
las dificultades que plantea la vigilancia de las sociedades modernas, 
la imprevisibilidad de la conducta humana y las elecciones operativas 
que deben tomarse en cuanto a las prioridades y los recursos, la obli-
gación positiva [del artículo 2, párrafo 1] debe interpretarse de manera 
que no imponga una carga imposible o desproporcionada a las auto-
ridades»); véanse también Kerimova and Others v. Russia, demandas 
núms. 17170/04, 20792/04, 22448/04, 23360/04, 5681/05 y 5684/05, 
sentencia definitiva de 15  de septiembre de  2011, párr.  246; Osman 
v. the United Kingdom, sentencia de 28 de octubre de 1998, Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos, Reports of Judgments and Decisions, 
1998-VIII, párr. 116.

207 El artículo 1, párrafo 1, establece lo siguiente: «Los Estados Par-
tes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y liber-
tades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda 
persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna». 
Cabe señalar que el artículo 1 de la Carta Africana de Derechos Huma-
nos y de los Pueblos estipula que los Estados partes «reconocerán los 
derechos, obligaciones y libertades consagrados en la Carta y se com-
prometerán a adoptar medidas legislativas o de otra índole para hacer-
los efectivos».

208 Velásquez Rodríguez vs. Honduras, sentencia de 29  de julio 
de 1988 (fondo), Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie C, 
núm.  4, párr.  175; véanse también Hermanos Gómez Paquiyauri 
vs. Perú, sentencia de 8 de julio de 2004 (fondo, reparaciones y cos-
tas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie C, núm. 110, 
párr.  155; Juan Humberto Sánchez vs. Honduras, sentencia de 7  de 
junio de  2003 (excepción preliminar, fondo, reparaciones y cos-
tas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie  C, núm.  99, 
párrs. 137 y 142.

209 Tibi vs. Ecuador, sentencia de 7 de septiembre de 2004 (excep-
ciones preliminares, fondo, reparaciones y costas), Corte Interameri-
cana de Derechos Humanos, Serie C, núm. 114, párr. 159; véase tam-
bién Hermanos Gómez Paquiyauri vs. Perú (nota 208 supra), párr. 155.

ser necesario, mejorarlas; c) emprender iniciativas para 
informar a funcionarios públicos respecto de las obliga-
ciones asumidas por el Estado con arreglo al proyecto de 
artículos; d)  poner en marcha programas de formación 
para la policía, el ejército, las milicias y otras personas 
relevantes en la medida en que sea necesario para ayudar 
a prevenir la comisión de crímenes de lesa humanidad; y 
e) cuando se cometa el acto prohibido, cumplir de buena 
fe cualquier otra obligación de investigar y enjuiciar o 
extraditar a los responsables, puesto que ello ayudaría, en 
parte, a disuadir a otras personas de cometer estos actos 
en el futuro210. Es posible que ya existan en el Estado 
algunas medidas, tales como programas de formación, 
para ayudar a prevenir actos ilícitos (como el homicidio, 
la tortura o la violación) que están relacionados con los 
crímenes de lesa humanidad. El Estado está obligado a 
complementar esas medidas, según sea necesario, para 
prevenir específicamente los crímenes de lesa humani-
dad. En este caso, la responsabilidad internacional del 
Estado también surge cuando el Estado no ha puesto el 
máximo empeño para organizar el aparato gubernamental 
y administrativo, cuando fuera necesario y apropiado, a 
fin de reducir al mínimo la probabilidad de que se cometa 
el acto prohibido.

18)  El apartado  a del párrafo  1 del proyecto de ar-
tículo 4 hace referencia a un Estado que adopta medidas 
legislativas, administrativas, judiciales u otras medidas 
preventivas eficaces «en  todo territorio que esté bajo su 
jurisdicción». Se refiere al territorio de un Estado, pero 

210 Véanse medidas comparables con respecto a la prevención de 
violaciones específicas de los derechos humanos en Comité para la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomendación 
general núm. 6 (1988) sobre el mecanismo nacional efectivo y publici-
dad, párrs. 1 y 2, Documentos Oficiales de la Asamblea General, cua-
dragésimo tercer período de sesiones, Suplemento núm. 38 (A/43/38), 
cap. V, párr.  770; Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer, recomendación general núm. 15 (1990) sobre la nece-
sidad de evitar la discriminación contra la mujer en las estrategias 
nacionales de acción preventiva y lucha contra el síndrome de inmu-
nodeficiencia adquirida (SIDA), ibíd., cuadragésimo quinto período 
de sesiones, Suplemento núm. 38 (A/45/38), cap. IV, párr. 438; Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, recomenda-
ción general núm. 19 (1992) sobre la violencia contra la mujer, párr. 9, 
ibíd., cuadragésimo séptimo período de sesiones, Suplemento núm. 38 
(A/47/38), cap. I; Comité de los Derechos del Niño, observación ge-
neral núm. 5 (2003) sobre las medidas generales de aplicación de la 
Convención, párr.  9, ibíd., quincuagésimo noveno período de sesio-
nes, Suplemento núm. 41 (A/59/41), anexo XI; Comité de Derechos 
Humanos, observación general núm. 31 (2004) sobre la índole de la 
obligación jurídica general impuesta a los Estados partes en el Pacto, 
ibíd., quincuagésimo noveno período de sesiones, Suplemento núm. 40 
(A/59/40), vol. I, anexo III; Comité de los Derechos del Niño, obser-
vación general núm. 6 (2005) sobre el trato de los menores no acompa-
ñados y separados de su familia fuera de su país de origen, párrs. 50 a 
63, ibíd., sexagésimo primer período de sesiones, Suplemento núm. 41 
(A/61/41), anexo II; Comité para la Eliminación de la Discriminación 
Racial, recomendación general núm. XXXI (2005) sobre la prevención 
de la discriminación racial en la administración y el funcionamiento de 
la justicia penal, párr. 5, ibíd., sexagésimo período de sesiones, Suple-
mento núm. 18 (A/60/18), cap. IX, párr. 460; véase también Principios 
y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violacio-
nes Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos 
y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a 
Interponer Recursos y Obtener Reparaciones, resolución 60/147 de la 
Asamblea General, de 16 de diciembre de 2005, anexo, párr. 3 a («La 
obligación de respetar, asegurar que se respeten y aplicar las normas 
internacionales de derechos humanos y el derecho internacional hu-
manitario según lo previsto en los respectivos ordenamientos jurídicos 
comprende, entre otros, el deber de: a) Adoptar disposiciones legis-
lativas y administrativas y otras medidas apropiadas para impedir las 
violaciones»).

https://undocs.org/es/A/43/38
https://undocs.org/es/A/45/38
https://undocs.org/es/A/47/38
http://undocs.org/es/A/59/41
https://undocs.org/es/a/59/40(Vol.I)
http://undocs.org/es/A/61/41
http://undocs.org/es/A/60/18
https://undocs.org/es/A/RES/60/147
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también a las actividades realizadas en otro territorio que 
esté bajo la jurisdicción del Estado. Como la Comisión ha 
explicado anteriormente,

abarca situaciones en las que un Estado ejerce jurisdicción de facto 
aun cuando carezca de jurisdicción de iure, como en los casos de inter-
vención y ocupación ilícitas y de anexión. Cabe recordar, a este res-
pecto, la opinión consultiva de la Corte Internacional de Justicia rela-
tiva a Namibia. En esa opinión consultiva, la Corte, tras considerar a 
Sudáfrica responsable de haber creado y mantenido una situación que 
la Corte halló ilegal y afirmar que Sudáfrica estaba obligada a retirar su 
administración de Namibia, atribuyó no obstante ciertas consecuencias 
legales al control de facto de Sudáfrica sobre Namibia211.

19)  En cuarto lugar, el compromiso enunciado en el 
párrafo 1 del proyecto de artículo 4 impone a los Esta-
dos la obligación de establecer ciertas formas de coope-
ración, no solo entre sí, sino también con organizaciones 
como las Naciones Unidas, el Comité Internacional de la 
Cruz Roja y la Federación Internacional de Sociedades 
de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. El deber de 
los Estados de cooperar en la prevención de los críme-
nes de lesa humanidad dimana, en primer lugar, del Ar-
tículo 1, párrafo 3, de la Carta de las Naciones Unidas, en 
el que se indica que uno de los propósitos de la Carta es  
«[r]ealizar la cooperación internacional en la solución de 
problemas internacionales de carácter […] humanitario, 
y en el desarrollo y estímulo del respeto a los derechos 
humanos y a las libertades fundamentales de todos». Asi-
mismo, en los Artículos 55 y 56 de la Carta, todos los 
Miembros de las Naciones  Unidas se comprometen «a 
tomar medidas conjunta o separadamente, en cooperación 
con la Organización, para la realización de» ciertos propó-
sitos, como «el respeto universal a los derechos humanos y 
a las libertades fundamentales de todos». Concretamente, 
en lo que respecta a la prevención de los crímenes de lesa 
humanidad, la Asamblea General de las Naciones  Uni-
das, en sus Principios de Cooperación Internacional en 
la Identificación, Detención, Extradición y Castigo de 
los Culpables de Crímenes de Guerra o de Crímenes de 
Lesa Humanidad de 1973, reconoció la existencia de una 
responsabilidad general de cooperación interestatal y 
adopción de medidas en el seno de los Estados para pre-
venir la comisión de crímenes de guerra y crímenes de 
lesa humanidad. Entre otras cosas, la Asamblea afirmó:  
«[l]os Estados cooperarán bilateral y multilateralmente 
para reprimir y prevenir los crímenes de guerra y los crí-
menes de lesa humanidad y tomarán todas las medidas 
internas e internacionales necesarias a ese fin»212. 

211 Anuario… 2001, vol. II (segunda parte) y corrección, párrafo 12 
del comentario al artículo 1 del proyecto de artículos sobre prevención 
del daño transfronterizo resultante de actividades peligrosas, pág. 161 
(donde se cita Legal Consequences for States of the Continued Pres-
ence of South Africa in Namibia (South West Africa) notwithstanding 
Security Council Resolution 276 (1970), opinión consultiva, I.C.J. Re-
ports 1971, págs. 16 y ss., en especial pág. 54, párr. 118); véanse tam-
bién Anuario… 2006, vol. II (segunda parte), párrafo 25 del comentario 
al principio 2 del proyecto de principios sobre la asignación de la pér-
dida en caso de daño transfronterizo resultante de actividades peligro-
sas, pág. 77; Legality of the Threat or Use of Nuclear Weapons, opinión 
consultiva, I.C.J. Reports 1996, págs. 226 y ss., en especial pág. 242, 
párr. 29 (donde se hace referencia a «la obligación general de los Esta-
dos de garantizar que las actividades realizadas bajo su jurisdicción y 
control respeten el medio ambiente de otros Estados o de otras zonas 
situadas más allá del control nacional»).

212 Principios de Cooperación Internacional en la Identificación, 
Detención, Extradición y Castigo de los Culpables de Crímenes de 
Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad, resolución 3074 (XXVIII) 
de la Asamblea General, de 3 de diciembre de 1973, párr. 3.

20)  Así pues, en el apartado b del párrafo 1 del proyecto 
de artículo 4 se indica que los Estados deberán cooperar 
entre sí a fin de prevenir los crímenes de lesa humanidad 
y cooperar con las organizaciones intergubernamentales 
pertinentes. Con el término «pertinentes» se pretende 
indicar que la cooperación con una organización inter-
gubernamental determinada dependerá, entre otras cosas, 
de las funciones de la organización, de la relación del 
Estado con esa organización y del contexto en el que surja 
la necesidad de cooperación. Asimismo, en el apartado b 
se establece que los Estados deberán cooperar, según 
proceda, con otras organizaciones. Ello incluye a orga-
nizaciones no gubernamentales que puedan desempeñar 
una función importante en la prevención de los crímenes 
de lesa humanidad en países determinados. Se utiliza la 
expresión «según proceda» para indicar que la obligación 
de cooperación, además de tener carácter contextual, no 
se aplica a esas organizaciones en la misma medida que 
a los Estados y las organizaciones intergubernamentales 
pertinentes.

21)  En el párrafo 2 del proyecto de artículo 4 se indica 
que no podrán invocarse circunstancias excepcionales 
como justificación del crimen. Este texto se inspira en el 
artículo 2, párrafo 2, de la Convención contra la Tortura 
y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradan-
tes de 1984213, pero se ha pulido para ajustarlo mejor al 
contexto de los crímenes de lesa humanidad. Las palabras 
«estado de guerra o amenaza de guerra» se han sustituido 
por «conflicto armado», como se hizo en el proyecto de 
artículo  2. Además, se ha empleado la expresión «tales 
como» para destacar que los ejemplos citados no preten-
den ser exhaustivos. 

22)  En otros tratados que se ocupan de delitos graves 
a nivel mundial o regional encontramos disposiciones 
similares. Por ejemplo, el artículo  1, párrafo  2, de la 
Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2006 
contiene una disposición redactada en términos simila-
res214, al igual que el artículo 5 de la Convención Intera-
mericana para Prevenir y Sancionar la Tortura de 1985215.

23)  Una de las ventajas de esta formulación con res-
pecto a los crímenes de lesa humanidad es que está redac-
tada de manera que pueda hacer referencia a la conducta 
de los Estados o de actores no estatales. Al mismo tiempo, 
el párrafo solo aborda esta cuestión en el contexto de la 
obligación de prevención y no, por ejemplo, en el con-
texto de las justificaciones que una persona puede alegar 
en un procedimiento penal o de otras circunstancias exi-
mentes de la responsabilidad penal.

213 El artículo 2, párrafo 2, establece lo siguiente: «En ningún caso 
podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de 
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier 
otra emergencia pública como justificación de la tortura».

214 El artículo 1, párrafo 2, establece lo siguiente: «En ningún caso 
podrán invocarse circunstancias excepcionales tales como estado de 
guerra o amenaza de guerra, inestabilidad política interna o cualquier 
otra emergencia pública como justificación de la desaparición forzada».

215 El artículo 5 establece lo siguiente: «No se invocará ni admitirá 
como justificación del delito de tortura la existencia de circunstancias 
tales como estado de guerra, amenaza de guerra, estado de sitio o de 
emergencia, conmoción o conflicto interior, suspensión de garantías 
constitucionales, la inestabilidad política interna u otras emergencias o 
calamidades públicas».

http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/RES/3074(XXVIII)&referer=/english/&Lang=S
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Artículo 5.  No devolución

1.  Ningún Estado procederá a la expulsión, devo-
lución, entrega o extradición de una persona a un 
territorio bajo la jurisdicción de otro Estado cuando 
haya motivos fundados para creer que estaría en peli-
gro de ser víctima de un crimen de lesa humanidad.

2.  A los efectos de determinar si existen esos moti-
vos, las autoridades competentes tendrán en cuenta 
todas las consideraciones pertinentes, incluida, cuando 
proceda, la existencia, en el territorio bajo la jurisdic-
ción del Estado de que se trate, de un cuadro de vio-
laciones sistemáticas graves, flagrantes o masivas de 
los derechos humanos o violaciones graves del derecho 
internacional humanitario.

Comentario

1)  De conformidad con el objetivo general de preven-
ción abordado en el proyecto de artículo 4, el párrafo 1 
del proyecto de artículo  5 establece que ningún Estado 
enviará a una persona a un territorio bajo la jurisdicción 
de otro Estado cuando haya motivos fundados para creer 
que estaría en peligro de ser víctima de un crimen de lesa 
humanidad. Así pues, esta disposición utiliza el principio 
de no devolución para impedir que las personas que se 
encuentren en determinadas circunstancias puedan verse 
expuestas a ser víctimas de crímenes de lesa humanidad.

2)  En términos generales, el principio de no devolución 
obliga al Estado a no devolver a una persona a otro Estado 
cuando haya razones fundadas para creer que estará en 
peligro de ser perseguida o sometida a algún otro daño 
concreto. El principio se incorporó a diversos tratados 
en el siglo XX, incluido el Convenio de Ginebra  IV de 
1949216, pero se asocia más comúnmente con el dere-
cho internacional de los refugiados y, en particular, con 
el artículo 33 de la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951217. También lo han incorporado otras 
convenciones e instrumentos218 que se ocupan de la cues-
tión de los refugiados, como la Convención de la Orga-
nización de la Unidad Africana por la que se Regulan los 
Aspectos Específicos de los Problemas de los Refugiados 
en África de 1969219.

3)  El principio también se ha aplicado con respecto a 
todos los extranjeros (no solo los refugiados) en diversos 

216 Convenio de Ginebra IV, art. 45.
217 El artículo 33, párrafo 1, establece lo siguiente: «Ningún Estado 

Contratante podrá, por expulsión o devolución, poner en modo alguno 
a un refugiado en las fronteras de los territorios donde su vida o su 
libertad peligre por causa de su raza, religión, nacionalidad, pertenencia 
a determinado grupo social, o de sus opiniones políticas».

218 Véase, por ejemplo, Declaración de Cartagena sobre los Refugia-
dos, aprobada en el Coloquio sobre la Protección Internacional de los 
Refugiados en América Central, México y Panamá: Problemas Jurídi-
cos y Humanitarios, celebrado en Cartagena de Indias (Colombia) del 
19 al 22 de noviembre de 1984, conclusión 5; el texto de las conclu-
siones de la Declaración aparece reproducido en el informe anual de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 1984-1985 (OEA/
Ser.L/V/II.66 Doc. 10 rev. 1), cap.  V, y está disponible también en: 
www.acnur.org/cartagena30, Documentos.

219 Convención de la Organización de la Unidad Africana por la que 
se Regulan los Aspectos Específicos de los Problemas de los Refugia-
dos en África, art. II, párr. 3. 

instrumentos220 y tratados, como la Convención Ame-
ricana sobre Derechos Humanos de 1969221 y la Carta 
Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos de 
1981222. De hecho, el principio se abordó en ese sentido 
más amplio en el proyecto de artículos sobre la expul-
sión de extranjeros de 2014223. El Comité de Derechos 
Humanos y el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
han interpretado que la prohibición de la tortura y otros 
tratos crueles, inhumanos o degradantes que figura en el 
artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos de 1966224 y en el artículo 3 del Convenio Euro-
peo de Derechos Humanos de 1950225, respectivamente, 
impone implícitamente una obligación de no devolución 
aun cuando esos instrumentos no contengan una obli-
gación expresa al respecto. Además, el principio de no 
devolución suele reflejarse en los tratados de extradición 
cuando establecen que nada de lo dispuesto en ellos podrá 
interpretarse como la imposición de una obligación de 
extraditar al presunto infractor si el Estado parte reque-
rido tiene motivos fundados para creer que la solicitud se 
ha presentado con el fin de perseguirle por determinados 
motivos. El proyecto de artículo 13, párrafo 9, del pre-
sente proyecto de artículos es una disposición de ese tipo.

4)  De particular importancia para el presente proyecto 
de artículos, el principio ha sido incorporado en tratados 
que se ocupan de delitos concretos, como la tortura y las 
desapariciones forzadas. Por ejemplo, el artículo  3 de 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984 dispone lo 
siguiente:

1.  Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución o 
extradición de una persona a otro Estado cuando haya razones fundadas 
para creer que estaría en peligro de ser sometida a tortura.

2.  A los efectos de determinar si existen esas razones, las autorida-
des competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones pertinen-
tes, inclusive, cuando proceda, la existencia en el Estado de que se trate 

220 Véanse, por ejemplo, Declaración sobre el Asilo Territorial, 
resolución  2312 (XXII) de la Asamblea  General, de 14  de diciem-
bre de  1967; «Final Text of the AALCO’s 1966 Bangkok Principles 
on Status and Treatment of Refugees», aprobado por la AALCO en 
su 40º período de sesiones, celebrado en Nueva Delhi el 24 de junio 
de 2001, art. III (disponible en el sitio web de la AALCO: www.aalco.
int); Consejo de Europa, «Recommendation No. R(84)1 of the Com-
mittee of Ministers to member States on the protection of persons 
satisfying the criteria in the Geneva Convention who are not formally 
recognised as refugees», aprobada por el Comité de Ministros el 25 de 
enero de 1984.

221 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 22, párr. 8.
222 Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, art. 12, 

párr. 3.
223 Anuario… 2014, vol. II (segunda parte), párr. 44, art. 23, párr. 1 

(«Ningún extranjero será expulsado a un Estado en el que su vida esta-
ría amenazada, en particular por motivos de raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o 
social, posición económica, nacimiento u otra condición, o por cual-
quier otro motivo que no sea admisible en derecho internacional»). 

224 Véase Comité de Derechos Humanos, observación general 
núm. 20 (1992) sobre la prohibición de la tortura u otros tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, párr. 9, Documentos Oficiales de la 
Asamblea General, cuadragésimo séptimo período de sesiones, Suple-
mento núm. 40 (A/47/40), anexo VI, secc. A («los Estados Partes no 
deben exponer a las personas al peligro de ser sometidas a torturas o a 
penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes al regresar a otro país 
tras la extradición, la expulsión o la devolución»). 

225 Véase, por ejemplo, Chahal v. the United Kingdom, demanda 
núm. 22414/93, sentencia de 15 de noviembre de 1996, Gran Sala, Tri-
bunal Europeo de Derechos Humanos, Reports of Judgments and De-
cisions, 1996-V, párr. 80.

http://www.acnur.org/cartagena30
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/2312(XXii)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://www.aalco.int
http://www.aalco.int
http://undocs.org/es/A/47/40(SUPP)
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de un cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas 
de los derechos humanos.

5)  Esta disposición se redactó tomando como modelo la 
Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951, 
pero se agregó el elemento adicional de la extradición 
para incluir otra posible manera de trasladar físicamente a 
una persona a otro Estado226. De forma análoga, el artícu-
lo 16 de la Convención Internacional para la Protección 
de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 
de 2006 establece lo siguiente:

1.  Ningún Estado Parte procederá a la expulsión, devolución, 
entrega o extradición de una persona a otro Estado cuando haya razo-
nes fundadas para creer que estaría en peligro de ser sometida a una 
desaparición forzada. 

2.  A los efectos de determinar si existen esas razones, las autori-
dades competentes tendrán en cuenta todas las consideraciones perti-
nentes, inclusive, cuando proceda, la existencia, en el Estado de que 
se trate, de un cuadro de violaciones sistemáticas graves, flagrantes o 
masivas de los derechos humanos o violaciones graves del derecho in-
ternacional humanitario.

6)  La Comisión consideró apropiado redactar el pro-
yecto de artículo  5 tomando como modelo esta última 
disposición. Si bien, como en convenciones anteriores, la 
obligación del Estado en virtud del párrafo 1 del proyecto 
de artículo 5 se centra en evitar que una persona corra el 
riesgo de ser víctima de crímenes de lesa humanidad, la 
disposición se entiende sin perjuicio de otras obligaciones 
de no devolución del Estado derivadas de tratados o del 
derecho internacional consuetudinario. 

7)  El párrafo 1 del proyecto de artículo 5 establece que el 
Estado no enviará a la persona a otro Estado «cuando haya 
motivos fundados para creer que estaría en peligro» de ser 
víctima de un crimen de lesa humanidad. Esta disposición 
ha sido abordada por diversos órganos de expertos crea-
dos en virtud de tratados y por tribunales internaciona-
les. Por ejemplo, el Comité contra la Tortura, al examinar 
comunicaciones en que se alegaba la vulneración por un 
Estado del artículo 3 de la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
ha señalado que existen «motivos fundados» cuando el 
riesgo de tortura es personal, presente, previsible y real227. 
Para determinar si existe, el riesgo de tortura debe fun-
darse en razones que «vayan más allá de la pura teoría 
o sospecha», aunque «no es necesario demostrar que el 
riesgo es muy probable»228. 

226 Una disposición similar figura en la Carta de los Derechos Fun-
damentales de la Unión Europea, art.  19, párr.  2 («Nadie podrá ser 
devuelto, expulsado o extraditado a un Estado en el que corra un grave 
riesgo de ser sometido a la pena de muerte, a tortura o a otras penas o 
tratos inhumanos o degradantes»). 

227 Véanse, por ejemplo, Comité contra la Tortura, Dadar c. el 
Canadá, comunicación núm.  258/2004, decisión adoptada el 23  de 
noviembre de  2005, Documentos Oficiales de la Asamblea General, 
sexagésimo primer período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/61/44), 
anexo VIII, secc. A, pág. 264, párr. 8.4; N. S. c. Suiza, comunicación 
núm. 356/2008, decisión adoptada el 6 de mayo de 2010, ibíd., sexagé-
simo quinto período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/65/44), anexo 
XIII, secc. A, pág. 352, párr. 7.3.

228 Véase también Comité contra la Tortura, observación general 
núm. 1 (1997) sobre la aplicación del artículo 3, párrs. 6 y 7, ibíd., quin-
cuagésimo tercer período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/53/44), 
anexo IX, pág. 51. En sus períodos de sesiones 55o y 58o, celebrados en 
2015 y 2016, respectivamente, el Comité contra la Tortura convino en 
revisar la observación general núm. 1. El proyecto de texto revisado de 
2 de febrero de 2017 (CAT/C/60/R.2) se puede consultar en www.ohchr.
org/Documents/HRBodies/CAT/GCArticle3/CAT.C.60.R.2.Spanish.

8)  Como orientación a los Estados, el Comité de Dere-
chos Humanos ha señalado que un Estado tiene la obliga-
ción de «no extraditar, deportar, expulsar o hacer salir de 
algún modo de su territorio a una persona cuando haya 
razones de peso para creer que existe un riesgo real de 
daño irreparable, tal como el daño previsto en los artícu-
los 6 y 7 del Pacto, en el país hacia el que se va a efectuar 
esa salida forzada o en cualquier país al que la persona sea 
expulsada posteriormente»229. Al interpretar esa disposi-
ción, el Comité de Derechos Humanos ha concluido que 
los Estados han de abstenerse de exponer a las personas a 
un riesgo real de vulneración de los derechos que las asis-
ten en virtud del Pacto, como una «consecuencia necesa-
ria y previsible» de su expulsión230. Además, ha sostenido 
que la existencia de ese riesgo real debe decidirse «habida 
cuenta de la información que estaba en poder o debía 
estar en poder de las autoridades del Estado parte» en ese 
momento y no requiere «prueba de que posteriormente 
se hubiesen producido efectivamente torturas, aunque la 
información acerca de los acontecimientos posteriores es 
pertinente para evaluar el riesgo inicial»231.

9)  El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha deter-
minado que existe obligación por parte del Estado cuando 
haya razones fundadas para creer que una persona corre-
ría un riesgo real de ser sometida a un trato contrario al 
artículo  3 del Convenio Europeo de Derechos Huma-
nos232. Al aplicar este criterio legal, los Estados han de 
examinar las «consecuencias previsibles» de enviar a una 
persona al país receptor233. Aunque la «mera posibilidad» 
de malos tratos no es suficiente, no es necesario demos-
trar que existe una «probabilidad alta»234. El Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha hecho hincapié en que 
la evaluación de las pruebas de un riesgo real ha de ser 
«rigurosa»235. Además, de manera análoga a lo estable-
cido por el Comité de Derechos Humanos, la existencia 
del riesgo «ha de evaluarse fundamentalmente en rela-
ción con los hechos que el Estado contratante conocía o 

pdf. Véase también, por ejemplo, Comité contra la Tortura, A. R. c. los 
Países Bajos, comunicación núm. 203/2002, decisión adoptada el 14 de 
noviembre de 2003, ibíd., quincuagésimo noveno período de sesiones, 
Suplemento núm. 44 (A/59/44), anexo VII, secc. A, párr. 7.3.

229 Comité de Derechos Humanos, observación general núm.  31 
(véase la nota 210 supra), párr. 12. 

230 Véanse, por ejemplo, Comité de Derechos Humanos, Chitat Ng 
c. el Canadá, comunicación núm.  469/1991, dictamen aprobado el 
5 de noviembre de 1993, Documentos Oficiales de la Asamblea Gene-
ral, cuadragésimo noveno período de sesiones, Suplemento núm.  40 
(A/49/40), vol. II, anexo IX, secc. CC, párr. 15.1 a; A. R. J. c. Austra-
lia, comunicación núm. 692/1996, dictamen aprobado el 28 de julio de 
1997, ibíd., quincuagésimo segundo período de sesiones, Suplemento 
núm. 40 (A/52/40), vol. II, anexo VI, secc. T, párr. 6.14; Hamida c. el 
Canadá, comunicación núm. 1544/2007, dictamen aprobado el 18 de 
marzo de 2010, ibíd., sexagésimo quinto período de sesiones, Suple-
mento núm. 40 (A/65/40), vol. II, anexo V, secc. V, párr. 8.7.

231 Véase, por ejemplo, Comité de Derechos Humanos, Maksudov 
y otros c. Kirguistán, comunicaciones núms.  1461/2006, 1462/2006, 
1476/2006 y 1477/2006, dictamen aprobado el 16  de julio de  2008, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo tercer 
período de sesiones, Suplemento núm. 40 (A/63/40), vol. II, anexo V, 
secc. W, párr. 12.4.

232 Véanse, por ejemplo, Soering v. the United Kingdom, demanda 
núm. 14038/88, sentencia de 7 de julio de 1989, Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos, Serie A, núm. 161, párr. 88; Chahal v. the United 
Kingdom (nota 225 supra), párr. 74.

233 Véase, por ejemplo, Saadi v. Italy [GC], demanda núm. 37201/06, 
sentencia de 28 de febrero de 2008, ECHR 2008, párr. 130.

234 Ibíd., párrs. 131 y 140.
235 Ibíd., párr. 128.

http://undocs.org/es/A/61/44
http://undocs.org/es/A/65/44
http://undocs.org/es/A/53/44
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file:///Users/stephaneporzi/OneDrive%20-%20United%20Nations/2107764_S_Volume_II_Part_Two_2017/Base/www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CAT/GCArticle3/CAT.C.60.R.2.Spanish.pdf
file:///Users/stephaneporzi/OneDrive%20-%20United%20Nations/2107764_S_Volume_II_Part_Two_2017/Base/www.ohchr.org/Documents/HRBodies/CAT/GCArticle3/CAT.C.60.R.2.Spanish.pdf
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debía conocer en el momento de la expulsión»236, si bien 
puede tenerse en cuenta información que salga a la luz 
posteriormente237. 

10)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 5 establece que 
los Estados tendrán en cuenta «todas las consideraciones 
pertinentes» al determinar si existen motivos fundados a los 
efectos del párrafo 1. Esas consideraciones incluyen, entre 
otras cosas, «la existencia, en el territorio bajo la jurisdic-
ción del Estado de que se trate, de un cuadro de violaciones 
sistemáticas graves, flagrantes o masivas de los derechos 
humanos o violaciones graves del derecho internacional 
humanitario». Diversas consideraciones pueden ser, de 
hecho, pertinentes. Al interpretar el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, el Comité de Derechos Huma-
nos ha señalado que se deben tener en cuenta todos los ele-
mentos pertinentes y que «[l]a existencia de garantías, su 
contenido y la existencia y aplicación de mecanismos para 
la observancia de la ley son, todos ellos, elementos perti-
nentes en la evaluación general de si, en efecto, existía un 
riesgo real de malos tratos prohibidos»238. El Comité contra 
la Tortura ha elaborado, a los efectos de la Convención con-
tra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, una lista no exhaustiva de siete elementos 
que ha de valorar en cada caso concreto un Estado parte al 
determinar si puede proceder a la devolución239.

11)  La Convención sobre el Estatuto de los Refugia-
dos de 1951 prevé excepciones a la obligación de no 
devolución para permitir que esta se produzca cuando la 
persona haya cometido un delito o represente un riesgo 
grave para la seguridad240. No obstante, desde enton-
ces, los tratados no han recogido esas excepciones, y 
entienden que la obligación tiene carácter absoluto241. 
La Comisión consideró apropiado que el proyecto de 
artículo 5 no contuviera esa excepción. 

236 Ibíd., párr. 133.
237 Véase, por ejemplo, El-Masri v. the former Yugoslav Republic of 

Macedonia [GC], demanda núm. 39630/09, sentencia de 13 de diciem-
bre de 2012, ECHR 2012, párr. 214.

238 Véase, por ejemplo, Maksudov c. Kirguistán (nota 231 supra), 
párr. 12.4. 

239 Comité contra la Tortura, observación general núm. 1 (véase la 
nota 228 supra), párr. 8. En la lista figuran los elementos siguientes: 
a)  si hay pruebas de que en el Estado de que se trate existe un cua-
dro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los 
derechos humanos; b)  si la persona ha sido en el pasado torturada o 
maltratada por un funcionario público u otra persona en el ejercicio 
de funciones públicas, a instigación suya, o con su consentimiento o 
aquiescencia; c) si hay testimonios médicos u otros testimonios inde-
pendientes que corroboren las alegaciones de que la persona ha sido 
torturada o maltratada en el pasado; d)  si ha cambiado la situación 
interna con respecto a los derechos humanos en el Estado de que se 
trate; e) si la persona ha participado dentro o fuera del Estado de que 
se trate en actividades políticas o de otra índole que pudieran hacerle 
particularmente vulnerable al riesgo de ser sometida a tortura; f) si hay 
alguna prueba de la credibilidad de la persona; y g) si hay contradiccio-
nes de hecho en las alegaciones de la persona. 

240 Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, art. 33, párr. 2.
241 Véanse, por ejemplo, Maksudov c. Kirguistán (nota 231 supra), 

párr.  12.4; Othman (Abu Qatada) v. the United Kingdom, demanda 
núm. 8139/09, sentencia de 17 de enero de 2012, ECHR 2012 (extrac-
tos), párr. 185; Comité contra la Tortura, Tapia Páez c. Suecia, comu-
nicación núm.  39/1996, dictamen aprobado el 28  de abril de  1997, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo 
segundo período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/52/44), anexo V, 
secc. B 4, párr. 14.5; Abdussamatov y otros c. Kazajstán, comunicación 
núm. 444/2010, decisión adoptada el 1 de junio de 2012, ibíd., sexa-
gésimo séptimo período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/67/44), 
anexo XIV, secc. A, págs. 553 y 554, párr. 13.7.

Artículo 6.  Criminalización en el derecho nacional

1.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que estén tipificados en su derecho penal los crí-
menes de lesa humanidad.

2.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que estén tipificados en su derecho penal los 
siguientes actos: 

a)  la comisión de un crimen de lesa humanidad;

b)  la tentativa de comisión de uno de esos críme-
nes; y

c)  el hecho de ordenar, instigar, inducir, ayudar, 
ser cómplice o de colaborar o contribuir de algún otro 
modo a la comisión o la tentativa de comisión de uno 
de esos crímenes.

3.  Todo Estado adoptará también las medidas 
necesarias para que estén tipificados en su derecho 
penal los siguientes supuestos:

a)  el jefe militar o el que actúe efectivamente como 
jefe militar será penalmente responsable por los crí-
menes de lesa humanidad cometidos por fuerzas bajo 
su mando y control efectivos, o su autoridad y control 
efectivos, según sea el caso, en razón de no haber ejer-
cido un control apropiado sobre esas fuerzas, cuando:

i)  hubiere sabido o, en razón de las circunstan-
cias del momento, hubiere debido saber que las fuer-
zas estaban cometiendo esos crímenes o se proponían 
cometerlos; y

ii)  no hubiere adoptado todas las medidas necesa-
rias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir 
su comisión o para poner el asunto en conocimiento de 
las autoridades competentes a los efectos de su investi-
gación y enjuiciamiento;

b)  en lo que respecta a las relaciones entre su-
perior y subordinado distintas de las señaladas en el 
apartado a, el superior será penalmente responsable 
por los crímenes de lesa humanidad cometidos por 
subordinados bajo su autoridad y control efectivos, en 
razón de no haber ejercido un control apropiado sobre 
esos subordinados, cuando:

i)  hubiere tenido conocimiento o deliberadamente 
hubiere hecho caso omiso de informaciones que indi-
casen claramente que los subordinados estaban come-
tiendo esos crímenes o se proponían cometerlos;

ii)  los crímenes guardasen relación con activida-
des que estuvieran bajo su responsabilidad y control 
efectivos; y

iii)  no hubiere adoptado todas las medidas necesa-
rias y razonables a su alcance para prevenir o reprimir 
su comisión o para poner el asunto en conocimiento de 
las autoridades competentes a los efectos de su investi-
gación y enjuiciamiento.

http://undocs.org/es/A/52/44
http://undocs.org/es/A/67/44


	 Crímenes de lesa humanidad	 53

4.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que, en su derecho penal, el hecho de que alguno 
de los delitos mencionados en el presente proyecto de 
artículo se cometiera en cumplimiento de una orden 
de un Gobierno o de un superior, militar o civil, no 
sea motivo para eximir de responsabilidad penal a un 
subordinado.

5.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que, en su derecho penal, el hecho de que alguno 
de los delitos mencionados en el presente proyecto de 
artículo fuera cometido por una persona que ocupase 
un cargo oficial no sea motivo para eximirla de respon-
sabilidad penal.

6.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que, de conformidad con su derecho penal, los 
delitos mencionados en el presente proyecto de artícu-
lo no prescriban.

7.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para que, de conformidad con su derecho penal, los 
delitos mencionados en el presente proyecto de artícu-
lo sean castigados con penas apropiadas que tengan en 
cuenta su gravedad.

8.  Con sujeción a los preceptos de su legislación, 
todo Estado adoptará, cuando proceda, disposicio-
nes que permitan hacer efectiva la responsabilidad 
de personas jurídicas por los delitos enunciados en 
el presente proyecto de artículo. Con sujeción a los 
principios jurídicos del Estado, dicha responsabili-
dad de las personas jurídicas podrá ser penal, civil o 
administrativa.

Comentario

1)  El proyecto de artículo  6 establece diversas medi-
das que todo Estado debe adoptar para que en su derecho 
penal estén tipificados los crímenes de lesa humanidad, 
no se invoquen como eximente determinadas circunstan-
cias o la prescripción de los delitos, y se prevean penas 
apropiadas proporcionales a la gravedad de esos delitos. 
Este tipo de medidas son esenciales para el funciona-
miento adecuado de los proyectos de artículo que van a 
continuación, relativos al establecimiento y el ejercicio de 
la competencia respecto de los presuntos infractores.

Asegurar que los «crímenes de lesa humanidad» estén 
tipificados en el derecho penal nacional

2)  El Tribunal Militar Internacional de Núremberg reco-
noció la importancia de castigar a las personas por, entre 
otros, los crímenes de lesa humanidad cuando declaró que 
«[l]os delitos contra el derecho internacional son come-
tidos por personas físicas, no por entidades abstractas, y 
solo sancionando a las personas que cometen esos deli-
tos se pueden hacer cumplir las disposiciones del derecho 
internacional»242. Los Principios de Derecho Internacional 
Reconocidos por el Estatuto y por las Sentencias del Tri-
bunal de Núremberg, elaborados por la Comisión en 1950, 
establecían que «[t]oda persona que cometa un acto que 

242 Sentencia de 30 de septiembre de 1946, Trial of the Major War 
Criminals…, vol. XXII (véase la nota 28 supra), pág. 466.

constituya delito de derecho internacional es responsable 
del mismo y está sujeta a sanción»243. La Convención 
sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y 
de los Crímenes de Lesa Humanidad de 1968 establecía 
en su preámbulo que «la represión efectiva de […] los crí-
menes de lesa humanidad es un elemento importante para 
prevenir esos crímenes y proteger los derechos humanos y 
libertades fundamentales, y puede fomentar la confianza, 
estimular la cooperación entre los pueblos y contribuir a 
la paz y la seguridad internacionales». En el preámbulo 
del Estatuto de Roma de 1998 se afirma «que los crímenes 
más graves de trascendencia para la comunidad interna-
cional en su conjunto no deben quedar sin castigo y que, 
a tal fin, hay que adoptar medidas en el plano nacional e 
intensificar la cooperación internacional para asegurar que 
sean efectivamente sometidos a la acción de la justicia».

3)  Muchos Estados han aprobado leyes sobre los críme-
nes de lesa humanidad que prevén el enjuiciamiento de 
esos crímenes en su ordenamiento nacional. El Estatuto 
de Roma, en particular, ha inspirado la promulgación o 
revisión de varias leyes nacionales sobre los crímenes de 
lesa humanidad que definen esos crímenes en términos 
idénticos o muy similares al delito definido en el artículo 7 
del Estatuto. Asimismo, muchos Estados han aprobado 
leyes nacionales que difieren, a veces considerablemente, 
de la definición enunciada en el artículo 7. Además, hay 
otros Estados que no han aprobado ninguna legislación 
nacional sobre los crímenes de lesa humanidad. Por lo 
general, esos Estados tienen leyes penales nacionales que 
castigan de alguna manera muchos de los actos concretos 
que, en determinadas circunstancias, pueden constituir 
crímenes de lesa humanidad, como el asesinato, la tortura 
o la violación244. No obstante, esos Estados no han tipi-
ficado los crímenes de lesa humanidad como tales y esa 
laguna puede impedir el enjuiciamiento y castigo de esa 
conducta, también en lo que se refiere a su proporcionali-
dad con la gravedad del delito. 

4)  La Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes establece en 
su artículo 4, párrafo 1, que «[t]odo Estado Parte velará 
por que todos los actos de tortura constituyan delitos con-
forme a su legislación penal». El Comité contra la Tortura 
ha destacado la importancia de cumplir dicha obligación 
a fin de evitar posibles discrepancias entre el crimen defi-
nido en la Convención y el contemplado en la legislación 
nacional:

Las discrepancias graves entre la definición que figura en la 
Convención y la reflejada en la legislación nacional abren resquicios 
reales o potenciales para la impunidad. En algunos casos, aunque pueda 
utilizarse un lenguaje similar, su significado puede estar condicio-
nado por la ley o la interpretación judicial nacionales, por lo que el 
Comité pide que cada Estado parte procure que todos los poderes que 

243 Yearbook of the International Law Commission 1950, vol.  II, 
documento A/1316, pág. 374, párr. 97 (principio I).

244 Véase Prosecutor v. Simone Gbagbo, causa núm.  ICC-02/11-
01/12 OA, Judgment on the appeal of Côte d’Ivoire against the deci-
sion of Pre-Trial Chamber I of 11 December 2014 entitled “Decision on 
Côte d’Ivoire’s challenge to the admissibility of the case against Simone 
Gbagbo”, 27 de mayo de 2015, Sala de Apelaciones, Corte Penal Inter-
nacional (donde se dictaminó que el enjuiciamiento a nivel nacional por 
los delitos ordinarios de perturbación de la paz, organización de bandas 
armadas y menoscabo de la seguridad del Estado no se basaba sustan-
cialmente en la misma conducta objeto de los presuntos crímenes de lesa 
humanidad de asesinato, violación, persecución y otros actos inhumanos). 
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lo conforman se atengan a la definición establecida en la Convención a 
los efectos de determinar las obligaciones del Estado245.

5)  A fin de ayudar a evitar esas lagunas con respecto a 
los crímenes de lesa humanidad, el párrafo 1 del proyecto 
de artículo 6 dispone que todo Estado adoptará las medi-
das necesarias para que los crímenes de lesa humanidad 
como tales estén tipificados en su derecho penal. Luego, 
los párrafos 2 y 3 del proyecto de artículo 6 (que se exa-
minan más adelante) obligan además al Estado a tipificar 
algunas de las formas en que las personas físicas pueden 
cometer esos delitos. 

6)  Dado que la expresión «crímenes de lesa humanidad» 
se define en el proyecto de artículo 3, párrafos 1 a 3, la obli-
gación enunciada en el párrafo 1 del proyecto de artículo 6 
requiere que los crímenes así definidos estén tipificados en 
el derecho penal del Estado. Aunque podría haber algunas 
desviaciones respecto del texto exacto del proyecto de ar-
tículo 3, párrafos 1 a 3, para tener en cuenta cuestiones ter-
minológicas o de otra índole propias de cada Estado, esas 
desviaciones no deben dar lugar a calificaciones o altera-
ciones que se aparten significativamente del sentido de los 
crímenes de lesa humanidad definidos en el proyecto de 
artículo 3, párrafos 1 a 3. No obstante, la expresión «crí-
menes de lesa humanidad» empleada en el proyecto de 
artículo 6 (y en proyectos de artículo ulteriores) no incluye 
la cláusula «sin perjuicio» que figura en el proyecto de ar-
tículo 3, párrafo 4. Si bien esa cláusula reconoce la posibi-
lidad de incluir una definición más amplia de «crímenes de 
lesa humanidad» en cualquier instrumento internacional o 
legislación nacional, a los efectos del presente proyecto de 
artículos la definición de «crímenes de lesa humanidad» se 
limita al proyecto de artículo 3, párrafos 1 a 3.

7)  Al igual que la Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
muchos tratados de derecho internacional humanitario, 
derechos humanos y derecho penal internacional requie-
ren que los Estados partes se aseguren de que la conducta 
prohibida esté «tipificada» o «castigada» en su derecho 
interno, aunque la forma exacta en que la obligación está 
redactada varía246. Algunos tratados, como la Convención 

245 Véase Comité contra la Tortura, observación general núm.  2 
(nota  200 supra), párr.  9; véase también Comité contra la Tortura, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo octavo 
período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/58/44), cap. III, examen 
de los informes presentados por los Estados partes en virtud del artícu-
lo 19 de la Convención, Eslovenia, párr. 115 a, y Bélgica, párr. 130. 

246 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apodera-
miento Ilícito de Aeronaves, art. 2; Convención sobre la Prevención y 
el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, 
inclusive los Agentes Diplomáticos, art. 2, párr. 2; Convención Inter-
nacional contra la Toma de Rehenes, art. 2; Convención contra la Tor-
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 4; 
Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, art. 6; 
Convención sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y 
el Personal Asociado, art. 9, párr. 2; Convención Interamericana sobre 
la Desaparición Forzada de Personas, art. III; Convenio Internacional 
para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, 
art. 4; Convención de la Organización de la Unidad Africana (OUA) 
sobre la Prevención y la Lucha contra el Terrorismo, art.  2  a; Con-
venio Internacional para la Represión de la Financiación del Terro-
rismo, art. 4; Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, art. 5, párr. 1; Convención Internacional para la Protec-
ción de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 7, 
párr. 1; Convención de la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental 
(ASEAN) para la Prevención contra el Terrorismo, art. IX, párr. 1.

para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
de 1948247 y los Convenios de Ginebra de 1949248, con-
tienen la obligación de aprobar «medidas legislativas», 
pero la Comisión consideró apropiado basar el párrafo 1 
del proyecto de artículo 6 en tratados más recientes, como 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984. 

Comisión, tentativa de comisión y colaboración o 
contribución a la comisión de un crimen de lesa 
humanidad

8)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 6 establece que 
todo Estado adoptará las medidas necesarias para que estén 
tipificadas en su derecho interno ciertas formas de partici-
pación de las personas físicas en crímenes de lesa huma-
nidad, concretamente la comisión de un crimen de lesa 
humanidad, la tentativa de comisión de uno de esos crí-
menes, y el hecho de ordenar, instigar, inducir, ayudar, ser 
cómplice o de colaborar o contribuir de algún otro modo 
a la comisión o la tentativa de comisión de esos crímenes.

9)  En el contexto de los crímenes de lesa humanidad, 
el análisis de los instrumentos internacionales y las leyes 
nacionales indica que en ellos se abordan diversos tipos 
(o modos) de responsabilidad penal individual. En primer 
lugar, en todas las jurisdicciones en que se han tipificado 
los «crímenes de lesa humanidad» se imputa responsa-
bilidad penal a quien «comete» el delito (lo que a veces 
se denomina, en el derecho nacional, comisión «directa», 
«perpetración» del acto o autoría «principal» en la comi-
sión del acto). Por ejemplo, en el artículo 6 del Estatuto 
de Núremberg se establece que el Tribunal Militar Inter-
nacional será competente para juzgar a «aquellas personas 
que, actuando en defensa de los intereses de los países del 
Eje Europeo, cometieron los delitos que constan a conti-
nuación, ya fuera individualmente o como miembros de 
organizaciones». Asimismo, los Estatutos del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia249 y el Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda250 establecen que una persona 
que haya «cometido» crímenes de lesa humanidad «será 
individualmente responsable de ese crimen». El Estatuto 
de Roma establece que «[q]uien cometa un crimen de 
la competencia de la Corte será responsable individual-
mente y podrá ser penado» y «será penalmente respon-
sable y podrá ser penado por la comisión de un crimen de 
la competencia de la Corte quien: a) [c]ometa ese crimen 
por sí solo [o] con otro»251. Asimismo, los instrumentos 
que regulan el Tribunal Especial para Sierra Leona252, las 
Salas Especiales de Delitos Graves de Timor Oriental253, 

247 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio, art. V.

248 Convenio de Ginebra  I; Convenio de Ginebra  II; Convenio de 
Ginebra III; Convenio de Ginebra IV. Véase el comentario de 2016 del 
CICR sobre el artículo 49 (Sanciones penales) del Convenio de Gine-
bra I; puede consultarse en www.icrc.org.

249 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 7, 
párr. 1.

250 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art.  6, 
párr. 1.

251 Estatuto de Roma, art. 25, párrs. 2 y 3 a.
252 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 6.
253 Administración de Transición de las Naciones  Unidas en Timor 

Oriental, Reglamento núm. 2000/15 sobre el establecimiento de salas con 
competencia exclusiva sobre delitos graves (UNTAET/REG/2000/15), 
art. 5 (en adelante, «Estatuto del Tribunal para Timor Oriental»). 

http://undocs.org/es/A/58/44
https://www.icrc.org/
http://www.un.org/en/peacekeeping/missions/past/etimor/untaetR/Reg0015E.pdf
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las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya254, el 
Tribunal Penal Supremo del Iraq255 y las Salas Africanas 
Extraordinarias del sistema judicial senegalés256 estable-
cen la responsabilidad penal de quien «cometa» crímenes 
de lesa humanidad. Las leyes nacionales que se ocupan de 
los crímenes de lesa humanidad tipifican invariablemente 
la «comisión» de esos crímenes. En los tratados sobre 
otros tipos de delitos también se exhorta sistemáticamente 
a los Estados partes a que aprueben legislación nacional 
que prohíba la «comisión» de esos delitos. Por ejemplo, 
la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito 
de Genocidio de 1948 establece la responsabilidad penal 
individual por la «comisión» de actos de genocidio257.

10)  En segundo lugar, en todas esas jurisdicciones 
nacionales o internacionales también se establece, en 
mayor o menor medida, la responsabilidad penal de quien 
participe en el delito en grado distinto a la «comisión». 
Tal conducta puede adoptar la forma de «tentativa» de 
comisión del delito, o de actuación como «cooperador» o 
«cómplice» en la comisión del delito o en la tentativa de 
cometerlo. Por lo que respecta a la «tentativa» de comi-
sión del delito, los Estatutos del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia, el Tribunal Penal Internacional 
para Rwanda y el Tribunal Especial para Sierra Leona 
no contenían ninguna disposición sobre ese tipo de res-
ponsabilidad. En cambio, el Estatuto de Roma prevé la 
responsabilidad penal de quien intente cometer el crimen, 
a menos que desista de la comisión del crimen o impida 
de otra forma que se consume258. En la causa Banda y 
Jerbo, una Sala de Cuestiones Preliminares afirmó que, 
para que existiera responsabilidad penal por la tentativa, 
era «preciso dilucidar si, en el curso normal de los acon-
tecimientos, la conducta del autor habría dado lugar a la 
consumación del crimen de no haberse producido las cir-
cunstancias ajenas a su control»259.

11)  En tercer lugar, con respecto a la responsabilidad 
«accesoria», dicho concepto se aborda en diversos instru-
mentos internacionales con expresiones como «ordenar», 
«proponer», «inducir», «instigar», «incitar», «ayudar y ser 
cómplice», «conspirar para la comisión», «ser cómplice 

254 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales 
de Camboya, art. 5. Véase también Acuerdo entre las Naciones Unidas 
y el Gobierno Real de Camboya relativo al Procesamiento con arreglo 
al Derecho de Camboya de los Crímenes Cometidos durante el Período 
de  la Kampuchea Democrática (Phnom Penh, 6  de junio de  2003), 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2329, núm. 41723, pág. 117.

255 Estatuto del Tribunal Especial del Iraq, ILM, vol.  43 (2004), 
pág. 231, art. 10 b (en adelante, «Estatuto del Tribunal Penal Supremo 
del Iraq»). El Gobierno Provisional del Iraq promulgó un nuevo esta-
tuto en 2005, tomando como referencia el estatuto anterior, que cambió 
el nombre del tribunal por el de «Tribunal Penal Supremo del Iraq». 
Véase la Ley del Tribunal Penal Supremo del Iraq, Ley núm. 10, Bole-
tín Oficial de la República del Iraq, vol. 47, núm. 4006, de 18 de octu-
bre de 2005.

256 Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias creadas en los tri-
bunales del Senegal para enjuiciar los crímenes internacionales cometi-
dos en el Chad entre el 7 de junio de 1982 y el 1 de diciembre de 1990, 
ILM, vol.  52 (2013), págs.  1028 y 1029, arts.  4  b y 6 (en adelante, 
«Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias»).

257 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio, arts. III a y IV.

258 Estatuto de Roma, art. 25, párr. 3 f. 
259 Prosecutor v. Abdallah Banda Abakaer Nourain and Saleh 

Mohammed Jerbo Jamus, causa núm. ICC-02/05-03/09, corrección de 
la decisión sobre la confirmación de los cargos de 7 de marzo de 2011, 
Sala de Cuestiones Preliminares I, Corte Penal Internacional, párr. 96.

en», «participar en» o «asociarse para delinquir». Así, el 
Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia 
establece que «[l]a persona que haya planeado, instigado 
u ordenado la comisión de algunos de los crímenes seña-
lados en los artículos 2 a 5 del presente Estatuto, o lo haya 
cometido o haya ayudado en cualquier otra forma a pla-
nearlo, prepararlo o ejecutarlo, será individualmente res
ponsable de ese crimen»260. El Estatuto del Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda utiliza términos prácticamente 
idénticos261. Ambos Tribunales han condenado a acusados 
por su participación en delitos de su respectiva competen-
cia262. Del mismo modo, los instrumentos que regulan el 
Tribunal Especial para Sierra Leona263, las Salas Especia-
les de Delitos Graves de Timor Oriental264, las Salas Espe-
ciales de los Tribunales de Camboya265, el Tribunal Penal 
Supremo del Iraq266 y las Salas Africanas Extraordinarias 
del sistema judicial senegalés267 establecían la responsabi-
lidad penal de quien, de una forma u otra, participe en la 
comisión de crímenes de lesa humanidad.

12)  En el Estatuto de Roma se prevé la responsabilidad 
penal de quien «[c]ometa ese crimen […] por conducto de 
otro», de quien «[o]rdene, proponga o induzca la comi-
sión de ese crimen, ya sea consumado o en grado de tenta-
tiva», de quien, «[c]on el propósito de facilitar la comisión 
de ese crimen, sea cómplice o encubridor o colabore de 
algún modo en la comisión o la tentativa de comisión del 
crimen, incluso suministrando los medios para su comi-
sión», o de quien «[c]ontribuya de algún otro modo en la 
comisión o tentativa de comisión del crimen por un grupo 
de personas que tengan una finalidad común», con suje-
ción a ciertas condiciones268. La Comisión decidió utilizar 
los distintos términos incluidos en el Estatuto de Roma 
como base de los términos empleados en el párrafo 2 del 
proyecto de artículo 6.

13)  Por lo general, se considera que en esos diversos 
instrumentos internacionales los conceptos conexos de 
«proponer», «inducir» y «ayudar y ser cómplice» en la 
comisión del crimen incluyen la planificación, la pro-
posición, la conspiración y, lo que es más importante, 
la incitación directa a otra persona a que realice el acto 
constitutivo de delito. De hecho, la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio no solo 
se ocupa de la comisión de genocidio, sino también de 

260 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 7, 
párr.  1. El Tribunal ha analizado ese tipo de responsabilidad penal 
en diversas decisiones. Véase, por ejemplo, Tadić, fallo, 15  de julio 
de 1999 (nota 46 supra), pág. 189, párr. 220 (donde se afirmó que «la 
noción de propósito común como forma de responsabilidad en calidad 
de cómplice está firmemente establecida en el derecho internacional 
consuetudinario»).

261 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art.  6, 
párr. 1.

262 Véase, por ejemplo, Furundžija, fallo, 10 de diciembre de 1998 
(nota 26 supra), párr.  246 (donde se señala que «si es consciente de 
que es probable que se cometa alguno de los crímenes, y uno de esos 
crímenes se comete efectivamente, entonces ha tenido la intención de 
facilitar la comisión de ese crimen y es culpable de complicidad»).

263 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 6, párr. 1.
264 Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 14.
265 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales 

de Camboya, art. 29.
266 Estatuto del Tribunal Penal Supremo del Iraq, art. 15.
267 Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias, art. 10.
268 Estatuto de Roma, art. 25, párr. 3 a a d.
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la «asociación para cometer genocidio», la «instigación 
directa y pública a cometer genocidio», la «tentativa de 
genocidio» y la «complicidad en el genocidio»269. La 
Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Críme-
nes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad 
establece, en términos generales, que «[s]i se cometiere 
alguno de los crímenes mencionados en el artículo I, las 
disposiciones de la presente Convención se aplicarán a los 
representantes de la autoridad del Estado y a los particula-
res que participen como autores o cómplices o que inciten 
directamente a la perpetración de alguno de esos críme-
nes, o que conspiren para cometerlos, cualquiera que sea 
su grado de desarrollo, así como a los representantes de la 
autoridad del Estado que toleren su perpetración»270.

14)  Además, en esos diversos instrumentos, el concepto 
de «ordenar» la comisión del crimen difiere del concepto 
de responsabilidad del «jefe» u otro superior (y lo com-
plementa). Aquí, «ordenar» hace referencia a la responsa-
bilidad penal del superior por dar instrucciones explícitas 
de que se cometa el acto constitutivo de delito. En cambio, 
la responsabilidad del jefe u otro superior hace referencia 
a la responsabilidad penal del superior por no actuar: en 
concreto, en situaciones en que el superior hubiera sabido 
o tenido motivos para saber que los subordinados se dis-
ponían a cometer esos actos, o que los habían cometido 
ya, y no tomó las medidas necesarias y razonables para 
impedir tales actos o castigar a los autores.

15)  Los tratados que se ocupan de crímenes distintos 
de los crímenes de lesa humanidad suelen establecer la 
responsabilidad penal de las personas que participan en 
la comisión del delito utilizando una terminología amplia 
que no pretende requerir a los Estados que modifiquen 
una terminología o unas modalidades preferidas que están 
consagradas en su legislación nacional. En otras palabras, 
esos tratados utilizan términos generales en lugar de un 
lenguaje detallado, lo que permite a los Estados establecer 
los detalles precisos de la responsabilidad penal mediante 
las leyes, la jurisprudencia y la tradición jurídica naciona-
les. Por ejemplo, la Convención Internacional para la Pro-
tección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas de 2006 establece, en términos generales, que 
«[l]os Estados Partes tomarán las medidas necesarias para 
considerar penalmente responsable por lo menos […] [a] 
toda persona que cometa, ordene, o induzca a la comisión 
de una desaparición forzada, intente cometerla, sea cóm-
plice o participe en la misma»271. El texto del párrafo 2 
del proyecto de artículo 6 sigue el mismo planteamiento. 

Responsabilidad de los jefes u otros superiores

16)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 6 trata la cues-
tión de la responsabilidad de los jefes u otros superiores. 
En general, este párrafo establece que los superiores son 
penalmente responsables de los crímenes de lesa huma-
nidad cometidos por sus subordinados cuando el superior 
haya incurrido en negligencia en el cumplimiento de sus 
funciones en relación con la conducta del subordinado.

269 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio, art. III b a e.

270 Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, art. II.

271 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 6, párr. 1 a.

17)  Las jurisdicciones internacionales que se han ocu-
pado de los crímenes de lesa humanidad imputan respon-
sabilidad penal a los jefes militares u otros superiores por 
los delitos cometidos por sus subordinados en determi-
nadas circunstancias272. En particular, los Tribunales de 
Núremberg y Tokio recurrieron a la responsabilidad de 
los jefes en relación tanto con los mandos militares como 
con los civiles, enfoque que influyó en tribunales poste-
riores273. Como señaló una Sala de Primera Instancia del 
Tribunal Penal Internacional para Rwanda en la causa 
Fiscalía c. Alfred Musema, «[e]n cuanto a la cuestión de 
si el tipo de responsabilidad penal individual mencionado 
en el artículo 6 3) del Estatuto [del Tribunal Penal Inter-
nacional para Rwanda] es de aplicación también a perso-
nas tanto de la autoridad militar como civil, es importante 
señalar que, en los juicios ante el Tribunal de Tokio, las 
autoridades civiles fueron declaradas culpables de críme-
nes de guerra en aplicación de este principio»274.

18)  Según el Estatuto del Tribunal Internacional para la 
ex-Yugoslavia, «[e]l hecho de que cualquiera de los actos 
mencionados en los artículos 2 a 5 del presente Estatuto 
haya sido cometido por un subordinado no eximirá de 
responsabilidad penal a su superior si este sabía o tenía 
razones para saber que el subordinado iba a cometer 
tales actos o los había cometido y no adoptó las medidas 
necesarias y razonables para impedir que se cometieran 
o para castigar a quienes los perpetraron»275. Varios acu-
sados fueron condenados por el Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia sobre esa base276. El Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional para Rwanda está redactado 
en los mismos términos277, y dicho Tribunal también ha 
impuesto condenas sobre esa base278. Los instrumentos 
que regulan el Tribunal Especial para Sierra Leona279, el 
Tribunal Especial para el Líbano280, las Salas Especiales 

272 Véase, por ejemplo, United States of America v. Wilhelm von 
Leeb, et al. (causa del «Alto mando»), Trials of War Criminals before 
the Nuernberg Military Tribunals, vol. XI, Washington D.C., Oficina de 
Impresión del Gobierno de los Estados Unidos, 1950, págs. 543 y 544.

273 Ibíd.; véanse también M. C. Bassiouni (ed.), International Crim-
inal Law, 3ª ed., vol. III, International Enforcement, Leiden, Martinus 
Nijhoff, 2008, pág. 461; y K. J. Heller, The Nuremberg Military Tri
bunals and the Origins of International Criminal Law, Oxford, Oxford 
University Press, 2011, págs. 262 y 263.

274 Véase Prosecutor v. Alfred Musema, causa núm.  ICTR-96-13-T, 
fallo y pena, 27 de enero de 2000, Sala de Primera Instancia I, Tribunal 
Penal Internacional para Rwanda, Reports of Orders, Decisions and Jud-
gements 2000, vol. II, págs. 1512 y ss., en especial pág. 1562, párr. 132.

275 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 7, 
párr. 3.

276 Véanse, por ejemplo, Prosecutor v. Zlatko Aleksovski, causa 
núm.  IT-95-14/1-T, fallo, 25 de junio de  1999, Sala de Primera Ins-
tancia, Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, Judicial Reports 
1999, págs.  513 y ss., en especial págs.  565 a 573, párrs.  66 a 77; 
Prosecutor v. Zejnil Delalić et al., causa núm. IT-96-21-T, fallo, 16 de 
noviembre de 1998, Sala de Primera Instancia, Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia, Judicial Reports 1998, vol. 2, págs. 951 y ss., en 
especial págs. 1201 a 1255 y 1385 a 1523, párrs. 330 a 400 y 605 a 810.

277 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art.  6, 
párr. 3.

278 Véase Akayesu, fallo, 2 de septiembre de 1998 (nota 53 supra); 
Prosecutor v. Jean Kambanda, causa núm. ICTR-97-23-S, fallo y pena, 
4  de septiembre de  1998, Sala de Primera Instancia, Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda, Reports of Orders, Decisions and Judge-
ments 1998, vol. II, págs. 780 y ss.

279 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 6, párr. 3.
280 Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, resolución 1757 

(2007) del Consejo de Seguridad, de 30 de mayo de 2007 (incluidos el 
anexo y el apéndice), art. 3, párr. 2.

http://undocs.org/es/S/RES/1757(2007)
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de Delitos Graves de Timor Oriental281, las Salas Espe-
ciales de los Tribunales de Camboya282, el Tribunal Penal 
Supremo del Iraq283 y las Salas Africanas Extraordinarias 
del sistema judicial senegalés284 están redactados en tér-
minos similares.

19)  El artículo 28 del Estatuto de Roma contiene una 
norma detallada que prevé la imputación de responsabi-
lidad penal al jefe militar, o a quien actúe efectivamente 
como jefe militar, por los actos de otras personas285. En 
general, la responsabilidad penal surge cuando: a) existe 
una relación de subordinación; b)  el jefe sabía o debía 
haber sabido que sus subordinados estaban cometiendo 
o se disponían a cometer el delito; y c) el jefe no adoptó 
todas las medidas necesarias y razonables a su alcance 
para prevenir o reprimir su comisión o para someter el 
asunto a investigación y enjuiciamiento. Esa norma ha 
comenzado a influir en el desarrollo de la «responsabili-
dad de los jefes» en los ordenamientos jurídicos naciona-
les, tanto en el contexto penal como civil. El artículo 28 
también aborda la cuestión de las «relaciones entre su-
perior y subordinado» en un contexto civil o no militar. 
Entre esos superiores figuran los civiles que «dirigen» 
pero no «participan» en actividades militares. En estos 
casos, la responsabilidad penal surge cuando: a)  existe 
una relación de subordinación; b)  el superior civil tuvo 
conocimiento o hizo caso omiso deliberadamente de 
información sobre los delitos; c)  los delitos guardaban 
relación con actividades bajo la responsabilidad y el con-
trol efectivos del superior; y d) el superior no adoptó todas 
las medidas necesarias y razonables a su alcance para pre-
venir o reprimir la comisión de todos los delitos o para 
someter el asunto a investigación y enjuiciamiento.

20)  Una Sala de Primera Instancia de la Corte Penal 
Internacional aplicó esta norma cuando condenó a Jean-
Pierre Bemba Gombo en marzo de 2016 por crímenes de 
lesa humanidad. Entre otras cosas, la Sala de Primera Ins-
tancia entendió que el Sr. Bemba actuaba efectivamente 
como jefe militar que tenía conocimiento de que las fuer-
zas del Movimiento para la Liberación del Congo bajo 
su autoridad y control efectivos estaban cometiendo o se 
proponían cometer los crímenes imputados. Además, la 
Sala de Primera Instancia entendió que el Sr. Bemba no 
había adoptado todas las medidas necesarias y razonables 
para impedir o reprimir la comisión de crímenes por sus 
subordinados durante las operaciones militares de 2002 
y 2003 en la República Centroafricana, ni para poner el 
asunto en manos de las autoridades competentes después 
de que se hubieran cometido los crímenes286.

21)  Las leyes nacionales también suelen establecer este 
tipo de responsabilidad penal respecto de los crímenes de 
guerra, el genocidio y los crímenes de lesa humanidad, 
pero se utilizan criterios distintos. Asimismo, hay Estados 

281 Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 16.
282 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales 

de Camboya, art. 29.
283 Estatuto del Tribunal Penal Supremo del Iraq, art. 15.
284 Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias, art. 10.
285 Véase, por ejemplo, Kordić, fallo, 26  de febrero de  2001 

(nota 46 supra), párr. 369.
286 Bemba, fallo, 21  de marzo de  2016 (véase la nota  58 supra), 

párrs. 630, 638 y 734.

que no cuentan con tal norma en el contexto de los críme-
nes de lesa humanidad. Por ello, la Comisión consideró 
apropiado establecer un criterio claro a fin de promover la 
armonización de las leyes nacionales sobre la cuestión287. 
A tal fin, el párrafo 3 del proyecto de artículo 6 se basa en 
el criterio establecido en el Estatuto de Roma.

22)  Los tratados que se ocupan de delitos distintos de los 
crímenes de lesa humanidad también suelen recoger como 
delito la responsabilidad de los jefes u otros superiores288.

Órdenes de un superior

23)  El párrafo 4 del proyecto de artículo 6 dispone que 
todo Estado adoptará las medidas necesarias para que el 
hecho de que uno de los delitos mencionados en el ar-
tículo se cometiera en cumplimiento de una orden de un 
Gobierno o de un superior, militar o civil, no sea motivo 
para eximir de responsabilidad penal a un subordinado.

24)  Todas las jurisdicciones que recogen los crímenes 
de lesa humanidad prevén, en una u otra medida, circuns-
tancias que eximen de la responsabilidad penal sustantiva. 
Por ejemplo, la mayoría de las jurisdicciones excluyen la 
responsabilidad penal si el presunto autor tenía una enfer-
medad mental que le impedía apreciar la ilicitud de su 
comportamiento. En algunas jurisdicciones se establece 
que el estado de embriaguez también excluye la respon-
sabilidad penal, al menos en algunas circunstancias. El 
hecho de que una persona actúe en defensa propia tam-
bién puede eximirla de responsabilidad, al igual que 
actuar bajo coacción como resultado de una amenaza de 
muerte o daño inminente. En algunos casos, la persona ha 
de haber alcanzado una edad determinada para ser penal-
mente responsable. Las circunstancias concretas varían 
según la jurisdicción y, con respecto a los ordenamientos 
nacionales, suelen inscribirse en el enfoque de esa juris-
dicción respecto de la responsabilidad penal en general, 
no solo en el contexto de los crímenes de lesa humanidad.

25)  Al mismo tiempo, la mayoría de las jurisdicciones 
que recogen los crímenes de lesa humanidad establecen 
que los autores de esos crímenes no pueden invocar como 
circunstancia eximente de la responsabilidad penal haber 
recibido de un superior la orden de cometer el delito289. El 
artículo 8 del Estatuto de Núremberg establece que «[e]l  
hecho de que el acusado actuara obedeciendo órdenes 

287 Véase el informe de la Comisión de Derechos Humanos sobre 
su sexagésimo primer período de sesiones, Documentos Oficiales del 
Consejo Económico y Social, 2005, Suplemento núm. 3 (E/2005/23-E/
CN.4/2005/135), resolución 2005/81 sobre la impunidad, de 21 de abril 
de 2005, párr. 6 (donde se insta «a todos los Estados a que velen por que 
todos los mandos militares y otros mandos tengan conocimiento de las 
circunstancias en que puedan ser tenidos por responsables penalmente 
en virtud del derecho internacional por […] crímenes de lesa humani-
dad […] incluidos, en ciertas circunstancias, los delitos cometidos por 
subordinados bajo su autoridad y control efectivos»).

288 Véanse, por ejemplo, Protocolo Adicional a los Convenios de 
Ginebra de 12 de agosto de 1949 relativo a la Protección de las Víc-
timas de los Conflictos Armados Internacionales (Protocolo I), art. 86, 
párr. 2; Convención Internacional para la Protección de Todas las Per-
sonas contra las Desapariciones Forzadas, art. 6, párr. 1. 

289 Véase la resolución  2005/81 de la Comisión de Derechos 
Humanos sobre la impunidad (nota 287 supra), párr. 6 (donde se insta 
a todos los Estados «a que garanticen que todo el personal pertinente 
esté informado de las limitaciones que el derecho internacional esta-
blece a las circunstancias eximentes de responsabilidad por cumplir 
órdenes superiores»).

http://undocs.org/es/E/CN.4/2005/135
http://undocs.org/es/E/CN.4/2005/135
https://www.google.ch/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&ved=0ahUKEwj-mpTC4YHPAhWK2hoKHRaDAUAQFgglMAA&url=http%3A%2F%2Fap.ohchr.org%2Fdocuments%2FS%2FCHR%2Fresolutions%2FE-CN_4-RES-2005-81.doc&usg=AFQjCNHLHBxfyWt7b7-gc2eCNEFteUTY-g&cad=rja
https://www.google.ch/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&ved=0ahUKEwj-mpTC4YHPAhWK2hoKHRaDAUAQFgglMAA&url=http%3A%2F%2Fap.ohchr.org%2Fdocuments%2FS%2FCHR%2Fresolutions%2FE-CN_4-RES-2005-81.doc&usg=AFQjCNHLHBxfyWt7b7-gc2eCNEFteUTY-g&cad=rja
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de su Gobierno o de un superior no le exonerará de res-
ponsabilidad, pero podrá considerarse un atenuante al 
determinar la condena si el Tribunal estima que la jus-
ticia así lo exige». De conformidad con el artículo 8, el 
Tribunal Militar Internacional entendió que el hecho de 
que «se haya ordenado a un soldado que mate o torture 
en vulneración del derecho internacional de la guerra 
jamás ha sido admitido como eximente para tales actos 
de brutalidad»290. Del mismo modo, el artículo 6 del Esta-
tuto de Tokio establece que «[n]i el cargo oficial que haya 
ocupado un acusado en cualquier momento, ni el hecho 
de que un acusado haya actuado en cumplimiento de una 
orden de su Gobierno o de un superior será, por sí mismo, 
suficiente para eximir a dicho acusado de responsabilidad 
por cualquiera de los crímenes de que se le acuse, pero 
tales circunstancias podrán ser consideradas como ate-
nuantes de la pena si el Tribunal determina que la justicia 
así lo requiere».

26)  Si bien el artículo 33 del Estatuto de Roma prevé 
una eximente limitada de responsabilidad en el caso de 
órdenes de superiores, lo hace exclusivamente con res-
pecto a los crímenes de guerra; las órdenes de cometer 
actos de genocidio o crímenes de lesa humanidad no 
entran en el ámbito de aplicación de la eximente. Los 
instrumentos que regulan el Tribunal Internacional para 
la ex-Yugoslavia291, el Tribunal Penal Internacional para 
Rwanda292, el Tribunal Especial para Sierra Leona293, el 
Tribunal Especial para el Líbano294, las Salas Especiales 
de Delitos Graves de Timor Oriental295, las Salas Espe-
ciales de los Tribunales de Camboya296, el Tribunal Penal 
Supremo del Iraq297 y las Salas Africanas Extraordina-
rias del sistema judicial senegalés298 excluyen también 
las órdenes de superiores como eximente. Si bien no se 
aceptan las órdenes de superiores como eximente para 
ser enjuiciado por un delito, algunas de las jurisdicciones 
internacionales y nacionales mencionadas anteriormente 
permiten que las órdenes de un superior sirvan de circuns-
tancia atenuante en la fase de imposición de la pena299.

27)  Esa exclusión de las órdenes de un superior como 
eximente existe en diversos tratados que se ocupan de 
delitos, a saber: la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 
1984300, la Convención Interamericana para Prevenir y 

290 Sentencia de 30 de septiembre de 1946, Trial of the Major War 
Criminals…, vol. XXII (véase la nota 28 supra), pág. 466. 

291 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 7, 
párr. 4.

292 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art.  6, 
párr. 4.

293 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 6, párr. 4.
294 Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, art. 3, párr. 3.
295 Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 21.
296 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales 

de Camboya, art. 29.
297 Estatuto del Tribunal Penal Supremo del Iraq, art. 15.
298 Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias, art. 10, párr. 5.
299 Véanse, por ejemplo, Estatuto del Tribunal Internacional para la 

ex-Yugoslavia, art. 7, párr. 4; Estatuto del Tribunal Penal Internacional 
para Rwanda, art. 6, párr. 4; Estatuto del Tribunal Especial para Sierra 
Leona, art. 6, párr. 4; Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 21.

300 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, art.  2, párr.  3 («No podrá invocarse una 
orden de un funcionario superior o de una autoridad pública como jus-
tificación de la tortura»).

Sancionar la Tortura de 1985301, la Convención Intera-
mericana sobre la Desaparición Forzada de Personas de 
1994302 y la Convención Internacional para la Protección 
de Todas las Personas contra las Desapariciones Forza-
das de 2006303. En el contexto de la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, el Comité contra la Tortura ha criticado la 
legislación nacional que permite ese tipo de eximente o 
que es ambigua al respecto304. En algunos casos, se plan-
tea el problema de la existencia en el derecho interno de 
un Estado de lo que se denomina eximente de «obediencia 
debida»305.

Cargo oficial

28)  En el párrafo 5 del proyecto de artículo 6 se esta-
blece que el hecho de que el delito fuera cometido «por 
una persona que ocupase un cargo oficial» no excluye 
la responsabilidad penal sustantiva. La imposibilidad de 
hacer valer la existencia de un cargo oficial como cir-
cunstancia eximente de la responsabilidad penal ante los 
tribunales penales internacionales es un principio bien 
establecido del derecho internacional. Según el Estatuto 
de Núremberg: «No se considerará que la posición ofi-
cial de los acusados, sea como Jefes de Estado o como 
altos funcionarios de dependencias gubernamentales, les  
exonere de responsabilidad o constituya una circunstancia 
atenuante»306. Los Principios de Derecho Internacional 
Reconocidos por el Estatuto y por las Sentencias del Tri-
bunal de Núremberg de la Comisión de 1950 establecen 
que «[e]l hecho de que la persona que haya cometido un 
acto que constituya delito de derecho internacional [es 
decir, crímenes de lesa humanidad, crímenes contra la paz 
y crímenes de guerra] haya actuado como Jefe de Estado 

301 Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
art. 4 («El hecho de haber actuado bajo órdenes superiores no eximirá 
de la responsabilidad penal correspondiente»).

302 Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de 
Personas, art. VIII («No se admitirá la eximente de la obediencia debida 
a órdenes o instrucciones superiores que dispongan, autoricen o alien-
ten la desaparición forzada. Toda persona que reciba tales órdenes tiene 
el derecho y el deber de no obedecerlas»).

303 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 6, párr. 2 («Ninguna orden 
o instrucción de una autoridad pública, sea esta civil, militar o de otra 
índole, puede ser invocada para justificar un delito de desaparición for-
zada»). En su fase de proyecto, este párrafo «fue ampliamente apro-
bado». Véase Comisión de Derechos Humanos, informe del Grupo de 
Trabajo entre períodos de sesiones, de composición abierta, encargado 
de elaborar un proyecto de instrumento normativo jurídicamente vincu-
lante para la protección de todas las personas contra las desapariciones 
forzadas (E/CN.4/2004/59), párr. 72 (véase también Declaración sobre 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 
(nota 165 supra), art. 6).

304 Informe del Comité contra la Tortura, Documentos Oficiales de 
la Asamblea General, sexagésimo primer período de sesiones, Suple-
mento núm. 44 (A/61/44), cap. III, examen de los informes presentados 
por los Estados partes en virtud del artículo 19 de la Convención, Gua-
temala, párr. 32.13.

305 Véase, por ejemplo, el informe del Comité contra la Tortura, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, quincuagésimo noveno 
período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/59/44), cap. III, examen 
de los informes presentados por los Estados partes en virtud del ar-
tículo 19 de la Convención, Chile, párr. 56 i; véase también ibíd., sexa-
gésimo período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/60/44), cap.  III, 
examen de los informes presentados por los Estados partes en virtud del 
artículo 19 de la Convención, Argentina, párr. 31 a (donde se encomia a 
la Argentina por declarar la «nulidad absoluta» de su Ley de Obedien-
cia Debida).

306 Estatuto de Núremberg, art. 7.

http://undocs.org/es/E/CN.4/2004/59
http://undocs.org/es/A/61/44
http://undocs.org/es/A/59/44
http://undocs.org/es/A/60/44
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o como autoridad del Estado no la exime de responsabi-
lidad conforme al derecho internacional»307. El Estatuto 
de Tokio establece que «[n]i el cargo oficial que haya 
ocupado un acusado en cualquier momento, ni el hecho 
de que un acusado haya actuado en cumplimiento de una 
orden de su Gobierno o de un superior será, por sí mismo, 
suficiente para eximir a dicho acusado de responsabilidad 
por cualquiera de los crímenes de que se le acuse, pero 
tales circunstancias podrán ser consideradas como ate-
nuantes de la pena si el Tribunal determina que la justicia 
así lo requiere»308.

29)  El proyecto de código de delitos contra la paz y la 
seguridad de la humanidad, aprobado por la Comisión 
en 1954, establecía que «[e]l hecho de que una persona 
haya actuado como Jefe de un Estado o como autori-
dad del Estado no le eximirá de responsabilidad por la 
perpetración de cualquiera de los delitos definidos en el 
presente código»309. El proyecto de código de crímenes 
contra la paz y la seguridad de la humanidad, aprobado 
por la Comisión en 1996, establece que «[e]l carácter ofi-
cial del autor de un crimen contra la paz y la seguridad de 
la humanidad, incluso si actuó como Jefe de Estado o de 
Gobierno, no lo eximirá de responsabilidad criminal ni 
atenuará su castigo»310. El Estatuto de Roma establece lo 
siguiente: «El presente Estatuto será aplicable por igual 
a todos sin distinción alguna basada en el cargo oficial. 
En particular, el cargo oficial de una persona, sea Jefe de 
Estado o de Gobierno, miembro de un gobierno o parla-
mento, representante elegido o funcionario de gobierno, 
en ningún caso la eximirá de responsabilidad penal ni 
constituirá per se motivo para reducir la pena»311.

30)  La imposibilidad de utilizar el cargo oficial como 
circunstancia eximente de responsabilidad penal también 
se aborda en algunos tratados relativos a la competencia 
penal nacional. Por ejemplo, la Convención para la Pre-
vención y la Sanción del Delito de Genocidio de 1948 
establece que las personas «serán castigadas, ya se trate 
de gobernantes, funcionarios o particulares»312. La Con-
vención Internacional sobre la Represión y el Castigo del 
Crimen de Apartheid de 1973 establece que «[s]e consi-
derarán criminalmente responsables en el plano interna-
cional […] los representantes del Estado, tanto si residen 
en el territorio del Estado en que se perpetran los actos 
como en cualquier otro Estado»313.

31)  Habida cuenta de esos precedentes, la Comisión 
consideró oportuno incluir el párrafo 5, que establece que 
«[t]odo Estado adoptará las medidas necesarias para que, 
en su derecho penal, el hecho de que alguno de los delitos 

307 Yearbook of the International Law Commission 1950, vol.  II, 
documento A/1316, pág. 375 (principio III). Aunque el principio III se 
basa en el artículo 7 del Estatuto de Núremberg, la Comisión omitió la 
expresión «o constituya una circunstancia atenuante», al entender que 
era una cuestión que correspondía decidir al tribunal competente (ibíd., 
párr. 104).

308 Estatuto de Tokio, art. 6. 
309 Yearbook of the International Law Commission 1954, vol.  II, 

documento A/2693, párr. 54, pág. 152, art. 3.
310 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 29, art. 7.
311 Estatuto de Roma, art. 27, párr. 1.
312 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-

cidio, art. IV. 
313 Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del 

Crimen de Apartheid, art. III.

mencionados en el presente proyecto de artículo fuera 
cometido por una persona que ocupase un cargo oficial 
no sea motivo para eximirla de responsabilidad penal». 
A los fines del presente proyecto de artículos, el párrafo 5 
significa que un presunto infractor no puede invocar su 
cargo oficial como circunstancia eximente de su responsa-
bilidad penal. En cambio, el párrafo 5 no afecta a ninguna 
inmunidad procesal de la que un funcionario de un Estado 
extranjero pueda gozar ante una jurisdicción penal nacio-
nal, dado que esas inmunidades siguen rigiéndose por el 
derecho internacional convencional y consuetudinario314. 
Además, el párrafo 5 debe entenderse sin perjuicio de la 
labor de la Comisión sobre el tema «Inmunidad de juris-
dicción penal extranjera de los funcionarios del Estado». 

32)  La Comisión no consideró necesario especificar en 
el párrafo 5 que el cargo oficial no puede alegarse como 
atenuante o motivo para reducir la pena, ya que la cues-
tión del castigo se aborda en el párrafo 7 del proyecto de 
artículo 6. Según ese párrafo, los Estados están obligados, 
en todas las circunstancias, a velar por que los crímenes 
de lesa humanidad sean castigados con penas apropia-
das que tengan en cuenta su gravedad. Debe entenderse 
con esa redacción que se excluye la posibilidad de que 
se invoque el cargo oficial como atenuante o motivo para 
reducir la pena.

Prescripción

33)  Una posible restricción para el enjuiciamiento de 
una persona por crímenes de lesa humanidad en el dere-
cho interno es la aplicación de un «plazo de prescripción», 
a saber, una norma que prohíbe el enjuiciamiento del pre-
sunto infractor si entre la comisión del crimen y el inicio 
del enjuiciamiento ha transcurrido un período de tiempo 
superior a un número determinado de años. El párrafo 6 
del proyecto de artículo 6 dispone que todo Estado adop-
tará las medidas necesarias para que los delitos menciona-
dos en el proyecto de artículo no prescriban.

34)  No se estableció ninguna norma sobre prescripción 
en relación con los delitos internacionales, incluidos los 
crímenes de lesa humanidad, en los Estatutos de Núrem-
berg o Tokio, ni tampoco en los instrumentos constituti-
vos del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, el 

314 Véase, por ejemplo, Arrest Warrant of 11 April 2000 (Demo-
cratic Republic of the Congo v. Belgium), fallo, I.C.J. Reports 2002, 
págs. 3 y ss., en especial pág. 25, párr. 60 («La inmunidad de juris-
dicción penal y la responsabilidad penal individual son conceptos 
muy distintos. Mientras que la inmunidad jurisdiccional tiene carácter 
procesal, la responsabilidad penal es una cuestión de derecho sustan-
tivo»). Véase también Situation in Darfur, Sudan, in the Case of the 
Prosecutor v. Omar Hassan Ahmad Al-Bashir, causa núm. ICC-02/05-
01/09, decisión en virtud del artículo  87, párrafo  7, del Estatuto de 
Roma sobre el no cumplimiento por parte de Sudáfrica de la solicitud 
formulada por la Corte para la detención y entrega de Omar Al-Bashir, 
6  de julio de  2017, Sala de Cuestiones Preliminares II, Corte Penal 
Internacional, párr. 109 («[L]a Convención contra el Genocidio, a dife-
rencia de lo que establece el Estatuto [de Roma] en su artículo  27, 
párrafo 2, no menciona las inmunidades basadas en el cargo oficial, 
y la mayoría no ve argumentos convincentes para una interpretación 
constructiva de las disposiciones de la Convención que diera lugar a 
una exclusión tácita de las inmunidades. El artículo IV de la Conven-
ción se refiere a la responsabilidad penal individual de “las personas 
que hayan cometido genocidio”, lo que, como de forma convincente 
explica la Corte Internacional de Justicia, no debe confundirse con la 
inmunidad de jurisdicción penal»).

http://undocs.org/es/A/1316
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Tribunal Penal Internacional para Rwanda o el Tribunal 
Especial para Sierra Leona. En cambio, en la Ley núm. 10 
del Consejo de Control, aprobada en diciembre de 1945 
por el Consejo de Control Interaliado de Alemania para 
el enjuiciamiento de presuntos infractores, se establecía 
que en los juicios o procesamientos por crímenes de lesa 
humanidad (así como crímenes de guerra y crímenes 
contra la paz) «el acusado no tiene derecho a acogerse 
a prescripción alguna respecto del período comprendido 
entre el 30 de enero de 1933 y el 1 de julio de 1945»315. 
Asimismo, el Estatuto de Roma aborda expresamente la 
cuestión y establece que «[l]os crímenes de la compe-
tencia de la Corte no prescribirán»316. Los redactores del 
Estatuto de Roma apoyaron firmemente esta disposición 
en relación con los crímenes de lesa humanidad317. Del 
mismo modo, la Ley sobre el Establecimiento de las 
Salas Especiales en Camboya, el Estatuto del Tribunal 
Penal Supremo del Iraq y el Estatuto del Tribunal para 
Timor Oriental definen expresamente los crímenes de 
lesa humanidad como delitos que no prescriben318.

35)  Por lo que respecta a si el enjuiciamiento de un pre-
sunto infractor ante los tribunales nacionales puede estar 
sujeto a prescripción, en 1967 la Asamblea General señaló 
que «la aplicación a los crímenes de guerra y a los críme-
nes de lesa humanidad de las normas de derecho interno 
relativas a la prescripción de los delitos ordinarios suscita 
grave preocupación en la opinión pública mundial, pues 
impide el enjuiciamiento y castigo de las personas respon-
sables de esos crímenes»319. El año siguiente, los Estados 
aprobaron la Convención sobre la Imprescriptibilidad de 
los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Huma-
nidad, en que se requería a los Estados partes que adopta-
sen «las medidas legislativas o de otra índole que fueran 
necesarias para que la prescripción de la acción penal o de 
la pena, establecida por ley o de otro modo, no se aplique» 
a esos dos tipos de crímenes320. Del mismo modo, en 1974 
el Consejo de Europa aprobó el Convenio Europeo sobre 
la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Lesa Humani-
dad y los Crímenes de Guerra, que utiliza esencialmente 

315 Ley núm. 10 del Consejo de Control, sobre el Castigo de los Cul-
pables de Crímenes de Guerra, Crímenes contra la Paz y Crímenes de 
Lesa Humanidad (véase la nota 106 supra), art. II, párr. 5.

316 Estatuto de Roma, art. 29.
317 Véase Documentos Oficiales de la Conferencia Diplomática de 

Plenipotenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de 
una corte penal internacional, Roma, 15 de junio a 17 de julio de 1998, 
vol. II: Actas resumidas… (A/CONF.183/13 (Vol. II)) (nota 57 supra), 
segunda sesión de la Comisión Plenaria (A/CONF.183/C.1/SR.2), 
págs. 155 y 156, párrs. 45 a 74.

318 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribuna-
les de Camboya, art. 5; Estatuto del Tribunal Penal Supremo del Iraq, 
art. 17 d; Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 17.1; véanse 
también el informe de la Tercera Comisión (A/57/806), párr. 10 (Pro-
cesos contra el Khmer Rouge) y la resolución 57/228 B de la Asamblea 
General, de 13 de mayo de 2003. Cabe señalar, además, que se atribuyó 
a las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya competencia sobre 
los crímenes de lesa humanidad cometidos decenios antes de su esta-
blecimiento, entre 1975 y 1979, cuando estaban en el poder los Khmer 
Rouge.

319 Resolución  2338 (XXII) de la Asamblea General, de 18  de 
diciembre de 1967, titulada «Cuestión del castigo de los criminales de 
guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa humani-
dad»; véanse también la resolución 2712 (XXV) de la Asamblea Gene
ral, de 15 de diciembre de 1970, y la resolución 2840 (XXVI) de la 
Asamblea General, de 18 de diciembre de 1971.

320 Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de 
Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, art. IV.

el mismo lenguaje321. En la actualidad, no parece haber 
ningún Estado con legislación sobre crímenes de lesa 
humanidad que prohíba el enjuiciamiento después de 
transcurrido cierto tiempo. Por el contrario, numerosos 
Estados han aprobado legislación específica contra toda 
limitación de esa índole.

36)  Muchos tratados que se ocupan de delitos tipificados 
en la legislación nacional que no sean crímenes de lesa 
humanidad no contienen ninguna prohibición acerca de la 
prescripción. Por ejemplo, la Convención contra la Tor-
tura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degra-
dantes de 1984 no contiene ninguna prohibición de que se 
aplique la prescripción a los delitos relacionados con la 
tortura. Aun así, el Comité contra la Tortura ha afirmado 
que, habida cuenta de su gravedad, esos delitos no deben 
estar sujetos a prescripción322. Asimismo, si bien el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 1966 no 
aborda directamente la cuestión, el Comité de Derechos 
Humanos ha exhortado a que se suprima la prescripción en 
relación con las violaciones graves del Pacto323. En cam-
bio, en la Convención Internacional para la Protección de 
Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas de 
2006 se aborda la cuestión de la prescripción y se esta-
blece que «[c]ada Estado Parte que aplique un régimen de 
prescripción a la desaparición forzada tomará las medidas 
necesarias para que el plazo de prescripción de la acción 
penal: a) [s]ea prolongado y proporcionado a la extrema 
gravedad de este delito»324. Los trabajos preparatorios de 
la Convención indican que la finalidad de esta disposición 
era distinguir entre los delitos que pudieran constituir un 
crimen de lesa humanidad (que no debían prescribir) y 
todos los demás delitos recogidos en la Convención325.

Penas apropiadas

37)  El párrafo 7 del proyecto de artículo 6 establece que 
todo Estado deberá asegurarse de que los delitos mencio-
nados en el artículo sean castigados con penas apropiadas 
que tengan en cuenta su gravedad.

38)  La Comisión estableció, en su proyecto de código 
de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad 

321 Convenio Europeo sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes 
de Lesa Humanidad y los Crímenes de Guerra, art. 1.

322 Véase, por ejemplo, el informe del Comité contra la Tortura, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo segundo 
período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/62/44), cap. III, examen 
de los informes presentados por los Estados partes en virtud del artícu-
lo 19 de la Convención, Italia, párr. 40.19.

323 Véase, por ejemplo, el informe del Comité de Derechos Huma-
nos, Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo tercer 
período de sesiones, Suplemento núm. 40 (A/63/40), vol. I, cap. IV, exa-
men de los informes presentados por los Estados partes de conformidad 
con el artículo 40 del Pacto y de las situaciones de países en ausencia de 
informes que han dado lugar a observaciones finales públicas, Panamá 
(secc. A, párr. 79.7).

324 Convención Internacional para la Protección de Todas las Per-
sonas contra las Desapariciones Forzadas, art. 8, párr. 1 a. Por el con-
trario, la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de 
Personas establece que «[l]a acción penal derivada de la desaparición 
forzada de personas y la pena que se imponga judicialmente al respon-
sable de la misma no estarán sujetas a prescripción» (art. VII).

325 Informe del Grupo de Trabajo entre períodos de sesiones, de 
composición abierta, encargado de elaborar un proyecto de instrumento 
normativo jurídicamente vinculante para la protección de todas las per-
sonas contra las desapariciones forzadas (E/CN.4/2004/59), párrs. 43 
a 46 y 56.

http://undocs.org/sp/A/CONF.183/13
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/CONF.183/C.1/SR.2&referer=/english/&Lang=S
http://undocs.org/es/A/57/806
https://undocs.org/es/A/RES/57/228B
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/2338(XXII)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
https://undocs.org/es/A/RES/2712(XXV)
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/2840(XXVI)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://undocs.org/es/A/62/44
http://undocs.org/es/A/63/40(Vol.I)(Supp)
https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/59
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de 1996, que «[e]l responsable de un crimen contra la paz 
y la seguridad de la humanidad será sancionado con una 
pena. La pena será proporcional a la naturaleza y la gra-
vedad del crimen»326. En el comentario se explicó ade-
más que «[e]l carácter del crimen es lo que lo distingue 
de otro […]. La gravedad de un crimen se deduce de las 
circunstancias en que se comete y de los sentimientos que 
impulsaron a su autor»327. Así pues, «aunque el acto cri
minal sea jurídicamente el mismo, los medios y métodos 
utilizados difieren, en función de los diversos grados de 
depravación y crueldad. Todos esos factores orientarán al 
tribunal al aplicar la sanción»328.

39)  En la medida en que una corte o un tribunal inter-
nacional tengan competencia respecto de los crímenes de 
lesa humanidad, las penas previstas para ese tipo de deli-
tos podrán variar, pero se espera que sean acordes con la 
gravedad del delito. El Estatuto del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia dispone que «[l]a Sala de Primera 
Instancia solo podrá imponer penas de privación de la 
libertad. Para determinar las condiciones en que se habrán 
de cumplir, las Salas de Primera Instancia recurrirán a 
la práctica general de los tribunales de la ex-Yugoslavia 
relativa a las penas de prisión»329. Además, el Tribunal In-
ternacional para la ex-Yugoslavia debe «tener en cuenta 
factores tales como la gravedad del delito y las circuns-
tancias personales del condenado»330. El Estatuto del Tri-
bunal Penal Internacional para Rwanda está redactado 
en términos idénticos, con la salvedad de que es preciso 
recurrir a «la práctica general de los tribunales de Rwanda 
relativa a las penas de prisión»331. Incluso en el caso de las 
condenas por los crímenes internacionales más graves de 
trascendencia internacional, este enfoque puede dar lugar 
a una gran diversidad de penas. El Estatuto de Roma tam-
bién prevé esta flexibilidad, al establecer la posibilidad 
de imponer una pena de reclusión de hasta 30 años o la 
reclusión a perpetuidad «cuando lo justifiquen la extrema 
gravedad del crimen y las circunstancias personales del 
condenado»332. Hay fórmulas similares en los instrumen-
tos que regulan el Tribunal Especial para Sierra Leona333, 
el Tribunal Especial para el Líbano334, las Salas Especiales 
de Delitos Graves de Timor Oriental335, las Salas Espe-
ciales de los Tribunales de Camboya336, el Tribunal Penal 
Supremo del Iraq337 y las Salas Africanas Extraordinarias 
del sistema judicial senegalés338. Del mismo modo, en 
la medida en que en un ordenamiento jurídico nacional 
se hayan tipificado los crímenes de lesa humanidad, las 
penas previstas para ese tipo de delitos podrán variar, pero 
se espera que sean acordes con la gravedad del delito.

326 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 25, art. 3.
327 Ibíd., párrafo 3 del comentario al artículo 3.
328 Ibíd.
329 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 24, 

párr. 1.
330 Ibíd., art. 24, párr. 2.
331 Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art. 23, 

párr. 1.
332 Estatuto de Roma, art. 77, párr. 1 b.
333 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 19.
334 Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, art. 24.
335 Estatuto del Tribunal para Timor Oriental, art. 10.
336 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales 

de Camboya, art. 39.
337 Estatuto del Tribunal Penal Supremo del Iraq, art. 24.
338 Estatuto de las Salas Africanas Extraordinarias, art. 24.

40)  Los tratados internacionales que se ocupan de deli-
tos no dictan a los Estados partes las penas que han de 
imponerse (o no), sino que, más bien, les conceden un 
margen de discrecionalidad para determinar el castigo en 
función de las circunstancias específicas del infractor y 
del delito339. La Convención para la Prevención y la San-
ción del Delito de Genocidio de 1948 simplemente insta a 
que se establezcan «sanciones penales eficaces para cas-
tigar a las personas culpables de genocidio o de cualquier 
otro de los actos enumerados […]»340. Los Convenios de 
Ginebra de 1949 también establecen una norma general y 
dejan margen a los Estados para fijar el castigo adecuado, 
al exigir simplemente que «[l]as Altas Partes Contratan-
tes […] tom[en] todas las oportunas medidas legislativas 
para determinar las adecuadas sanciones penales que se 
han de aplicar [por la comisión de] una cualquiera de las 
infracciones graves contra el presente Convenio […]»341. 
Tratados más recientes que se ocupan de delitos tipifi-
cados en los ordenamientos jurídicos nacionales indican 
generalmente que la pena debe ser «adecuada». Aunque la 
Comisión propuso inicialmente que se utilizara la expre-
sión «penas severas» en su proyecto de artículos sobre la 
prevención y el castigo de los delitos contra los agentes 
diplomáticos y otras personas internacionalmente pro-
tegidas, los Estados utilizaron en su lugar la expresión 
«penas adecuadas» en la Convención sobre la Prevención 
y el Castigo de Delitos contra Personas Internacional-
mente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, de 
1973342. Esa expresión ha servido de modelo para tratados 
ulteriores. Al mismo tiempo, en la disposición relativa a 
las penas «adecuadas» de la Convención de 1973 se instó 
a que la pena tuviera en cuenta el «carácter grave» del 
delito. La Comisión comentó que esa referencia tenía por 
finalidad subrayar que la pena debía tener en cuenta los 
importantes «intereses mundiales» en juego al castigar 
ese delito343. Desde 1973, este enfoque (que cada Estado 

339 Véase el informe del Grupo de Trabajo entre períodos de sesio-
nes, de composición abierta, encargado de elaborar un proyecto de 
instrumento normativo jurídicamente vinculante para la protección de 
todas las personas contra las desapariciones forzadas (E/CN.4/2004/59), 
párr.  58 (donde se indica que «[v]arias delegaciones expresaron su 
satisfacción por el margen de maniobra otorgado a los Estados» en esa 
disposición); véanse también el informe del Comité Ad Hoc para la 
Elaboración de una Convención Internacional contra la Toma de Rehe-
nes, Documentos Oficiales de la Asamblea General, trigésimo segundo 
período de sesiones, Suplemento núm.  39 (A/32/39), anexo  I (Actas 
resumidas de las sesiones 1ª a 19ª del Comité), 13ª sesión (15 de agosto 
de  1977), párr.  4 (observaciones similares del representante de los 
Estados Unidos de América); y la resolución 2005/81 de la Comisión 
de Derechos Humanos sobre la impunidad (nota 287 supra), párr. 15 
(donde se pide a «todos los Estados […] que velen por que las penas 
sean adecuadas y proporcionales a la gravedad del delito cometido»).

340 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio, art. V.

341 Convenio de Ginebra I, art. 49; Convenio de Ginebra II, art. 50; 
Convenio de Ginebra III, art. 129; Convenio de Ginebra IV, art. 146; 
véase Comentario de 2016 del CICR sobre el artículo 49 del Convenio 
de Ginebra I (nota 248 supra), párrs. 2838 a 2846.

342 Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra 
Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplo-
máticos, art. 2, párr. 2 («Cada Estado parte hará que esos delitos sean 
castigados con penas adecuadas […]»). Respecto al proyecto de artícu-
los aprobado por la Comisión en su 24º período de sesiones, en 1972, 
véase Anuario… 1972, vol. II, documento A/8710/Rev.1, págs. 341 y 
ss., en especial pág. 344, art. 2, párr. 2.

343 Anuario… 1972, vol.  II, documento A/8710/Rev.1, págs. 345 y 
346 (proyecto de artículos sobre la prevención y el castigo de los deli-
tos contra los agentes diplomáticos y otras personas internacionalmente 
protegidas), párrafo 12 del comentario al artículo 2. 

https://undocs.org/es/E/CN.4/2004/59
http://undocs.org/es/A/32/39
https://www.google.ch/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&ved=0ahUKEwj-mpTC4YHPAhWK2hoKHRaDAUAQFgglMAA&url=http%3A%2F%2Fap.ohchr.org%2Fdocuments%2FS%2FCHR%2Fresolutions%2FE-CN_4-RES-2005-81.doc&usg=AFQjCNHLHBxfyWt7b7-gc2eCNEFteUTY-g&cad=rja
http://legal.un.org/ilc/documentation/spanish/reports/a_8710.pdf
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parte haga que «esos delitos sean castigados con penas 
adecuadas que tengan en cuenta el carácter grave de los 
mismos») ha sido adoptado en numerosos tratados, entre 
ellos la Convención contra la Tortura y Otros Tratos 
o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984344. 
En algunos tratados, la cuestión de la gravedad (gravity) 
se expresa con términos como la «extrema gravedad» 
(extreme seriousness), la «gravedad» (serious nature) o 
la «extrema gravedad» (extreme gravity) de los delitos345.

Personas jurídicas

41)  Los párrafos 1 a 7 del proyecto de artículo 6 se ocu-
pan de la responsabilidad penal de las personas físicas que 
han cometido un hecho delictivo, aunque no se utilice el 
término «física», lo que concuerda con el criterio adop-
tado en los tratados relativos a los delitos. El párrafo 8, en 
cambio, se ocupa de la responsabilidad de las «personas 
jurídicas» por los delitos mencionados en el proyecto de 
artículo 6.

42)  En los últimos años, la responsabilidad penal de las 
personas jurídicas se ha convertido en una característica 
de la legislación nacional de muchos Estados, pero sigue 
siendo desconocida en muchos otros346. En los Estados en 
que se trata de un concepto conocido, tal responsabilidad 
a veces existe con respecto a crímenes internacionales347. 
Por supuesto, los actos que pueden generar esa respon-
sabilidad son cometidos por personas físicas, que actúan 
como funcionarios, administradores, agentes o en virtud 
de algún otro cargo o representación de la persona jurí-
dica. Tal responsabilidad, en los Estados en que el con-
cepto existe, suele exigirse cuando el delito en cuestión 
ha sido cometido por una persona física por cuenta o en 
beneficio de la persona jurídica.

43)  La responsabilidad penal de las personas jurídicas 
no ha ocupado por el momento un lugar especialmente 
destacado en los tribunales penales internacionales. El 
Estatuto de Núremberg, en los artículos  9 y 10, auto-
rizó al Tribunal Militar Internacional a declarar durante 
el juicio de una persona que un grupo u organización 
era una organización criminal, lo que podía conducir al 

344 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, art. 4, párr. 2; véanse también Convención 
sobre la Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal 
Asociado, art. 9, párr. 2; Convenio Internacional para la Represión de 
los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, art. 4 b; Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 
art. 4 b; Convención de la Organización de la Unidad Africana sobre la 
Prevención y la Lucha contra el Terrorismo, art. 2 a.

345 Véanse, por ejemplo, Convención Internacional para la Protec-
ción de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 7, 
párr. 1; Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tor-
tura, art. 6; Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada 
de Personas, art. III.

346 Véase, por ejemplo, New TV S.A.L. and Karma Mohamed Tahsin 
Al Khayat, Case No. STL-14-05/PT/AP/AR126.1, Decision of 2 Octo-
ber 2014 on interlocutory appeal concerning personal jurisdiction 
in contempt proceedings, Appeals Panel, Tribunal Especial para el 
Líbano, párr. 58 («la práctica relativa a la responsabilidad penal de las 
sociedades y las penas con ella relacionadas varía según los ordena-
mientos jurídicos nacionales»).

347 Véase, por ejemplo, Código Orgánico Integral Penal de la Repú-
blica del Ecuador, Registro Oficial, Suplemento, Año I, núm. 180, 10 de 
febrero de 2014, art. 90 (Sanción para la persona jurídica), que, en una 
sección titulada «Delitos contra la humanidad», dispone: «Cuando una 
persona jurídica sea la responsable de cualquiera de los delitos de esta 
Sección, será sancionada con la extinción de la misma».

enjuiciamiento de otras personas por pertenencia a la 
organización. Durante los procesos incoados ante el Tri-
bunal, así como en los llamados «subsecuentes Procedi-
mientos de Núremberg» iniciados en virtud de la Ley del 
Consejo de Control núm. 10, varias organizaciones de esa 
índole fueron así designadas, pero solo se juzgó y castigó 
a personas físicas348. El Tribunal Internacional para la ex-
Yugoslavia y el Tribunal Penal Internacional para Rwanda 
no eran competentes para juzgar penalmente a personas 
jurídicas, como tampoco lo son el Tribunal Especial para 
Sierra Leona, las Salas Especiales de Delitos Graves de 
Timor Oriental, las Salas Extraordinarias de los Tribuna-
les de Camboya, el Tribunal Penal Supremo del Iraq ni las 
Salas Africanas Extraordinarias del sistema judicial sene-
galés. Los redactores del Estatuto de Roma señalaron que  
«[e]xiste una profunda divergencia de opiniones por lo 
que se refiere a la conveniencia de incluir en el Estatuto 
la responsabilidad penal de las personas jurídicas»349 y, 
aunque se formularon propuestas sobre la inclusión de 
una disposición sobre esa responsabilidad, el Estatuto de 
Roma no incluyó, en última instancia, tal disposición. 

44)  La responsabilidad de las personas jurídicas tam-
poco se ha recogido en muchos tratados que se ocupan de 
la comisión de delitos en el ámbito nacional, entre otros: la 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio de 1948; los Convenios de Ginebra de 1949; el 
Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de 
Aeronaves de 1970; la Convención sobre la Prevención y 
el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, de 1973; 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984; el Convenio 
Internacional para la Represión de los Atentados Terro-
ristas Cometidos con Bombas de 1997; y la Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas de 2006. El proyecto 
de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la 
humanidad, elaborado por la Comisión en 1996, solo se 
ocupaba de la responsabilidad penal «individual»350.

45)  Por otra parte, el Protocolo de 2014 por el que se 
modifica el Estatuto de la Corte Africana de Justicia y 
Derechos Humanos de la Unión Africana, aunque no ha 
entrado aún en vigor, establece la competencia de la Corte 
Africana nuevamente constituida para juzgar a personas 
jurídicas por delitos internacionales, incluidos los críme-
nes de lesa humanidad351. Además, aunque la competencia 
para juzgar por la vía penal a personas jurídicas (así como 
para enjuiciar los crímenes de lesa humanidad) no se 

348 Véase, por ejemplo, United States v. Krauch and others, Trials 
of War Criminals before the Nuernberg Military Tribunals (The I.G. 
Farben Case), vols. VII y VIII, Washington D.C., Oficina de Impresión 
del Gobierno de los Estados Unidos, 1953 y 1952, respectivamente.

349 Documentos Oficiales de la Conferencia Diplomática de Pleni-
potenciarios de las Naciones Unidas sobre el establecimiento de una 
corte penal internacional, Roma, 15 de junio a 17 de julio de 1998, 
vol. III: Informes y otros documentos (A/CONF.183/13 (Vol. III), publi-
cación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.02.I.5), informe del 
Comité Preparatorio sobre el establecimiento de una corte penal inter-
nacional (A/CONF.183/2), proyecto de Estatuto, art. 23 (Responsabili-
dad penal individual), pág. 31, párr. 6, nota 71.

350 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 21, art. 2.
351 Protocolo de Enmiendas al Protocolo sobre el Estatuto de la 

Corte Africana de Justicia y de Derechos Humanos (Protocolo de 
Malabo), anexo, artículo 46C del Estatuto de la Corte modificado por 
el Protocolo de Malabo.

http://undocs.org/sp/A/CONF.183/13
http://undocs.org/sp/A/CONF.183/2
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establece expresamente en el Estatuto del Tribunal Espe-
cial para el Líbano, la sección de Apelación del Tribunal 
concluyó en 2014 que el Tribunal era competente para ini-
ciar actuaciones penales contra una persona jurídica por 
desobediencia al Tribunal352.

46)  Asimismo, existen varios tratados que se refieren a 
la responsabilidad de las personas jurídicas por la comi-
sión de hechos delictivos, en particular: la Convención 
Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen 
de Apartheid de 1973353; el Convenio de Basilea sobre 
el Control de los Movimientos Transfronterizos de los 
Desechos Peligrosos y su Eliminación de 1989354; el Con-
venio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo de 1999355; la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal de 2000356; el Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, 
la prostitución infantil y la utilización de niños en la por-
nografía de 2000357; la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción de 2003358; el Protocolo de 2005 
al Protocolo para la Represión de Actos Ilícitos contra la 
Seguridad de las Plataformas Fijas Emplazadas en la Pla-
taforma Continental359 y una serie de tratados celebrados 

352 New TV S.A.L. and Karma Mohamed Tahsin Al Khayat, Appeals 
Panel, Decision of 2 October 2014 (véase la nota 346 supra). En última 
instancia, el Tribunal declaró no culpable a la persona jurídica, Al 
Jadeed TV. Véanse Al Jadeed [Co.] S.A.L./New T.V.S.A.L.(N.T.V.) and 
Karma Mohamed Tahsin Al Khayat, Case No. STL-14-05/T/CJ, Con-
tempt Judge, decisión de 18 de septiembre de 2015, Tribunal Especial 
para el Líbano, párr. 55; Al Jadeed [Co.] S.A.L./New T.V.S.A.L.(N.T.V.) 
and Karma Mohamed Tahsin Al Khayat, Case No.  STL-14-05/A/AP, 
Appeals Panel, decisión de 8 de marzo de 2016.

353 Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del 
Crimen de Apartheid, art. I, párr. 2 («Los Estados Partes en la presente 
Convención declaran criminales las organizaciones, las instituciones y 
los particulares que cometen el crimen de apartheid»).

354 Convenio de Basilea sobre el Control de los Movimientos Trans-
fronterizos de los Desechos Peligrosos y su Eliminación, art. 2, párr. 14 
(«A los efectos del presente Convenio: […] [p]or “persona” se entiende 
toda persona natural o jurídica»), y art. 4, párr. 3 («Las Partes conside-
rarán que el tráfico ilícito de desechos peligrosos y otros desechos es 
delictivo»).

355 Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo, art. 5. Por lo que respecta a las propuestas presentadas 
durante las negociaciones que llevaron al artículo 5, véase «Medidas 
para eliminar el terrorismo internacional: informe del Grupo de Tra-
bajo» (A/C.6/54/L.2) (26 de octubre de 1999).

356 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 10.

357 Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 
Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía, art. 3, párr. 4.

358 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art.  26. Por lo que respecta a los antecedentes, véase Oficina de las 
Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), Travaux Pré-
paratoires de las negociaciones para la elaboración de la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción (publicación de las 
Naciones Unidas, 2012), págs. 253 a 256; y Guía legislativa para la 
aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción, 2ª ed. rev., Nueva York, 2012, págs. 92 a 98. Por lo que respecta 
a la convención análoga adoptada por la Organización de Cooperación 
y Desarrollo Económicos, véase Convenio de Lucha contra la Corrup-
ción de Agentes Públicos Extranjeros en las Transacciones Comerciales 
Internacionales, art. 2 («Cada Parte tomará las medidas que sean nece-
sarias, de conformidad con sus principios jurídicos, para establecer la 
responsabilidad de las personas jurídicas por la corrupción de un agente 
público extranjero»).

359 Protocolo de 2005 al Protocolo para la Represión de Actos Ilí-
citos contra la Seguridad de las Plataformas Fijas Emplazadas en la 
Plataforma Continental, art. 5.

en el ámbito del Consejo de Europa360. Otros instrumentos 
regionales también se ocupan de esta cuestión, principal-
mente en relación con la corrupción361. Esos tratados no 
suelen definir la expresión «persona jurídica», dejando 
que los ordenamientos jurídicos nacionales apliquen la 
definición que normalmente exista en ellos.

47)  La Comisión decidió incluir una disposición sobre 
la responsabilidad de las personas jurídicas por crímenes 
de lesa humanidad, ante la posible participación de perso-
nas jurídicas en actos cometidos como parte de un ataque 
generalizado o sistemático contra una población civil. A 
este respecto, ha empleado una terminología comúnmente 
aceptada por los Estados en relación con otros crímenes 
y que da a los Estados una flexibilidad considerable en el 
cumplimiento de su obligación.

48)  El párrafo 8 del proyecto de artículo 6 toma como 
modelo el Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la pros-
titución infantil y la utilización de niños en la pornogra-
fía de 2000. El Protocolo Facultativo fue aprobado por la 
Asamblea General en 2000362 y entró en vigor en 2002. 
En julio de 2017, un total de 173 Estados eran parte en 
el Protocolo Facultativo y otros 9 Estados lo habían fir-
mado pero no lo habían ratificado todavía. El artículo 3, 
párrafo 1, del Protocolo Facultativo dispone que los Esta-
dos partes están obligados a asegurarse de que determina-
dos actos queden comprendidos en su legislación penal, 
como la venta de niños para su explotación sexual o el 
ofrecimiento de un niño con fines de prostitución. Más 
adelante, el artículo 3, párrafo 4, dice así: «Con sujeción 
a los preceptos de su legislación, los Estados Partes adop-
tarán, cuando proceda, disposiciones que permitan hacer 
efectiva la responsabilidad de personas jurídicas por los 
delitos enunciados en el párrafo 1 del presente artículo. 
Con sujeción a los principios jurídicos aplicables en el 
Estado parte, la responsabilidad de las personas jurídicas 
podrá ser penal, civil o administrativa».

49)  El párrafo 8 del proyecto de artículo 6 utiliza los mis-
mos términos, pero sustituye las palabras «Estados Partes» 
por «Estado» y la expresión «por los delitos enunciados 
en el párrafo  1 del presente artículo» por la de «por los 
delitos enunciados en el presente proyecto de artículo». El 
párrafo 8 impone al Estado la obligación de «[adoptar] dis-
posiciones», en el sentido de que está obligado a procurar 
de buena fe la adopción de esas disposiciones. Al mismo 
tiempo, el párrafo 8 concede al Estado una gran flexibili-
dad para configurar esas medidas en consonancia con su 
legislación nacional. En primer lugar, las palabras «[c]on 
sujeción a los preceptos de su legislación nacional» deben 
interpretarse en el sentido de que el Estado dispone de un 
margen de discrecionalidad considerable en cuanto a las 
disposiciones que se adopten; la obligación se entiende 
«con sujeción al» enfoque en materia de responsabilidad 

360 Véase, por ejemplo, Convenio Penal sobre la Corrupción, art. 18, 
complementado con su Protocolo Adicional de 2003 relativo a la 
corrupción de árbitros y jurados; véase también Convenio del Consejo 
de Europa para la Prevención del Terrorismo, art. 10.

361 Véanse, por ejemplo, Convención Interamericana contra la 
Corrupción, art. VIII; Protocolo contra la Corrupción de la Comunidad 
de África Meridional para el Desarrollo, art. 4, parr. 2; Convención de la 
Unión Africana para Prevenir y Combatir la Corrupción, art. 11, parr. 1.

362 Resolución  54/263 de la Asamblea General, de 25  de mayo 
de 2000, anexo II.

https://undocs.org/es/A/C.6/54/L.2
https://www.unodc.org/documents/treaties/UNCAC/Publications/Travaux/Travaux_Preparatoires_-_UNCAC_E.pdf


64	 Informe de la Comisión de Derecho Internacional sobre la labor realizada en su 69º período de sesiones

de las personas jurídicas por la comisión de hechos delic-
tivos que exista en la legislación nacional del Estado. Por 
ejemplo, en la mayoría de los Estados, la responsabilidad 
de las personas jurídicas por la comisión de hechos delicti-
vos solo será de aplicación, de conformidad con la legisla-
ción nacional, respecto de determinados tipos de personas 
jurídicas y no de otras. En la mayoría de las legislaciones 
nacionales, la expresión «personas jurídicas», en este con-
texto, probablemente excluya a los Estados, los Gobier-
nos u otros órganos públicos que ejerzan competencias 
del Estado, así como a las organizaciones internacionales 
públicas363. Asimismo, la responsabilidad de las personas 
jurídicas con arreglo a las legislaciones nacionales puede 
variar en razón de la diversidad de personas físicas cuyo 
comportamiento pueda atribuirse a la persona jurídica, las 
formas de responsabilidad de las personas físicas que pue-
den dar lugar a la responsabilidad de la persona jurídica, de 
si es necesario demostrar el dolo de una persona física para 
hacer efectiva la responsabilidad de la persona jurídica, o 
de si es necesario demostrar que una persona física con-
creta ha cometido el delito364.

50)  En segundo lugar, todo Estado está obligado a adop-
tar disposiciones, «cuando proceda», para hacer efectiva 
la responsabilidad de las personas jurídicas. Aunque el 
Estado, en virtud de su legislación nacional, pueda en 
general imputar responsabilidad a las personas jurídicas 
por la comisión de un delito, podrá llegar a la conclusión 
de que tal disposición no procede en el contexto especí-
fico de los crímenes de lesa humanidad. 

51)  En cuanto a las disposiciones adoptadas, la segunda 
oración del párrafo 8 establece: «Con sujeción a los prin-
cipios jurídicos del Estado, dicha responsabilidad de las 
personas jurídicas podrá ser penal, civil o administra-
tiva». Esa oración figura, no solo en el Protocolo Facul-
tativo de la Convención sobre los Derechos del Niño 
relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la uti-
lización de niños en la pornografía, como se ha señalado 
antes, sino también en otros tratados que han obtenido 
muchas adhesiones, como la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transna-
cional365 y la Convención de las Naciones Unidas contra 

363 El Convenio Penal sobre la Corrupción del Consejo de Europa 
enuncia explícitamente esa excepción (véase, por ejemplo, el artícu-
lo 1 d: «[a] efectos del presente Convenio: […] por “persona jurídica” 
se entenderá cualquier entidad que posea esta condición en virtud del 
derecho nacional aplicable, excepción hecha de los Estados o de otras 
entidades públicas en el ejercicio de sus prerrogativas de poder público 
y de las organizaciones internacionales públicas»). 

364 Para una breve visión de conjunto de las diferencias entre los sis-
temas jurídicos de derecho anglosajón (common law) y los de inspira-
ción romanista respecto de la responsabilidad de las personas jurídicas, 
véase Al Jadeed [Co.] S.A.L./New T.V.S.A.L.(N.T.V.) and Karma Moha-
med Tahsin Al Khayat, Contempt Judge, decisión de 18 de septiembre 
de 2015 (nota 352 supra), párrs. 63 a 67.

365 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 10, párr. 2 («Con sujeción a los prin-
cipios jurídicos del Estado Parte, la responsabilidad de las personas 
jurídicas podrá ser de índole penal, civil o administrativa»); véase tam-
bién Convenio Internacional para la Represión de la Financiación del 
Terrorismo, art. 5, párr. 1 («Cada Estado Parte, de conformidad con sus 
principios jurídicos internos, adoptará las medidas necesarias para que 
pueda establecerse la responsabilidad de una entidad jurídica ubicada 
en su territorio o constituida con arreglo a su legislación, cuando una 
persona responsable de su dirección o control cometa, en esa calidad, 
un delito enunciado en el artículo  2. Esa responsabilidad podrá ser 
penal, civil o administrativa»).

la Corrupción366. La flexibilidad que pone de manifiesto 
la terminología empleada reconoce y tiene en cuenta una 
vez más la diversidad de los enfoques adoptados en los 
ordenamientos jurídicos nacionales. No hay, como tal, 
una obligación de establecer la responsabilidad penal si 
ello es incompatible con los principios jurídicos naciona-
les de un Estado; en esos casos, se puede recurrir como 
alternativa a una forma de responsabilidad civil o admi-
nistrativa. En cualquier caso, ya sea penal, civil o admi-
nistrativa, esa responsabilidad se entiende sin perjuicio de 
la responsabilidad penal de las personas físicas prevista 
en el proyecto de artículo 6.

Artículo 7.  Establecimiento de  
la competencia nacional

1.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para establecer su competencia respecto de los delitos 
comprendidos en el presente proyecto de artículos en 
los siguientes casos:

a)  cuando el delito sea cometido en cualquier 
territorio bajo su jurisdicción o a bordo de una aero-
nave o un buque matriculados en ese Estado;

b)  cuando el presunto infractor sea nacional de 
ese Estado o, si ese Estado lo considera apropiado, 
una persona apátrida que resida habitualmente en su 
territorio; 

c)  cuando la víctima sea nacional de ese Estado, si 
este lo considera apropiado.

2.  Todo Estado adoptará también las medidas 
necesarias para establecer su competencia respecto 
de los delitos comprendidos en el presente proyecto de 
artículos en los casos en que el presunto infractor se 
encuentre en cualquier territorio bajo su jurisdicción 
y no lo extradite o lo entregue de conformidad con lo 
dispuesto en el presente proyecto de artículos.

3.  El presente proyecto de artículos no excluye 
el ejercicio de cualquier competencia penal estable-
cida por un Estado de conformidad con su legislación 
nacional.

Comentario

1)  El proyecto de artículo  7 dispone que todo Estado 
ha de establecer su competencia respecto de los delitos 
comprendidos en el presente proyecto de artículos en una 
serie de casos, como cuando el delito tiene lugar en un 
territorio bajo su jurisdicción, ha sido cometido por uno 
de sus nacionales o el infractor se encuentra en un territo-
rio bajo su jurisdicción.

2)  Por regla general, los instrumentos internacionales 
han tratado de alentar a los Estados a que establezcan en 
la legislación nacional una gama relativamente amplia 
de fundamentos jurisdiccionales para reprimir los deli-
tos más graves de trascendencia internacional, de modo 

366 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 26, 
párr. 2 («Con sujeción a los principios jurídicos del Estado Parte, la res-
ponsabilidad de las personas jurídicas podrá ser de índole penal, civil 
o administrativa»).
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que no haya refugio para quienes los cometan. Así, con 
arreglo al proyecto de código de crímenes contra la paz 
y la seguridad de la humanidad de 1996, elaborado por la 
Comisión, «cada Estado Parte adoptará las medidas nece-
sarias para establecer su jurisdicción sobre los crímenes» 
previstos en el proyecto de código, que no sean el cri-
men de agresión, «sean cuales fueren el lugar de comisión 
de esos crímenes y sus autores»367. La amplitud de esa 
competencia era necesaria porque «[l]a Comisión con-
sideró que la aplicación efectiva del código requería un 
planteamiento mixto de la jurisdicción, basado en la com-
petencia más amplia de los tribunales nacionales com-
binada con la posible competencia de un tribunal penal 
internacional»368. El preámbulo del Estatuto de Roma 
dispone que «los crímenes más graves de trascendencia 
para la comunidad internacional en su conjunto no deben 
quedar sin castigo y que, a tal fin, hay que adoptar medi-
das en el plano nacional […] para asegurar que sean efec-
tivamente sometidos a la acción de la justicia» y que «es 
deber de todo Estado ejercer su jurisdicción penal contra 
los responsables de crímenes internacionales».

3)  Así pues, cuando los tratados que se ocupan de delitos 
tratan de la aplicación en la legislación nacional, incluyen 
generalmente una disposición sobre el establecimiento de 
la competencia nacional. Por ejemplo, en los debates cele-
brados en un grupo de trabajo de la Comisión de Dere-
chos Humanos establecido para elaborar un instrumento 
internacional sobre la desaparición forzada se señaló que 
«[e]l establecimiento de una competencia lo más amplia 
posible en beneficio de las jurisdicciones penales nacio-
nales en materia de desapariciones forzadas parece ser 
necesario para que el futuro instrumento sea eficaz»369. Al 
mismo tiempo, esos tratados suelen obligar únicamente al 
Estado parte a ejercer su competencia cuando el presunto 
infractor se encuentre en el territorio del Estado parte 
(véase el proyecto de artículo 9 infra), lo que da lugar a 
que se someta el caso a las autoridades competentes de 
ese Estado parte a efectos de enjuiciamiento o a que se 
extradite o entregue al presunto infractor a otro Estado 
parte o tribunal internacional competente (véase el pro-
yecto de artículo 10 infra).

4)  Reflexionando sobre la aceptación de esa obligación 
en los tratados y, en particular, en la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes de 1984, la Corte Internacional de Justicia 
observó lo siguiente en la causa relativa a Cuestiones 
referentes a la obligación de juzgar o extraditar (Bélgica 
c. Senegal):

La obligación del Estado de tipificar la tortura y establecer su com-
petencia al respecto encuentra su equivalente en las disposiciones de 
muchos instrumentos internacionales de lucha contra la delincuencia 
internacional. Esta obligación, que tiene que ser cumplida por el Estado 
en cuestión en el momento en que queda obligado por la Convención, 
tiene en particular una naturaleza preventiva y disuasoria, ya que, al 
dotarse de las herramientas jurídicas necesarias para enjuiciar este tipo 
de delitos, los Estados partes se aseguran de que sus sistemas jurídicos 
funcionarán a tal fin y se comprometen a coordinar sus esfuerzos por 

367 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 30, art. 8.
368 Ibíd., pág. 31 (párrafo 5 del comentario al artículo 8).
369 Comisión de Derechos Humanos, informe del Grupo de Trabajo 

entre períodos de sesiones, de composición abierta, encargado de ela-
borar un proyecto de instrumento normativo jurídicamente vinculante 
para la protección de todas las personas contra las desapariciones forza-
das (E/CN.4/2003/71), párr. 65.

eliminar todo riesgo de impunidad. Este carácter preventivo se hace 
más pronunciado a medida que aumenta el número de Estados partes370.

5)  Hay disposiciones comparables a las que figuran en 
el proyecto de artículo 7 en muchos tratados que se ocu-
pan de delitos371. Aunque aún no existe ningún tratado 
relativo a los crímenes de lesa humanidad, los Magistra-
dos Higgins, Kooijmans y Buergenthal indicaron en su 
opinión disidente conjunta en la causa relativa a la Orden 
de detención de 11 de abril de 2000 que:

La serie de tratados multilaterales con disposiciones especiales en 
materia de competencia refleja la determinación de la comunidad in-
ternacional de que no queden impunes las personas involucradas en 
crímenes de guerra, secuestros, toma de rehenes [y] torturas. A pesar de 
que los crímenes de lesa humanidad no son todavía objeto de una con-
vención independiente, no cabe dudar de una indignación internacional 
comparable ante esos actos372.

6)  El párrafo 1 a del proyecto de artículo 7 exige que 
se establezca la competencia cuando el delito se cometa 
en el territorio del Estado, un tipo de competencia que, 
a menudo, se denomina «competencia territorial». En 
lugar de referirse únicamente al «territorio» de un Estado, 
la Comisión consideró apropiado referirse al territorio 
«bajo su jurisdicción», que, como sucedía en el proyecto 
de artículo 4, tiene por objeto englobar tanto el territorio 
de iure del Estado como cualquier otro territorio bajo su 
jurisdicción. Además, la competencia territorial a menudo 
incluye la competencia para conocer de los delitos come-
tidos a bordo de un buque o una aeronave matriculados 
en el Estado; de hecho, los Estados que aprueban leyes 
nacionales sobre los crímenes de lesa humanidad gene-
ralmente establecen su competencia respecto de los actos 
ocurridos en esos buques o aeronaves.

7)  El párrafo 1 b del proyecto de artículo 7 requiere que 
se establezca la competencia cuando el presunto infrac-
tor sea nacional de ese Estado, un tipo de competencia 
que en ocasiones se denomina «competencia en razón 
de la nacionalidad» o «competencia en razón de la per-
sonalidad activa». El párrafo 1 b también indica que el 
Estado puede, a título facultativo, establecer la compe-
tencia cuando el infractor sea «una persona apátrida que 

370 Questions relating to the Obligation to Prosecute or Extradite 
(véase la nota 25 supra), pág. 451, párr. 75.

371 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apode-
ramiento Ilícito de Aeronaves, art. 4; Convenio para la Represión de 
Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, art. 5, párr. 1 a 
y  b; Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra 
Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplo-
máticos, art. 3; Convención Internacional contra la Toma de Rehenes, 
art. 5; Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, 
art. 12; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, art. 5; Convención sobre la Seguridad del 
Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 10; Con-
vención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas, 
art.  IV; Convenio Internacional para la Represión de los Atentados 
Terroristas Cometidos con Bombas, art. 6; Convenio Internacional para 
la Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 7; Convención de 
la Organización de la Unidad Africana sobre la Prevención y la Lucha 
contra el Terrorismo, art. 6, párr. 1; Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 15; Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Des-
apariciones Forzadas, art. 9, párrs. 1 y 2; Convención de la Asociación 
de Naciones de Asia Sudoriental para la Prevención contra el Terro-
rismo, art. VII, párrs. 1 a 3.

372 Arrest Warrant of 11 April 2000 (véase la nota 314 supra), opi-
nión disidente conjunta de los Magistrados Higgins, Kooijmans y Buer-
genthal, pág. 78, párr. 51.

https://undocs.org/es/E/CN.4/2003/71
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resida habitualmente en su territorio». Esa formulación se 
basa en el texto de algunas convenciones vigentes, como 
el artículo 5, párrafo 1 b, de la Convención Internacional 
contra la Toma de Rehenes de 1979.

8)  El párrafo 1 c del proyecto de artículo 7 se refiere a la 
competencia cuando la víctima sea nacional del Estado, un 
tipo de competencia que a veces se conoce como «com-
petencia en razón de la personalidad pasiva». Dado que 
muchos Estados prefieren no ejercer ese tipo de compe-
tencia, es facultativa; un Estado puede establecer esa com-
petencia «si […] lo considera apropiado», pero no está 
obligado a hacerlo. Esa formulación también se basa en el 
texto de una amplia variedad de instrumentos en vigor.

9)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 7 se refiere a las 
situaciones en que los demás tipos de competencia pue-
den no existir, pero el presunto infractor «se encuentr[a]» 
en un territorio bajo la jurisdicción del Estado y este no 
lo extradita o lo entrega de conformidad con lo dispuesto 
en el presente proyecto de artículos. En ese caso, aunque 
el delito no se haya cometido en su territorio, el presunto 
infractor no sea nacional de ese Estado y la víctima o las 
víctimas del delito tampoco lo sean, el Estado tiene la 
obligación de establecer su competencia, dada la presen-
cia del presunto infractor en su territorio. Esa obligación 
contribuye a impedir que un presunto infractor busque 
refugio en un Estado que no tenga conexión, en modo 
alguno, con el delito.

10)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 7 deja claro que, 
si bien todo Estado tiene la obligación de establecer esos 
tipos de competencia, ello no excluye el ejercicio de cual-
quier otra competencia prevista en la legislación nacional 
de ese Estado. Así, a fin de preservar el derecho de los 
Estados partes a establecer una competencia nacional más 
allá del alcance del tratado, y sin perjuicio de cualquier 
norma de derecho internacional aplicable, los tratados que 
se ocupan de delitos generalmente prevén la posibilidad 
de que un Estado parte pueda haber determinado otros 
motivos para establecer su competencia que le permitan 
exigir responsabilidades a un presunto infractor373. En su 
opinión disidente conjunta en la causa relativa a la Orden 
de detención de 11 de abril de 2000, los Magistrados Hig-
gins, Kooijmans y Buergenthal citaron, entre otras, una 
disposición de esa índole que figura en la Convención 
contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes, y declararon lo siguiente:

Rechazamos la idea de que la lucha contra la impunidad se «delega» 
en los tratados y tribunales internacionales y de que los tribunales 
nacionales no tienen ninguna competencia en esas cuestiones. Se ha 

373 Véase Comité Especial encargado de elaborar una convención 
contra la delincuencia organizada transnacional, proyecto revisado 
de convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organi-
zada transnacional, quinto período de sesiones, Viena, 4 a 15 de octu-
bre de  1999 (A/AC.254/4/Rev.4), nota  102; véase también Consejo 
de Europa, Explanatory Report to the Criminal Law Convention on 
Corruption, párr. 83, European Treaty Series, núm. 173 («La compe-
tencia se ha basado tradicionalmente en la territorialidad o la nacionali-
dad. No obstante, en el ámbito de la corrupción, esos principios pueden 
no bastar siempre para ejercer la competencia, por ejemplo, respecto 
de los casos que se han producido fuera del territorio de una Parte, sin 
participación de sus nacionales, pero que afectan a sus intereses (como 
la seguridad nacional). El párrafo 4 del presente artículo permite a las 
Partes establecer, de conformidad con su legislación nacional, otros 
tipos de competencia»).

prestado gran atención al formular las disposiciones convencionales en 
la materia a no excluir otros motivos de competencia que puedan ejer-
cerse con carácter voluntario374.

11)  El establecimiento de los diversos tipos de com-
petencia nacional citados en el proyecto de artículo 7 es 
importante para apoyar la obligación aut dedere aut iudi-
care, enunciada en el proyecto de artículo 10. En su opi-
nión disidente en la causa relativa a la Orden de detención 
de 11 de abril de 2000, el Magistrado Guillaume observó 
lo siguiente con respecto al «sistema» establecido en vir-
tud de los tratados de ese tipo:

Siempre que el autor de cualquiera de los delitos recogidos en esas 
convenciones se encuentre en el territorio de un Estado, este tiene la 
obligación de detenerlo y después extraditarlo o juzgarlo. Antes debe 
haber conferido competencia a sus tribunales para juzgarlo si no es 
extraditado*. De este modo se asegura el castigo universal de esos deli-
tos, ya que se deniega refugio a los infractores en todos los Estados375.

Artículo 8.  Investigación

Todo Estado velará por que las autoridades compe-
tentes procedan a una investigación pronta e impar-
cial siempre que haya motivos razonables para creer 
que se han cometido o se están cometiendo actos que 
constituyen crímenes de lesa humanidad en cualquier 
territorio bajo su jurisdicción.

Comentario

1)  El proyecto de artículo  8 se ocupa de las situacio-
nes en que hay motivos razonables para creer que se han 
cometido o se están cometiendo actos que constituyen 
crímenes de lesa humanidad en el territorio bajo la juris-
dicción de un Estado. Ese Estado es el más indicado para 
realizar ese tipo de investigación a fin de determinar si, 
de hecho, los crímenes se han cometido o se están come-
tiendo y, de ser así, si han sido cometidos por fuerzas 
gubernamentales bajo su control, fuerzas bajo el control 
de otro Estado o miembros de una organización no estatal. 
Esa investigación puede servir no solo para identificar a 
los presuntos infractores y localizarlos, sino también para 
contribuir a acabar con los crímenes que se están come-
tiendo e impedir que vuelvan a cometerse identificando 
su origen. La investigación debe contrastarse con una 
investigación preliminar de los hechos en relación con el 
presunto infractor que se encuentre en el Estado, a la que 
se hace referencia en el proyecto de artículo 9, párrafo 2.

2)  En algunos tratados sobre otros delitos se ha incluido 
una obligación comparable376. Por ejemplo, el artículo 12 
de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984 dispone lo 
siguiente: «Todo Estado Parte velará por que, siempre que 
haya motivos razonables para creer que dentro de su juris-
dicción se ha cometido un acto de tortura, las autoridades 

374 Arrest Warrant of 11 April 2000 (véase la nota 314 supra), opi-
nión disidente conjunta de los Magistrados Higgins, Kooijmans y Buer-
genthal, págs. 78 y 79, párr. 51.

375 Ibíd., opinión separada del Magistrado Guillaume, pág.  39, 
párr. 9.

376 Véanse, por ejemplo, Convención Interamericana para Prevenir 
y Sancionar la Tortura, art. 8; Convención Internacional para la Protec-
ción de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 12, 
párr.  2; Convenio del Consejo de Europa sobre Prevención y Lucha 
contra la Violencia contra la Mujer y la Violencia Doméstica, art. 55, 
párr. 1.

https://undocs.org/es/A/AC.254/4/Rev.4
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competentes procedan a una investigación pronta e impar-
cial». Esa obligación es diferente de la obligación del 
Estado parte recogida en el artículo  6, párrafo  2, de la 
Convención contra la Tortura de realizar una investiga-
ción de los hechos en relación con un presunto infractor 
en concreto. Como se ha señalado, el artículo  12 de la 
Convención contra la Tortura exige que se proceda a una 
investigación siempre que haya «motivos razonables para 
creer» que se ha cometido un delito, independientemente 
de si las víctimas han presentado una denuncia oficial 
ante las autoridades del Estado377. Dado que es, en efecto, 
probable que cuanto más sistemática sea la práctica de la 
tortura en un determinado país, menor sea el número de 
denuncias oficiales de tortura que se presenten, es posi-
ble que se vulnere el artículo 12 de la Convención con-
tra la Tortura aunque el Estado no haya recibido ninguna 
denuncia al respecto. El Comité contra la Tortura ha seña-
lado que las autoridades de los Estados deben «proceder 
inmediatamente» a una investigación siempre que haya 
motivos razonables para creer que se han cometido actos 
de tortura o malos tratos, «sin que tenga mayor relevancia 
el origen de la sospecha»378.

3)  El Comité contra la Tortura también ha determinado 
que se ha infringido el artículo 12 cuando la investigación 
del Estado no ha sido «pronta e imparcial»379. La condi-
ción de que sea pronta significa que, en cuanto exista la 
sospecha de que se ha cometido un delito, deben iniciarse 
de inmediato o sin demora las investigaciones. En la 
mayoría de los casos en que el Comité determinó que no 
se había actuado con prontitud, lo que había ocurrido es 
que no se había llevado a cabo ningún tipo de investiga-
ción o la investigación no se había iniciado hasta después 
de transcurrido mucho tiempo. Por ejemplo, el Comité 
consideró que «el transcurso de un período de 15 meses 
antes de iniciar una investigación de las alegaciones es 
excesivamente largo y no cumple el requisito del artícu-
lo 12 de la Convención»380. Los motivos subyacentes al 
requisito de la prontitud son que las huellas físicas que 
podrían probar la tortura pueden desaparecer rápidamente 
y que las víctimas pueden estar en peligro de ser someti-
das a nuevas torturas, algo que una pronta investigación 
puede evitar381.

4)  El requisito de la imparcialidad significa que los 
Estados deben proceder a realizar las investigaciones de 
manera seria, efectiva y justa. En algunas ocasiones, el 

377 Véanse Encarnación Blanco Abad c. España, comunicación 
núm. 59/1996, 14 de mayo de 1998, párr. 8.2, en el informe del Comité 
contra la Tortura, Documentos Oficiales de la Asamblea General, quin-
cuagésimo tercer período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/53/44), 
anexo X, secc. A.3; Danilo Dimitrijevic c. Serbia y Montenegro, comu-
nicación núm.  172/2000, 16  de noviembre de  2005, párr.  7.3, ibíd., 
sexagésimo primer período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/61/44), 
anexo VIII, secc. A.

378 Véase Dhaou Belgacem Thabti c. Túnez, comunicación 
núm. 187/2001, 14 de noviembre de 2003, párr. 10.4, ibíd., quincua-
gésimo noveno período de sesiones, Suplemento núm.  44 (A/59/44), 
anexo VII, secc. A.

379 Véase, por ejemplo, Bairamov c. Kazajstán, comunicación 
núm. 497/2012, 14 de mayo de 2014, párrs. 8.7 y 8.8, ibíd., sexagésimo 
noveno período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/69/44), anexo XIV.

380 Qani Halimi-Nedzibi c. Austria, comunicación núm.  8/1991, 
18  de noviembre de  1993, párr.  13.5, ibíd., cuadragésimo noveno 
período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/49/44), anexo V.

381 Encarnación Blanco Abad c. España (véase la nota 377 supra), 
párr. 8.2.

Comité contra la Tortura ha recomendado que la inves-
tigación de los delitos «esté bajo la directa vigilancia de 
jueces independientes»382. En otras ocasiones, ha afirmado 
la «prohibición absoluta a todo organismo del Estado no 
habilitado para ello de desarrollar investigaciones en 
asuntos de carácter penal»383. El Comité ha señalado que 
una investigación imparcial da el mismo peso a las afir-
maciones de que el delito se cometió o no se cometió y a 
continuación sigue las vías de investigación apropiadas, 
como comprobar los registros públicos disponibles, exa-
minar a los funcionarios públicos competentes u ordenar 
la exhumación de cadáveres384.

5)  Algunos tratados que no incluyen expresamente esa 
obligación de investigar han sido interpretados, no obs-
tante, en el sentido de que la incluyen implícitamente. Por 
ejemplo, aunque en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos de 1966 no figura ninguna obligación 
expresa de ese tipo, el Comité de Derechos Humanos ha 
afirmado reiteradamente que los Estados deben investi-
gar de buena fe las infracciones del Pacto385. Los órganos 
regionales de derechos humanos también han interpretado 
que sus instrumentos legales contienen una obligación 
implícita de llevar a cabo una investigación386.

Artículo 9.  Medidas preliminares cuando el presunto 
infractor se encuentre en el territorio

1.  Si, tras examinar la información de que dis-
pone, considera que las circunstancias lo justifican, 
todo Estado en el territorio bajo cuya jurisdicción se 
encuentre una persona sospechosa de haber cometido 
alguno de los delitos comprendidos en el presente pro-
yecto de artículos procederá a la detención de dicha 

382 Informe del Comité contra la Tortura, Documentos Oficiales 
de la Asamblea General, cuadragésimo noveno período de sesiones, 
Suplemento núm. 44 (A/49/44), cap. IV, examen de los informes pre-
sentados por los Estados partes en virtud del artículo 19 de la Conven-
ción, Ecuador, párrs. 97 a 105, en especial párr. 105. 

383 Ibíd., quincuagésimo sexto período de sesiones, Suplemento 
núm. 44 (A/56/44), cap. IV, examen de los informes presentados por los 
Estados partes en virtud del artículo 19 de la Convención, Guatemala, 
párrs. 67 a 76, en especial párr. 76 d.

384 Khaled Ben M’Barek c. Túnez, comunicación núm.  60/1996, 
10  de noviembre de  1999, párrs.  11.9 y  11.10, ibíd., quincuagésimo 
quinto período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/55/44), anexo VIII, 
secc. A.

385 Véase Comité de Derechos Humanos, observación general 
núm. 31 (nota 210 supra), párr.  15; véanse también Nazriev c. Tayi-
kistán, comunicación núm.  1044/2002, dictamen aprobado el 17  de 
marzo de 2006, párr. 8.2, Documentos Oficiales de la Asamblea Gene
ral, sexagésimo primer período de sesiones, Suplemento núm.  40 
(A/61/40), vol. II, anexo V, secc. P; Kouidis c. Grecia, comunicación 
núm. 1070/2002, dictamen aprobado el 28 de marzo de 2006, párr. 9, 
ibíd., secc. T; Agabekov c. Uzbekistán, comunicación núm. 1071/2002, 
dictamen aprobado el 16 de marzo de 2007, párr. 7.2, ibíd., sexagésimo 
segundo período de sesiones, Suplemento núm. 40 (A/62/40), vol.  II, 
anexo  VII, secc.  I; Karimov c. Tayikistán y Nursatov c. Tayikistán, 
comunicaciones núms. 1108/2002 y 1121/2002, dictamen aprobado el 
26 de marzo de 2007, párr. 7.2, ibíd., secc. H.

386 Véanse, por ejemplo, Ergi v. Turkey, sentencia, 28  de julio 
de  1998, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, Reports of Judg-
ments and Decisions, 1998-IV, párrs. 82, 85 y 86; Bati and Others v. Tur-
key, demandas núms. 33097/96 y 57834/00, sentencia definitiva de 3 de 
septiembre de  2004, ECHR 2004-IV (extractos), párr.  133; Paniagua 
Morales y otros vs. Guatemala, sentencia de 8 de marzo de 1998, Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, Serie C, núm. 37; Ejecuciones 
extrajudiciales y desapariciones forzadas de personas c. Perú, informe 
núm. 101/01, de 11 de octubre de 2001, Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos (OEA/Ser./L/V/II.114 doc. 5 rev.), pág. 588.

http://undocs.org/es/A/53/44
http://undocs.org/es/A/61/44
https://undocs.org/es/A/59/44
http://undocs.org/es/A/69/44
http://undocs.org/es/A/49/44
http://undocs.org/es/A/49/44
http://undocs.org/en/A/56/44
http://undocs.org/es/A/55/44
http://undocs.org/es/A/61/40(Vol.II)
http://undocs.org/es/A/62/40
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persona o tomará otras medidas legales para asegurar 
su presencia. La detención y las otras medidas legales 
se llevarán a cabo de conformidad con la legislación de 
ese Estado, si bien podrán mantenerse solamente por 
el período que sea necesario para permitir el inicio de 
actuaciones penales o de un procedimiento de extradi-
ción o de entrega. 

2.  Dicho Estado procederá inmediatamente a una 
investigación preliminar de los hechos. 

3.  Cuando un Estado, de conformidad con el pre-
sente proyecto de artículo, haya detenido a una per-
sona, notificará inmediatamente tal detención y las 
circunstancias que la justifican a los Estados men-
cionados en el proyecto de artículo  7, párrafo  1. El 
Estado que realice la investigación preliminar pre-
vista en el párrafo 2 del presente proyecto de artículo 
comunicará sin dilación sus resultados a los Estados 
antes mencionados e indicará si se propone ejercer su 
jurisdicción. 

Comentario

1)  El proyecto de artículo 9 prevé la adopción de algu-
nas medidas preliminares por el Estado en el territorio 
bajo cuya jurisdicción se encuentre un presunto infractor. 
El párrafo 1 insta al Estado a proceder a la detención de 
dicha persona o tomar otras medidas legales para asegu-
rar su presencia, de conformidad con la legislación de ese 
Estado, pero solamente por el período que sea necesario 
a fin de permitir el inicio de actuaciones penales o de un 
procedimiento de extradición o de entrega. Se trata de 
medidas habituales en los procedimientos penales nacio-
nales, en particular para evitar nuevos actos delictivos y el 
riesgo de fuga del presunto infractor. 

2)  El párrafo 2 dispone que el Estado procederá inme-
diatamente a una investigación preliminar de los hechos. 
El derecho penal nacional de los Estados suele disponer 
tal investigación preliminar para determinar si existe un 
delito perseguible. 

3)  El párrafo 3 dispone que el Estado notificará inme-
diatamente las medidas adoptadas a los Estados mencio-
nados en el proyecto de artículo 7, párrafo 1, e indicará 
si se propone ejercer su jurisdicción. Ello permitirá a 
esos otros Estados plantearse si desean ejercer su juris-
dicción, en cuyo caso podrán solicitar la extradición. En 
algunas situaciones, un Estado puede no ser plenamente 
consciente de qué otros Estados han establecido su juris-
dicción (por ejemplo, un Estado que ha decidido estable-
cer su jurisdicción respecto de una persona apátrida que 
reside habitualmente en el territorio de ese Estado); en 
tales casos, la viabilidad del cumplimiento de la obliga-
ción puede depender de las circunstancias.

4)  La Asamblea General y el Consejo de Seguridad de 
las Naciones  Unidas han reconocido la importancia de 
esas medidas preliminares en el contexto de los crímenes 
de lesa humanidad. Así, la Asamblea General ha instado 
«a todos los Estados a quienes concierna a que adopten 
las medidas necesarias para la investigación rigurosa de 
[…] los crímenes de lesa humanidad […] así como para 
la identificación, detención, extradición y castigo de 

tod[a]s […] las personas que hayan cometido crímenes 
de lesa humanidad y que no hayan sido enjuiciad[a]s ni 
castigad[a]s»387. En ese mismo sentido, ha afirmado que 
«la negativa de un Estado a cooperar en la detención, 
extradición, enjuiciamiento y castigo de los culpables de 
[…] crímenes de lesa humanidad es contraria a los pro-
pósitos y principios de la Carta de las Naciones Unidas, 
así como a las normas del derecho internacional univer-
salmente reconocidas»388. El Consejo de Seguridad ha 
puesto de relieve que «los Estados tienen la responsabili-
dad de cumplir sus obligaciones pertinentes de poner fin 
a la impunidad y de investigar exhaustivamente y proce-
sar a las personas responsables de […] crímenes de lesa 
humanidad u otras infracciones graves del derecho inter-
nacional humanitario, a fin de impedir dichas infraccio-
nes, evitar que se repitan y buscar la paz sostenible, la 
justicia, la verdad y la reconciliación»389. 

5)  Los tratados que se ocupan de delitos suelen pre-
ver esas medidas preliminares390, como el artículo  6 de 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984. Al examinar, 
entre otras, las disposiciones que figuran en el artículo 6 
de la Convención contra la Tortura, la Corte Internacional 
de Justicia ha explicado que «la incorporación de la legis-
lación correspondiente en el derecho interno […] permi-
tirá al Estado en cuyo territorio se halle el sospechoso 
proceder de inmediato a una investigación preliminar de 
los hechos […], una medida necesaria para permitir a ese 
Estado, con conocimiento de los hechos, someter el caso 
a sus autoridades competentes a efectos de enjuiciamiento 
[…]»391. La Corte ha determinado que la investigación 
preliminar tiene por objeto, como cualquier investigación 
realizada por las autoridades competentes, corroborar o 
no las sospechas que pesan sobre una determinada per-
sona. Las autoridades que realizan la investigación tienen 
encomendada la instrucción del sumario con los hechos 
y los elementos de prueba; «esas pruebas pueden consis-
tir en documentos o declaraciones testimoniales relativas 
a los hechos del caso y la posible participación en ellos 
del sospechoso»392. La Corte ha señalado además que, «si 
bien la elección de los medios para la realización de la 

387 Resolución  2583 (XXIV) de la Asamblea General, de 15  de 
diciembre de 1969, sobre la cuestión del castigo de los criminales de 
guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa huma-
nidad, párr. 1.

388 Resolución  2840 (XXVI) de la Asamblea General, de 18  de 
diciembre de 1971, sobre la cuestión del castigo de los criminales de 
guerra y de las personas que hayan cometido crímenes de lesa huma-
nidad, párr. 4.

389 Resolución  1894 (2009) del Consejo de Seguridad, de 11  de 
noviembre de 2009, párr. 10.

390 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apode-
ramiento Ilícito de Aeronaves, art. 6; Convenio para la Represión de 
Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, art.  6; Con-
vención Internacional contra la Toma de Rehenes, art. 6; Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, art. 8; Convenio 
Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometi-
dos con Bombas, art. 7; Convenio Internacional para la Represión de 
la Financiación del Terrorismo, art. 9; Convención de la Organización 
de la Unidad Africana sobre la Prevención y la Lucha contra el Terro-
rismo, art. 7; Convención Internacional para la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 10; Convención de la 
Asociación de Naciones de Asia Sudoriental para la Prevención contra 
el Terrorismo, art. VIII.

391 Questions relating to the Obligation to Prosecute or Extradite 
(véase la nota 25 supra), pág. 450, párr. 72.

392 Ibíd., pág. 453, párr. 83.

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/2583(XXIV)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/2840(XXVI)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://undocs.org/es/S/RES/1894(2009)
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investigación sigue en manos de los Estados partes», es 
preciso adoptar las medidas «no bien se identifique al sos-
pechoso en el territorio del Estado, a fin de proceder a la 
investigación del caso»393. Asimismo, el propósito de esas 
medidas preliminares es «poder incoar un proceso contra 
un sospechoso, en caso de no concederse la extradición, 
y de lograr el objetivo y propósito de la Convención, que 
es hacer más eficaz la lucha contra la tortura evitando que 
queden impunes los autores de esos actos»394. 

Artículo 10.  Aut dedere aut iudicare

El Estado en el territorio bajo cuya jurisdicción 
se encuentre el presunto infractor someterá el asunto 
a sus autoridades competentes a efectos de enjuicia-
miento, a menos que extradite o entregue a la persona 
a otro Estado o tribunal penal internacional compe-
tente. Dichas autoridades tomarán la decisión de la 
misma manera que lo harían en el caso de cualquier 
otro delito de carácter grave de conformidad con el 
derecho de ese Estado. 

Comentario

1)  El proyecto de artículo  10 obliga al Estado en el 
territorio bajo cuya jurisdicción se encuentra un presunto 
infractor a enjuiciarlo en el marco del sistema nacional 
del Estado. El único medio alternativo de cumplimiento 
de esa obligación es que el Estado extradite o entregue al 
presunto infractor a otro Estado o tribunal penal interna-
cional competente que esté dispuesto a enjuiciarlo y tenga 
capacidad para hacerlo. Esa obligación suele conocerse 
como el principio aut dedere aut iudicare, un principio 
que ha sido estudiado recientemente por la Comisión395 
y que figura en numerosos tratados multilaterales sobre 
delitos396. Si bien una traducción literal de aut dedere aut 
iudicare tal vez no capte plenamente el sentido de la obli-
gación, la Comisión decidió mantener esa expresión en 
el título, dada la frecuencia de su uso al referirse a una 
obligación de ese tipo.

2)  En el proyecto de código de crímenes contra la paz 
y la seguridad de la humanidad de 1996, elaborado por 
la Comisión, se definían los crímenes de lesa humanidad 
en el artículo 18 y, en el artículo 9, se disponía además 
que «[s]in perjuicio de la jurisdicción de un tribunal penal 
internacional, el Estado Parte en cuyo territorio se hallare 
la persona que presuntamente hubiere cometido un cri-
men previsto en los artículos 17, 18, 19 o 20 concederá la 
extradición de esa persona o la juzgará»397. 

393 Ibíd., pág. 454, párr. 86.
394 Ibíd., pág. 451, párr. 74.
395 Véase Anuario… 2014, vol. II (segunda parte), cap. VI.
396 Véase el estudio de la Secretaría «Examen de los instrumen-

tos multilaterales que pueden resultar pertinentes para la labor de la 
Comisión de Derecho Internacional sobre el tema “La obligación de 
extraditar o juzgar (aut dedere aut iudicare)ˮ», Anuario… 2010, vol. II 
(primera parte), documento A/CN.4/630, págs. 343 y ss.

397 Anuario… 1996, vol.  II (segunda parte), pág.  34, art.  9; véase 
también la resolución 2005/81 de la Comisión de Derechos Humanos 
sobre la impunidad (nota 287 supra), párr. 2 (donde estima que «los 
Estados deben enjuiciar o extraditar a los autores, incluidos los cóm-
plices, de delitos internacionales como […] los crímenes de lesa huma-
nidad […] en cumplimiento de sus obligaciones internacionales para 
llevarlos ante la justicia, y exhorta a todos los Estados a que tomen 
medidas eficaces para cumplir estas obligaciones»).

3)  La mayoría de los tratados multilaterales en que se 
establece esa obligación398 emplean la denominada «fór-
mula de La Haya», que debe su nombre al Convenio para 
la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves de 
1970399. En virtud de esa fórmula, la obligación surge 
siempre que el presunto infractor se encuentre en el terri-
torio del Estado parte, independientemente de que algún 
otro Estado parte desee solicitar la extradición. Aunque 
habitualmente se alude a ella como la obligación de extra-
ditar o «juzgar», la obligación consiste en «somete[r] el 
caso a sus autoridades competentes a efectos de enjui-
ciamiento», esto es, someter el asunto a la fiscalía, que 
puede decidir iniciar actuaciones judiciales o no hacerlo. 
En particular, si las autoridades competentes determinan 
que no hay pruebas suficientes de culpabilidad, el acu-
sado no debe ser imputado, enjuiciado ni castigado400. En 
los trabajos preparatorios del Convenio para la Represión 
del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves de 1970 se indica 
que la fórmula establecía «la obligación de aprehender 
al presunto delincuente, la posibilidad de extradición, la 
obligación de someter el caso a la autoridad competente y 
la posibilidad de actuar judicialmente contra el mismo»401.

4)  En la causa relativa a Cuestiones referentes a la obli-
gación de juzgar o extraditar (Bélgica c. Senegal), la 
Corte Internacional de Justicia analizó la fórmula de La 
Haya en el contexto del artículo 7 de la Convención con-
tra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes de 1984:

90.  Tal como se desprende de los trabajos preparatorios de la 
Convención, el artículo 7, párrafo 1, se basa en una disposición similar 
que figura en el Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito 
de Aeronaves, firmado en La Haya el 16 de diciembre de 1970. La obli-
gación de someter el caso a las autoridades competentes a efectos de 

398 Convención para Prevenir y Sancionar los Actos de Terrorismo 
Configurados en Delitos contra las Personas y la Extorsión Conexa 
cuando Estos Tengan Trascendencia Internacional, art. 5; Convención 
de la Organización de la Unidad Africana para la Eliminación de la 
Actividad de Mercenarios en África, arts. 8 y 9, párrs. 2 y 3; Convenio 
Europeo para la Represión del Terrorismo, art. 7; Convención Intera-
mericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, art.  14; Convención 
Regional  de la Asociación de Asia Meridional para la Cooperación 
Regional (SAARC) sobre la Eliminación del Terrorismo; Convención 
Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas, art.  VI; 
Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores, 
art.  9; Convención Interamericana contra la Corrupción, art.  XIII, 
párr. 6; Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico 
Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales 
Relacionados, art. XIX, párr. 6; Convención Árabe sobre la Represión 
del Terrorismo; Convenio Penal sobre la Corrupción, art. 27, párr. 5; 
Convenio de la Organización de la Conferencia Islámica para la Lucha 
contra el Terrorismo Internacional, art. 6; Convenio sobre la Ciberde-
lincuencia, art. 24, párr. 6; Convención de la Unión Africana para Pre-
venir y Combatir la Corrupción, art. 15, párr. 6; Convenio del Consejo 
de Europa para la Prevención del Terrorismo, art.  18; Convenio del 
Consejo de Europa sobre la Lucha contra la Trata de Seres Humanos, 
art.  31, párr. 3; y Convención de la Asociación de Naciones de Asia 
Sudoriental para la Prevención contra el Terrorismo, art. XIII, párr. 1.

399 Véase, en particular, el artículo 7 del Convenio para la Represión 
del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves.

400 Véase el estudio de la Secretaría «Examen de los instrumentos 
multilaterales…» (A/CN.4/630) (nota  396 supra), págs.  385 y 386, 
párrs. 145 a 147.

401 Declaración de Gilbert Guillaume (Presidente del Subcomité del 
Comité Jurídico sobre el Apoderamiento Ilícito de Aeronaves y dele-
gado de Francia), Organización de Aviación Civil Internacional, Comité 
Jurídico, 17º período de sesiones, Montreal, 9 de febrero a 11 de marzo 
de 1970, Actas y documentos relativos al tema del apoderamiento ilí-
cito de aeronaves (Montreal, 1970), 30ª sesión (3 de marzo de 1970) 
(Doc. 8877-LC/161), párr. 15.

http://undocs.org/sp/A/CN.4/630
https://www.google.ch/url?sa=t&rct=j&q=&esrc=s&source=web&cd=1&ved=0ahUKEwj-mpTC4YHPAhWK2hoKHRaDAUAQFgglMAA&url=http%3A%2F%2Fap.ohchr.org%2Fdocuments%2FS%2FCHR%2Fresolutions%2FE-CN_4-RES-2005-81.doc&usg=AFQjCNHLHBxfyWt7b7-gc2eCNEFteUTY-g&cad=rja
https://rm.coe.int/CoERMPublicCommonSearchServices/DisplayDCTMContent?documentId=090000168007f3f5
http://undocs.org/sp/A/CN.4/630
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enjuiciamiento (en adelante, la «obligación de juzgar») se formuló a fin 
de permitir a esas autoridades decidir si corresponde o no iniciar el pro-
ceso, con lo cual se respeta la independencia de los sistemas judiciales 
de los Estados partes. Estos dos instrumentos ponen de relieve, ade-
más, que las autoridades tomarán su decisión en las mismas condicio-
nes que las aplicables a cualquier delito de carácter grave, de acuerdo 
con la legislación del Estado interesado (artículo  7, párrafo  2, de la 
Convención contra la Tortura y artículo 7 del Convenio de La Haya de 
1970). En consecuencia, las autoridades competentes que intervengan 
siguen siendo responsables de decidir si corresponde iniciar un proceso, 
teniendo en cuenta las pruebas de que dispongan y las normas pertinen-
tes de procedimiento penal.

91.  La obligación de juzgar establecida en el artículo 7, párrafo 1, 
suele aplicarse en el contexto de la Convención contra la Tortura des-
pués de que el Estado haya cumplido las demás obligaciones estableci-
das en los artículos precedentes, que lo obligan a aprobar la legislación 
adecuada que le permita tipificar como delito la tortura, a establecer 
la jurisdicción universal en la materia de sus tribunales y a proceder 
a una investigación de los hechos. Esas obligaciones, en su conjunto, 
pueden considerarse elementos de un mismo mecanismo convencional 
que tiene por objeto evitar que los sospechosos puedan eludir las conse-
cuencias de su responsabilidad penal, si se prueba […]

[…]

94.  La Corte aclara que el artículo 7, párrafo 1, exige al Estado 
interesado que someta el caso a sus autoridades competentes a efectos 
de enjuiciamiento, sin que importe la existencia de una solicitud previa 
de extradición del sospechoso. En consecuencia, el Estado está obli-
gado a realizar una investigación preliminar (artículo 6, párrafo 2) en 
cuanto el sospechoso se halle en su territorio, en el entendimiento de 
que la obligación de someter el caso a las autoridades competentes, con 
arreglo al artículo 7, párrafo 1, puede dar lugar o no a que se inicie un 
procedimiento, según las pruebas con que se cuente relacionadas con 
los cargos que se imputen al sospechoso. 

95.  Sin embargo, si el Estado en cuyo territorio se halle el sospe-
choso ha recibido una solicitud de extradición en alguno de los casos 
previstos en las disposiciones de la Convención, puede eximirse de 
su obligación de juzgar accediendo a esa solicitud. Con arreglo a la 
Convención, la elección entre extradición o sometimiento a enjuicia-
miento no quiere decir que las dos alternativas tengan el mismo peso 
porque, si bien la extradición es una opción que la Convención ofrece 
al Estado, el enjuiciamiento es una obligación internacional establecida 
por la Convención, y su incumplimiento es un acto ilícito que da lugar 
a la responsabilidad del Estado.

[…]

114.  El artículo 7, párrafo 1, de la Convención no contiene nin-
guna indicación sobre los plazos para el cumplimiento de las obligacio-
nes allí establecidas; está necesariamente implícito en el texto que se 
deben cumplir dentro de un plazo razonable, de manera compatible con 
el objetivo y propósito de la Convención.

115.  La Corte considera que la obligación de juzgar impuesta al 
Estado en el artículo 7, párrafo 1, de la Convención, tiene por finali-
dad que se puedan cumplir el objetivo y propósito de la Convención, 
a saber «hacer más eficaz la lucha contra la tortura» (Preámbulo de la 
Convención). Ese es el motivo por el que el proceso ha de iniciarse sin 
demora.

[…]

120.  El propósito de esas disposiciones convencionales es impe-
dir que los presuntos actos de tortura queden impunes, asegurando que 
sus autores no puedan refugiarse en ninguno de los Estados partes. El 
Estado en cuyo territorio se halle el sospechoso tiene ciertamente la 
opción de extraditarlo al país que lo haya solicitado, a condición de 
que sea un Estado que tenga algún tipo de competencia, con arreglo al 
artículo 5 de la Convención, para enjuiciarlo.402 

5)  La Corte determinó también diversos factores que no 
podían justificar el incumplimiento de esas obligaciones: 

402 Questions relating to the Obligation to Prosecute or Extradite 
(véase la nota 25 supra), págs. 454, 455, 456, 460 y 461, párrs. 90, 91, 
94, 95, 114, 115 y 120.

las dificultades financieras del Estado403, la remisión del 
asunto a una organización regional404, y las dificultades de 
aplicación en el marco del derecho interno del Estado405.

6)  La primera oración del proyecto de artículo 10 reco-
noce que la obligación que incumbe al Estado puede cum-
plirse extraditando o entregando al presunto infractor no 
solo a otro Estado, sino también a un tribunal penal inter-
nacional competente para enjuiciarlo. Esta tercera alterna-
tiva ha surgido con el establecimiento de la Corte Penal 
Internacional y otros tribunales penales internacionales406. 
Aunque el término «extradición» a menudo se asocia con 
el envío de una persona a un Estado y el término «entrega» 
se utiliza en general para la remisión de una persona a un 
tribunal penal internacional competente, el proyecto de 
artículo 10 está redactado de manera que no se limite el uso 
de los términos en ese sentido. La terminología empleada 
en los ordenamientos penales nacionales y en las relaciones 
internacionales puede variar407 y, por esa razón, la Comi-
sión consideró que era preferible una formulación más 
general. Además, si bien el proyecto de artículo 10 podría 
condicionar la referencia a un tribunal penal internacional 
estableciendo que ha de ser un tribunal cuya jurisdicción 
haya reconocido el Estado que entrega a la persona408, esa 
matización se consideró innecesaria.

7)  La segunda oración del proyecto de artículo 10 dis-
pone que, cuando un Estado someta el caso a efectos de 
enjuiciamiento, sus «autoridades tomarán la decisión de 
la misma manera que lo harían en el caso de cualquier 
otro delito de carácter grave de conformidad con el dere-
cho de ese Estado». La mayoría de los tratados que con-
tienen la fórmula de La Haya incluyen una cláusula de ese 
tipo, cuyo propósito es contribuir a que se apliquen los 
procedimientos y criterios probatorios establecidos para 
los delitos graves.

8)  La obligación del Estado de someter el asunto a las 
autoridades competentes puede entrar en conflicto con 
su facultad de conceder una amnistía, entendida como 
la adopción de medidas legales que tengan el efecto de 
impedir la posibilidad de enjuiciar por vía penal a cier-
tas personas (o categorías de personas) en relación con 
una conducta criminal específica presuntamente come-
tida antes de la aprobación de la amnistía, o de medidas 
legales que dejen sin efecto, con carácter retroactivo, 
la responsabilidad legal previamente establecida409. La 

403 Ibíd., pág. 460, párr. 112.
404 Ibíd.
405 Ibíd., párr. 113.
406 Véase Anuario… 2014, vol. II (segunda parte), cap. VI, secc. C, 

párr. 35), pág. 100.
407 Véase, por ejemplo, Unión Europea, decisión marco del Consejo 

de 13 de junio de 2002 relativa a la orden de detención europea y a los 
procedimientos de entrega entre Estados miembros, Diario Oficial de 
las Comunidades Europeas, L 190, de 18 de julio de 2002, pág. 1. El 
artículo 1, párrafo 1, de la decisión marco dispone lo siguiente: «La 
orden de detención europea es una resolución judicial dictada por un 
Estado miembro con vistas a la detención y la entrega* por otro Estado 
miembro de una persona buscada para el ejercicio de acciones penales 
o para la ejecución de una pena o una medida de seguridad privativas 
de libertad».

408 Véase la Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 11, párr. 1.

409 Instrumentos del estado de derecho para sociedades que han 
salido de un conflicto: Amnistías (publicación de las Naciones Unidas, 
núm. de venta: S.09.XIV.1), pág. 5.
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amnistía concedida por un Estado en el que se han come-
tido crímenes puede fundamentarse en disposiciones 
recogidas en la Constitución, en leyes parlamentarias o 
en otras disposiciones legislativas, y puede ser fruto de 
un acuerdo de paz para poner fin a un conflicto armado. 
La amnistía puede ser de índole general o estar supedi-
tada a determinadas condiciones, como el desarme de 
un grupo no estatal, la disposición del presunto infractor 
a reconocer públicamente los crímenes cometidos o la 
presentación por parte de este de disculpas a las víctimas 
o a sus familiares.

9)  Con respecto al enjuiciamiento ante los tribunales 
penales internacionales, durante la negociación del Esta-
tuto de Roma de la Corte Penal Internacional se debatió 
la posibilidad de incluir una disposición sobre la amnistía, 
pero no se hizo. Tampoco se incorporó una disposición 
de ese tipo en los Estatutos del Tribunal Internacional 
para la ex-Yugoslavia y del Tribunal Penal Internacional 
para Rwanda. No obstante, en el contexto del primero se 
sostuvo que la amnistía aprobada en virtud del derecho 
nacional en relación con el delito de tortura «no tendría 
reconocimiento jurídico internacional»410. Los instrumen-
tos por los que se establecen el Tribunal Especial para 
Sierra Leona411 y las Salas Especiales de los Tribunales 
de Camboya412 señalan que las amnistías aprobadas con 
arreglo al derecho nacional no constituyen un obstáculo 
para el ejercicio de sus respectivas competencias. Ade-
más, esos tribunales reconocen que hay una «norma in-
ternacional en proceso de cristalización»413 o «consenso 
emergente»414 con respecto a la prohibición de las amnis-
tías en relación con crímenes internacionales graves, en 
particular en lo referente a las amnistías totales o genera-
les, que se basa en la obligación de investigar y enjuiciar 
esos crímenes y castigar a quienes los cometen.

10)  En lo que se refiere al enjuiciamiento ante tribu-
nales nacionales, tratados negociados recientemente que 
se ocupan de los crímenes en el derecho nacional no han 
prohibido de manera expresa las amnistías, ni siquiera los 
que se ocupan de crímenes graves. Por ejemplo, durante 
la negociación de la Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desaparicio-
nes Forzadas de 2006 se planteó la posibilidad de incluir 

410 Furundžija, fallo, 10 de diciembre de  1998 (véase la nota  26 
supra), párr. 155. 

411 Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art.  10 («La 
amnistía concedida a una persona respecto de la cual el Tribunal Espe-
cial tenga competencia en relación con uno de los crímenes a que se 
hace referencia en los artículos 2 a 4 del presente Estatuto no constituirá 
un impedimento para el procesamiento»). 

412 Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribuna-
les de Camboya, art. 40 («El Gobierno Real de Camboya no pedirá la 
amnistía ni el perdón para ninguna persona contra la cual pueda hacerse 
una instrucción o dictarse sentencia condenatoria por los crímenes a 
que se hace referencia en los artículos 3, 4, 5, 6, 7 y 8 de la presente 
Ley. El alcance de la amnistía o el perdón concedidos antes de la apro-
bación de la presente Ley es un asunto que habrán de dirimir las Salas 
Especiales»).

413 Véase Prosecutor v. Kallon and Kamara, causa núm.  SCSL-
2004-15-AR72(E) y SCSL-2004-16-AR72(E), 13 de marzo de 2004, 
Sala de Apelaciones, Tribunal Especial para Sierra Leona, párrs. 66 a 
74 y 82 a 84. 

414 Véase Decision on Ieng Sary’s Rule 89 Preliminary Objections 
(Ne bis in idem and Amnesty and Pardon), causa núm. 002/19-09-2007/
ECCC/TC, sentencia de 3 de noviembre de 2011, Salas Especiales de 
los Tribunales de Camboya, Sala de Primera Instancia, párrs. 40 a 53. 

una disposición sobre la amnistía, pero no se hizo415. Sin 
embargo, tribunales y órganos regionales de derechos 
humanos, como la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
y la Comisión Africana de Derechos Humanos y de los 
Pueblos, han considerado que las amnistías son inadmi-
sibles, o bien que excluyen la rendición de cuentas con 
arreglo a los tratados regionales de derechos humanos416. 
Los órganos de expertos creados en virtud de tratados 
han interpretado que sus respectivos tratados impiden a 
los Estados partes aprobar leyes de amnistía, aplicarlas 
o no derogarlas417. Además, la posición de la Secretaría 
de las Naciones Unidas no es reconocer ni dejar pasar la 
concesión de amnistías en caso de genocidio, crímenes de 
guerra, crímenes de lesa humanidad o violaciones mani-
fiestas de los derechos humanos en relación con acuerdos 
de paz respaldados por las Naciones Unidas418. Desde la 

415 Informe del Grupo de Trabajo entre períodos de sesiones, de 
composición abierta, encargado de elaborar un proyecto de instrumento 
normativo jurídicamente vinculante para la protección de todas las per-
sonas contra las desapariciones forzadas (E/CN.4/2004/59), párrs. 73 
a 80.

416 Véanse, por ejemplo, Barrios Altos vs. Perú, sentencia de 14 de 
marzo de 2001 (fondo), Corte Interamericana de Derechos Humanos, 
Serie C, núm. 75, párrs. 41 a 44; Almonacid Arellano y otros vs. Chile, 
sentencia de 26  de septiembre de  2006 (nota  26 supra), párr.  114; 
Zimbabwe Human Rights NGO Forum v. Zimbabwe, comunicación 
núm. 245/02, decisión de 15 de mayo de 2006, Comisión Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos, párrs.  211 y 212. El Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos ha adoptado un enfoque más cauto al 
reconocer que «la tendencia creciente en el derecho internacional» es 
considerar inaceptables las amnistías por violaciones graves de los dere-
chos humanos fundamentales, pues son incompatibles con la obligación 
de los Estados, unánimemente reconocida, de enjuiciar y castigar esos 
delitos. Véase Marguš v. Croatia [GC], demanda núm. 4455/10, senten-
cia de 27 de mayo de 2014, ECHR 2014 (extractos), párr. 139. 

417 Véanse, por ejemplo, Comité de Derechos Humanos, observación 
general núm. 20 (nota 224 supra), párr. 15; Comité de Derechos Huma-
nos, observación general núm. 31 (nota 210 supra), párr. 18; Comité 
de Derechos Humanos, Hugo Rodríguez c. el Uruguay, comunicación 
núm. 322/1988, dictamen aprobado el 19 de julio de 1994, Documen-
tos Oficiales de la Asamblea General, cuadragésimo noveno período 
de sesiones, Suplemento núm. 40 (A/49/40), vol. II, anexo IX, secc. B, 
párr. 12.4. El Comité contra la Tortura ha sostenido que las amnistías 
respecto del delito de tortura son incompatibles con las obligaciones 
que incumben a los Estados partes en virtud de la Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes. 
Véase, por ejemplo, observación general núm. 3 (2012) sobre la apli-
cación del artículo 14, Documentos Oficiales de la Asamblea General, 
sexagésimo octavo período de sesiones, Suplemento núm. 44 (A/68/44), 
anexo X, párr. 41. El Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer también ha recomendado que los Estados partes se ase-
guren de que los aspectos sustantivos de los mecanismos de justicia de 
transición garanticen el acceso de las mujeres a la justicia, entre otras 
cosas, a través del rechazo de amnistías en relación con las violaciones 
por razón de género. Véase Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer, recomendación general núm. 30 (2013) sobre 
las mujeres en la prevención de conflictos y en situaciones de conflicto 
y posteriores a conflictos, ibíd., sexagésimo noveno período de sesio-
nes, Suplemento núm. 38 (A/69/38), segunda parte, cap. VII, párr. 44, y 
CEDAW/C/GC/30, párr. 81 b.

418 Véase, por ejemplo, el informe del Secretario General sobre 
el estado de derecho y la justicia de transición en las sociedades que 
sufren o han sufrido conflictos, de 23 de agosto de 2004 (S/2004/616), 
párrs. 10, 32 y 64 c. Esa práctica se puso de manifiesto por primera 
vez cuando el Representante Especial del Secretario General de las 
Naciones  Unidas añadió una declaración al Acuerdo de Paz entre el 
Gobierno de Sierra Leona y el Frente Revolucionario Unido de Sie-
rra Leona (Lomé,7 de julio de 1999 (S/1999/777, anexo)) para indicar 
que «las disposiciones sobre la amnistía que figuraban en el artículo IX 
del Acuerdo (“perdón absoluto e incondicional”) no se aplicarían a los 
crímenes de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes 

(Continuación en la página siguiente.)

http://undocs.org/es/E/CN.4/2004/59
http://undocs.org/es/A/49/40
http://undocs.org/es/A/68/44
http://undocs.org/es/A/69/38
http://undocs.org/es/CEDAW/C/GC/30
http://undocs.org/es/S/2004/616
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entrada en vigor del Estatuto de Roma, varios Estados 
han aprobado legislación nacional que prohibía amnistías 
y medidas similares con respecto a los crímenes de lesa 
humanidad419.

11)  Respecto del presente proyecto de artículos, cabe 
señalar que la amnistía aprobada por un Estado no impe-
diría el enjuiciamiento por otro Estado con competencia 
concurrente para conocer del delito420. En el Estado que 
ha concedido la amnistía, su validez tendría que anali-
zarse, entre otras cosas, a la luz de las obligaciones que le 
incumben en virtud del presente proyecto de artículos en 
relación con la tipificación de los crímenes de lesa huma-
nidad, a fin de cumplir con la obligación de extraditar o 
juzgar y con las obligaciones relacionadas con las vícti-
mas y otras personas.

Artículo 11.  Trato justo del presunto infractor

1.  Toda persona respecto de la cual se adopten 
medidas en relación con uno de los delitos comprendi-
dos en el presente proyecto de artículos tendrá garan-
tizados en todas las etapas del procedimiento un trato 
justo, incluido un juicio imparcial, y la plena protec-
ción de sus derechos de conformidad con las disposi-
ciones aplicables del derecho nacional e internacional, 
incluido el derecho de los derechos humanos.

2.  Toda persona que esté en prisión, detenida o 
recluida en un Estado que no sea el de su nacionalidad 
tendrá derecho a:

de guerra y otras violaciones graves del derecho internacional huma
nitario» (informe del Secretario General sobre el establecimiento de un 
tribunal especial para Sierra Leona, S/2000/915, párr. 23). Para cono-
cer más opiniones, véanse Instrumentos del estado de derecho para 
sociedades que han salido de un conflicto… (nota 409 supra), pág. 11 
(«De conformidad con diversas fuentes de derecho internacional y la 
política de las Naciones  Unidas, las amnistías son impermisibles si:  
a) [i]mpiden el enjuiciamiento de personas que pueden resultar penal-
mente responsables de crímenes de guerra, genocidio, crímenes de lesa 
humanidad o violaciones graves de derechos humanos, incluidos los 
delitos que afecten concretamente a la mujer y la violencia de género; 
b)  [i]nterfieren con el derecho de las víctimas a un recurso efectivo, 
incluida la reparación, o c)  [l]imitan el derecho de las víctimas y las 
sociedades a conocer la verdad acerca de las violaciones de derechos 
humanos y del derecho humanitario. Además, las amnistías que procu-
ren restaurar los derechos humanos deben estar formuladas con miras 
a velar por no limitar los derechos restaurados ni perpetuar en algún 
sentido las violaciones iniciales»); informe del Relator Especial sobre 
la cuestión de la tortura y otros tratos o penas crueles, inhumanos o 
degradantes (A/56/156), párr. 33.

419 Véanse, por ejemplo, Argentina, Ley 27156, 31 de julio de 2015, 
art. 1; Burkina Faso, Loi 052/2009 portant détermination des compéten-
ces et de la procédure de mise en œuvre du Statut de Rome relatif à la 
Cour pénale internationale par les juridictions burkinabé, 3 de diciem-
bre de 2009, art. 14; Burundi, Loi n°1/05 du 22 avril 2009 portant revi-
sion du Code pénal, art. 171; República Centroafricana, Loi No. 08-020 
portant amnistie générale à l’endroit des personnalités, des militaires, 
des éléments et responsables civils des groupes rebelles, 13 de octu-
bre de 2008, art. 2; Colombia, Acuerdo Final para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera (Bogotá, 
24 de noviembre de 2016), 5.1.2, numeral 40; Comoras, Loi 11-022 du 
13 décembre 2011 portant mise en œuvre du Statut de Rome, art. 14; 
República Democrática del Congo, Loi n°014/006 du 11 février 2014 
portant amnistie pour faits insurrectionnels, faits de guerre et infrac-
tions politiques, art. 4; Panamá, Código Penal, art. 116; Uruguay, Ley 
núm. 18026, 4 de octubre de 2006, art. 8.

420 Véase, por ejemplo, Ould Dah v. France (dec.), demanda 
núm.  13113/03, decisión sobre la admisibilidad de 17  de marzo 
de 2009, ECHR 2009, párr. 49.

a)  comunicarse sin demora con el representante 
competente más próximo del Estado o los Estados de 
que sea nacional o al que competa por otras razones la 
protección de sus derechos o, si dicha persona es apá-
trida, del Estado que, a solicitud de esa persona, esté 
dispuesto a proteger sus derechos; 

b)  recibir la visita de un representante de ese 
Estado o esos Estados; y

c)  ser informado sin demora de los derechos que 
la asisten de conformidad con el presente párrafo.

3.  Los derechos mencionados en el párrafo  2 se 
ejercerán de conformidad con las leyes y normativas 
del Estado en el territorio bajo cuya jurisdicción se 
encuentre la persona, en el entendido de que dichas 
leyes y normativas han de permitir que tenga pleno 
efecto el propósito de los derechos reconocidos en el 
párrafo 2.

Comentario

1)  El proyecto de artículo 11 se centra en la obligación 
del Estado de dispensar un trato justo, incluido un juicio 
imparcial, y la plena protección de sus derechos, a todo 
presunto infractor que se encuentre en un territorio bajo 
su jurisdicción. Además, el proyecto de artículo 11 reco-
noce el derecho del presunto infractor que no sea de la 
nacionalidad del Estado, pero esté en prisión, detenido o 
recluido, a tener acceso a un representante de su Estado.

2)  Todos los Estados prevén en su derecho interno salva-
guardias de un grado u otro que amparan a quienes inves-
tigan, privan de libertad, juzgan o castigan por la comisión 
de un delito. Esas salvaguardias pueden especificarse en 
la constitución, una ley, una disposición administrativa o 
un precedente judicial. Además, pueden codificarse nor-
mas detalladas o establecerse criterios generales sobre los 
principios de «trato justo», «debidas garantías procesa-
les», «garantías judiciales» o «igualdad de protección». 
Esas salvaguardias son sumamente importantes para que 
el extraordinario peso del sistema de justicia penal del 
Estado no caiga indebidamente sobre un sospechoso y, 
entre otras cosas, se preserve el derecho de esa persona 
a defenderse con todos los medios de las acusaciones del 
Estado ante un tribunal independiente (haciendo posible, 
pues, la «igualdad de medios»).

3)  Actualmente, las salvaguardias importantes también 
se reconocen con claridad en el derecho penal interna-
cional y el derecho de los derechos humanos. Al más gene-
ral de los niveles, esas salvaguardias se reconocen en los 
artículos 10 y 11 de la Declaración Universal de Derechos 
Humanos de 1948421, mientras que en el artículo 14 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
1966 se recogen normas más específicas vinculantes para 
los Estados. En general, los instrumentos que establecen 
normas destinadas a un tribunal o corte internacional tra-
tan de precisar las normas enunciadas en el artículo 14 
del Pacto, mientras que los tratados que tienen por objeto 
la legislación nacional enuncian una norma amplia cuya 
finalidad es que se reconozcan e incorporen las normas 

421 Declaración Universal de Derechos Humanos, resolución 217 A 
(III) de la Asamblea General, de 10 de diciembre de 1948.

(Continuación de la nota 418.)

http://undocs.org/es/S/2000/915
http://undocs.org/es/A/56/156
http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/217%28III%29&Lang=S&Area=RESOLUTION
http://www.un.org/es/comun/docs/?symbol=A/RES/217%28III%29&Lang=S&Area=RESOLUTION
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específicas del artículo 14 y de otros instrumentos perti-
nentes «en todas las etapas» del procedimiento nacional 
relacionadas con el presunto infractor422.

4)  Esos tratados que tienen por objeto la legislación 
nacional no definen qué ha de entenderse por «trato justo», 
pero se considera que dicha expresión incorpora los dere-
chos concretos que corresponden al presunto infractor, 
como los previstos en el artículo 14 del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos de 1966. Así, al elaborar 
el artículo 8 del proyecto de artículos sobre la prevención 
y el castigo de los delitos contra los agentes diplomáticos 
y otras personas internacionalmente protegidas, la Comi-
sión afirmó que la expresión «trato imparcial» en todas las 
fases del procedimiento tenía por objeto «incorporar todas 
las garantías que se reconocen generalmente al detenido o 
acusado» y que «[c]omo ejemplo de tales garantías puede 
citarse el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos»423. Además, la Comisión observó que 
«[l]a expresión “trato imparcial” se prefirió, debido a su 
generalidad, a las expresiones más corrientes de “las debi-
das garantías procesales”, “enjuiciamiento imparcial”, 
“juicio imparcial”, que podrían interpretarse en un sen-
tido técnico estricto»424. Por último, la Comisión también 
explicó que la expresión «en todas las fases del procedi-
miento» tenía por objeto «salvaguardar los derechos del 
presunto culpable desde el momento en que es encontrado 
y se adoptan medidas para asegurar su presencia hasta que 
se adopta una decisión final en el asunto»425.

5)  Aunque la expresión «trato justo» incluye el con-
cepto de «juicio imparcial», en muchos tratados se hace 
referencia expresa a ese juicio imparcial para destacar su 
importancia particular. El Comité de Derechos Huma-
nos ha entendido, de hecho, que el derecho a un juicio 
imparcial es un «elemento fundamental de la protección 
de los derechos humanos» y un «medio procesal para sal-
vaguardar el imperio de la ley»426. Por consiguiente, el 

422 Véanse, por ejemplo, Convención sobre la Prevención y el Castigo 
de Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los 
Agentes Diplomáticos, art. 9; Convención Internacional contra la Toma 
de Rehenes, art. 8, párr. 2; Convención contra la Tortura y Otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 7, párr. 3; Convenio 
para la Represión de Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Navega-
ción Marítima, art. 10, párr. 2; Convención sobre los Derechos del Niño, 
art. 40, párr. 2 b; Convención Internacional contra el Reclutamiento, la 
Utilización, la Financiación y el Entrenamiento de Mercenarios, art. 11; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas 
Cometidos con Bombas, art. 14; Segundo Protocolo de la Convención de 
La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de 
Conflicto Armado, art. 17, párr. 2; Convenio Internacional para la Repre-
sión de la Financiación del Terrorismo, art. 17; Convención de las Nacio-
nes  Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art.  16, 
párr.  13; Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 44, párr. 14; Convenio Internacional para la Represión de los Actos de 
Terrorismo Nuclear, art. 12; Convención Internacional para la Protección 
de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 11, párr. 3; 
Convención de la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental para la 
Prevención contra el Terrorismo, art. VIII, párr. 1.

423 Anuario… 1972, vol.  II, documento A/8710/Rev.1, pág.  350, 
comentario al artículo 8.

424 Ibíd.
425 Ibíd.
426 Comité de Derechos Humanos, observación general núm.  32 

(2007) sobre el artículo  14 (El derecho a un juicio imparcial y a la 
igualdad ante los tribunales y cortes de justicia), Documentos Oficia-
les de la Asamblea General, sexagésimo segundo período de sesiones, 
Suplemento núm. 40 (A/62/40), vol. I, anexo VI, párr. 2; véanse también 
los párrafos 18 a 28. 

párrafo 1 del proyecto de artículo 11 hace referencia a un 
trato justo, «incluido un juicio imparcial».

6)  Además de un trato justo, el presunto infractor tiene 
derecho a la máxima protección de sus derechos, ya sur-
jan de las disposiciones aplicables del derecho nacional 
o del derecho internacional, incluido el derecho de los 
derechos humanos. Esos derechos se recogen en las cons-
tituciones, las leyes o en otras disposiciones de los orde-
namientos jurídicos nacionales de los Estados. En el plano 
internacional, se establecen en los tratados universales de 
derechos humanos, en los tratados regionales de derechos 
humanos427 o en otros instrumentos aplicables428. Por ello, 
el párrafo 1 del proyecto de artículo 11 también reconoce 
que el Estado ha de garantizar la plena protección de los 
derechos del infractor «de conformidad con las disposi-
ciones aplicables del derecho nacional e internacional, 
incluido el derecho de los derechos humanos».

7)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 11 se refiere a las 
obligaciones del Estado respecto de un presunto infrac-
tor que «esté en prisión, detenid[o] o recluid[o]» en un 
Estado que no sea el de su nacionalidad. Se debe entender 
que esa expresión abarca todas las situaciones en que el 
Estado restringe la capacidad de la persona de comuni-
carse libremente con un representante del Estado de que 
sea nacional y recibir su visita. En tales circunstancias, el 
Estado en el territorio bajo cuya jurisdicción se encuen-
tre el presunto infractor le debe permitir comunicarse sin 
demora con el representante competente más próximo 
del Estado o los Estados de que sea nacional o al que 
competa por otras razones la protección de sus derechos. 
El presunto infractor también tiene derecho a recibir la 
visita de un representante de ese Estado o esos Estados. 
Por último, tiene derecho a ser informado sin demora de 
esos derechos. Además, el párrafo 2 hace extensivos esos 
derechos a los apátridas, al establecer su derecho a comu-
nicarse sin demora con el representante competente más 
próximo del Estado que, a solicitud de esas personas, esté 
dispuesto a proteger sus derechos, y a recibir la visita de 
ese representante.

8)  Esos derechos se explican con mayor detalle en el 
artículo 36, párrafo 1, de la Convención de Viena sobre 
Relaciones Consulares de 1963, que reconoce derechos 
tanto a la persona detenida como al Estado de que sea 
nacional429, y en el derecho internacional consuetudinario. 
Los tratados recientes que se ocupan de delitos no tratan, 

427 Véanse, por ejemplo, Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, art. 8; Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pue-
blos, art. 7; Convenio Europeo de Derechos Humanos, art. 6. 

428 Véanse, por ejemplo, Declaración Universal de Derechos Huma-
nos (nota 421 supra); Declaración Americana de los Derechos y Debe-
res del Hombre (Bogotá, 2 de mayo de 1948), adoptada por la IX Con-
ferencia Internacional de Estados Americanos, que puede consultarse 
en www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp; Declaración 
de El Cairo sobre los Derechos Humanos en el Islam, resolución 
núm. 49/19-P de la Organización de Cooperación Islámica, anexo, que 
puede consultarse en www.oic-oci.org, Media Center; Carta de los 
Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 

429 Véase LaGrand (Germany v. United States of America), fallo, 
I.C.J. Reports 2001, págs. 466 y ss., en especial pág. 492, párr. 74 («El 
párrafo 1 del artículo 36 establece un régimen interrelacionado desti-
nado a facilitar la puesta en práctica del sistema de la protección consu-
lar»), y pág. 494, párr. 77 («Sobre la base del texto de las disposiciones 
del párrafo 1 del artículo 36, la Corte considera que dichas disposicio-
nes generan derechos individuales»).

http://undocs.org/es/A/8710/Rev.1(SUPP)
http://undocs.org/es/A/62/40
http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/declaracion.asp
http://www.oic-oci.org,
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en general, de entrar en esos detalles, sino que, al igual 
que el párrafo 2 del proyecto de artículo 11, se limitan a 
reiterar que el presunto infractor tiene derecho a comuni-
carse con un representante del Estado de que sea nacional 
y a recibir su visita (o, en el caso de una persona apátrida, 
del Estado en que resida habitualmente o que esté dis-
puesto a proteger sus derechos)430. 

9)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 11 dispone que 
los derechos mencionados en el párrafo 2 se ejercerán de 
conformidad con las leyes y normativas del Estado en el 
territorio bajo cuya jurisdicción se encuentre la persona, 
siempre que dichas leyes y normativas no impidan que 
tenga pleno efecto el propósito de esos derechos. Esas 
leyes y normativas nacionales pueden referirse, por ejem-
plo, a la competencia de un juez de instrucción para impo-
ner restricciones a la comunicación con objeto de proteger 
a las víctimas o los testigos, así como condiciones genera-
les respecto de las visitas a una persona que se encuentre 
en un centro de reclusión. Existe una disposición similar 
en el artículo 36, párrafo 2, de la Convención de Viena 
sobre Relaciones Consulares de 1963 y también se han 
incluido en muchos tratados que se ocupan de delitos431. 
La Comisión explicó la disposición en su comentario a lo 
que se convirtió en la Convención de Viena sobre Rela-
ciones Consulares de la manera siguiente:

5)  Todos los derechos que se mencionan deben ejercerse de con-
formidad con las leyes y reglamentos del Estado de residencia. Así, 
pues, las visitas a las personas detenidas o encarceladas se permitirán 
de conformidad con las disposiciones de los códigos de procedimiento 
penal y de los reglamentos sobre régimen penitenciario. Por lo común, 
los códigos de procedimiento penal subordinan la visita a un detenido 
contra el cual se ha instruido un procedimiento o juicio criminal a la 
autorización del juez de instrucción, quien decidirá según las necesi-
dades de la instrucción. En el caso citado, el funcionario consular debe 
solicitar la autorización del juez de instrucción. Si se trata de una per-
sona que cumple una pena de prisión, el reglamento penitenciario en el 
que se determinan las visitas que pueden hacerse a los detenidos tam-
bién se aplica a las visitas que el funcionario consular quiera hacer al 
nacional del Estado que envía que se halle en esa situación.

[…]

7)  El que los derechos enunciados en este artículo deban ejer-
cerse con arreglo a las leyes y reglamentos del Estado de residencia, 

430 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apode-
ramiento Ilícito de Aeronaves, art. 6; Convenio para la Represión de 
Actos Ilícitos contra la Seguridad de la Aviación Civil, art. 6, párr. 3; 
Convención sobre la Prevención y el Castigo de Delitos contra Per-
sonas Internacionalmente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáti-
cos, art. 6, párr. 2; Convención Internacional contra la Toma de Rehe-
nes, art. 6, párr. 3; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 6, párr. 3; Convención sobre la 
Seguridad del Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, 
art. 17, párr. 2; Convenio Internacional para la Represión de los Atenta-
dos Terroristas Cometidos con Bombas, art. 7, párr. 3; Convenio Inter-
nacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, art.  9, 
párr. 3; Convención de la Organización de la Unidad Africana sobre la 
Prevención y la Lucha contra el Terrorismo, art. 7, párr. 3; Convención 
Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Des-
apariciones Forzadas, art. 10, párr. 3; Convención de la Asociación de 
Naciones de Asia Sudoriental para la Prevención contra el Terrorismo, 
art. VIII, párr. 4.

431 Véanse, por ejemplo, Convención Internacional contra la Toma 
de Rehenes, art.  4; Convenio Internacional para la Represión de los 
Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, art. 7, párr. 4; Conve-
nio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 
art. 9, párr. 4; Convención de la Organización de la Unidad Africana 
sobre la Prevención y la Lucha contra el Terrorismo, art.  7, párr.  4; 
Convención de la Asociación de Naciones de Asia Sudoriental para la 
Prevención contra el Terrorismo, art. VIII, párr. 5.

no significa que tales leyes y reglamentos puedan hacer ilusorios tales 
derechos432.

10)  En la causa relativa a LaGrand, la Corte Inter-
nacional de Justicia determinó que la referencia a los 
«derechos» que figura en el artículo 36, párrafo 2, de la 
Convención de Viena sobre Relaciones Consulares «ha de 
entenderse no solo respecto de los derechos del Estado 
que entrega a la persona, sino también de los derechos de 
la persona recluida»433. 

Artículo 12.  Víctimas, testigos y otras personas 

1.  Todo Estado tomará las medidas necesarias 
para que:

a)  toda persona que alegue que se han cometido o 
se están cometiendo actos que constituyen crímenes de 
lesa humanidad tenga derecho a denunciar los hechos 
ante las autoridades competentes; y 

b)  se proteja a los denunciantes, las víctimas, los 
testigos y sus familiares y representantes, así como a 
otras personas que participen en cualquier investiga-
ción, enjuiciamiento, extradición u otro procedimiento 
dentro del alcance del presente proyecto de artículos, 
contra malos tratos o intimidación como consecuen-
cia de cualquier denuncia, información, testimonio u 
otra prueba que presenten. Las medidas de protección 
no menoscabarán los derechos del presunto infractor 
mencionados en el proyecto de artículo 11.

2.  Todo Estado permitirá, de conformidad con su 
derecho nacional, que se presenten y consideren las 
opiniones y preocupaciones de las víctimas de un cri-
men de lesa humanidad en las etapas apropiadas de 
las actuaciones penales contra los presuntos infracto-
res sin que ello menoscabe los derechos mencionados 
en el proyecto de artículo 11.

3.  Todo Estado adoptará las medidas necesarias 
para asegurar que, en su ordenamiento jurídico, las 
víctimas de un crimen de lesa humanidad tengan dere-
cho a obtener reparación por los daños materiales y 
morales, de manera individual o colectiva, en una o 
varias de las siguientes formas, según corresponda: 
restitución; indemnización; satisfacción; rehabilita-
ción; cese y garantías de no repetición. 

Comentario

1)  El proyecto de artículo 12 aborda la cuestión de los 
derechos de las víctimas, los testigos y otras personas 
afectadas por la comisión de un crimen de lesa humanidad. 

2)  Muchos tratados anteriores al decenio de 1980 que 
se ocupan de crímenes tipificados en el derecho interno 
no prevén disposiciones con respecto a las víctimas o 
los testigos434 e, incluso posteriormente a esa fecha, la 

432 Anuario… 1961, vol. II, documento A/4843, pág. 125, proyecto 
de artículos sobre relaciones consulares y comentarios, comentario al 
artículo 36, párrs. 5 y 7.

433 LaGrand (véase la nota 429 supra), pág. 497, párr. 89.
434 Véanse, por ejemplo, Convención para la Prevención y la 

Sanción del Delito de Genocidio; Convenio para la Represión del 

http://legal.un.org/docs/?path=../ilc/documentation/english/reports/a_cn4_141.pdf&lang=EF
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mayoría de los tratados universales en materia de terro-
rismo no abordan los derechos de las víctimas y los tes-
tigos435. No obstante, a partir de ese decenio, muchos 
tratados relativos a crímenes han establecido dispo-
siciones similares a las que figuran en el proyecto de 
artículo  12436, incluidos los tratados que se ocupan de 
actos que pueden constituir crímenes de lesa humani-
dad en determinadas circunstancias, como la tortura y 
las desapariciones forzadas437. Algunos de los estatutos 
de cortes y tribunales internacionales que tienen com-
petencia sobre los delitos de lesa humanidad, en par-
ticular el Estatuto de Roma, han abordado los derechos 
de las víctimas y los testigos438, y la Asamblea General 
de las Naciones Unidas ha proporcionado orientación a 
los Estados con respecto a los derechos de las víctimas 
de delitos, incluidas las víctimas de crímenes de lesa 
humanidad439.

3)  La mayoría de los tratados que se ocupan de los 
derechos de las víctimas en el marco del derecho interno 
no definen el término «víctimas»440, sino que permiten 
que los Estados apliquen su legislación y práctica al 

Apoderamiento Ilícito de Aeronaves; Convención Internacional sobre 
la Represión y el Castigo del Crimen de Apartheid; Convención sobre 
la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacional-
mente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos; Convención In-
ternacional contra la Toma de Rehenes.

435 Véanse, por ejemplo, Convenio Internacional para la Represión 
de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas; Convención de 
la Organización de la Unidad Africana sobre la Prevención y la Lucha 
contra el Terrorismo; Convenio Internacional para la Supresión de los 
Actos de Terrorismo Nuclear; Convención de la Asociación de Nacio-
nes de Asia Sudoriental para la Prevención contra el Terrorismo.

436 Véanse, por ejemplo, Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, arts. 24 y 25; Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción, arts. 32 y 33.

437 Véanse, por ejemplo, Convención contra la Tortura y Otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, arts. 13 y 14; Conven-
ción Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las 
Desapariciones Forzadas, arts. 12 y 24.

438 Véanse, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68; Reglas de Pro-
cedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional, cap. 4, secc. III.1, 
regla 86, Documentos Oficiales de la Asamblea de los Estados Partes 
en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, primer período 
de sesiones, Nueva York, 3 a 10 de septiembre de 2002 (ICC-ASP/1/3 y 
Corr.1, publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.03.V.2), 
págs. 12 y ss., en especial pág. 55. En relación con otros tribunales, 
véanse Estatuto del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, 
art. 22; Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art. 21; 
Ley de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales de 
Camboya, art.  33; Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, 
art. 16; Estatuto del Tribunal Especial para el Líbano, art. 12.

439 Declaración sobre los Principios Fundamentales de Justicia para 
las Víctimas de Delitos y del Abuso de Poder, resolución 40/34 de la 
Asamblea General, de 29 de noviembre de 1985, anexo; Principios y 
Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones 
Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de 
Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario a Interpo-
ner Recursos y Obtener Reparaciones (véase la nota 210 supra).

440 Entre las excepciones cabe citar: Convención Internacional para 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
art. 24, párr. 1 («A los efectos de la presente Convención, se entenderá 
por “víctima” la persona desaparecida y toda persona física que haya 
sufrido un perjuicio directo como consecuencia de una desaparición 
forzada»); Convención sobre Municiones en Racimo, art.  2, párr.  1 
(«Por “víctimas de municiones en racimo” se entiende todas las perso-
nas que han perdido la vida o han sufrido un daño físico o psicológico, 
una pérdida económica, marginación social o un daño substancial en la 
realización de sus derechos debido al empleo de municiones en racimo. 
La definición incluye a aquellas personas directamente afectadas por 
las municiones en racimo, así como a los familiares y comunidades 
perjudicados»).

respecto441. Al mismo tiempo, la práctica relacionada 
con esos tratados y en el marco del derecho internacional 
consuetudinario ofrece orientación sobre la manera en 
que puede interpretarse el término. Por ejemplo, si bien 
la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas 
Crueles, Inhumanos o Degradantes de 1984 no define 
qué se entiende en el artículo  14 por «víctima», el 
Comité contra la Tortura ha proporcionado directrices 
detalladas sobre su significado442. En el plano regional, 
el Convenio Europeo de Derechos Humanos de 1950 
establece que las demandas podrán ser presentadas por 
«cualquier persona física, organización no gubernamen-
tal o grupo de particulares» que se considere «víctima» 
de una violación del Convenio443. El Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha determinado que el daño sufrido 
por esas «víctimas» puede ser tanto directo como indi-
recto444, y que los familiares de la víctima de una vio-
lación grave de los derechos humanos pueden ser ellos 
mismos «víctimas»445. Aunque las garantías establecidas 
en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
de 1969 se limitan a las personas naturales446, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos también ha reco-
nocido tanto a las víctimas directas como a las indirec-
tas, incluidos los familiares447, así como a los grupos de 
víctimas448. En esos tratados, el término «víctima» no se 
interpreta de manera restrictiva ni discriminatoria.

441 Véase, por ejemplo, Ley General de Víctimas de México, Diario 
Oficial de la Federación, 9 de enero de 2013, que contiene disposicio-
nes detalladas sobre los derechos de las víctimas, pero no establece 
restricciones sobre quién puede alegar ser una víctima.

442 Comité contra la Tortura, observación general núm. 3 (véase la 
nota 417 supra), párr. 3 («Se entenderá por víctima toda persona que 
haya sufrido daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones físi-
cas o mentales, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menos-
cabo sustancial de sus derechos fundamentales como consecuencia de 
actos u omisiones que constituyan una violación de la Convención. Una 
persona será considerada víctima con independencia de que el autor de 
la violación haya sido identificado, aprehendido, juzgado o condenado 
y de la relación de familia o de otra índole que exista entre el autor 
y la víctima. El término “víctima” también comprenderá a la familia 
inmediata o las personas a cargo de la víctima así como las personas 
que hayan sufrido daños al intervenir para socorrer a una víctima o para 
impedir su victimización»).

443 Convenio Europeo de Derechos Humanos, art. 34. 
444 Véase, por ejemplo, Vallianatos and Others v. Greece [GC], 

demandas núms. 29381/09 y 32684/09, sentencia de 7 de noviembre 
de 2013, ECHR 2013 (extractos), párr. 47. 

445 El Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha destacado que el 
hecho de que un familiar pueda tener la condición de víctima depende 
de que haya factores especiales que den al sufrimiento del demandante 
una dimensión y carácter diferentes de la angustia emocional que pueda 
considerarse inevitablemente causada a los familiares de la víctima de 
una violación grave de los derechos humanos. Entre los elementos per-
tinentes se encuentran la proximidad del vínculo familiar y la manera 
en que las autoridades respondieron a las peticiones de información 
del pariente. Véanse, por ejemplo, Çakici v. Turkey [GC], demanda 
núm.  23657/94, sentencia de 8  de julio de  1999, ECHR 1999-IV, 
párr. 98; Elberte v. Latvia, demanda núm. 61243/08, sentencia de 13 de 
enero de 2015, ECHR 2015, párr. 137.

446 Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 1.
447 Véanse, por ejemplo, «Niños de la calle» (Villagrán Morales y 

otros) vs. Guatemala, sentencia de 19 de noviembre de 1999 (fondo), 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie  C, núm.  63, 
párrs. 174 a 177 y 238; Bámaca Velásquez vs. Guatemala, sentencia de 
25 de noviembre de 2000 (fondo), Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, Serie C, núm. 70, párrs. 159 a 166. 

448 Véase, por ejemplo, Comunidad indígena Yakye Axa vs. Para-
guay, sentencia de 17  de junio de  2005 (fondo, reparaciones y cos-
tas), Corte Interamericana de Derechos Humanos, Serie C, núm. 125, 
párr. 176.

https://undocs.org/es/A/RES/40/34
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4)  Asimismo, si bien los estatutos de los tribunales pena-
les internacionales no definen el término «víctima», puede 
haber orientaciones en los reglamentos o la jurispruden-
cia de los tribunales. Así, la regla 85 a de las Reglas de 
Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Internacional 
define «víctimas» como «las personas naturales que 
hayan sufrido un daño como consecuencia de la comisión 
de algún crimen de la competencia de la Corte»449, lo que 
se entiende que incluye a las víctimas tanto directas como 
indirectas450, mientras que la regla  85  b hace extensiva 
la definición a las personas jurídicas, siempre que hayan 
sufrido daños directos451. 

5)  El párrafo 1 del proyecto de artículo 12 establece que 
todo Estado tomará las medidas necesarias para que toda 
persona que alegue que se han cometido o se están come-
tiendo actos que constituyen crímenes de lesa humanidad 
tenga derecho a denunciar los hechos ante las autoridades 
competentes, y obliga además a los Estados a proteger 
contra los malos tratos y la intimidación a las personas 
que denuncien o participen de algún otro modo en las 
actuaciones dentro del alcance del proyecto de artículos. 
Otros tratados internacionales contienen una disposición 

449 Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Interna-
cional (véase la nota 438 supra), regla 85 a. La Corte ha señalado que 
la regla 85 a «establece cuatro criterios que han de cumplirse para tener 
la condición de víctima: la víctima debe ser una persona física; debe 
haber sufrido algún daño; el crimen que produjo el daño debe ser de 
competencia de la Corte; y debe existir un vínculo causal entre el cri-
men y el daño sufrido» (Situation in the Democratic Republic of the 
Congo, causa núm. ICC-01/04, versión pública editada de la decisión 
relativa a las solicitudes de participación en los procesos de VPRS1, 
VPRS2, VPRS3, VPRS4, VPRS5 y VPRS6, 17 de enero de 2006, Sala 
de Cuestiones Preliminares I, Corte Penal Internacional, párr. 79). Ade-
más, a los efectos de la regla 85 a, el daño sufrido por la víctima ha de 
ser «personal», aunque no necesariamente «directo» (véase Situation 
in the Democratic Republic of the Congo in the case of the Prosecutor 
v. Thomas Lubanga Dyilo, causa núm. ICC-01/04-01/06 OA 9 OA 10, 
Judgment on the appeals of the Prosecutor and the Defence against 
Trial Chamber I’s Decision on Victims’ Participation of 18 January 
2008, 11 de julio de 2008, Sala de Apelaciones, Corte Penal Interna-
cional, párrs. 32 a 39).

450 Véase Situation in the Democratic Republic of the Congo in the 
case of the Prosecutor v. Thomas Lubanga Dyilo, causa núm.  ICC-
01/04-01/06, versión editada de la decisión sobre las víctimas indirec-
tas, 8 de abril de 2009, Sala de Primera Instancia I, Corte Penal Inter-
nacional, párrs. 44 a 52.

451 Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Interna-
cional (véase la nota 438 supra), regla 85 b («Por víctimas se podrá 
entender también las organizaciones o instituciones que hayan sufrido 
daños directos a alguno de sus bienes que esté dedicado a la religión, la 
instrucción, las artes, las ciencias o la beneficencia y a sus monumentos 
históricos, hospitales y otros lugares y objetos que tengan fines huma-
nitarios»). Los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las 
Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de 
Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional 
Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones (véase 
la nota 210 supra) disponen lo siguiente: «A los efectos del presente 
documento, se entenderá por víctima a toda persona que haya sufrido 
daños, individual o colectivamente, incluidas lesiones físicas o menta-
les, sufrimiento emocional, pérdidas económicas o menoscabo sustan-
cial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones 
u omisiones que constituyan una violación manifiesta de las normas 
internacionales de derechos humanos o una violación grave del dere-
cho internacional humanitario. Cuando corresponda, y en conformidad 
con el derecho interno, el término “víctima” también comprenderá a la 
familia inmediata o las personas a cargo de la víctima directa y a las 
personas que hayan sufrido daños al intervenir para prestar asistencia 
a víctimas en peligro o para impedir la victimización» (párr. 8). Para 
consultar una definición similar, véase Declaración sobre los Principios 
Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y del Abuso de 
Poder (nota 439 supra), párrs. 1 y 2.

similar, como la Convención contra la Tortura y Otros 
Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes452 y la 
Convención Internacional para la Protección de Todas las 
Personas contra las Desapariciones Forzadas de 2006453.

6)  El apartado a del párrafo 1 hace extensivo el derecho 
a denunciar a «toda persona» que alegue que se han come-
tido o se están cometiendo actos que constituyen crímenes 
de lesa humanidad. La expresión «toda persona» incluye, 
entre otros, a las víctimas o los testigos de un crimen de 
lesa humanidad y puede incluir a personas jurídicas, como 
órganos religiosos u organizaciones no gubernamentales. 

7)  Esas personas tienen derecho a denunciar los hechos 
ante las «autoridades competentes», lo que, en aras de la 
eficacia, en algunas circunstancias puede requerir que sean 
autoridades judiciales. Tras la presentación de una denun-
cia, las autoridades del Estado tienen el deber de proceder 
a una investigación pronta e imparcial siempre que haya 
motivos razonables para creer que se han cometido o se 
están cometiendo actos que constituyen crímenes de lesa 
humanidad en cualquier territorio bajo la jurisdicción del 
Estado, de conformidad con el proyecto de artículo 8.

8)  El apartado b del párrafo 1 obliga a los Estados a pro-
teger a los «denunciantes», así como a las demás categorías 
de personas enumeradas aunque no hubieran presentado 
una denuncia; esas otras categorías incluyen a «las víc-
timas, los testigos y sus familiares y representantes, así 
como a otras personas que participen en cualquier investi-
gación, enjuiciamiento, extradición u otro procedimiento 
dentro del alcance del presente proyecto de artículos». Se 
ha ampliado de manera análoga la categoría de personas a 
quienes se ha de ofrecer protección en tratados internacio-
nales recientes, como la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
2000454, la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Corrupción de 2003455 y la Convención Internacional para 
la Protección de Todas las Personas contra las Desapari-
ciones Forzadas456. Las medidas de protección dirigidas a 
esas personas no solo se requieren en el marco de los tra-
tados que se ocupan de delitos tipificados en la legislación 
nacional, sino también en los estatutos de los tribunales 
penales internacionales457.

9)  El apartado b del párrafo 1 requiere que se proteja a 
las personas que en él se mencionan contra «malos tratos 
o intimidación» como consecuencia de cualquier denun-
cia, información, testimonio u otra prueba que presenten. 
La expresión «malos tratos» no solo se refiere al bienestar 

452 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, art. 13.

453 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 12.

454 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 24, párr. 1.

455 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 32, párr. 1.

456 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 12, párr. 1.

457 Véanse, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68, párr. 1; Estatuto 
del Tribunal Internacional para la ex-Yugoslavia, art. 22; Estatuto del 
Tribunal Penal Internacional para Rwanda, art. 21; Ley de Estableci-
miento de las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya, art. 33; 
Estatuto del Tribunal Especial para Sierra Leona, art. 16; Estatuto del 
Tribunal Especial para el Líbano, art. 12.



	 Crímenes de lesa humanidad	 77

físico, sino que también incluye el bienestar psicológico, 
la dignidad y la vida privada de la persona458. 

10)  En el apartado b no figura una lista de las medidas 
de protección que habrán de tomar los Estados, pues estas 
variarán inevitablemente en función de las circunstancias 
de cada caso, la capacidad del Estado de que se trate y 
las preferencias de las personas interesadas. No obstante, 
entre esas medidas podrían figurar las siguientes: la pre-
sentación de pruebas por medios electrónicos u otros 
medios especiales en lugar de en persona459; medidas des-
tinadas a proteger la vida privada y la identidad de los 
testigos y las víctimas460; la celebración de actuaciones a 
puerta cerrada461; la no presentación de pruebas o infor-
mación cuando su divulgación pueda entrañar un peligro 
grave para la seguridad de un testigo o de su familia462; y 
la reubicación de las víctimas y los testigos463. 

11)  Al mismo tiempo, los Estados han de tener en cuenta 
que algunas medidas de protección pueden tener consecuen-
cias respecto de los derechos del presunto infractor, como 
el derecho a llevar a cabo un careo con los testigos. Por 
ello, el apartado b del párrafo 1 establece que las medidas 
de protección no menoscabarán los derechos del presunto 
infractor mencionados en el proyecto de artículo 11464.

12)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 12 establece 
que todo Estado permitirá, de conformidad con su dere-
cho nacional, que se presenten y consideren las opiniones 
y preocupaciones de las víctimas de un crimen de lesa 
humanidad en las etapas apropiadas de las actuaciones 
penales. Aunque expresa una obligación firme, la cláusula 
«de conformidad con su derecho nacional» da flexibilidad 
al Estado en cuanto al cumplimiento de dicha obligación, 
pues le permite adaptarla a las características específicas 
de su ordenamiento penal. Aunque solo se refiere a las 
«víctimas», también puede ser apropiado que los Estados 
permitan que otras personas (como los familiares o los 
representantes) aporten sus opiniones y preocupaciones, 
en especial cuando la víctima de un crimen de lesa huma-
nidad haya muerto o desaparecido. El párrafo 2 se enten-
derá sin perjuicio de otras obligaciones que incumban a 
los Estados en virtud del derecho internacional.

458 Véase, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68, párr. 1. 
459 Véanse, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68, párr. 2; Conven-

ción de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trans-
nacional, art. 24, párr. 2 b; Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción, art. 32, párr. 2 b.

460 Véanse, por ejemplo, Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la prostitución 
infantil y la utilización de niños en la pornografía, art. 8, párr. 1 e; Ley 
de Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales de Cam-
boya, art. 33.

461 Véanse, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68, párr. 2; Ley de 
Establecimiento de las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya, 
art. 33.

462 Véase, por ejemplo, Estatuto de Roma, art. 68, párr. 5. 
463 Véanse, por ejemplo, Convención de las Naciones Unidas contra 

la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 24, párr. 2 a; Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 32, párr. 2 a. 

464 Otros tratados internacionales pertinentes establecen una protec-
ción similar, como el Estatuto de Roma, art. 68, párr. 1; el Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a 
la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la 
pornografía, art. 8, párr. 6; la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 24, párr. 2; y la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 32, párr. 2. 

13)  Se pueden encontrar ejemplos de disposiciones 
como la del párrafo 2 en diversos tratados, tales como el 
Estatuto de Roma de 1998 de la Corte Penal Internacio-
nal465; el Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
los Derechos del Niño relativo a la venta de niños, la 
prostitución infantil y la utilización de niños en la porno-
grafía466; la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional467; el Protocolo 
para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Perso-
nas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-
cia Organizada Transnacional de 2000468; y la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción469. 

14)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 12 se refiere 
al derecho de la víctima de un crimen de lesa humani-
dad a obtener una reparación. La cláusula inicial —«Todo 
Estado adoptará las medidas necesarias para asegurar 
que, en su ordenamiento jurídico,»— obliga a los Estados 
a tener o aprobar las leyes, normativas, procedimientos 
o mecanismos necesarios para que las víctimas puedan 
presentar denuncias y obtener una reparación por el daño 
sufrido de los responsables de causarlo, ya sea el propio 
Estado u otro actor470.

15)  El párrafo  3 se refiere al derecho de la víctima a 
«obtener reparación». Los tratados e instrumentos inter-
nacionales que se ocupan de esta cuestión han empleado 
terminología diferente, refiriéndose a veces al derecho a 
un «recurso» o una «reparación», utilizando en ocasio-
nes el término «compensación» y aludiendo otras veces 
únicamente a una forma concreta de reparación, como la 
«indemnización»471. Así, el derecho a un «recurso efec-
tivo» puede encontrarse en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos de 1948472, el Pacto Internacional  
de Derechos Civiles y Políticos de 1966473 y en algunos 

465 Estatuto de Roma, art. 68, párr. 3. 
466 Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 

Niño relativo a la venta de niños, la prostitución infantil y la utilización 
de niños en la pornografía, art. 8.

467 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 25, párr. 3. 

468 Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Perso-
nas, Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal, art. 6, párr. 2.

469 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 32, párr. 5.

470 Véase Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las 
Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de 
Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional 
Humanitario a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones (nota 210 
supra), párrs. 12 a 23. 

471 Véanse, por ejemplo, Convenio Internacional para la Represión 
de la Financiación del Terrorismo, art.  8, párr.  4; Protocolo Faculta-
tivo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la venta 
de niños, la prostitución infantil y la utilización de niños en la por-
nografía, art. 9, párr. 4; Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, arts. 14, párr. 2, y 25, párr. 2; 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, 
Especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
art. 6, párr. 6; Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, 
art. 35. 

472 Declaración Universal de Derechos Humanos (véase la nota 421 
supra), art. 8.

473 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art.  2, 
párr.  3. Véase también Comité de Derechos Humanos, observación 
general núm. 31 (nota 210 supra), párrs. 16 y 17.
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tratados regionales de derechos humanos474. La Conven-
ción contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, en el artículo 14, se refiere al 
derecho de la víctima a obtener una «reparación» y una 
«indemnización», incluida la «rehabilitación»475. El ar- 
tículo  24 de la Convención Internacional para la Pro-
tección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas se refiere a «el derecho a la reparación y a una 
indemnización rápida, justa y adecuada»476.

16)  La Comisión decidió referirse al «derecho a obtener 
reparación» para transmitir una idea de resarcimiento en 
sentido amplio, un enfoque que parece haber arraigado en 
diversos regímenes convencionales. Así, aunque la Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, antes citada, emplea los térmi-
nos «reparación», «indemnización» y «rehabilitación», el 
Comité contra la Tortura considera que la disposición en 
su conjunto abarca un «concepto amplio de reparación»477, 
según el cual:

Las obligaciones de los Estados partes de proporcionar reparación 
en virtud del artículo 14 son de dos tipos, de procedimiento y sustanti-
vas. Para cumplir con sus obligaciones de procedimiento, los Estados 
partes han de promulgar leyes y establecer mecanismos para la presen-
tación de quejas, órganos de investigación e instituciones, entre ellos 
órganos judiciales independientes, que puedan determinar si una víc-
tima de tortura y malos tratos tiene derecho a una reparación y conce-
dérsela, así como cerciorarse de que estos mecanismos y órganos sean 
eficaces y todas las víctimas puedan recurrir a ellos. En lo sustantivo, 
los Estados partes han de cerciorarse de que las víctimas de torturas o 
malos tratos obtengan una reparación plena y efectiva, con inclusión 
de una indemnización y de los medios para lograr una rehabilitación lo 
más completa posible478.

17)  Esa evolución hacia un concepto más amplio de 
reparación ha dado lugar a que en algunas disposiciones 
de tratados se enumeren diversas formas de reparación. 
Por ejemplo, la Convención Internacional para la Protec-
ción de Todas las Personas contra las Desapariciones For-
zadas señala que el «derecho a la reparación», que abarca 
«todos los daños materiales y morales», puede incluir no 
solo una indemnización, sino también, «en su caso, otras 
modalidades de reparación tales como: a) La restitución; 
b) La readaptación; c) La satisfacción; incluido el resta-
blecimiento de la dignidad y la reputación; d) Las garan-
tías de no repetición»479.

18)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 12 sigue ese 
enfoque al establecer una lista no exhaustiva de formas de 
reparación, que incluye la restitución, la indemnización, 

474 Véanse, por ejemplo, Convenio Europeo de Derechos Humanos, 
art. 13; Convención Americana sobre Derechos Humanos, arts. 25 y 63. 
Véase también Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos 
y de los Pueblos relativo al Establecimiento de la Corte Africana de 
Derechos Humanos y de los Pueblos, art. 27.

475 Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes, art. 14, párr. 1. 

476 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 24, párr. 4.

477 Comité contra la Tortura, observación general núm. 3 (véase la 
nota 417 supra), párr. 2; Kepa Urra Guridi c. España, comunicación 
núm. 212/2002, decisión adoptada el 17 de mayo de 2005, párr. 6.8, 
Documentos Oficiales de la Asamblea General, sexagésimo período de 
sesiones, Suplemento núm. 44 (A/60/44), anexo VIII, secc. A, pág. 155. 

478 Comité contra la Tortura, observación general núm. 3 (véase la 
nota 417 supra), párr. 5. 

479 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 24, párrs. 4 y 5.

la satisfacción, la rehabilitación, el cese y las garantías 
de no repetición. En el contexto de los crímenes de lesa 
humanidad, todas las formas de reparación tradicionales 
pueden ser pertinentes. La restitución o vuelta al statu quo 
ex ante puede ser una forma de reparación adecuada, e 
incluye la posibilidad de que la víctima regrese a su hogar, 
la devolución de bienes muebles o la reconstrucción de 
edificios públicos o privados, como escuelas, hospitales 
y lugares de culto. La indemnización puede ser adecuada 
para daños tanto materiales como morales. En determi-
nadas circunstancias pueden requerirse programas de 
rehabilitación para un gran número de personas, como 
programas de tratamiento médico, suministro de próte-
sis o terapias para superar traumas. La satisfacción, por 
ejemplo emitir una declaración pidiendo perdón o de arre-
pentimiento, también puede ser una forma adecuada de 
reparación. La reparación por un crimen de lesa humani-
dad podría consistir asimismo en seguridades o garantías 
de no repetición.

19)  No obstante, la lista ilustrativa de las formas de 
reparación va precedida de la expresión «según proceda». 
Esa formulación reconoce que los Estados han de tener 
cierta flexibilidad y discrecionalidad para determinar la 
forma de reparación apropiada, habida cuenta de que, tras 
la comisión de un crimen de lesa humanidad, pueden pro-
ducirse distintas situaciones, incluida la justicia de transi-
ción, y la reparación ha de adaptarse al contexto concreto. 
Por ejemplo, en algunos casos, el Estado puede ser res
ponsable de los crímenes de lesa humanidad, mientras 
que, en otros casos, los responsables pueden ser agentes 
no estatales. Los crímenes pueden haber provocado atro-
cidades masivas en un contexto en que, de resultas de los 
hechos, el Estado esté librando una batalla para recons-
truirse, lo que limita sus recursos o su capacidad para 
ofrecer una reparación material a las víctimas. La capaci-
dad de un determinado infractor de ofrecer una reparación 
también varía. El párrafo 3 se entenderá sin perjuicio de 
otras obligaciones que incumban a los Estados en virtud 
del derecho internacional.

20)  El párrafo  3 dispone que la reparación puede ser 
«individual o colectiva». Aunque puede concederse 
una reparación concreta a cada víctima, por ejemplo 
mediante procesos ordinarios de demandas civiles en tri-
bunales nacionales o procesos especialmente concebidos 
de demandas colectivas de indemnización, en algunas 
situaciones puede que solo sean viables o preferibles las 
formas de reparación colectivas, como la construcción 
de monumentos conmemorativos o la reconstrucción de 
escuelas, hospitales, clínicas y lugares de culto. En otros 
casos puede ser conveniente combinar las reparaciones 
individuales con las colectivas.

21)  El apoyo a este enfoque puede verse en el enfoque 
adoptado por los tribunales penales internacionales con 
respecto a las reparaciones. Los Estatutos del Tribunal 
Internacional para la ex-Yugoslavia y del Tribunal Penal 
Internacional para Rwanda contienen disposiciones que 
abordan exclusivamente la posibilidad de restitución de 
los bienes, no la indemnización u otras formas de repa-
ración480. No obstante, cuando se han establecido otros 

480 Estatuto del Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia, 
art. 24, párr. 3; Estatuto del Tribunal Penal Internacional para Rwanda, 
art. 23, párr. 3.

http://undocs.org/es/A/60/44
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tribunales penales internacionales, los Estados parecen 
haber reconocido que centrarse únicamente en la resti-
tución es insuficiente (en lugar de ello, se ha empleado 
el término «reparación», que es más general) y que pre-
ver solamente un derecho individual a la reparación para 
cada víctima puede ser problemático en el contexto de 
atrocidades masivas. Así, se contempla la posibilidad de 
reparación individual para cada víctima o de reparación 
colectiva481. Por ejemplo, las Reglas de Procedimiento y 
Prueba de la Corte Penal Internacional disponen que, al 
conceder una reparación a las víctimas de conformidad con 
el artículo 75, «[l]a Corte, teniendo en cuenta el alcance y 
la magnitud del daño, perjuicio o lesión, podrá conceder 
una reparación individual o, cuando lo considere proce-
dente, una reparación colectiva o ambas»482. En el con-
texto de las atrocidades cometidas en Camboya durante el 
régimen del Khmer Rouge, en el Reglamento Interno de 
las Salas Especiales de los Tribunales de Camboya solo se 
prevén «reparaciones colectivas y morales»483.

Artículo 13.  Extradición

1.  Cada uno de los delitos comprendidos en el 
presente proyecto de artículos se considerará incluido 
entre los delitos que pueden dar lugar a extradición en 
todo tratado de extradición vigente entre los Estados. 
Estos se comprometen a incluir tales delitos como 
causa de extradición en todo tratado de extradición 
que celebren entre sí.

2.  A efectos de la extradición entre Estados, los 
delitos comprendidos en el presente proyecto de ar-
tículos no serán considerados delitos políticos, delitos 
conexos a un delito político ni delitos inspirados en 
motivos políticos. En consecuencia, una solicitud de 
extradición fundada en un delito de este tipo no podrá 
ser rechazada por ese único motivo.

3.  Si un Estado que supedita la extradición a la 
existencia de un tratado recibe una solicitud de extra-
dición de otro Estado con el que no tiene tratado al 
respecto, podrá considerar el presente proyecto de ar-
tículos como la base jurídica de la extradición respecto 
de los delitos comprendidos en el presente proyecto de 
artículos.

4.  Todo Estado que, por los delitos comprendidos 
en el presente proyecto de artículos, supedite la extra-
dición a la existencia de un tratado:

a)  informará al Secretario General de las Naciones 
Unidas de si utilizará el presente proyecto de artículos 
como base jurídica de la cooperación en materia de 
extradición con otros Estados; y 

b)  si no utiliza el presente proyecto de artículos 
como base jurídica de la cooperación en materia de 

481 Véase, por ejemplo, Principios y Directrices Básicos sobre el 
Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas 
Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del 
Derecho Internacional Humanitario a Interponer Recursos y Obtener 
Reparaciones (nota 210 supra), párr. 13. 

482 Reglas de Procedimiento y Prueba de la Corte Penal Interna-
cional (véase la nota 438 supra), regla 97, párr. 1.

483 Internal Rules of the Extraordinary Chambers in the Courts of 
Cambodia (Rev.9), revisado el 16  de enero de  2015, reglas 23 y 23 
quinquies.

extradición, procurará, cuando proceda, celebrar tra-
tados de extradición con otros Estados a fin de aplicar 
el presente proyecto de artículo.

5.  Los Estados que no supediten la extradición 
a la existencia de un tratado reconocerán los delitos 
comprendidos en el presente proyecto de artículos 
como causa de extradición entre ellos.

6.  La extradición estará sujeta a las condiciones 
previstas en el derecho nacional del Estado requerido 
o en los tratados de extradición aplicables, incluidos 
los motivos por los que el Estado requerido puede 
denegar la extradición.

7.  De ser necesario, a los efectos de la extradición 
entre Estados, se considerará que los delitos com-
prendidos en el presente proyecto de artículos se han 
cometido no solo en el lugar en que se perpetraron 
sino también en el territorio de los Estados que hayan 
establecido su competencia de conformidad con el pro-
yecto de artículo 7, párrafo 1.

8.  Si la extradición solicitada con el propósito de 
que se cumpla una condena es denegada por el hecho 
de que la persona buscada es nacional del Estado 
requerido, este, si su derecho nacional lo permite y 
de conformidad con los requisitos de dicho derecho, 
considerará, previa solicitud del Estado requirente, la 
posibilidad de hacer cumplir la condena impuesta o el 
resto pendiente de dicha condena con arreglo al dere-
cho nacional del Estado requirente.

9.  Nada de lo dispuesto en el presente proyecto 
de artículos podrá interpretarse como la imposición 
de una obligación de extraditar si el Estado requerido 
tiene motivos fundados para creer que la solicitud 
se ha presentado con el fin de enjuiciar o sancionar 
a una persona en razón de su género, raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico, cultura, pertenencia a un 
determinado grupo social, opiniones políticas u otros 
motivos universalmente reconocidos como inacepta-
bles en derecho internacional, o que el cumplimiento 
de esa solicitud ocasionaría perjuicios a la posición de 
esa persona por cualquiera de estas razones.

10.  Antes de denegar la extradición, el Estado 
requerido, cuando proceda, consultará al Estado 
requirente para darle amplia oportunidad de presen-
tar sus opiniones y de proporcionar información que 
sustente sus alegaciones.

Comentario

1)  El proyecto de artículo 13 se ocupa de los derechos, 
las obligaciones y los procedimientos aplicables a la 
extradición de un presunto infractor de conformidad con 
el presente proyecto de artículos. La extradición normal-
mente se refiere al proceso por el cual un Estado (el Estado 
requirente) pide a otro Estado (el Estado requerido) que le 
envíe a una persona que se encuentra en el Estado reque-
rido, a fin de poder procesarla en el Estado requirente. 
También puede haber lugar a ella cuando un infractor 
haya huido estando recluido de forma lícita tras haber 
sido condenado en el Estado requirente y se encuentre en 
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el Estado requerido. A menudo la extradición entre dos 
Estados está regulada por un tratado multilateral484 o bila-
teral485, aunque no todos los Estados requieren la existen-
cia de un tratado para proceder a la extradición. 

2)  En 1973, la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, en su resolución 3074 (XXVIII), puso de relieve la 
importancia de la cooperación internacional en la extradi-
ción de las personas que presuntamente hubieran come-
tido crímenes de lesa humanidad, cuando fuera necesario 
para asegurar su enjuiciamiento y castigo486. En 2001, la 
Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos 
Humanos de la Comisión de Derechos Humanos rea-
firmó los principios establecidos en la resolución  3074 
(XXVIII) de la Asamblea General487 y urgió «a todos los 
Estados a cooperar para buscar, detener, extraditar y cas-
tigar a las personas declaradas culpables de crímenes de 
guerra o de crímenes de lesa humanidad»488.

3)  El proyecto de artículo  13 ha de examinarse en 
el contexto general del presente proyecto de artículos. 
El proyecto de artículo 7, párrafo 2, establece que todo 
Estado adoptará las medidas necesarias para establecer su 
competencia respecto de los delitos comprendidos en el 
presente proyecto de artículos en los casos en que el pre-
sunto infractor se encuentre en cualquier territorio bajo 
su jurisdicción y no lo extradite o lo entregue. Cuando 
un presunto infractor se encuentre en dicho territorio y 
haya sido detenido, el Estado estará obligado, en virtud 
del proyecto de artículo 9, párrafo 3, a notificarlo a los 
demás Estados que tengan competencia para enjuiciar 
al presunto infractor, lo que puede dar lugar a que esos 
Estados soliciten su extradición. Además, el proyecto de 
artículo 10 obliga al Estado a someter el asunto a sus auto-
ridades competentes a efectos de enjuiciamiento, a menos 
que extradite o entregue a la persona a otro Estado o tri-
bunal penal internacional competente.

4)  Así pues, de conformidad con el presente proyecto de 
artículos, un Estado puede dar cumplimiento a la obliga-
ción de extraditar o juzgar que se enuncia en el proyecto 
de artículo  10 extraditando (o entregando) al presunto 
infractor a otro Estado a efectos de enjuiciamiento. No 
hay obligación de extraditar al presunto infractor; la obli-
gación primordial del Estado en el territorio bajo cuya 

484 Véanse, por ejemplo, Convenio Europeo de Extradición; Con-
vención Interamericana sobre Extradición. Véase también la decisión 
marco del Consejo de 13 de junio de 2002 relativa a la orden de deten-
ción europea y a los procedimientos de entrega entre Estados miembros 
(nota 407 supra). 

485 El Tratado Modelo de Extradición de 1990 es una iniciativa para 
ayudar a los Estados a elaborar acuerdos de extradición bilaterales que 
puedan abordar una amplia gama de delitos. Véase la resolución 45/116 
de la Asamblea General, de 14 de diciembre de 1990, anexo (modifi-
cada posteriormente por la resolución 52/88 de la Asamblea General, de 
12 de diciembre de 1997). 

486 Resolución  3074 (XXVIII) de la Asamblea General, de  3  de 
diciembre de 1973.

487 Cooperación internacional en la identificación, detención, extra-
dición y castigo de los culpables de crímenes de guerra o de críme-
nes de lesa humanidad, resolución 2001/22 de 16 de agosto de 2001, 
párr. 3, informe de la Subcomisión de Promoción y Protección de los 
Derechos Humanos sobre su 53er período de sesiones (E/CN.4/2002/2-
E/CN.4/Sub.2/2001/40). La Subcomisión reprodujo en gran medida los 
principios de la Asamblea General en su resolución, pero con algunas 
modificaciones. 

488 Ibíd., párr. 2. 

jurisdicción se encuentre el presunto infractor es some-
ter el asunto a sus autoridades competentes a efectos 
de enjuiciamiento. No obstante, esa obligación también 
puede cumplirse extraditando al presunto infractor a otro 
Estado. Para facilitar la extradición, es útil que estén esta-
blecidos claramente los derechos, obligaciones y procedi-
mientos en relación con dicho proceso. 

5)  La Comisión decidió redactar el proyecto de artícu-
lo  13 tomando como modelo el artículo  44 de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 
2003, que, a su vez, se basaba en el artículo 16 de la Con-
vención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional de 2000. Aunque un crimen 
de lesa humanidad es, por su naturaleza, muy distinto de 
un delito de corrupción, las cuestiones que se plantean en 
el contexto de la extradición son fundamentalmente las 
mismas, con independencia del carácter del delito subya-
cente, y la Comisión consideró que el artículo 44 propor-
cionaba amplia orientación acerca de todos los derechos, 
obligaciones y procedimientos pertinentes para la extra-
dición en el contexto de los crímenes de lesa humanidad. 
Además, los 181 Estados partes en la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción conocen bien las 
disposiciones del artículo  44, en especial gracias a las 
guías detalladas y otros recursos elaborados por la Ofi-
cina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito 
(UNODC)489.

Inclusión entre los delitos que pueden dar lugar a extra-
dición en los tratados de extradición vigentes y futuros

6)  El párrafo 1 del proyecto de artículo 13 se basa en 
el artículo 44, párrafo 4, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción. Obliga al Estado reque-
rido a considerar los delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos entre los delitos que pueden dar lugar 
a extradición en todo tratado de extradición vigente entre 
ese Estado y el Estado requirente, así como en todo tra-
tado de extradición que celebren entre sí en lo sucesivo490. 
Esta disposición suele aparecer en otras convenciones491.

489 Véanse, por ejemplo, UNODC, Guía legislativa para la aplica-
ción de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
(nota 358 supra); Guía Técnica de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción, Nueva  York, 2010; y Travaux Prépara- 
toires de las negociaciones para la elaboración de la Convención 
de las Naciones  Unidas contra la Corrupción (nota  358 supra). La 
UNODC ha elaborado material similar con respecto a la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
que en su artículo relativo a la extradición contiene muchas disposi-
ciones idénticas a las de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción. Véase, por ejemplo, Guías legislativas para la aplica-
ción de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-
cia Organizada Transnacional y sus Protocolos (publicación de las 
Naciones Unidas, núm. de venta: S.05.V.2); véase también el informe 
del Comité Especial encargado de elaborar una convención contra la 
delincuencia organizada transnacional sobre la labor de sus períodos 
de sesiones 1o a 11o, adición, Notas interpretativas para los documentos 
oficiales (travaux préparatoires) de la negociación de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 
y sus protocolos (A/55/383/Add.1). 

490 Véanse el artículo 7 del proyecto de artículos sobre la prevención 
y el castigo de los delitos contra los agentes diplomáticos y otras perso-
nas internacionalmente protegidas, Anuario… 1972, vol. II, documento 
A/8710/Rev.1, pág. 348; y el artículo 10 del proyecto de código de crí-
menes contra la paz y la seguridad de la humanidad, Anuario… 1996, 
vol. II (segunda parte), pág. 35. 

491 Los siguientes instrumentos contienen disposiciones similares: 
Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aeronaves, 

http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/3074(XXVIII)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/3074(XXVIII)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/3074(XXVIII)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
https://undocs.org/es/A/RES/45/116
https://undocs.org/es/A/RES/52/88
http://www.un.org/french/documents/view_doc.asp?symbol=A/RES/3074(XXVIII)&TYPE=&referer=/french/&Lang=S
http://undocs.org/en/E/CN.4/2002/2-E/CN.4/Sub.2/2001/40
http://undocs.org/en/E/CN.4/2002/2-E/CN.4/Sub.2/2001/40
http://undocs.org/es/A/55/383/Add.1
http://undocs.org/sp/A/8710/Rev.1
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Exclusión de la excepción del «delito político» en rela-
ción con la extradición

7)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 13 excluye la 
excepción del «delito político» como motivo para no dar 
curso al procedimiento de extradición. 

8)  Con arreglo a algunos tratados de extradición, el 
Estado requerido puede negarse a conceder la extradi-
ción si considera que el delito por el que se solicita es 
de carácter político. No obstante, hay elementos que res-
paldan la propuesta de que delitos como el genocidio, 
los crímenes de lesa humanidad y los crímenes de gue-
rra no se consideren «delitos políticos». Por ejemplo, el 
artículo VII de la Convención para la Prevención y la 
Sanción del Delito de Genocidio de 1948 dispone que 
«[a] los efectos de extradición, el genocidio y los otros 
actos enumerados […] no serán considerados como deli-
tos políticos». Existen razones similares para no consi-
derar «delitos políticos» los presuntos crímenes de lesa 
humanidad e impedir la extradición492. El Manual revi-
sado sobre el Tratado Modelo de Extradición establece 
que «ciertos delitos, como el genocidio, los crímenes 
de lesa humanidad y los crímenes de guerra, son consi-
derados tan atroces por la comunidad internacional que 
sus autores no pueden acogerse a esta restricción a la 
extradición»493. La Subcomisión de Promoción y Protec-
ción de los Derechos Humanos de la Comisión de Dere-
chos Humanos ha declarado que las personas «acusadas 
de crímenes de guerra o crímenes de lesa humanidad 
no podrán alegar, para oponerse a su extradición, que 
esas medidas caen dentro del ámbito de la excepción de 
“delitos de carácter político”»494. 

9)  Los tratados bilaterales de extradición contempo-
ráneos también suelen mencionar delitos concretos que 
no pueden considerarse «delitos políticos» para impedir 

art. 8, párr. 1; Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra la 
Seguridad de la Aviación Civil, art.  8, párr.  1; Convención sobre la 
Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, art. 8, párr. 1; Conven-
ción contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, art. 8, párr. 1; Convención sobre la Seguridad del Personal 
de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 15, párr. 1; Conve-
nio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Come-
tidos con Bombas, art. 9, párr. 1; Convención de las Naciones Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 16, párr. 3; Con-
vención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, art. 13, párrs. 2 y 3. El proyecto de código 
de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad elaborado 
por la Comisión en 1996 dispone, en el artículo 10, párrafo 1, que «[s]i 
[el genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes contra las 
Naciones Unidas y el personal asociado y los crímenes de guerra] no 
están enumerados entre los que dan lugar a extradición en un tratado de 
extradición vigente entre los Estados Partes, se considerarán incluidos 
como tales en esa disposición. Los Estados Partes se comprometen a 
incluir esos delitos, en todo tratado de extradición que concluyan entre 
sí, entre los que dan lugar a extradición».

492 Véase, por ejemplo, In the Matter of the Extradition of Mousa 
Mohammed Abu Marzook, United States District Court, S.  D. New 
York, 924 F. Supp. 565 (1996), pág. 577 («si el acto denunciado es de 
carácter tan atroz que constituye un crimen de lesa humanidad, quedará 
necesariamente excluido de la excepción del delito político»). 

493 UNODC, Revised Manuals on the Model Treaty on Extradition 
and on the Model Treaty on Mutual Assistance in Criminal Matters, 
Part One: Revised Manual on the Model Treaty on Extradition, pág. 17, 
párr. 45. 

494 Subcomisión de Promoción y Protección de los Derechos Huma-
nos, resolución 2001/22 (véase la nota 487 supra). 

la extradición495. Aunque algunos tratados sobre delitos 
específicos no abordan la cuestión496, en muchos tratados 
multilaterales contemporáneos que se ocupan de delitos 
concretos figura una disposición que prohíbe la excep-
ción de delito político para conceder la extradición497. Por 
ejemplo, el artículo 13, párrafo 1, de la Convención Inter-
nacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas de 2006 establece lo siguiente:

A efectos de extradición entre Estados Partes, el delito de desapa-
rición forzada no será considerado delito político, delito conexo a un 
delito político ni delito inspirado en motivos políticos. En consecuen-
cia, una solicitud de extradición fundada en un delito de este tipo no 
podrá ser rechazada por este único motivo. 

10)  La Comisión estimó que el texto del artículo  13, 
párrafo  1, de la Convención Internacional para la Pro-
tección de Todas las Personas contra las Desapariciones 
Forzadas era un modelo apropiado para el párrafo 2 del 
proyecto de artículo  13. Ese párrafo aclara que un cri-
men de lesa humanidad no podrá considerarse un «delito 
político». Ahora bien, se trata de una cuestión diferente 
del supuesto en que el Estado requirente solicite la extra-
dición en razón de las opiniones políticas de la persona; 
en otras palabras, difiere de la situación en que el Estado 
alega la comisión de un crimen de lesa humanidad y soli-
cita la extradición como medio de perseguir a una per-
sona por sus opiniones políticas. La cuestión se trata por 
separado en el párrafo 9 del proyecto de artículo 13. La 
cláusula final del párrafo 2 «por ese único motivo» indica 
que puede haber otros motivos que el Estado puede invo-
car para denegar la extradición (véanse los párrafos 16 a 
18 y 24 a 26 infra), siempre y cuando existan realmente.

Estados que requieren un tratado de extradición

11)  Los párrafos 3 y 4 del proyecto de artículo 13 abor-
dan la situación en que el Estado requerido supedita la 

495 Véanse, por ejemplo, Tratado de Extradición entre el Gobierno 
de los Estados Unidos de América y el Gobierno de la República de 
Sudáfrica (Washington D.C., 16 de septiembre de 1999), Naciones Uni-
das, Treaty Series, vol. 2917, núm. 50792, págs. 171 y ss, en especial 
pág. 177, art. 4, párr. 2 («A los efectos del presente Tratado, no se con-
siderarán delitos políticos los siguientes delitos: […] b) un delito por el 
cual tanto el Estado requirente como el Estado requerido tengan la obli-
gación, en virtud de un acuerdo internacional multilateral, de conceder la 
extradición de la persona buscada o de someter el caso a sus respectivas 
autoridades competentes para decidir sobre el enjuiciamiento; […]»); 
Tratado de Extradición entre Australia y la República de Corea (Seúl, 
5 de septiembre de 1990), ibíd., vol. 1642, núm. 28218, págs. 141 y ss., 
en especial pág. 145, art. 4, párr. 1 a («La referencia a un delito político 
no incluirá […] ii) los delitos respecto de los cuales las Partes Contra-
tantes tengan la obligación de establecer su competencia o conceder la 
extradición en razón de un acuerdo internacional multilateral en el que 
ambas sean partes; y iii) los delitos que contravienen la legislación rela-
tiva al genocidio»); y Tratado de Extradición entre el Gobierno de los 
Estados Unidos Mexicanos y el Gobierno de Canadá (Ciudad de México, 
16 de marzo de 1990), ibíd., vol. 1589, núm. 27824, págs. 267 y ss., en 
especial págs. 271 y 272, art. IV a («Para los propósitos de este párrafo, 
un delito político no incluirá un delito respecto del cual cada Parte tiene 
la obligación, de conformidad con un convenio multilateral internacional, 
de extraditar a la persona buscada o someter el caso a las autoridades 
competentes con el propósito de su enjuiciamiento»). 

496 Véanse, por ejemplo, Convención Internacional contra la Toma 
de Rehenes; Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes. 

497 Véanse, por ejemplo, Convenio Internacional para la Represión 
de los Atentados Terroristas Cometidos con Bombas, art. 11; Conve-
nio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 
art.  14; Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 44, párr. 4. 
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extradición de una persona al Estado requirente a la exis-
tencia de un tratado. 

12)  El párrafo  3 dispone que, en ese caso, el Estado 
requerido «podrá» considerar el presente proyecto de ar-
tículos como base jurídica para la extradición respecto de 
los crímenes de lesa humanidad. Así, el Estado no está 
obligado a utilizar el presente proyecto de artículos a tal 
fin, pero puede optar por hacerlo. Ese párrafo se basa en 
el artículo 44, párrafo 5, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción de 2003, que establece 
lo siguiente: «Si un Estado Parte que supedita la extra-
dición a la existencia de un tratado recibe una solicitud 
de extradición de otro Estado Parte con el que no lo vin-
cula ningún tratado de extradición, podrá considerar la 
presente Convención como la base jurídica de la extradi-
ción respecto de los delitos a los que se aplica el presente 
artículo». Esa misma disposición o una similar puede 
encontrarse en muchos otros tratados498 y en el proyecto 
de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la 
humanidad elaborado por la Comisión en 1996499. 

13)  El párrafo 4 establece la obligación de todo Estado 
que supedite la extradición a la existencia de un tratado 
a informar al Secretario General de las Naciones Unidas 
de si utilizará el presente proyecto de artículos como base 
jurídica para la extradición respecto de los crímenes de 
lesa humanidad. Asimismo dispone que, si no tiene inten-
ción de utilizar el presente proyecto de artículos con ese 
propósito, el Estado procurará, cuando proceda, celebrar 
tratados a tal fin. Ese párrafo toma como modelo el artícu-
lo 16, párrafo 5, de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional y 
el artículo 44, párrafo 6, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción, que dice lo siguiente:

Todo Estado Parte que supedite la extradición a la existencia de un 
tratado deberá:

a)  En el momento de depositar su instrumento de ratificación, 
aceptación o aprobación de la presente Convención o de adhesión a 
ella, informar al Secretario General de las Naciones Unidas de si con-
siderará o no la presente Convención como la base jurídica de la coo-
peración en materia de extradición en sus relaciones con otros Estados 
Parte en la presente Convención; y

b)  Si no considera la presente Convención como la base jurídica 
de la cooperación en materia de extradición, procurar, cuando proceda, 
celebrar tratados de extradición con otros Estados Parte en la presente 
Convención a fin de aplicar el presente artículo.

498 Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aero-
naves, art. 8, párr. 2; Convención sobre la Prevención y el Castigo de 
Delitos contra Personas Internacionalmente Protegidas, inclusive los 
Agentes Diplomáticos, art. 8, párr. 2; Convención Internacional contra 
la Toma de Rehenes, art. 10, párr. 2; Convención contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 8, párr. 2; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroris-
tas Cometidos con Bombas, art.  9, párr.  2; Convenio Internacional 
para la Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 11, párr. 2; 
Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organi-
zada Transnacional, art. 16, párr. 4; Convención Internacional para la 
Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas, 
art. 13, párr. 4.

499 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 35, art. 10, párr. 2 
(«Todo Estado Parte que subordine la extradición a la existencia de un 
tratado, si recibe una petición de extradición de otro Estado Parte con el 
que no tenga tratado de extradición, podrá, a su discreción, considerar 
el presente Código como la base jurídica necesaria para la extradición 
en lo que respecta a esos delitos. La extradición estará sometida a las 
condiciones establecidas por la legislación del Estado requerido»). 

14)  El párrafo 4 b del proyecto de artículo 13 dispone 
que, si el Estado parte no utiliza el proyecto de artícu-
los como base jurídica para la extradición, «procurará, 
cuando proceda, celebrar tratados de extradición con 
otros Estados». Así pues, el presente proyecto de artículos 
no obliga a los Estados a celebrar tratados de extradición 
con todos los demás Estados en relación con los crímenes 
de lesa humanidad, sino que les alienta a hacer los esfuer-
zos necesarios en ese sentido500. 

Estados que no requieren un tratado de extradición

15)  El párrafo 5 del proyecto de artículo 13 es de apli-
cación para los Estados que no supediten la extradición 
a la existencia de un tratado. Ese párrafo dispone que 
esos Estados «reconocerán los delitos comprendidos en 
el presente proyecto de artículos como causa de extradi-
ción entre ellos». Se basa en el artículo 44, párrafo 7, de 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción501. Se pueden encontrar disposiciones similares en 
muchos otros tratados que se ocupan de delitos502. El pro-
yecto de código de crímenes contra la paz y la seguridad 
de la humanidad elaborado por la Comisión en 1996 tam-
bién contiene una disposición de esa naturaleza503.

Requisitos previstos en el derecho nacional del Estado 
requerido

16)  El párrafo  6 del proyecto de artículo  13 esta-
blece que la extradición «estará sujeta a las condiciones 
previstas en el derecho nacional del Estado requerido 
o en los tratados de extradición aplicables, incluidos 
los motivos por los que el Estado requerido puede 
denegar la extradición». Pueden encontrarse dispo-
siciones similares en diversos tratados mundiales504 y  

500 Véase Conferencia de las Partes en la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, Informe 
analítico de la Secretaría sobre la aplicación de la Convención de las 
Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional: 
información actualizada basada en las respuestas adicionales para el 
primer ciclo de presentación de informes (CTOC/COP/2005/2/Rev.1), 
párr. 69. 

501 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 44, 
párr. 7 («Los Estados Parte que no supediten la extradición a la existen-
cia de un tratado reconocerán los delitos a los que se aplica el presente 
artículo como causa de extradición entre ellos»).

502 Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aero-
naves, art. 8, párr. 3; Convenio para la Represión de Actos Ilícitos con-
tra la Seguridad de la Aviación Civil, art. 8, párr. 3; Convención Inter-
nacional contra la Toma de Rehenes, art. 10, párr. 3; Convención contra 
la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
art.  8, párr.  3; Convención de las Naciones  Unidas contra el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art. 6, párr. 4; Con-
vención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra 
las Desapariciones Forzadas, art. 13, párr. 5.

503 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 35, art. 10, párr. 3 
(«Los Estados Partes que no subordinen la extradición a la existencia 
de un tratado reconocerán que esos delitos dan lugar a extradición entre 
ellos con sujeción a lo que dispone la legislación del Estado requerido»). 

504 Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aerona-
ves, art. 8, párr. 2; Convenio para la Represión de Actos Ilícitos contra 
la Seguridad de la Aviación Civil, art. 8, párr. 2; Convención sobre la 
Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, art.  8, párr.  2; Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o 
Degradantes, art. 8, párr. 2; Convención sobre la Seguridad del Personal 
de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 15, párr. 2; Convenio 
Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos 
con Bombas, art. 9, párr. 2; Convenio Internacional para la Represión de 

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/V06/562/47/PDF/V0656247.pdf?OpenElement
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regionales505. Este párrafo se basa en el artículo  44, 
párrafo  8, de la Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Corrupción, pero no reproduce la formulación 
empleada después de la palabra «incluidas» que dice  
«, entre otras cosas, las relativas al requisito de una pena 
mínima para la extradición y»506. La Comisión consi-
deró que la referencia al requisito de una pena mínima 
era inapropiada en el contexto de alegaciones de críme-
nes de lesa humanidad. 

17)  Este párrafo establece la norma general de que, si 
bien la extradición ha de llevarse a cabo de conformidad 
con los derechos, obligaciones y procedimientos estable-
cidos en el presente proyecto de artículos, sigue estando 
sujeta a las condiciones previstas en el derecho nacional 
del Estado requerido o en los tratados de extradición. Esas 
condiciones pueden referirse a medidas de procedimiento, 
como la necesidad de una decisión de un tribunal nacio-
nal o una certificación ministerial antes de proceder a la 
extradición, o a casos en que la extradición no se permite, 
como cuando existe una prohibición de extradición de los 
nacionales o los residentes permanentes del Estado; una 
prohibición de extradición cuando el delito en cuestión es 
punible con la pena de muerte; una prohibición de extra-
dición para cumplir una condena impuesta en un juicio 
en rebeldía; o una prohibición de extradición basada en 
la norma de la especialidad507. Al mismo tiempo, algunos 
motivos de denegación establecidos en el derecho interno 
serían inadmisibles de conformidad con el presente pro-
yecto de artículos, como alegar la prescripción de un 
delito en contravención del artículo 6, párrafo 6, o podrían 
ser inadmisibles con arreglo a otras normas de derecho 
internacional. 

18)  Cualquiera que sea el motivo para denegar la extra-
dición, en el contexto del presente proyecto de artículos 
el Estado requerido en que se encuentre el infractor sigue 
estando obligado a someter el asunto a sus autoridades 
judiciales competentes en virtud del proyecto de artícu-
lo  10. Así pues, aunque el derecho interno del Estado 
requerido pueda impedir la extradición a un Estado requi-
rente en determinadas circunstancias, el Estado requerido 
seguirá estando obligado a someter el asunto a sus autori-
dades competentes a efectos de enjuiciamiento. 

Consideración de que el delito se cometió en el Estado 
requirente

19)  El párrafo 7 del proyecto de artículo 13 aborda las 
situaciones en que el Estado requerido, de conformi-
dad con su derecho nacional, solo puede extraditar a la 

la Financiación del Terrorismo, art. 11, párr. 2; Convención de las Nacio-
nes  Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art.  16, 
párr. 7; Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 13, párr. 6.

505 Véanse, por ejemplo, Convención Interamericana para Preve-
nir y Sancionar la Tortura, art. 13; Convención Interamericana sobre 
la Desaparición Forzada de Personas, art. V; Convenio Penal sobre la 
Corrupción, art. 27, párr. 4. 

506 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 44, 
párr. 8 («La extradición estará sujeta a las condiciones previstas en el 
derecho interno del Estado Parte requerido o en los tratados de extra-
dición aplicables, incluidas, entre otras cosas, las relativas al requisito 
de una pena mínima para la extradición y a los motivos por los que el 
Estado Parte requerido puede denegar la extradición»).

507 Véase, por ejemplo, Ley de Extradición del Reino Unido, art. 17. 

persona al Estado en que se haya cometido el delito508. 
Para facilitar la extradición a un abanico más amplio de 
Estados, el párrafo 7 dispone que, «[d]e ser necesario, a 
los efectos de la extradición entre Estados, se considerará 
que los delitos comprendidos en el presente proyecto de 
artículos se han cometido no solo en el lugar en que se 
perpetraron sino también en el territorio de los Estados 
que hayan establecido su competencia de conformidad 
con el proyecto de artículo 7, párrafo 1». Este texto se 
basa en el artículo 11, párrafo 4, del Convenio Interna-
cional para la Represión de la Financiación del Terro-
rismo de 1999 y se ha utilizado en muchos tratados que 
se ocupan de delitos509. 

20)  Las disposiciones convencionales de este tipo se 
refieren a los «Estados que hayan establecido su com-
petencia», de conformidad con el tratado, sobre la base 
de vínculos como la nacionalidad del presunto infractor 
o de las víctimas del delito (por tanto, el párrafo 7 del 
proyecto de artículo 13 contiene una referencia cruzada 
al párrafo 1 del proyecto de artículo 7). Esas disposicio-
nes no se refieren a los Estados que hayan establecido 
su competencia alegando la presencia del infractor en 
su territorio (proyecto de artículo 7, párrafo 2), ya que 
el Estado que solicita la extradición nunca es el Estado 
en que se encuentra el presunto infractor. En ese caso 
tampoco hay una referencia cruzada al párrafo 3 del pro-
yecto de artículo 7, que no requiere que los Estados esta-
blezcan su competencia, sino que preserva el derecho a 
que establezcan su competencia nacional más allá del 
alcance del presente proyecto de artículos.

21)  En su comentario al proyecto de código de crímenes 
contra la paz y la seguridad de la humanidad de 1996, 
que contiene una disposición similar en el artículo  10, 
párrafo 4510, la Comisión señaló que «[e]l párrafo 4 […] 
asegura la posibilidad de que el Estado de detención 
acceda a una solicitud de [extradición] recibida de cual-
quier Estado Parte […] con respecto a los crímenes» com-
prendidos en el proyecto de código, y que «[e]se enfoque 
más amplio es coherente con la obligación general de 
todo Estado Parte de establecer su jurisdicción sobre 

508 Véase Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 36, proyecto 
de código de crímenes contra la paz y la seguridad de la humanidad, 
párrafo 3 del comentario al artículo 10 («En virtud de algunos tratados 
y legislaciones nacionales, el Estado de detención puede acceder a soli-
citudes de extradición procedentes solo del Estado en que se produjo 
el crimen»). 

509 Convenio para la Represión del Apoderamiento Ilícito de Aero-
naves, art. 8, párr. 4; Convenio para la Represión de Actos Ilícitos con-
tra la Seguridad de la Aviación Civil, art. 8, párr. 4; Convención sobre 
la Prevención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacional-
mente Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, art. 8, párr. 4; 
Convención Internacional contra la Toma de Rehenes, art. 10, párr. 4; 
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes, art. 8, párr. 4; Convención sobre la Seguridad del 
Personal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 15, párr. 4; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas 
Cometidos con Bombas, art. 9, párr. 4. No obstante, en algunos tratados 
recientes no figura una disposición de esa índole. Véanse, por ejemplo, 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción y Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas.

510 Anuario… 1996, vol. II (segunda parte), pág. 35 («A los efectos 
de la extradición entre Estados Partes, se considerará que esos delitos 
se han cometido no solamente en el lugar donde se perpetraron, sino 
también en el territorio de cualquier otro Estado Parte»). 
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[esos] crímenes»511. Dicho enfoque «encuentra justifi-
cación además en el hecho de que el código no concede 
una jurisdicción primaria a ningún Estado determinado ni 
establece un orden de prioridad entre las solicitudes de 
extradición»512. 

Cumplimiento de una condena impuesta a los propios 
nacionales del Estado

22)  El párrafo 8 del proyecto de artículo 13 se refiere 
a las situaciones en que el nacional del Estado requerido 
es declarado culpable y condenado en un Estado extran-
jero, y luego huye al Estado requerido, pero este no puede 
extraditar a sus nacionales de conformidad con su dere-
cho. En esos casos, el párrafo 8 establece que el Estado 
requerido, «si su derecho nacional lo permite y de confor-
midad con los requisitos de dicho derecho, considerará, 
previa solicitud del Estado requirente, la posibilidad de 
hacer cumplir la condena impuesta o el resto pendiente 
de dicha condena con arreglo al derecho nacional del 
Estado requirente». Existen disposiciones similares en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuen-
cia Organizada Transnacional513 y la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción514. 

23)  La Comisión también consideró la posibilidad de 
incluir un párrafo en el proyecto de artículo 13 que abor-
dara los casos en que el Estado requerido puede extraditar a 
uno de sus nacionales, pero solo si el presunto infractor es 
devuelto al Estado requerido para cumplir en él la condena 
que pudiera imponerle el Estado requirente. La Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional515 y la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción516 contienen una disposición en ese 
sentido. La Comisión consideró que esa situación quedaba 
recogida en las condiciones mencionadas en el marco del 
párrafo 6 del proyecto de artículo 13 del presente proyecto 
de artículos, por lo que decidió que no era necesario redac-
tar una disposición específica sobre esa cuestión.

Denegación de la extradición

24)  El párrafo 9 del proyecto de artículo 13 deja claro 
que nada de lo dispuesto en ese proyecto de artícu- 
lo obliga al Estado a extraditar a una persona a otro 
Estado cuando haya motivos fundados para creer que 
la solicitud de extradición se ha presentado por moti-
vos universalmente reconocidos como inaceptables en 
derecho internacional. Esa disposición figura en diver-
sos tratados multilaterales517 y bilaterales518, en leyes  

511 Ibíd., pág. 36 (párrafo 3 del comentario al artículo 10). 
512 Ibíd. 
513 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional, art. 16, párr. 10. 
514 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 

art. 44, párr. 13. 
515 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 

Organizada Transnacional, art. 16, párr. 11. 
516 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 

art. 44, párr. 12. 
517 Véanse, por ejemplo, Convenio Europeo de Extradición, art. 3, 

párr. 2; Convención Interamericana sobre Extradición, art. 4, párr. 5. 
518 Véanse, por ejemplo, Convenio de Extradición entre el 

Gobierno de la República Francesa y el Gobierno de la República de 
la India (París, 24 de enero de 2003), Journal officiel de la République 

nacionales519 que abordan la extradición con carácter ge-
neral, y en tratados que se ocupan de la extradición en 
relación con determinados delitos520. 

25)  El párrafo 9 toma como modelo el párrafo 14 del ar-
tículo 16 de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional y el párrafo 15 
del artículo 44 de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, que establecen lo siguiente:

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá interpretarse 
como la imposición de una obligación de extraditar si el Estado Parte 
requerido tiene motivos justificados para presumir que la solicitud se ha 
presentado con el fin de perseguir o castigar a una persona en razón de 
su sexo, raza, religión, nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas 
o que su cumplimiento ocasionaría perjuicios a la posición de esa per-
sona por cualquiera de estas razones. 

Aunque se basa en esa disposición, el término «sexo» se 
reemplazó por «género» y la palabra «cultura» se añadió 
a la lista de factores, en consonancia con la formulación 
empleada en el párrafo  1  h del proyecto de artículo  3. 
Además, la expresión «pertenencia a un determinado 
grupo social» se agregó a la lista, emulando la Conven-
ción Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas521.

26)  Habida cuenta de que el presente proyecto de ar-
tículos no obliga a extraditar a todas las personas, esta 

française, 4 de noviembre de 2005, art. 3, párr. 3; Tratado de Extradi-
ción entre el Gobierno de los Estados Unidos de América y el Gobierno 
de la República de Sudáfrica (nota 495 supra), art. 4, párr. 3; Tratado de 
Extradición entre Australia y la República de Corea (nota 495 supra), 
art. 4, párr. 1 b; Tratado de Extradición entre el Gobierno de los Estados 
Unidos Mexicanos y el Gobierno de Canadá (nota 495 supra), art. IV. 
El artículo 3 b del Tratado Modelo de Extradición (véase la nota 485 
supra) contiene una disposición de este tipo. El párrafo 47 del Manual 
revisado sobre el Tratado Modelo de Extradición dispone lo siguiente: 
«El apartado b) […] es un párrafo que no suscita controversias y que 
se ha utilizado (a veces con una formulación diferente) en tratados 
de extradición de todo el mundo» (UNODC, Revised Manuals on the 
Model Treaty on Extradition and on the Model Treaty on Mutual Assis-
tance in Criminal Matters… (véase la nota 493 supra), pág. 17).

519 Véanse, por ejemplo, Ley de Extradición de la República Popular 
China: Orden del Presidente de la República Popular China, núm. 42, 
aprobada en la 19ª reunión del Comité Permanente del Noveno Con-
greso Popular Nacional, el 28 de diciembre de 2000, art. 8, párr. 4 («Se 
denegará la solicitud de extradición presentada a la República Popular 
China por un Estado extranjero si […] se ha incoado contra la per-
sona buscada un procedimiento penal o se le puede imponer una pena 
en razón de su raza, religión, nacionalidad, sexo, opiniones políticas 
o condición personal, o si, por alguno de esos motivos, esa persona 
puede ser víctima de un trato injusto en las actuaciones judiciales»); 
Ley de Extradición del Reino Unido, art. 13 («La extradición de una 
persona […] quedará excluida por consideraciones de otra índole úni-
camente en los siguientes casos: a) cuando la orden emitida contra esa 
persona según lo dispuesto en la Parte 1 (aunque presuntamente emitida 
en razón del delito por el que se pide la extradición) tenga en realidad 
por objeto enjuiciarla o castigarla en razón de su raza, religión, nacio-
nalidad, género, orientación sexual u opiniones políticas, o b) cuando, 
en caso de ser extraditada, la persona en cuestión pudiera verse per-
judicada en el juicio celebrado contra ella, o ser castigada, recluida o 
sufrir restricciones de su libertad personal, en razón de su raza, religión, 
nacionalidad, género, orientación sexual u opiniones políticas»). 

520 Véanse, por ejemplo, Convención Internacional contra la Toma 
de Rehenes, art. 9; Convención de las Naciones Unidas contra el Trá-
fico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art. 6, párr. 6; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas 
Cometidos con Bombas, art. 12; Convenio Internacional para la Repre-
sión de la Financiación del Terrorismo, art.  15; Convención Interna-
cional para la Protección de Todas las Personas contra las Desaparicio-
nes Forzadas, art. 13, párr. 7.

521 Convención Internacional para la Protección de Todas las Perso-
nas contra las Desapariciones Forzadas, art. 13, párr. 7.
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disposición no es, en sentido estricto, necesaria. De con-
formidad con el presente proyecto de artículos, el Estado 
puede negarse a extraditar siempre y cuando someta el 
asunto a sus autoridades competentes a efectos de enjui-
ciamiento. No obstante, el párrafo 9 tiene tres propósitos. 
En primer lugar, contribuye a asegurar que no se extradite 
a una persona cuando exista peligro de que se vulneren 
sus derechos, en particular sus derechos fundamentales. 
En segundo lugar, se asegura a los Estados que ya hayan 
incluido una disposición similar en sus tratados de extra-
dición o en su derecho interno que uno de los motivos 
para denegar la extradición seguirá siendo la existencia de 
razones fundadas para creer que una persona será objeto 
de persecución. En tercer lugar, los Estados que no hayan 
incluido explícitamente una disposición en ese sentido en 
sus acuerdos bilaterales tendrán un fundamento recogido 
por escrito para denegar la extradición si se plantea un 
caso de ese tipo. Así pues, la Comisión consideró apro-
piado incluir una disposición de esa índole en el presente 
proyecto de artículos. 

27)  El párrafo 10 del proyecto de artículo 13 establece 
que, antes de negarse a la extradición, el Estado requerido, 
«cuando proceda, consultará al Estado requirente para 
darle amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de 
proporcionar información que sustente sus alegaciones». 
Esas consultas pueden permitir que el Estado requirente 
modifique su solicitud de manera que atienda a las preocu-
paciones del Estado requerido. No obstante, la expresión 
«cuando proceda» reconoce que puede haber ocasiones 
en que el Estado requerido se niegue a la extradición pero 
las consultas no sean procedentes, por ejemplo, por razo-
nes de confidencialidad. Aun así, cabe destacar que, en el 
contexto del presente proyecto de artículos, el proyecto de 
artículo 10 dispone que el Estado requerido someterá el 
asunto a sus propias autoridades judiciales en caso de no 
acceder a la extradición.

28)  El párrafo  10 está inspirado en la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional522 y la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción523, que establecen que «[a]ntes de 
denegar la extradición, el Estado Parte requerido, cuando 
proceda, consultará al Estado Parte requirente para darle 
amplia oportunidad de presentar sus opiniones y de pro-
porcionar información pertinente a su alegato». La pre-
cisión «cuando proceda» reconoce que habrá situaciones 
en que esas consultas no sean procedentes, como en el 
caso de que el Estado requerido haya decidido some-
ter el asunto a sus autoridades competentes a efectos de 
enjuiciamiento.

Solicitudes de extradición múltiples

29)  Los tratados que abordan la extradición con carácter 
general o en el contexto de delitos concretos no se ocu-
pan de regular qué Estado requirente ha de tener prioridad 
cuando existen solicitudes de extradición múltiples. A lo 
sumo, esos instrumentos pueden reconocer las facultades 
discrecionales del Estado requerido para determinar si 

522 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 16, párr. 16.

523 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 44, párr. 17. 

procede a la extradición y, en tal caso, a qué Estado requi-
rente. Por ejemplo, el artículo 16 del Tratado Modelo de 
Extradición de las Naciones Unidas de 1990 se limita a 
señalar lo siguiente: «Cuando una de las Partes y un ter-
cer Estado soliciten la extradición de la misma persona, la 
otra Parte decidirá a su discreción a cuál de esos Estados 
habrá de extraditar la persona»524. 

30)  Por consiguiente, en consonancia con los tratados 
existentes, la Comisión decidió no incluir una disposición 
en el presente proyecto de artículos que especificase la 
opción preferible en caso de solicitudes múltiples. Aun 
así, cuando se produce una situación de ese tipo, el Estado 
puede tener en cuenta diversos factores al ejercer sus 
facultades discrecionales, que pueden estar establecidos 
en su derecho nacional. Por ejemplo, el Código Orgánico 
Integral Penal (2014) del Ecuador dispone en su artícu-
lo 405 que «la o el juzgador ecuatoriano podrá determinar 
la jurisdicción que garantice mejores condiciones para 
juzgar la infracción penal, la protección y reparación inte-
gral de la víctima»525. En el contexto de la Unión Europea, 
entre las circunstancias pertinentes figuran «el lugar y la 
gravedad relativa de los delitos, las respectivas fechas de 
las distintas órdenes, así como el hecho de que la orden se 
haya dictado a efectos de la persecución penal o a efectos 
de ejecución de una pena o una medida de seguridad pri-
vativas de libertad»526.

Doble incriminación

31)  Uno de los elementos que suelen contener los tra-
tados de extradición es el requisito de la «doble incrimi-
nación», en virtud del cual las obligaciones en materia de 
extradición solo surgen, respecto de una solicitud con-
creta, cuando la conducta en cuestión está tipificada en la 
legislación tanto del Estado requirente como del Estado 
requerido527. A veces ese requisito también figura en trata-
dos que se centran en un determinado tipo de delito y que 
incluyen una combinación de supuestos de tipificación 
obligatoria y no obligatoria, por lo que los delitos puni-
bles en dos Estados partes podrían diferir. Por ejemplo, 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción establece supuestos de tipificación obligatoria528 y no 
obligatoria529 en relación con el delito de corrupción. 

32)  Por el contrario, los tratados dedicados a un tipo 
concreto de delito y que solamente establecen supuestos 
de tipificación obligatoria no suelen prever el requisito de 
la doble incriminación. Así, instrumentos como la Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crue-
les, Inhumanos o Degradantes de 1984 y la Convención 

524 Tratado Modelo de Extradición (véase la nota 485 supra), art. 16. 
525 Código Orgánico Integral Penal (véase la nota  347 supra), 

art. 405.
526 Véase, por ejemplo, la decisión marco del Consejo de 13 de junio 

de 2002 relativa a la orden de detención europea y a los procedimientos 
de entrega entre Estados miembros (nota 407 supra), art. 16, párr. 1. 

527 Véase, por ejemplo, UNODC, Revised Manuals on the Model 
Treaty on Extradition and on the Model Treaty on Mutual Assistance in 
Criminal Matters… (nota 493 supra), pág. 10, párr. 20 («El requisito de 
la doble incriminación en el derecho tanto del Estado requirente como 
del Estado requerido del delito por el cual se concede la extradición 
es un principio del derecho de extradición profundamente arraigado»).

528 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
arts. 15; 16, párr. 1; 17; 23 y 25.

529 Ibíd., arts. 16, párr. 2; 18 a 22 y 24.
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Internacional para la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas de 2006, en que se 
definen delitos específicos y se obliga a los Estados par-
tes a adoptar las medidas necesarias para asegurar que 
constituyan delitos conforme al derecho penal nacional, 
no contienen ningún requisito de doble incriminación 
en sus respectivas disposiciones sobre extradición. El 
motivo de ello es que, cuando se presenta una solicitud 
de extradición de conformidad con cualquiera de esas dos 
Convenciones, el delito ya debería estar tipificado en la 
legislación de ambos Estados partes, de modo que no hay 
necesidad de cumplir el requisito de doble incriminación. 
Otro motivo es que esos tratados no suelen contener una 
obligación absoluta de extradición, sino una obligación 
aut dedere aut iudicare, en virtud de la cual el Estado 
requerido siempre puede optar por no extraditar en tanto 
en cuanto someta el asunto a sus autoridades competentes 
a efectos de enjuiciamiento. 

33)  El presente proyecto de artículos sobre los crímenes 
de lesa humanidad define dichos crímenes en el proyecto 
de artículo 3 y, sobre la base de esa definición, establece 
en los párrafos 1 a 3 del proyecto de artículo 6 que los 
«crímenes de lesa humanidad» han de estar tipificados en 
el derecho penal de cada Estado530. Así pues, cuando un 
Estado envía una solicitud de extradición a otro Estado 
por uno de los delitos comprendidos en el presente pro-
yecto de artículos, ese delito debería estar tipificado en 
ambos Estados, por lo que el criterio de la doble incri-
minación se cumple automáticamente. Además, la obli-
gación aut dedere aut iudicare que figura en el proyecto 
de artículo 10 no obliga a los Estados a extraditar, sino 
que el Estado puede cumplir la obligación impuesta en el 
proyecto de artículo 10 sometiendo el asunto a sus autori-
dades competentes a efectos de enjuiciamiento. Por consi-
guiente, la Comisión decidió que no era necesario incluir 
en el proyecto de artículo 13 un requisito de doble incri-
minación como el que figura en los tres primeros párrafos 
del artículo 44 de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción.

Artículo 14.  Asistencia judicial recíproca 

1.  Los Estados se prestarán la más amplia asis-
tencia judicial recíproca respecto de investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con 
los delitos comprendidos en el presente proyecto de 
artículos, de conformidad con el presente proyecto de 
artículo.

2.  Se prestará asistencia judicial recíproca en la 
mayor medida posible, conforme a las leyes y los trata-
dos, acuerdos y arreglos pertinentes del Estado reque-
rido, con respecto a investigaciones, procesos y actua-
ciones judiciales y de otra índole relacionados con los 
delitos de los que una persona jurídica pueda ser con-
siderada responsable de conformidad con el proyecto 
de artículo 6, párrafo 8, en el Estado requirente.

530 El proyecto de artículo 3, párrafo 4, establece que el proyecto 
de artículos se entiende sin perjuicio de cualquier otra definición más 
amplia de crímenes de lesa humanidad prevista en cualquier legisla-
ción nacional. No obstante, una solicitud de extradición basada en una 
definición más amplia que la enunciada en el proyecto de artículo 3, 
párrafos 1 a 3, no se referiría a uno de los delitos comprendidos en el 
presente proyecto de artículos. 

3.  La asistencia judicial recíproca que se preste 
de conformidad con el presente proyecto de ar-
tículo podrá solicitarse para cualquiera de los fines 
siguientes: 

a)  identificar y localizar a los presuntos infrac-
tores y, cuando proceda, a las víctimas, los testigos u 
otras personas;

b)  recibir testimonios o tomar declaración a per-
sonas, entre otros medios por videoconferencia;

c)  presentar documentos judiciales;

d)  efectuar inspecciones e incautaciones;

e)  examinar objetos y lugares, incluida la obten-
ción de pruebas forenses;

f)  proporcionar información, elementos de prueba 
y evaluaciones de peritos;

g)  entregar originales o copias certificadas de los 
documentos y expedientes pertinentes;

h)  identificar, localizar o embargar con carácter 
preventivo el producto del delito, bienes, instrumen-
tos u otros elementos con fines probatorios o de otra 
índole;

i)  facilitar la comparecencia voluntaria de perso-
nas en el Estado requirente; o

j)  prestar cualquier otro tipo de asistencia auto-
rizada por el derecho nacional del Estado requerido.

4.  Los Estados no invocarán el secreto bancario 
para denegar la asistencia judicial recíproca prevista 
en el presente proyecto de artículo.

5.  Cuando sea necesario, los Estados conside-
rarán la posibilidad de celebrar acuerdos o arreglos 
bilaterales o multilaterales que contribuyan a lograr 
los fines del presente proyecto de artículo y que lleven 
a la práctica o refuercen sus disposiciones.

6.  Sin perjuicio de su legislación nacional, las 
autoridades competentes de un Estado podrán, sin 
que se les solicite previamente, transmitir información 
relativa a crímenes de lesa humanidad a una autori-
dad competente de otro Estado si creen que esa infor-
mación podría ayudar a la autoridad a emprender o 
concluir con éxito investigaciones, procesos y actuacio-
nes judiciales o podría dar lugar a una solicitud for-
mulada por este último Estado con arreglo al presente 
proyecto de artículos.

7.  Las disposiciones del presente proyecto de ar-
tículo no afectarán a las obligaciones dimanantes de 
otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o 
futuros que regulen, total o parcialmente, la asisten-
cia judicial recíproca. No obstante, las disposiciones 
del presente proyecto de artículo se aplicarán en la 
medida en que prevean una mayor asistencia judicial 
recíproca.



	 Crímenes de lesa humanidad	 87

8.  El proyecto de anexo del presente proyecto de 
artículos se aplicará a las solicitudes que se formulen 
con arreglo al presente proyecto de artículo siempre que 
no medie entre los Estados interesados un tratado de 
asistencia judicial recíproca. Cuando esos Estados estén 
vinculados por un tratado de esa índole se aplicarán las 
disposiciones de dicho tratado, salvo que los Estados 
convengan en aplicar, en su lugar, las disposiciones del 
proyecto de anexo. Se insta a los Estados a que apliquen 
el proyecto de anexo si facilita la cooperación.

Comentario 

1)  Un Estado que investigue o enjuicie un delito com-
prendido en el presente proyecto de artículos puede 
querer solicitar asistencia a otro Estado para recabar 
información y pruebas, entre otras formas mediante docu-
mentos, declaraciones juradas y testimonios orales de 
víctimas, testigos y otras personas. Este tipo de coopera-
ción, que suele prestarse en régimen de reciprocidad, se 
conoce como «asistencia judicial recíproca». Disponer de 
un marco jurídico que regule dicha asistencia resulta útil 
para habilitar un medio de cooperación previsible entre el 
Estado requirente y el Estado requerido.

2)  No existe actualmente ningún tratado universal ni 
regional que se refiera específicamente a la asistencia ju-
dicial recíproca en el contexto de los crímenes de lesa 
humanidad. Cuando se da una cooperación de este tipo, 
se trata más bien de una cooperación voluntaria entre 
Estados que se presta como muestra de cortesía o, cuando 
existen, en virtud de tratados bilaterales o multilaterales 
sobre asistencia judicial recíproca en relación con los 
delitos en general (conocidos como tratados de asisten-
cia judicial recíproca). Si bien puede prestarse asistencia 
judicial recíproca en relación con los crímenes de lesa 
humanidad a través de tratados existentes de asistencia 
judicial recíproca, en muchos casos no hay tratados de 
esta índole entre el Estado requirente y el Estado reque-
rido531. Como sucede en el caso de la extradición, es fre-
cuente que los Estados no hayan celebrado tratados de 
asistencia judicial recíproca con un gran número de Esta-
dos respecto de los delitos en general, de manera que, 
cuando es necesario cooperar en relación con crímenes 
de lesa humanidad, no hay ningún marco jurídico vigente 
que facilite dicha cooperación.

3)  El proyecto de artículo 14 trata de ofrecer ese marco 
jurídico. Sus ocho párrafos están concebidos para abordar 
varios elementos importantes de la asistencia judicial recí-
proca que serán de aplicación entre el Estado requirente 
y el Estado requerido, teniendo en cuenta que en algunos 
casos puede que exista un tratado de asistencia judicial 
recíproca entre esos Estados, mientras que en otros puede 
que no lo haya. Como se menciona posteriormente, el 
proyecto de artículo 14 siempre es de aplicación al Estado 
requirente y al Estado requerido (con independencia de 
que exista un tratado de asistencia judicial recíproca entre 

531 Véase Comentarios a la Convención de las Naciones  Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 
1988 (publicación de las Naciones Unidas, núm. de venta: S.98.XI.5), 
pág.  151, párr.  7.22 (se concluye que «hay todavía muchos Estados 
que no son partes de tratados generales de asistencia judicial recí-
proca y muchas circunstancias en que no hay ningún tratado bilateral 
que rija la relación entre el par de Estados interesados en una cuestión 
determinada»).

ellos), mientras que el proyecto de anexo es de aplica-
ción además al Estado requirente y al Estado requerido 
cuando no haya entre ellos ningún tratado de asistencia 
judicial recíproca o cuando exista dicho tratado pero, pese 
a ello, ambos Estados convengan en utilizar el proyecto 
de anexo para facilitar la cooperación.

4)  Las disposiciones detalladas sobre la asistencia judi-
cial recíproca que figuran en el proyecto de artículo 14 y 
en el proyecto de anexo figuran asimismo en varias con-
venciones contemporáneas que se ocupan de delitos espe-
cíficos. Si bien también hay precedentes de disposiciones 
menos detalladas532, parece que los Estados se sienten 
atraídos por las disposiciones más detalladas, como puede 
verse en el historial de elaboración de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional de 2000. En la versión inicial, el artículo 
relativo a la asistencia judicial recíproca consistía en una 
disposición constituida por dos párrafos533. Sin embargo, 
ya al principio, los Estados negociadores decidieron534 
que ese enfoque menos detallado debía sustituirse por un 
artículo más detallado basado en el artículo 7 de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito 
de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas de 1988. El 
resultado fue la minuciosa redacción del artículo  18 de 
la Convención de las Naciones  Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, que fue reproducida 
prácticamente de manera íntegra en el artículo 46 de la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
de 2003. También se pueden encontrar contenidos equipa-
rables en el Convenio Internacional para la Represión de 
la Financiación del Terrorismo de 1999535.

5)  La Comisión decidió que las disposiciones más deta-
lladas eran las más adecuadas para el proyecto de artículos 
sobre los crímenes de lesa humanidad. Estas disposicio-
nes ofrecen una orientación exhaustiva a los Estados, lo 
cual resulta especialmente útil cuando no existe ningún 
tratado de asistencia judicial recíproca entre el Estado 
requirente y el Estado requerido536. Además, como ya 
sucedió con las disposiciones detalladas sobre la extradi-
ción que figuran en el proyecto de artículo 13, este tipo de 
disposiciones referidas a la asistencia judicial recíproca 
ha resultado ser aceptable para los Estados. Por ejemplo, a 
julio de 2017, la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional tiene 187 

532 Véanse, por ejemplo, Convención contra la Tortura y Otros Tra-
tos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, art. 9; Convenio Inter-
nacional para la Represión de los Atentados Terroristas Cometidos con 
Bombas, art. 10; Convención Internacional para la Protección de Todas 
las Personas contra las Desapariciones Forzadas, art. 14. 

533 Véase Comisión de Prevención del Delito y Justicia Penal, 
informe del Secretario General sobre la posible elaboración de un con-
venio internacional contra la delincuencia transnacional organizada (E/
CN.15/1997/7/Add.1), pág. 14.

534 Ibíd. (sugerencias de Australia y Austria).
535 Las disposiciones sobre asistencia judicial recíproca del Conve-

nio Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo 
están distribuidas en varios artículos, muchos de los cuales se refieren 
tanto a la asistencia recíproca como a la extradición. Véase Convenio 
Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismo, 
arts. 7, párr. 5, y 12 a 16. Lo más habitual es que las disposiciones sobre 
asistencia judicial recíproca estén agrupadas en un solo artículo.

536 Véase UNODC, Estado de la aplicación de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción: penalización, aplicación 
de la ley y cooperación internacional, Nueva York, 2015, págs. 204, 
222 y 223. 

http://undocs.org/es/E/CN.15/1997/7/Add.1
http://undocs.org/es/E/CN.15/1997/7/Add.1
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Estados partes y la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción, 181 Estados partes. Ningún Estado 
parte en estas Convenciones ha formulado reservas opo-
niéndose a la redacción o el contenido del artículo sobre 
asistencia judicial recíproca. Además, estas disposiciones 
son aplicadas habitualmente por las autoridades naciona-
les encargadas de hacer cumplir la ley y han sido explica-
das en numerosas guías y otros materiales de referencia, 
como los publicados por la UNODC537.

6)  El proyecto de artículo 14 y el proyecto de anexo se 
basan en el artículo 46 de la Convención de las Nacio-
nes  Unidas contra la Corrupción, si bien con algunas 
modificaciones. Como cuestión estructural, la Comisión 
consideró útil incluir en el cuerpo del proyecto de artícu-
los disposiciones aplicables en todas las circunstancias 
y recoger en el proyecto de anexo disposiciones que se 
aplican únicamente cuando no existe ningún tratado de 
asistencia judicial recíproca entre el Estado requirente y 
el Estado requerido o cuando por cualquier otro motivo la 
aplicación del proyecto de anexo es considerada útil para 
facilitar la cooperación. Con ello se ayuda a mantener 
una sensación de equilibrio en el proyecto de artículos, 
al tiempo que se agrupan en un solo lugar (el proyecto 
de anexo) disposiciones aplicables únicamente en deter-
minadas situaciones. Además, como se explica posterior-
mente, algunas de las disposiciones del artículo  46 han 
sido revisadas, reubicadas o suprimidas.

7)  En el párrafo 1 del proyecto de artículo 14 se esta-
blece una obligación general para los Estados partes de 
«prestarse la más amplia asistencia judicial recíproca» 
en relación con los delitos comprendidos en el presente 
proyecto de artículos. El texto reproduce literalmente el 
artículo  46, párrafo  1, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción538, excepto en la referen-
cia a «los delitos comprendidos en el presente proyecto de 
artículos». Es importante destacar que los Estados están 
obligados a prestarse esa asistencia recíproca no solo en 
las «investigaciones», sino también en los «procesos» y 
en las «actuaciones judiciales». Por tanto, la finalidad de 
la obligación es asegurar que los objetivos generales del 
presente proyecto de artículos se vean promovidos por la 
cooperación general entre los Estados en todas las fases 
del proceso de aplicación de la ley.

8)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 14 se ocupa de 
la cooperación en el contexto específico de la responsa-
bilidad de las personas jurídicas, utilizando un criterio 
diferente del existente en el párrafo 1. Dicha cooperación 
debe existir únicamente «en la mayor medida posible, 
conforme a las leyes y los tratados, acuerdos y arreglos 
pertinentes del Estado requerido». Este criterio reconoce 
que los ordenamientos jurídicos nacionales difieren con-
siderablemente en el tratamiento de las personas jurídicas 
con respecto a los delitos, diferencias que también dieron 

537 Véase la nota 489 supra.
538 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 46, 

párr. 1 («Los Estados Parte se prestarán la más amplia asistencia judi-
cial recíproca respecto de investigaciones, procesos y actuaciones judi-
ciales relacionados con los delitos comprendidos en la presente Con-
vención»). Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 1; Convención 
de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, art. 7, párr. 1; Convenio Internacional para la 
Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 12, párr. 1. 

lugar a la formulación que figura en el proyecto de artícu-
lo 6, párrafo 8. Dadas estas diferencias, la asistencia judi-
cial recíproca en este contexto ha de estar supeditada a la 
medida en que sea posible dicha cooperación.

9)  El texto del párrafo  2 del proyecto de artículo  14, 
reproduce casi literalmente el artículo  46, párrafo  2, de 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción539, con excepción de la adición de «y de otra índole» 
en «investigaciones, procesos y actuaciones judiciales y 
de otra índole» relacionados con delitos de los que una 
persona jurídica pueda ser considerada responsable. Este 
cambio se consideró útil dado que, en algunos ordena-
mientos jurídicos nacionales, puede haber otros tipos de 
actuaciones relevantes en relación con las personas jurídi-
cas, como las actuaciones administrativas.

10)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 14 enumera los 
tipos de asistencia que se pueden solicitar. Esos tipos de 
asistencia están redactados en términos generales y, en la 
mayoría de los casos, reproducen los tipos de asistencia 
enumerados en muchos tratados de extradición multila-
terales540 y bilaterales541. De hecho, esos términos son lo 
suficientemente amplios para abarcar todos los tipos de 
asistencia que podrían ser pertinentes para la investiga-
ción y el enjuiciamiento de un crimen de lesa humanidad, 
incluida la búsqueda de documentos policiales y de orga-
nismos de seguridad; documentos judiciales; certificados 
de nacionalidad, inmigración, nacimiento, matrimonio y 
defunción; informes médicos; material forense, y datos 
biométricos. La lista no es exhaustiva, ya que incluye en 
el apartado j una disposición general que hace referencia 
a «cualquier otro tipo de asistencia autorizada por el dere-
cho nacional del Estado requerido». 

539 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 46, párr. 2 («Se prestará asistencia judicial recíproca en la mayor 
medida posible conforme a las leyes, tratados, acuerdos y arreglos 
pertinentes del Estado Parte requerido con respecto a investigaciones, 
procesos y actuaciones judiciales relacionados con los delitos de los 
que una persona jurídica pueda ser considerada responsable de con-
formidad con el artículo  26 de la presente Convención en el Estado 
Parte requirente»). Durante las negociaciones de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, la 
cuestión de la variedad de la práctica nacional en materia de responsa-
bilidad de las personas jurídicas, en particular en causas penales, llevó 
a varias delegaciones a proponer una disposición específica sobre la 
asistencia judicial recíproca en relación con las personas jurídicas, que 
fue aprobada en última instancia como artículo 18, párrafo 2. Durante la 
fase final de las negociaciones de la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Corrupción, se hicieron tres propuestas de disposición 
sobre la asistencia judicial recíproca, una de las cuales no mencionaba 
expresamente la asistencia judicial recíproca en relación con las per-
sonas jurídicas (véase Travaux Préparatoires de las negociaciones 
para la elaboración de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción (nota  358 supra), variante 3, págs.  403 a 406). En la 
segunda sesión negociadora, esa propuesta ya no fue sometida a exa-
men (ibíd., pág. 406, nota a pie de página 7), lo cual llevó en última 
instancia a aprobar el artículo 46, párrafo 2.

540 Véanse, por ejemplo, Convención Interamericana sobre Asisten-
cia Mutua en Materia Penal de 1992, art. 7; Tratado sobre Asistencia 
Judicial Recíproca en Asuntos Penales de la Asociación de Naciones 
de Asia Sudoriental de 2004, art. 1, párr. 2; Convención de las Nacio-
nes  Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas, art. 7, párr. 2; Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 3.

541 Véanse, por ejemplo, Tratado Modelo de Asistencia Recíproca 
en Asuntos Penales de 1990, resolución 45/117 de la Asamblea Gene-
ral, de 14 de diciembre de 1990, anexo, art. 1, párr. 2; Tratado entre los 
Estados Unidos de América y la Federación de Rusia sobre la Asistencia 
Judicial Recíproca en Asuntos Penales (Moscú, 17 de junio de 1999), 
Naciones Unidas, Treaty Series, vol. 2916, núm. 50780, art. 2.

https://www.unodc.org/documents/treaties/UNCAC/Publications/Travaux/Travaux_Preparatoires_-_UNCAC_E.pdf
https://undocs.org/es/A/RES/45/117
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11)  El párrafo 3 se basa en el artículo 46, párrafo 3, de 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción. De acuerdo con esta Convención, se considera en 
general que los tratados bilaterales de asistencia judicial 
recíproca existentes entre los Estados partes que no inclu-
yan las formas de cooperación enumeradas en el párrafo 3 
«quedan complementados automáticamente por esas for-
mas de cooperación»542. La Comisión introdujo algunas 
modificaciones en el texto del artículo 46, párrafo 3, a los 
efectos del párrafo 3 del proyecto de artículo 14, dado que 
el presente proyecto de artículos se centra en los crímenes 
de lesa humanidad y no en la corrupción. 

12)  Se añadió un nuevo apartado a para poner de relieve 
la asistencia judicial recíproca a los efectos de «identificar 
y localizar a los presuntos infractores y, cuando proceda, a 
las víctimas, los testigos u otras personas». La expresión 
«cuando proceda» reconoce que deben ser tenidas en cuenta 
las consideraciones relacionadas con la vida privada de las 
víctimas, los testigos y otras personas, y las palabras «otras 
personas» deben ser entendidas en el sentido de que inclu-
yen a expertos y otras personas que puedan ser de utilidad 
para la investigación o el enjuiciamiento de un presunto 
infractor. También se modificó el apartado b para incluir la 
posibilidad de que el Estado preste asistencia judicial recí-
proca mediante videoconferencia a los fines de recabar el 
testimonio u otras pruebas de las personas. Esto fue consi-
derado apropiado dado el uso creciente de este tipo de tes-
timonios y sus particulares ventajas para el cumplimiento 
transnacional de la ley, como también se reconoce en el 
párrafo 16 del proyecto de anexo543. El apartado e, que per-
mite a los Estados solicitar asistencia judicial recíproca para 
«examinar objetos y lugares», fue modificado para desta-
car la posibilidad de recabar pruebas forenses relacionadas 
con los crímenes de lesa humanidad, dada la importancia de 
estas pruebas (como la exhumación y el examen de fosas) 
para investigar a fondo este tipo de delitos.

13)  El apartado  g, que permite a los Estados solicitar 
asistencia para obtener «originales o copias certificadas de 
los documentos y expedientes pertinentes», fue modificado 
para eliminar la lista ilustrativa que figura en la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción544, por consi-
derar que se centraba de manera indebida en los datos finan-
cieros. Si bien estos datos pueden ser relevantes en relación 
con los crímenes de lesa humanidad, hay otros tipos de 
documentos (como certificados de defunción y atestados 
policiales) que probablemente sean igualmente relevantes, 
si no más. Tampoco se incluyeron dos tipos de asistencia 
recogidos en la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Corrupción, en los apartados  j y k del párrafo 3 de su 

542 UNODC, Guía legislativa para la aplicación de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción (véase la nota 358 supra), 
pág. 180, párr. 605 (en la que también se dice que, en algunos ordena-
mientos jurídicos nacionales, puede ser necesario modificar la legisla-
ción para incorporar nuevas bases de cooperación). 

543 Esta disposición recoge la posibilidad de que los Estados permi-
tan «que la audiencia se celebre por videoconferencia si no es posible 
o conveniente que la persona en cuestión comparezca personalmente 
en un territorio bajo la jurisdicción del Estado requirente» El párrafo 
se basa en el artículo 46, párrafo 18, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción. 

544 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 46, 
párr. 3 f («Entregar originales o copias certificadas de los documentos y 
expedientes pertinentes, incluida la documentación pública, bancaria y 
financiera, así como la documentación social o comercial de sociedades 
mercantiles»). 

artículo 46545, ya que hacen referencia a disposiciones deta-
lladas de la Convención sobre la recuperación de activos, 
que no están incluidas en el presente proyecto de artículos. 

14)  Aunque la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción enumera juntos los actos de «[e]fectuar 
inspecciones e incautaciones y embargos preventivos»546, 
la Comisión consideró apropiado ubicar las palabras 
«embargar con carácter preventivo» en el apartado h, que 
trata del producto del delito, de modo que rezase «identi-
ficar, localizar o embargar con carácter preventivo el pro-
ducto del delito, bienes, instrumentos u otros elementos 
con fines probatorios o de otra índole». Las palabras «o 
de otra índole» fueron añadidas para recoger propósitos 
que no tienen naturaleza probatoria, como la restitución 
de bienes a las víctimas.

15)  El párrafo 4 del proyecto de artículo 14 dispone que 
los Estados «no invocarán el secreto bancario para dene-
gar la asistencia judicial recíproca prevista en el presente 
proyecto de artículo». Esta misma formulación se uti-
liza en el artículo 46, párrafo 8, de la Convención de las 
Naciones  Unidas contra la Corrupción547 y una formu-
lación similar aparece en otros tratados multilaterales y 
bilaterales sobre asistencia judicial recíproca548. Aunque 
puede que una disposición de esta índole no sea por regla 
general necesaria para el presente proyecto de artículos, 
dado que los delitos en cuestión no tendrán probablemente 
naturaleza financiera, un crimen de lesa humanidad puede 
conllevar una situación en la que se roben activos y la asis-
tencia judicial recíproca en relación con esos activos pueda 
resultar valiosa, no solo para probar el delito, sino también 
para recuperar y devolver esos activos a las víctimas. Aun 
cuando se hace referencia al secreto «bancario», la disposi-
ción tiene por objeto abarcar todas las instituciones finan-
cieras, sean o no técnicamente consideradas bancos549.

545 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 46, 
párr. 3 («j) Identificar, embargar con carácter preventivo y localizar el 
producto del delito, de conformidad con las disposiciones del capí-
tulo V de la presente Convención; k) Recuperar activos de conformidad 
con las disposiciones del capítulo V de la presente Convención»). Estas 
disposiciones tampoco figuran en la Convención de las Naciones Uni-
das contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópi-
cas ni en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional. 

546 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 46, párr. 3 c.

547 Véanse UNODC, Guía legislativa para la aplicación de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (nota 358 supra), 
págs. 181 y 182, párrs. 611 y 612, y Estado de la aplicación de la Con-
vención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción… (nota  536 
supra), págs. 173, 204 y 210.

548 Véanse, por ejemplo, Convención de las Naciones Unidas contra 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art. 7, 
párr.  5; Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 8; Convenio Internacional para 
la Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 12, párr. 2; Tratado 
Modelo de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), 
art. 4, párr. 2; Tratado sobre Asistencia Judicial Recíproca en Asuntos 
Penales, art. 3, párr. 5. 

549 En el Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en Asuntos Pena-
les de 1990 se dispone que no se denegará la asistencia amparándose 
en el carácter confidencial «que regula las operaciones de los bancos 
y otras instituciones financieras similares» (Tratado Modelo de Asis-
tencia Recíproca en Asuntos Penales (véase la nota 541 supra), art. 4, 
párr. 2). No obstante, la mayoría de los tratados aluden únicamente al 
«secreto bancario», lo cual es interpretado en el sentido de que abarca 
también a otras instituciones financieras. Véase, por ejemplo, UNODC, 
Estado de la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción… (nota 536 supra), pág. 131.
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16)  El párrafo 5 del proyecto de artículo 14 dispone que 
«[c]uando sea necesario, los Estados considerarán la posi-
bilidad de celebrar acuerdos o arreglos bilaterales o mul-
tilaterales que contribuyan a lograr los fines del presente 
proyecto de artículo y que lleven a la práctica o refuercen 
sus disposiciones». Si bien esta disposición, basada en el 
artículo 46, párrafo 30, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción550, no obliga a los Esta-
dos a adoptar ninguna medida concreta al respecto, alienta 
a los Estados a considerar la posibilidad de celebrar otros 
tratados multilaterales o bilaterales para mejorar la aplica-
ción del artículo 14.

17)  El párrafo  6 del proyecto de artículo  14 reconoce 
que un Estado puede transmitir información a otro Estado, 
aun cuando no haya una solicitud formal, si se cree que 
con ello se podría ayudar a este a llevar a cabo o concluir 
con éxito investigaciones, procesamientos y actuacio-
nes judiciales o se podría dar lugar a una solicitud for-
mal de este último Estado. Innovadora cuando se utilizó 
por primera vez en la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 
2000551, esta disposición fue reproducida en el artículo 46, 
párrafo 4, de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción de 2003. La disposición está redactada 
en términos de discrecionalidad, de modo que contempla 
que los Estados «podrán» transmitir información, y está 
además condicionada por la cláusula «[s]in perjuicio de 
su legislación nacional». En la práctica, los Estados llevan 
a cabo con frecuencia este tipo de intercambios oficiosos 
de información552.

18)  Tanto en la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional como en la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción 
hay otra disposición que detalla en mayor medida el tra-
tamiento de la información transmitida553. Si bien esos 
detalles pueden resultar útiles en algunas circunstancias, a 
los efectos del presente proyecto de artículos la Comisión 
consideró que el párrafo  6 del proyecto de artículo  14 
constituía fundamento suficiente para esa cooperación.

19)  El párrafo 7 del proyecto de artículo 14 se ocupa 
de la relación del proyecto de artículo  14 con los 

550 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 30; Convención 
de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, art. 7, párr. 20. 

551 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 4.

552 Véase UNODC, Estado de la aplicación de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción… (nota 536 supra), pág. 209.

553 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 5, y Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción, art.  46, párr.  5. Durante la aproba-
ción de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, en una nota interpretativa oficial se indicaba 
que: «a) cuando un Estado Parte considere la posibilidad de comunicar 
espontáneamente información de carácter especialmente confidencial 
o de imponer restricciones estrictas con respecto a su utilización, se 
estima conveniente que el Estado Parte interesado consulte con antela-
ción al eventual Estado receptor; b) cuando el Estado Parte que reciba 
información conforme a la presente disposición ya disponga de infor-
mación similar, no estará obligado a acatar ninguna de las restriccio-
nes impuestas por el Estado transmisor» (informe del Comité Especial 
encargado de elaborar una convención contra la delincuencia organi-
zada transnacional sobre la labor de sus períodos de sesiones 1o a 11o 
(A/55/383/Add.1) (véase la nota 489 supra), párr. 37).

tratados de asistencia judicial recíproca que puedan 
existir entre el Estado requirente y el Estado reque-
rido. El párrafo  7 deja claro que «[l]as disposiciones 
del presente proyecto de artículo no afectarán a las 
obligaciones dimanantes de otros tratados bilaterales 
o multilaterales vigentes o futuros que regulen, total 
o parcialmente, la asistencia judicial recíproca. No 
obstante, las disposiciones del presente proyecto de 
artículo se aplicarán en la medida en que prevean una 
mayor asistencia judicial recíproca». En otras palabras, 
los tratados de asistencia judicial recíproca existentes 
entre ambos Estados siguen siendo de aplicación554, 
pero son complementados por las disposiciones del 
proyecto de artículo 14 si dichas disposiciones prevén 
un nivel superior de asistencia judicial recíproca. Esta 
disposición se basa en la formulación del artículo 46, 
párrafo  6, de la Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Corrupción555, pero añade la cláusula introdu-
cida por «No obstante», para indicar expresamente lo 
que se considera implícito en el artículo 46, párrafo 6, 
y otras disposiciones equiparables556. 

20)  El párrafo 8 del proyecto de artículo 14 aborda la 
aplicación del proyecto de anexo, que es parte integrante 
del presente proyecto de artículos. El párrafo  8, que se 
basa en el artículo 46, párrafo 7, de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción557, dispone que el 
proyecto de anexo se aplica cuando no existe un tratado 
de asistencia judicial recíproca entre el Estado requirente 
y el Estado requerido. Por tanto, el proyecto de anexo no 
se aplica cuando existe un tratado de asistencia judicial 
recíproca entre el Estado requirente y el Estado requerido. 
Incluso en ese caso, en el párrafo 8 se indica que ambos 
Estados podrían convenir en aplicar las disposiciones del 
proyecto de anexo si así lo desean y se les insta a hacerlo 
si ello facilita la cooperación.

554 Véase Anuario… 1972, vol.  II, documento A/8710/Rev.1, 
pág. 350, párrafo 1 del comentario al artículo 10 del proyecto de artícu-
los sobre la prevención y el castigo de los delitos contra los agentes 
diplomáticos y otras personas internacionalmente protegidas (en el que 
se afirma que, en relación con una disposición similar del proyecto de 
artículos: «La ayuda judicial mutua ha sido motivo de constante preo-
cupación para los Estados y es objeto de numerosos tratados bilatera-
les y multilaterales. En virtud del artículo se mantienen plenamente las 
obligaciones derivadas de cualquiera de tales tratados vigentes entre los 
Estados partes en el proyecto que se examina»).

555 Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 46, 
párr. 6 («Lo dispuesto en el presente artículo no afectará a las obligacio-
nes dimanantes de otros tratados bilaterales o multilaterales vigentes o 
futuros que rijan, total o parcialmente, la asistencia judicial recíproca»). 
Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico 
Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art. 7, párr. 6; Con-
vención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, art. 18, párr. 6.

556 Véase, por ejemplo, Comentarios a la Convención de las Nacio-
nes  Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), págs. 150 y 151, párr. 7.20 («Esto 
significa que las disposiciones de la Convención prevalecerán cuando 
establezcan un nivel de asistencia superior en el contexto del tráfico 
ilícito que el dispuesto en las disposiciones de los tratados bilaterales o 
multilaterales de asistencia judicial recíproca aplicables»). 

557 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  7; Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 7. Véanse asimismo Comen-
tarios a la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito 
de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), 
pág. 151, párr. 7.23, y UNODC, Guía legislativa para la aplicación de 
la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (nota 358 
supra), págs. 180 y 181, párr. 608.

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/736/89/PDF/N0073689.pdf?OpenElement
http://undocs.org/sp/A/8710/Rev.1
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21)  Al igual que en el caso del proyecto de artículo 13 
relativo a la extradición, la Comisión decidió que no 
era necesario incluir en el proyecto de artículo  14 un 
requisito de doble incriminación como el que figura en 
el artículo 46, párrafo 9, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción558. Como se ha señalado 
anteriormente, en el presente proyecto de artículos sobre 
los crímenes de lesa humanidad se definen los crímenes 
de lesa humanidad en el proyecto de artículo 3 y, sobre 
la base de esa definición, en el proyecto de artículo  6, 
párrafos 1 a 3, se impone la obligación de que los «deli-
tos» de «crímenes de lesa humanidad» estén tipificados 
en el derecho penal nacional de cada Estado. Por tanto, 
debe quedar satisfecho automáticamente el requisito de 
la doble incriminación en el caso de una solicitud de asis-
tencia judicial recíproca formulada con arreglo al presente 
proyecto de artículos.

Artículo 15.  Arreglo de controversias

1.  Los Estados procurarán solucionar mediante 
negociaciones las controversias relativas a la interpre-
tación o aplicación del presente proyecto de artículos.

2.  Toda controversia entre dos o más Estados acerca 
de la interpretación o aplicación del presente proyecto 
de artículos que no se solucione mediante negociación 
se someterá, a solicitud de cualquiera de ellos, a la Corte 
Internacional de Justicia, a menos que esos Estados 
convengan en someter la controversia a arbitraje.

3.  Todo Estado podrá declarar que no se considera 
vinculado por el párrafo 2 del presente proyecto de ar-
tículo. Los demás Estados no quedarán vinculados por 
el párrafo 2 del presente proyecto de artículo respecto 
de ningún Estado que haya hecho tal declaración. 

4.  Todo Estado que haya hecho una declaración con 
arreglo al párrafo 3 del presente proyecto de artículo 
podrá retirar esa declaración en cualquier momento. 

Comentario

1)  El proyecto de artículo 15 se ocupa del arreglo de 
controversias relativas a la interpretación o aplicación 
del presente proyecto de artículos. En la actualidad los 
Estados no tienen obligación alguna de resolver las con-
troversias que puedan suscitarse entre ellos específica-
mente en relación con la prevención y la sanción de los 
crímenes de lesa humanidad. Cuando se tratan de resol-
ver esas controversias, ello tiene lugar en el contexto de 
una obligación relativa al arreglo de controversias que 
no es específica para esos delitos559. El Tribunal Europeo 

558 Véase UNODC, Guía legislativa para la aplicación de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (nota 358 supra), 
pág. 182, párr. 616 («Los Estados parte siguen teniendo la opción de 
denegar una solicitud de ese tipo por falta de doble incriminación. Al 
mismo tiempo, en la medida en que ello esté en consonancia con los 
conceptos básicos de su ordenamiento jurídico, los Estados parte debe-
rán prestar asistencia que no entrañe medidas coercitivas»).

559 Por ejemplo, se plantearon crímenes de lesa humanidad ante la 
Corte Internacional de Justicia en el contexto de la reconvención pre-
sentada por Italia en la causa incoada por Alemania en virtud del Con-
venio Europeo para el Arreglo Pacífico de las Controversias de 1957 
(Jurisdictional Immunities of the State (Germany v. Italy) [reconven-
ción], providencia de 6 de julio de 2010, I.C.J. Reports 2010, págs. 310 

de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos han mencionado los crímenes de 
lesa humanidad al evaluar cuestiones como el derecho a 
un juicio imparcial560, la excepción de cosa juzgada (ne 
bis in idem)561, el principio nullum crimen, nulla poena 
sine praevia lege poenali («ningún delito, ninguna pena 
sin ley previa»)562 y la legalidad de las disposiciones 
sobre amnistía563.

2)  El párrafo 1 del proyecto de artículo 15 dispone que 
«[l]os Estados procurarán solucionar mediante negocia-
ciones las controversias relativas a la interpretación o 
aplicación del presente proyecto de artículos». El texto 
se basa en el artículo  66, párrafo  1, de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003564. 
Los trabajos preparatorios sobre la disposición equipa-
rable de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000 y el 
Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata 
de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que com-
plementa la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional indican que 
esa disposición «ha de entenderse en sentido amplio 
como un estímulo a los Estados para que agoten todas 
las vías de solución pacífica de controversias, incluso 
la conciliación, la mediación y el recurso a órganos 
regionales»565.

3)  El párrafo 2 del proyecto de artículo 15 dispone que 
una controversia relativa a la interpretación o aplicación 
del presente proyecto de artículos que «no se solucione 
mediante negociación» se someterá a un mecanismo 
obligatorio de arreglo de controversias. Aunque no hay 
medios ni plazos prescritos para emprender esa negocia-
ción, los Estados deben intentar verdaderamente entablar 

y ss., en especial págs. 311 y 312, párr. 3). No obstante, en ese caso la 
Corte estimó que, puesto que la reconvención de Italia guardaba rela-
ción con hechos y situaciones anteriores a la entrada en vigor del Con-
venio Europeo para el Arreglo Pacífico de las Controversias de 29 de 
abril de 1957, quedaba fuera del ámbito de la competencia de la Corte 
(ibíd., en especial págs. 320 y 321, párr. 30).

560 Streletz, Kessler and Krenz v. Germany [GC], demandas 
núms.  34044/96, 35532/97 y 44801/98, sentencia de 22  de marzo 
de 2001, ECHR 2001-II (voto particular concurrente del Juez Loucai-
des); y K.-H.W. v. Germany [GC], demanda núm. 37201/97, sentencia 
de 22  de marzo de  2001, ECHR 2001-II (extractos) (voto particular 
concurrente del Juez Loucaides).

561 Almonacid Arellano y otros vs. Chile, sentencia de 26 de septiem-
bre de 2006 (véase la nota 26 supra), párr. 154.

562 Kolk and Kislyiy v. Estonia (dec.), demandas núms. 23052/04 y 
24018/04, resolución sobre la admisibilidad de 17 de enero de 2006, 
ECHR 2006-I.

563 Barrios Altos vs. Perú, sentencia de 14 de marzo de 2001 (véase 
nota  416 supra) (voto concurrente del Juez Sergio García Ramírez), 
párr.  13; Gelman vs. Uruguay, sentencia de 24  de febrero de  2011 
(fondo y reparaciones), Corte Interamericana de Derechos Huma-
nos, Serie C, núm. 221, párrs. 198 y 210, y Marguš v. Croatia (véase 
nota 416 supra), párrs. 130 a 136.

564 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 35, párr. 1;Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente 
Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Uni-
das contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 15, párr. 1.

565 Comité Especial encargado de elaborar una convención inter-
nacional contra la delincuencia organizada transnacional, Documentos 
oficiales (travaux préparatoires) de la negociación de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacio-
nal, décimo período de sesiones, Viena, 17 a 28 de julio de 2000 (A/
AC.254/33), párr. 34.

http://undocs.org/es/A/AC.254/33
http://undocs.org/es/A/AC.254/33
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negociaciones566 y no simplemente denunciar la conducta 
de otros Estados567. Si fracasa la negociación, la mayo-
ría de los tratados que se ocupan de delitos tipificados en 
el derecho nacional obligan a los Estados demandantes a 
someterse a arbitraje antes de plantear la controversia ante 
la Corte Internacional de Justicia568. No obstante, la Comi-
sión consideró apropiado, en el contexto del presente pro-
yecto de artículos, que se ocupa de los crímenes de lesa 
humanidad, prever la posibilidad de recurrir directamente 
a la Corte Internacional de Justicia, a menos que ambos 
Estados convengan en someter el asunto a arbitraje. La 
Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio de 1948 prevé igualmente que se acuda direc-
tamente a la Corte Internacional de Justicia para arreglar 
las controversias569. 

4)  El párrafo 3 del proyecto de artículo 15 dispone que 
un «Estado podrá declarar que no se considera vincu-
lado por el párrafo  2», en cuyo caso otros «Estados no 
quedarán vinculados por el párrafo 2» respecto de dicho 
Estado. La mayoría de los tratados que se ocupan de deli-
tos tipificados en el derecho interno y prevén el arreglo 
de controversias entre Estados permiten que los Estados 
partes opten por quedar excluidos del arreglo obligatorio 

566 Para un análisis de disposiciones similares, véanse Application of 
the International Convention on the Elimination of All Forms of Racial 
Discrimination (Georgia v. Russian Federation), excepciones prelimi-
nares, fallo, I.C.J. Reports 2011, págs. 70 y ss., en especial pág. 132, 
párr. 157 (en el cual se concluye que se requiere, «como mínimo, un 
intento auténtico de una de las partes en litigio de entablar conversacio-
nes con la otra parte en litigio, con miras a resolver la controversia»); 
ibíd., pág. 133, párr. 159 («la precondición de negociación solo se cum-
ple cuando se ha producido el fracaso de las negociaciones, o cuando 
las negociaciones se han vuelto fútiles o se han estancado»); Questions 
relating to the Obligation to Prosecute or Extradite (nota 25 supra), en 
especial págs. 445 y 446, párr. 57 («El requisito […] no puede inter-
pretarse como referencia a una imposibilidad teórica de llegar a una 
solución»); South West Africa Cases (Ethiopia v. South Africa; Liberia 
v. South Africa), excepciones preliminares, fallo de 21  de diciembre 
de 1962, I.C.J. Reports 1962, págs. 319 y ss., en especial pág. 345 (el 
requisito implica que «no hay ninguna razón que permita pensar que 
nuevas negociaciones conducirán a una solución»). 

567 Véase, por ejemplo, Armed Activities on the Territory of the 
Congo (New Application: 2002) (Democratic Republic of the Congo 
v. Rwanda), competencia y admisibilidad, fallo, I.C.J. Reports 2006, 
págs. 6 y ss., en especial págs. 40 y 41, párr. 91.

568 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apodera-
miento Ilícito de Aeronaves, art. 12, párr. 1; Convención sobre la Pre-
vención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, art. 13, párr. 1; Con-
vención Internacional contra la Toma de Rehenes, art. 16, párr. 1; Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, art. 30, párr. 1; Convención sobre la Seguridad del Per-
sonal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 22, párr. 1; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas 
Cometidos con Bombas, art. 20, párr. 1; Convenio Internacional para 
la Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 24, párr. 1; Con-
vención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, art.  35, párr.  2; Protocolo para Prevenir, Reprimir y 
Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que 
complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delin-
cuencia Organizada Transnacional, art. 15, párr. 2; Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción, art. 66, párr. 2. El artículo 22 de 
la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial exige someter la controversia en primer lugar 
al Comité para la Eliminación de la Discriminación Racial, el cual a su 
vez puede plantear el asunto ante una comisión de conciliación especial 
(Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas 
de Discriminación Racial, arts. 11 a 13 y 22).

569 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Geno-
cidio, art.  IX; véase también la Convención de la Organización de la 
Unidad Africana sobre la Prevención y la Lucha contra el Terrorismo, 
art. 22, párr. 2.

de controversias570. Por ejemplo, el artículo 66, párrafo 3, 
de la Convención de las Naciones  Unidas contra la 
Corrupción dispone que «[c]ada Estado Parte podrá, en 
el momento de la firma, ratificación, aceptación o apro-
bación de la presente Convención o de la adhesión a ella, 
declarar que no se considera vinculado por el párrafo 2 del 
presente artículo. Los demás Estados Parte no quedarán 
vinculados por el párrafo 2 del presente artículo respecto 
de todo Estado Parte que haya hecho esa reserva». Como 
se ha señalado anteriormente, actualmente la Convención 
de las Naciones  Unidas contra la Corrupción tiene 181 
Estados partes, de los que 42 han formulado una reserva 
en la que declaran no considerarse vinculados por el 
párrafo 2 del artículo 66571.

5)  El párrafo 4 del proyecto de artículo 15 dispone que 
«[t]odo Estado que haya hecho una declaración con arre-
glo al párrafo 3 del presente proyecto de artículo podrá 
retirar esa declaración en cualquier momento». Tratados 
recientes que se ocupan de delitos tipificados en el dere-
cho nacional y prevén el arreglo de controversias entre los 
Estados también contienen una disposición de este tipo572. 
Por ejemplo, el artículo 66, párrafo 4, de la Convención 
de las Naciones Unidas contra la Corrupción dispone lo 
siguiente: «El Estado Parte que haya hecho una reserva de 
conformidad con el párrafo 3 del presente artículo podrá 
en cualquier momento retirar esa reserva notificándolo al 
Secretario General de las Naciones Unidas». 

6)  Se señaló que el proyecto de artículos no debería 
incluir un artículo dedicado al arreglo de controversias, ya 
que formaba parte de la categoría de disposiciones finales 
que la Comisión había decidido no incluir en el proyecto. 
Además, se dijo que el sistema de arreglo de controversias 
previsto en el proyecto de artículo 15 debería establecer la 

570 Véanse, por ejemplo, Convenio para la Represión del Apodera-
miento Ilícito de Aeronaves, art. 12, párr. 2; Convención sobre la Pre-
vención y el Castigo de Delitos contra Personas Internacionalmente 
Protegidas, inclusive los Agentes Diplomáticos, art. 13, párr. 2; Con-
vención Internacional contra la Toma de Rehenes, art. 16, párr. 2; Con-
vención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos 
o Degradantes, art. 30, párr. 2; Convención sobre la Seguridad del Per-
sonal de las Naciones Unidas y el Personal Asociado, art. 22, párr. 2; 
Convenio Internacional para la Represión de los Atentados Terroristas 
Cometidos con Bombas, art. 20, párr. 2; Convenio Internacional para 
la Represión de la Financiación del Terrorismo, art. 24, párr. 2; Con-
vención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional, art. 35, párr. 3; Protocolo para Prevenir, Reprimir y San-
cionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, que com-
plementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art.  15, párr.  3; Convención Internacional 
para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones For-
zadas, art. 42, párr. 2.

571 La Unión Europea también formuló una declaración sobre el 
artículo 66, párrafo 2, en la que afirmó: «En lo que respecta al artícu-
lo 66, párrafo 2, la Comunidad señala que, con arreglo al Artículo 34, 
párrafo 1, del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, solo los 
Estados pueden ser Partes ante esta Corte. Por lo tanto, de conformidad 
con el artículo 66, párrafo 2, de la Convención, las controversias en 
que intervenga la Comunidad deberán someterse a arbitraje, que será 
el único sistema de solución de controversias aplicable»; el texto de la 
declaración puede consultarse en https://treaties.un.org (Status of Multi-
lateral Treaties Deposited with the Secretary General, cap. XVIII.14). 

572 Véanse, por ejemplo, Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 35, párr. 4; Protocolo 
para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especial-
mente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 15, 
párr. 4; Convención Internacional para la Protección de Todas las Per-
sonas contra las Desapariciones Forzadas, art. 42, párr. 3.

https://treaties.un.org


	 Crímenes de lesa humanidad	 93

jurisdicción obligatoria de la Corte Internacional de Jus-
ticia como hacía el artículo IX de la Convención para la 
Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio.

ANEXO

1.  El presente proyecto de anexo se aplica de con-
formidad con el proyecto de artículo 14, párrafo 8.

Designación de una autoridad central

2.  Cada Estado designará a una autoridad cen-
tral encargada de recibir solicitudes de asistencia judi-
cial recíproca y facultada para darles cumplimiento o 
para transmitirlas a las autoridades competentes para 
su ejecución. Cuando alguna región o algún territorio 
especial de un Estado dispongan de un régimen dis-
tinto de asistencia judicial recíproca, el Estado podrá 
designar a otra autoridad central que desempeñará la 
misma función para dicha región o dicho territorio. Las 
autoridades centrales velarán por el rápido y adecuado 
cumplimiento o transmisión de las solicitudes recibi-
das. Cuando la autoridad central transmita la solici-
tud a una autoridad competente para su ejecución, 
alentará la rápida y adecuada ejecución de la solicitud 
por parte de dicha autoridad. Cada Estado notificará 
al Secretario General de las Naciones Unidas el nom-
bre de la autoridad central que haya sido designada a 
tal fin. Las solicitudes de asistencia judicial recíproca 
y cualquier otra comunicación pertinente serán trans-
mitidas a las autoridades centrales designadas por los 
Estados. La presente disposición no afectará al derecho 
de cualquiera de los Estados a exigir que estas solicitu-
des y comunicaciones le sean enviadas por vía diplomá-
tica y, en circunstancias urgentes, cuando los Estados 
convengan en ello, por conducto de la Organización 
Internacional de Policía Criminal, de ser posible.

Procedimientos para presentar una solicitud

3.  Las solicitudes se presentarán por escrito o, 
cuando sea posible, por cualquier medio capaz de regis-
trar un texto escrito, en un idioma aceptable para el 
Estado requerido, en condiciones que permitan a dicho 
Estado determinar la autenticidad. Cada Estado noti-
ficará al Secretario General de las Naciones Unidas el 
idioma o idiomas que le son aceptables. En situaciones 
de urgencia, y cuando los Estados convengan en ello, 
las solicitudes podrán hacerse oralmente, debiendo ser 
confirmadas sin demora por escrito.

4.  Toda solicitud de asistencia judicial recíproca 
contendrá lo siguiente:

a)  la identidad de la autoridad que hace la 
solicitud;

b)  el objeto y la índole de las investigaciones, los 
procesos o las actuaciones judiciales a que se refiere la 
solicitud y el nombre y las funciones de la autoridad 
encargada de efectuar dichas investigaciones, procesos 
o actuaciones judiciales;

c)  un resumen de los hechos pertinentes, salvo 
cuando se trate de solicitudes de presentación de docu-
mentos judiciales;

d)  una descripción de la asistencia solicitada y 
pormenores sobre cualquier procedimiento particular 
que el Estado requirente desee que se aplique;

e)  de ser posible, la identidad, ubicación y nacio-
nalidad de toda persona interesada; y

f)  la finalidad para la que se solicita la prueba, 
información o actuación.

5.  El Estado requerido podrá pedir información 
adicional cuando sea necesaria para dar cumplimiento 
a la solicitud de conformidad con su derecho nacional 
o para facilitar dicho cumplimiento.

Respuesta a la solicitud por el Estado requerido

6.  Se dará cumplimiento a toda solicitud con arre-
glo al derecho nacional del Estado requerido y, en la 
medida en que ello no lo contravenga y sea factible, de 
conformidad con los procedimientos especificados en 
la solicitud.

7.  El Estado requerido cumplirá la solicitud de 
asistencia judicial recíproca lo antes posible y tendrá 
plenamente en cuenta, en la medida de sus posibilida-
des, los plazos que sugiera el Estado requirente y que 
estén debidamente fundamentados, de preferencia en 
la solicitud. El Estado requerido responderá a las soli-
citudes razonables que formule el Estado requirente 
respecto de la evolución del trámite de la solicitud. El 
Estado requirente informará con prontitud al Estado 
requerido cuando ya no necesite la asistencia solicitada.

8.  La asistencia judicial recíproca podrá ser 
denegada:

a)  cuando la solicitud no se haga de conformidad 
con lo dispuesto en el presente proyecto de anexo;

b)  cuando el Estado requerido considere que el 
cumplimiento de lo solicitado podría menoscabar su 
soberanía, su seguridad, su orden público u otros inte-
reses fundamentales;

c)  cuando el derecho nacional del Estado reque-
rido prohíba a sus autoridades actuar en la forma soli-
citada con respecto a un delito análogo, si este hubiera 
sido objeto de investigaciones, procesos o actuaciones 
judiciales en el ejercicio de su propia competencia;

d)  cuando acceder a la solicitud sea contrario al 
ordenamiento jurídico del Estado requerido en lo rela-
tivo a la asistencia judicial recíproca.

9.  Toda denegación de asistencia judicial recí-
proca deberá fundamentarse debidamente.

10.  La asistencia judicial recíproca podrá ser dife-
rida por el Estado requerido si perturba investigacio-
nes, procesos o actuaciones judiciales en curso.

11.  Antes de denegar una solicitud presentada con 
arreglo al párrafo 8 del presente proyecto de anexo o de 
diferir su cumplimiento con arreglo al párrafo 10 del 
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presente proyecto de anexo, el Estado requerido consul-
tará al Estado requirente para considerar si es posible 
prestar la asistencia solicitada supeditándola a las con-
diciones que estime necesarias. Si el Estado requirente 
acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese 
Estado deberá cumplir las condiciones impuestas.

12.  El Estado requerido:

a)  facilitará al Estado requirente una copia de los 
documentos oficiales y otros documentos o datos que 
obren en su poder y a los que, conforme a su derecho 
nacional, tenga acceso el público en general; y

b)  podrá, a su arbitrio y con sujeción a las condi-
ciones que juzgue apropiadas, proporcionar al Estado 
requirente una copia total o parcial de los documentos 
oficiales o de otros documentos o datos que obren en su 
poder y que, conforme a su derecho nacional, no estén 
al alcance del público en general.

Uso de la información por el Estado requirente

13.  El Estado requirente no transmitirá ni uti-
lizará, sin previo consentimiento del Estado reque-
rido, la información o las pruebas proporcionadas 
por el Estado requerido para investigaciones, proce-
sos o actuaciones judiciales distintos de los indicados 
en la solicitud. Nada de lo dispuesto en el presente 
párrafo  impedirá que el Estado requirente revele, 
en sus actuaciones, información o pruebas que sean 
exculpatorias de una persona acusada. En este último 
caso, el Estado requirente notificará al Estado reque-
rido antes de revelar la información o las pruebas y, si 
así se le solicita, consultará al Estado requerido. Si, en 
un caso excepcional, no es posible notificar con ante-
lación, el Estado requirente informará sin demora al 
Estado requerido de dicha revelación.

14.  El Estado requirente podrá exigir que el 
Estado requerido mantenga reserva acerca de la exis-
tencia y el contenido de la solicitud, salvo en la medida 
necesaria para darle cumplimiento. Si el Estado reque-
rido no puede mantener esa reserva, lo hará saber de 
inmediato al Estado requirente.

Testimonio de una persona desde el Estado requerido

15.  Sin perjuicio de la aplicación del párrafo  19 
del presente proyecto de anexo, el testigo, perito u otra 
persona que, a instancias del Estado requirente, con-
sienta en prestar testimonio en un juicio o en colabo-
rar en una investigación, proceso o actuación judicial 
en un territorio bajo la jurisdicción del Estado requi-
rente no podrá ser enjuiciado, detenido, condenado 
ni sometido a ninguna otra restricción de su libertad 
personal en ese territorio por actos, omisiones o decla-
raciones de culpabilidad anteriores a la fecha en que 
abandonó el territorio bajo la jurisdicción del Estado 
requerido. Ese salvoconducto cesará cuando el testigo, 
perito u otra persona haya tenido, durante 15 días 
consecutivos o durante el período acordado por los 
Estados después de la fecha en que se le haya infor-
mado oficialmente de que las autoridades judiciales ya 
no requerían su presencia, la oportunidad de salir del 
territorio bajo la jurisdicción del Estado requirente 

y no obstante permanezca voluntariamente en ese 
territorio o regrese libremente a él después de haberlo 
abandonado.

16.  Siempre que sea posible y compatible con 
los principios fundamentales del derecho nacional, 
cuando una persona se encuentre en un territorio bajo 
la jurisdicción de un Estado y tenga que prestar decla-
ración como testigo o perito ante autoridades judicia-
les de otro Estado, el primer Estado, a solicitud del 
otro, podrá permitir que la audiencia se celebre por 
videoconferencia si no es posible o conveniente que la 
persona en cuestión comparezca personalmente en un 
territorio bajo la jurisdicción del Estado requirente. 
Los Estados podrán convenir en que la audiencia esté 
a cargo de una autoridad judicial del Estado requi-
rente y en que asista a ella una autoridad judicial del 
Estado requerido.

Traslado para prestar testimonio de una 
persona detenida en el Estado requerido

17.  La persona que se encuentre detenida o cum-
pliendo una condena en un territorio bajo la jurisdic-
ción de un Estado y cuya presencia se solicite en otro 
Estado para fines de identificación, para prestar testi-
monio o para que ayude de alguna otra forma a obte-
ner pruebas necesarias para investigaciones, procesos 
o actuaciones judiciales respecto de delitos compren-
didos en el presente proyecto de artículos podrá ser 
trasladada si se cumplen las condiciones siguientes:

a)  la persona, debidamente informada, da su libre 
consentimiento; y

b)  las autoridades competentes de ambos Estados 
están de acuerdo, con sujeción a las condiciones que 
estos consideren apropiadas.

18.  A los efectos del párrafo 17 del presente pro-
yecto de anexo:

a)  el Estado al que se traslade a la persona tendrá 
la competencia y la obligación de mantenerla dete-
nida, salvo que el Estado del que ha sido trasladada 
solicite o autorice otra cosa;

b)  el Estado al que se traslade a la persona cum-
plirá sin dilación su obligación de devolverla a la cus-
todia del Estado del que ha sido trasladada, según con-
vengan de antemano o de otro modo las autoridades 
competentes de ambos Estados;

c)  el Estado al que se traslade a la persona no podrá 
exigir al Estado del que ha sido trasladada que inicie 
procedimientos de extradición para su devolución; y

d)  el tiempo que la persona haya permanecido 
detenida en el Estado al que ha sido trasladada se com-
putará como parte de la pena que ha de cumplir en el 
Estado del que ha sido trasladada.

19.  A menos que el Estado desde el cual se ha de tras-
ladar a una persona de conformidad con los párrafos 17 
y 18 del presente proyecto de anexo esté de acuerdo, 
dicha persona, cualquiera que sea su nacionalidad, no 
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podrá ser enjuiciada, detenida, condenada ni sometida 
a ninguna otra restricción de su libertad personal en 
un territorio bajo la jurisdicción del Estado al que sea 
trasladada en relación con actos, omisiones o condenas 
anteriores a su salida del territorio bajo la jurisdicción 
del Estado del que ha sido trasladada.

Gastos

20.  Los gastos ordinarios que ocasione el cum-
plimiento de una solicitud serán sufragados por el 
Estado requerido, a menos que los Estados interesa-
dos hayan acordado otra cosa. Cuando se requieran a 
este fin gastos cuantiosos o de carácter extraordinario, 
los Estados se consultarán para determinar las condi-
ciones en que se dará cumplimiento a la solicitud, así 
como la manera en que se sufragarán los gastos.

Comentario

1)  El proyecto de artículo  14 es de aplicación a toda 
solicitud de asistencia judicial recíproca entre un Estado 
requirente y otro requerido. Como se indica en el pro-
yecto de artículo 14, párrafo 8, el proyecto de anexo es 
de aplicación además a las solicitudes que se formulen en 
los casos en que entre el Estado requirente y el requerido 
no exista ningún tratado de asistencia judicial recíproca. 
Cuando exista un tratado de esa índole entre los dos Esta-
dos, estos podrán optar por aplicar el proyecto de anexo si 
ello facilita la cooperación.

2)  El proyecto de anexo es parte integrante del proyecto 
de artículos. Por ello, el párrafo 1 del proyecto de anexo 
establece que el proyecto de anexo «se aplica de confor-
midad con el proyecto de artículo 14, párrafo 8». 

Designación de una autoridad central

3)  En el párrafo 2 del proyecto de anexo se requiere que 
el Estado designe a una autoridad central encargada de 
tramitar las solicitudes de asistencia recibidas y envia-
das y que notifique al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas el nombre de la autoridad central elegida. Al 
designar a una «autoridad central», lo más importante no 
es la ubicación geográfica de esta, sino su función ins-
titucional centralizada con respecto al Estado o a una 
región del mismo573. Este párrafo se basa en el artículo 46, 
párrafo 13, de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción de 2003574. En 2015, todos los Estados 
partes en esa Convención, excepto tres, habían designado 
una autoridad central575. 

Procedimientos para presentar una solicitud

4)  En los párrafos 3 a 5 del proyecto de anexo se abor-
dan los procedimientos por los cuales un Estado solicita 
asistencia judicial recíproca a otro Estado.

573 Véase el informe del Comité Especial encargado de elaborar una 
convención contra la delincuencia organizada transnacional sobre la 
labor de sus períodos de sesiones 1o a 11o (A/55/383/Add.1) (nota 489 
supra), párr. 40.

574 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  8; Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 13.

575 Véase UNODC, Estado de la aplicación de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción… (nota 536 supra), pág. 212.

5)  En el párrafo 3 del proyecto de anexo se establece 
que las solicitudes han de presentarse por escrito y en un 
idioma aceptable para el Estado requerido. Además, se 
obliga a cada Estado a que notifique al Secretario Gene-
ral de las Naciones  Unidas el idioma o idiomas que le 
son aceptables. Este párrafo se basa en el artículo  46, 
párrafo 14, de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción576.

6)  En el párrafo 4 del proyecto de anexo se indican los 
elementos que han de incluirse en una solicitud de asisten-
cia judicial recíproca, como la identidad de la autoridad 
que hace la solicitud, la finalidad para la que se solicita 
la prueba, información o actuación, y una exposición de 
los hechos pertinentes. Si bien esta disposición establece 
los requisitos mínimos de una solicitud de asistencia ju-
dicial recíproca, no debe interpretarse en el sentido de 
que impide la inclusión de otra información si esta agi-
liza o aclara el procedimiento. Este párrafo se basa en el 
artículo 46, párrafo 15, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción577.

7)  El párrafo  5 del proyecto de anexo permite que el 
Estado requerido pida información adicional cuando sea 
necesaria para dar cumplimiento a la solicitud de confor-
midad con su derecho nacional o cuando resulte útil para 
ello. Con este párrafo se pretende abarcar un amplio aba-
nico de situaciones, como aquellas en que la legislación 
nacional del Estado requerido necesite más información 
para que se pueda aprobar y dar cumplimiento a la soli-
citud o en que el Estado requerido necesite nueva infor-
mación u orientación del Estado requirente sobre cómo 
proceder con una investigación determinada578. Este 
párrafo se basa en el artículo 46, párrafo 16, de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción579.

Respuesta a la solicitud por el Estado requerido

8)  En los párrafos  6 a 12 del proyecto de anexo se 
aborda la respuesta del Estado requerido a la solicitud de 
asistencia judicial recíproca.

9)  En el párrafo 6 del proyecto de anexo se establece 
que «[s]e dará cumplimiento a toda solicitud con arreglo 
al derecho nacional del Estado requerido» y, en la medida 
en que ello no lo contravenga y sea factible, «de confor-
midad con los procedimientos especificados en la solici-
tud». Esta disposición se ha concebido específicamente 

576 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  9; Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art.  18, párr.  14; UNODC, Estado de la 
aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrup-
ción… (nota 536 supra), págs. 213 y 214.

577 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  10; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 15; Comentarios a la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes 
y Sustancias Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), pág. 155, párr. 7.33. 

578 Véase Comentarios a la Convención de las Naciones  Unidas 
contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 
1988 (nota 531 supra), pág. 155, párr. 7.34.

579 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  11; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 16.

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/736/89/PDF/N0073689.pdf?OpenElement
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para abordar únicamente el proceso con arreglo al cual el 
Estado da cumplimiento a la solicitud; no se ocupa de los 
motivos para negarse a responder a una solicitud, que se 
abordan en el párrafo 8 del proyecto de anexo. El párrafo 
se basa en el artículo 46, párrafo 17, de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción580.

10)  En el párrafo 7 del proyecto de anexo se establece que 
la solicitud deberá tramitarse lo antes posible, teniendo en 
cuenta los plazos sugeridos por el Estado requirente, y que 
el Estado requerido deberá mantener razonablemente infor-
mado al Estado requirente sobre la evolución en la trami-
tación de la solicitud. Leído juntamente con el párrafo 6, el 
párrafo 7 obliga al Estado requerido a que dé cumplimiento 
a las solicitudes de asistencia judicial recíproca de manera 
eficiente y oportuna. Asimismo, el párrafo 7 debe enten-
derse teniendo presente la posibilidad de un aplazamiento 
por el motivo enunciado en el párrafo 10. El párrafo 7 se 
basa en el artículo 46, párrafo 24, de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción581.

11)  El párrafo  8 del proyecto de anexo indica cuatro 
circunstancias en las que una solicitud de asistencia ju-
dicial recíproca podrá ser denegada, y está basado en el 
artículo 46, párrafo 21, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción582. En el apartado a se 
permite que el Estado requerido deniegue la asistencia 
judicial recíproca cuando la solicitud no se ajuste a los 
requisitos del proyecto de anexo. En el apartado b se per-
mite que el Estado requerido se niegue a prestar asistencia 
judicial recíproca «cuando el Estado requerido considere 
que el cumplimiento de lo solicitado podría menoscabar 
su soberanía, su seguridad, su orden público u otros inte-
reses fundamentales». En el apartado c se permite que se 
deniegue la asistencia judicial recíproca «cuando el dere-
cho nacional del Estado requerido prohíba a sus autorida-
des actuar en la forma solicitada con respecto a un delito 
análogo» si está siendo objeto de un proceso en el Estado 
requerido. En el apartado  d se permite que el Estado 
requerido deniegue la asistencia judicial recíproca cuando 
acceder a la solicitud sea contrario al ordenamiento jurí-
dico del Estado requerido. La Comisión consideró la posi-
bilidad de añadir un nuevo motivo de denegación basado 
en el principio de no discriminación, pero decidió que 
los motivos existentes (especialmente los recogidos en 
los apartados b y d) eran suficientemente generales para 
abarcarlo. Entre otras cosas, se señaló que la propuesta de 

580 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  12; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 17.

581 Véase también Convención de las Naciones  Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 24.

582 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  15; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 21; Convenio Europeo de Asis-
tencia Judicial en Materia Penal, art 2; Tratado Modelo de Asistencia 
Recíproca en Asuntos Penales (nota  541 supra), art.  4, párr.  1. Para 
los comentarios al respecto, véanse Consejo de Europa, Explanatory 
Report to the European Convention on Mutual Assistance in Criminal 
Matters, pág.  4, European Treaty Series, núm. 30; Comentarios a la 
Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupe-
facientes y Sustancias Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), págs. 159 
y 160, párrs. 7.49 a 7.51; informe del Comité Especial encargado de 
elaborar una convención contra la delincuencia organizada transnacio-
nal sobre la labor de sus períodos de sesiones 1o a 11o (A/55/383/Add.1) 
(nota 489 supra), párr. 42.

añadir ese nuevo motivo se había contemplado durante la 
redacción de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000, 
pero no se incluyó por considerar que ya estaba compren-
dido en el apartado b583. 

12)  En el párrafo 9 del proyecto de anexo se establece 
que «[t]oda denegación de asistencia judicial recíproca 
deberá fundamentarse debidamente». Con ese requisito 
se asegura que el Estado requirente entienda el porqué del 
rechazo de la solicitud, facilitándose así una mejor com-
prensión de las limitaciones que existen no solo en rela-
ción con esa solicitud, sino también con otras futuras. Este 
párrafo se basa en el artículo 46, párrafo 23, de la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción584. 

13)  En el párrafo 10 del proyecto de anexo se dispone 
que la asistencia judicial recíproca «podrá ser diferida por 
el Estado requerido si perturba investigaciones, procesos 
o actuaciones judiciales en curso». Esta disposición per-
mite que el Estado requerido disponga de cierta flexibi-
lidad para diferir la presentación de información en caso 
de que sea necesario para que no se vean afectados una 
investigación o un procedimiento que estén llevándose a 
cabo en ese Estado. El párrafo se basa en el artículo 46, 
párrafo 25, de la Convención de las Naciones Unidas con-
tra la Corrupción585.

14)  El párrafo  11 del proyecto de anexo obliga al 
Estado requerido a que, antes de denegar una solicitud, 
«consult[e] al Estado requirente para considerar si es 
posible prestar la asistencia solicitada supeditándola a las 
condiciones que estime necesarias. Si el Estado requirente 
acepta la asistencia con arreglo a esas condiciones, ese 
Estado deberá cumplir las condiciones impuestas». En 
ocasiones, el motivo de la denegación puede ser una cues-
tión meramente técnica que el Estado requirente podría 
resolver fácilmente, en cuyo caso las consultas ayuda-
rán a aclarar la cuestión y a que pueda procederse con 
la solicitud. En una formulación de este párrafo recogida 
en la Convención de las Naciones Unidas contra el Trá-
fico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas 
de 1988 solo se indica que deben celebrarse consultas 
sobre un posible aplazamiento de solicitudes de asistencia 
judicial recíproca586. No obstante, en la Convención con-
tra la Delincuencia Organizada Transnacional se amplía 
la aplicación de esta disposición, de modo que también 
incluye la denegación de asistencia587. Este planteamiento 

583 Véase el informe del Comité Especial encargado de elaborar una 
convención contra la delincuencia organizada transnacional sobre la 
labor de sus períodos de sesiones 1o a 11o (A/55/383/Add.1) (nota 489 
supra), párr. 42. 

584 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  16; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 23; Tratado Modelo de Asis-
tencia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), art. 4, párr. 5.

585 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  17; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 25; Tratado Modelo de Asis-
tencia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), art. 4, párr. 3.

586 Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de 
Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art. 7, párr. 17.

587 Convención de las Naciones  Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 26.

https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/736/89/PDF/N0073689.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N00/736/89/PDF/N0073689.pdf?OpenElement
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se reprodujo en el artículo 46, párrafo 26, de la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción588, en el 
cual se basa el párrafo 11.

15)  En el párrafo 12 del proyecto de anexo se aborda la 
facilitación por el Estado requerido al Estado requirente 
de documentos oficiales y otros documentos o datos, 
indicándose que el Estado requerido «facilitará» la infor-
mación de acceso público, mientras que «podrá» propor-
cionar los datos que no estén al alcance del público en 
general. Ese enfoque alienta a que los Estados requeridos 
faciliten información confidencial, si bien no lo exige. El 
párrafo se basa en el artículo 46, párrafo 29, de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción589.

Uso de la información por el Estado requirente

16)  En los párrafos 13 y 14 del proyecto de anexo se 
aborda el uso de la información recibida por el Estado 
requirente del Estado requerido. 

17)  En virtud del párrafo  13 del proyecto de anexo se 
prohíbe que el Estado requirente transmita la información 
a un tercero, por ejemplo otro Estado, y que utilice, «sin 
previo consentimiento del Estado requerido», la informa-
ción «para investigaciones, procesos o actuaciones judi-
ciales distintos de los indicados en la solicitud». Como se 
señaló en relación con el párrafo 4 del proyecto de anexo, el 
Estado requirente ha de indicar en su solicitud «la finalidad 
para la que se solicita la prueba, información o actuación». 
Asimismo, cuando la información recibida por el Estado 
requirente sea exculpatoria de una persona acusada, el 
Estado requirente podrá revelar la información a esa per-
sona (dado que puede estar obligado a hacerlo en virtud de 
su legislación nacional), después de notificarlo con antela-
ción al Estado requerido cuando sea posible. Este párrafo 
se basa en el artículo 46, párrafo 19, de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción590.

18)  El párrafo 14 del proyecto de anexo permite que el 
Estado requirente exija que el Estado requerido mantenga 
reserva acerca de la existencia y el contenido de la solici-
tud, salvo en la medida necesaria para darle cumplimiento. 
Este párrafo se basa en el artículo 46, párrafo 20, de la Con-
vención de las Naciones Unidas contra la Corrupción591.

588 Convención de las Naciones  Unidas contra la Corrupción, 
art. 46, párr. 26 («Antes de denegar una solicitud presentada con arre-
glo al párrafo 21 del presente artículo o de diferir su cumplimiento con 
arreglo al párrafo 25 del presente artículo, el Estado Parte requerido 
consultará al Estado Parte requirente para considerar si es posible pres-
tar la asistencia solicitada supeditándola a las condiciones que estime 
necesarias. Si el Estado Parte requirente acepta la asistencia con arreglo 
a esas condiciones, ese Estado Parte deberá cumplir las condiciones 
impuestas»). 

589 Véase también Convención de las Naciones  Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 29.

590 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr. 13; Convenio Internacional para la Represión de la Financiación 
del Terrorismo, art.  12, párr.  3; Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 19. Para 
los comentarios al respecto, véase Comentarios a la Convención de las 
Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustan-
cias Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), págs. 157 y 158, párr. 7.43.

591 Véanse también Convención de las Naciones  Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 20; Tratado Modelo 
de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), art. 9.

Testimonio de una persona desde el Estado requerido

19)  En los párrafos 15 y 16 del proyecto de anexo se 
abordan los procedimientos para que un Estado requirente 
obtenga el testimonio de una persona que se encuentre en 
el Estado requerido.

20)  El párrafo 15 del proyecto de anexo es esencial-
mente una disposición de «salvoconducto» que impide 
que una persona que viaje del Estado requerido al 
Estado requirente sea enjuiciada, detenida o castigada, 
o que vea restringida de otro modo su libertad por el 
Estado requirente mientras que presta testimonio en 
relación con actos que tuvieran lugar antes de la salida 
de la persona del Estado requerido. Como se indica en 
el párrafo 15, esa protección no se extiende a los actos 
cometidos después de la salida de la persona ni se pro-
longa indefinidamente después de que esta haya pres-
tado testimonio. Este párrafo se basa en el artículo 46, 
párrafo  27, de la Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Corrupción592.

21)  En el párrafo 16 del proyecto de anexo se aborda 
la cuestión del testimonio de testigos mediante video-
conferencia, una tecnología con una buena relación 
costo-eficacia que es cada vez más común. Si bien el 
testimonio por videoconferencia no es obligatorio, si 
«no es posible o conveniente que la persona en cues-
tión comparezca personalmente en un territorio bajo la 
jurisdicción del Estado requirente», el Estado requerido 
podrá permitir que la audiencia se celebre por video-
conferencia. No obstante, eso solo ocurrirá cuando sea 
«posible y compatible con los principios fundamenta-
les del derecho nacional», una cláusula que se refiere 
tanto a la legislación del Estado requirente como a la 
del requerido. Este párrafo se basa en el artículo  46, 
párrafo  18, de la Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Corrupción593. En el informe de 2015 sobre 
la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas 
contra la Corrupción se indica que esta disposición se 
usa de forma generalizada:

La audiencia de testigos y peritos por videoconferencia ha demos-
trado ser un instrumento que ahorra tiempo y gastos en el contexto de 
la asistencia judicial recíproca y puede ayudar a superar dificultades 
prácticas, por ejemplo, cuando la persona cuyo testimonio se solicita 
no puede o no está dispuesta a viajar al país extranjero para prestar 
testimonio. Por lo tanto, se registra una aceptación y un uso crecientes 
de esta medida por las autoridades competentes594.

592 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 27; Convención 
de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 
Sustancias Sicotrópicas, art.  7, párr.  18; Tratado Modelo de Asisten-
cia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), art. 15; Convenio 
Europeo de Asistencia Judicial en Materia Penal, art. 12; Comentarios a 
la Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estu-
pefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 1988 (nota 531 supra), pág. 161, 
párr. 7.55.

593 Véanse también Convención de las Naciones  Unidas contra 
la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, párr. 18; informe 
del Comité Especial encargado de elaborar una convención contra la 
delincuencia organizada transnacional sobre la labor de sus períodos 
de sesiones 1o  a 11o (A/55/383/Add.1) (nota  489 supra), párr.  41; 
UNODC, Guía legislativa para la aplicación de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción (nota 358 supra), pág. 185, 
párr. 629.

594 UNODC, Estado de la aplicación de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción… (nota 536 supra), pág. 215.
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Traslado para prestar testimonio de una persona dete-
nida en el Estado requerido

22)  En los párrafos 17 a 19 del proyecto de anexo se 
aborda la situación en que un Estado requirente pretende 
el traslado desde el Estado requerido de una persona que 
se encuentre detenida o cumpliendo condena en este. 

23)  El párrafo 17 del proyecto de anexo prevé el tras-
lado de una persona que esté bajo la custodia del Estado 
requerido al Estado requirente cuando esa persona dé 
«su libre consentimiento» y las «autoridades compe-
tentes» del Estado requirente y del Estado requerido 
estén de acuerdo en el traslado. Debe entenderse que la 
disposición se aplica a las personas que se encuentren 
bajo custodia en el marco de actuaciones penales o por 
estar cumpliendo condena, las que estén realizando tra-
bajos comunitarios obligatorios o las que se encuentren 
confinadas en determinadas zonas en aplicación de un 
régimen de libertad condicional. Aunque el testimonio 
puede ser el motivo principal de esos traslados, la dis-
posición también abarca, de manera general, los trasla-
dos para cualquier tipo de asistencia que se pretenda de 
esa persona en «investigaciones, procesos o actuacio-
nes judiciales». Este párrafo se basa en el artículo  46, 
párrafo  10, de la Convención de las Naciones  Unidas 
contra la Corrupción595.

24)  En el párrafo 18 del proyecto de anexo se describe 
la obligación del Estado requirente de mantener bajo cus-
todia a la persona trasladada, a menos que se acuerde otra 
cosa, y de devolverla al Estado requerido de conformidad 
con el acuerdo de traslado, sin que el Estado requerido 
tenga que iniciar un procedimiento de extradición. Este 
párrafo también recoge la obligación de que el Estado 
requerido compute el tiempo que haya permanecido bajo 
custodia la persona trasladada en el Estado requirente. Este 
párrafo se basa en el artículo 46, párrafo 11, de la Conven-
ción de las Naciones Unidas contra la Corrupción596.

25)  El párrafo 19 del proyecto de anexo es similar a la 
disposición de «salvoconducto» del párrafo  15, en vir-
tud de la cual una persona trasladada goza de protección 
frente al enjuiciamiento, la reclusión, el castigo u otra 
restricción de la libertad por parte del Estado requirente, 
durante su presencia en este, en relación con actos que 
tuvieran lugar antes de la salida de la persona del Estado 
requerido. No obstante, el párrafo 19 permite al Estado 
requerido aceptar que el Estado requirente emprenda esas 
acciones. Además, esta disposición ha de leerse junta-
mente con el párrafo 18, que obliga al Estado requirente a 
mantener bajo custodia a la persona trasladada, salvo que 
se acuerde otra cosa, en razón de su privación de liber-
tad o su condena en el Estado requerido. Este párrafo se 

595 Véanse también Convenio Internacional para la Represión de la 
Financiación del Terrorismo, art. 16, párr. 1; Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, 
párr. 10; informe del Comité Especial encargado de elaborar una con-
vención contra la delincuencia organizada transnacional sobre la labor 
de sus períodos de sesiones 1o a 11o (A/55/383/Add.1) (nota 489 supra), 
párr. 39.

596 Véanse también Convenio Internacional para la Represión de 
la Financiación del Terrorismo, art.  16, párr.  2; Convención de las 
Naciones  Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, 
art. 18, párr. 11.

basa en el artículo 46, párrafo 12, de la Convención de las 
Naciones Unidas contra la Corrupción597.

Gastos

26)  En el párrafo 20 del proyecto de anexo se aborda la 
cuestión de los costos y se afirma, entre otras cosas, que 
«[l]os gastos ordinarios que ocasione el cumplimiento de 
una solicitud serán sufragados por el Estado requerido, a 
menos que los Estados interesados hayan acordado otra 
cosa». En la segunda frase de la disposición se prevé la 
posibilidad de que los Estados consulten entre sí cuando 
los gastos para cumplir con la solicitud sean «cuantiosos 
o de carácter extraordinario». Este párrafo se basa en el 
artículo 46, párrafo 28, de la Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Corrupción598.

27)  En varios comentarios o notas interpretativas sobre 
disposiciones similares de otros tratados se ofrecen orienta-
ciones sobre el significado de esta disposición. Por ejemplo, 
en los comentarios a la Convención de las Naciones Uni-
das contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 
Sicotrópicas de 1988 se establece lo siguiente:

Esta norma aboga por la simplicidad, evitando tener que llevar 
una contabilidad compleja, y se basa en la noción de que a lo largo 
del tiempo habrá un equilibrio general entre los Estados que a veces 
son la parte requirente y a veces la parte requerida. En la práctica, sin 
embargo, ese equilibrio no siempre se mantiene, ya que la corriente de 
peticiones entre pares determinados de partes puede ser en gran parte 
en una sola dirección. Por este motivo, las palabras finales de la primera 
oración permiten a las partes acordar una desviación de la regla general, 
aun respecto de los costos ordinarios599.

28)  En una nota a pie de página en el Tratado Modelo 
de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales de las Nacio-
nes Unidas de 1990 se indica:

[Por ejemplo,] correrán a cargo del Estado requerido los gastos ordi-
narios que entrañen el cumplimiento de las solicitudes de asistencia, 
pese a lo cual el Estado requirente sufragará: a)  [l]os gastos excep-
cionales o extraordinarios que sea necesario efectuar para dar cumpli-
miento a la solicitud, cuando así lo exija el Estado requerido y previa 
celebración de consultas; b) [l]os gastos que entrañe el traslado de una 
persona a o desde el territorio del Estado requerido, así como los hono-
rarios, subsidios o gastos que hayan de abonarse a esa persona mientras 
se encuentre en el Estado requirente […]; c) [l]os gastos que entrañe el 
traslado de los funcionarios encargados de custodiar o acompañar a la 
persona; y d) [l]os gastos en concepto de informes de expertos600.

29)  En una nota interpretativa de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional se establece:

En los travaux préparatoires se indicará que muchos de los gas-
tos que entrañe el cumplimiento de las solicitudes [en relación con el 
traslado de personas o con videoconferencias] por lo general se con-
siderarían extraordinarios. Además, en los travaux préparatoires debe 
constar el entendimiento de que los países en desarrollo tal vez tengan 

597 Véanse también Convenio Internacional para la Represión de la 
Financiación del Terrorismo, art. 16, párr. 3; Convención de las Nacio-
nes Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, art. 18, 
párr. 12.

598 Véanse también Convención de las Naciones Unidas contra el 
Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, art.  7, 
párr.  19; Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional, art. 18, párr. 28; Tratado Modelo de Asisten-
cia Recíproca en Asuntos Penales (nota 541 supra), art. 19.

599 Comentarios a la Convención de las Naciones  Unidas contra 
el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, 1988 
(nota 531 supra), pág. 162, párr. 7.57.

600 Tratado Modelo de Asistencia Recíproca en Asuntos Penales 
(véase la nota 541 supra), art. 19, nota 124. 
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dificultades para sufragar incluso algunos gastos ordinarios, por lo que 
debería prestárseles asistencia adecuada para que puedan cumplir las 
disposiciones de este artículo601.

30)  Por último, según los travaux préparatoires de la 
Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción: 

601 Informe del Comité Especial encargado de elaborar una conven-
ción contra la delincuencia organizada transnacional sobre la labor de 
sus períodos de sesiones 1o a 11o (A/55/383/Add.1) (véase la nota 489 
supra), párr. 43.

Asimismo, [en los travaux préparatoires] se consignará el enten-
dimiento de que los países en desarrollo podrían tener dificultades 
para sufragar incluso algunos gastos ordinarios y deberían recibir 
asistencia adecuada para que puedan cumplir los requisitos previstos 
en este artículo602. 

602 Informe del Comité Especial encargado de negociar una conven-
ción contra la corrupción sobre la labor de sus períodos de sesiones 
primero a séptimo, adición, Notas interpretativas para los documentos 
oficiales (travaux préparatoires) de la negociación de la Convención de 
las Naciones Unidas contra la Corrupción (A/58/422/Add.1), párr. 44.
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